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09-02-2006 
Cámara de Senadores. 
INICIATIVA con proyecto de Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 
Presentada por el Sen. Jorge Zermeño Infante, del Grupo Parlamentario del PAN. 
Se turnó a las Comisiones Unidas de Justicia; y de Estudios Legislativos. 
Gaceta Parlamentaria, 09 de febrero de 2006. 
 
 
DEL SEN. JORGE ZERMEÑO INFANTE, A NOMBRE DE DIVERSOS SENADORES DE LOS GRUPOS 
PARLAMENTARIOS, LA QUE CONTIENE PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.  
 
 
SEN. ENRIQUE JACKSON RAMÍREZ  
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DE LA 
CÁMARA DE SENADORES  
DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN, 
P R E S E N T E. 

Los suscritos senadores integrantes de la LIX Legislatura, con fundamento en la fracción II del artículo 71 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 85 y 86 de la Ley 
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, y 56 del Reglamento para 
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presentamos a la consideración 
de este Senado de la República la Iniciativa de Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, con base en la siguiente exposición de motivos: 

Antecedentes 

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es un órgano jurisdiccional autónomo que, en términos 
del artículo 73, fracción XXIX-H, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene a su cargo 
dirimir las controversias que se susciten entre la Administración Pública Federal y los particulares. 

A lo largo de los años, el Tribunal ha sido dotado con nuevas competencias, con objeto de ampliar los 
supuestos en que los particulares, antes de recurrir ante el Poder Judicial de la Federación, acudan ante una 
instancia administrativa, plenamente autónoma, con objeto de que revise los actos de la Administración 
Pública Federal que les reparan perjuicio.  

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa tiene como antecedente original de su creación, la Ley 
de Justicia Fiscal el 27 de agosto de 1936, que entró en vigor el 1º de enero de 1937, bajo la denominación de 
Tribunal Fiscal de la Federación y que conoció inicialmente de resoluciones definitivas eminentemente 
fiscales, pero cuya competencia se amplió a conocer de resoluciones emitidas con base en diversos 
ordenamientos legales del ámbito del Derecho Administrativo.  

La ampliación del ámbito de competencia del entonces denominado Tribunal Fiscal de la Federación, se 
estableció mediante reformas subsecuentes a Decreto de su creación, siendo las más relevantes, la 
expedición de la Ley Orgánica del Tribunal  Fiscal de la Federación publicada en el Diario Oficial de la 
Federación, el 2 de febrero de 1978, que se derogó mediante la expedición de la nueva Ley Orgánica del 
Tribunal Fiscal de la Federación publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995,  y 
fue hasta el 31 de diciembre de 2000 en que la denominación del Tribunal Fiscal de la Federación se modificó 
por la de Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, que corresponde precisamente a la ampliación 
de competencia, fiscal y administrativa. 

Incluso, es de apuntar que actualmente se discuten en el Congreso de la Unión diversas Iniciativas de ley que 
tienen por objeto ampliar aún más la competencia del Tribunal.  Tal es el caso, por ejemplo, de la Iniciativa de 
Ley Federal de Justicia Administrativa de la Función Pública que, además, abarca reformas a la Ley Federal 
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, la Ley Federal de las Entidades 
Paraestatales, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y el Código Fiscal de la Federación, así 
como los aspectos relativos a la competencia del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en su 
Ley Orgánica. 
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Objeto de la Iniciativa 

De lo anterior se desprende claramente la necesidad de revisar la estructura del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, con el propósito de ajustarla a las competencias que actualmente tiene, así como 
respecto de los diversos ordenamientos legales y reformas que han sido aprobados recientemente, lo que se 
pretende redunde, en última instancia, en una pronta y expedita administración de justicia administrativa. 

Es por lo anterior que uno de los principales aspectos de la presente Iniciativa, consiste en descargar de 
asuntos administrativos a la Sala Superior del Tribunal, a fin de que ésta se avoque, primordialmente, a la 
atención de asuntos de índole jurisdiccional, sin perder por ello su carácter de órgano superior del Tribunal. 

En tal virtud, la Sala Superior antes referida conservará atribuciones en lo relativo a la expedición del 
Reglamento Interior del Tribunal y del Estatuto de Carrera Jurisdiccional; aprobación de las propuestas de 
nombramiento de Magistrados que 

habrán de ser sometidas a la consideración del Presidente de la República, e intervenir, a través de dos 
Magistrados de la Sala Superior, en la integración de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal, cuya 
creación se propone en la presente Iniciativa. 

La presente Iniciativa considera necesario crear un nuevo órgano del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, a cargo de la administración, vigilancia, disciplina y carrera jurisdiccional, contando para ello 
con autonomía técnica y de gestión para el adecuado cumplimiento de sus funciones.  De esta forma, se 
descarga al Pleno de la Superior del Tribunal de las tareas de índole administrativa, sin perjuicio de que, dada 
la integración de la Junta de Gobierno y Administración, el propio Pleno seguirá fungiendo como el órgano 
rector del Tribunal. 

Es importante destacar que la propuesta de esta Iniciativa es asimilar a la Junta de Gobierno y Administración, 
respecto del Tribunal, con el Consejo de la Judicatura Federal, respecto del Poder Judicial de la Federación, 
sin desconocer los matices propios de la naturaleza jurídica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa. 

Naturaleza e Integración del Tribunal 

a) Tribunal contencioso-administrativo 

La presente Iniciativa reconoce al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa como un órgano dotado 
de plena autonomía para dictar sus fallos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 73, fracción XXIX-H 
de la Constitución. La novedad de este artículo consiste en reconocerlo también como un tribunal de lo 
contencioso-administrativo, tal como lo concibe la misma norma constitucional, y en atención a la evolución 
histórica de este órgano jurisdiccional hacia una gama cada vez más amplia de competencias para la 
resolución de conflictos en los que están en juego normas de derecho administrativo. 

b) Autonomía en el ejercicio del presupuesto asignado al Tribunal 

Además, se recoge prácticamente en sus mismos términos la reforma más reciente que se ha realizado a la 
Ley vigente del Tribunal, aprobada por esta Soberanía y publicada en el Diario Oficial de la Federación hace 
sólo unos días, el pasado 26 de enero de 2006. 

En virtud de esta reforma, se fortaleció presupuestariamente al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, lo cual resultaba de la mayor urgencia para garantizar la capacidad de la institución de resolver 
adecuadamente los asuntos de su competencia. Esta reforma era necesaria para impulsar el profesionalismo, 
la eficiencia y la especialización que siempre han caracterizado al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa.  

Los únicos cambios que se proponen en esta Iniciativa consisten en atribuir al Pleno de la Sala Superior -ya 
no a la Sala Superior como tal- , la atribución de aprobar el proyecto de presupuesto del Tribunal, en 
concordancia con el catálogo de facultades que la Iniciativa prevé para este órgano. Además, se pretende 
garantizar aún más el ejercicio directo y autónomo del presupuesto del Tribunal, al establecer que éste se 
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ejercerá en todo lo referente a su estructura organizacional y ocupacional, y a la adquisición de bienes y 
contratación de obras y servicios.  

c) Integración  

La Iniciativa que hoy se presenta, contiene una de las principales innovaciones para la organización y 
funcionamiento del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. En efecto, además de prever la 
existencia de la Sala Superior y las Salas Regionales, la Iniciativa contempla la creación de una Junta de 
Gobierno y Administración del Tribunal que, como se detallará más adelante, será el órgano que tendrá a su 
cargo la administración, vigilancia y disciplina del Tribunal, así como la operación de la carrera jurisdiccional al 
interior del mismo, contando con autonomía técnica y de gestión para el adecuado cumplimiento de sus 
funciones.  

Como es bien sabido por las señoras y señores Senadores, la creación de la Junta de Gobierno y 
Administración se inscribe en la tendencia internacional y desde luego también nacional, de distinguir 
orgánicamente las funciones estrictamente jurisdiccionales de las de carácter meramente administrativo, al 
interior de los órganos del Estado encargados de la impartición de justicia.  

Esta tendencia ha mostrado sus bondades en el Poder Judicial de la Federación, a partir de la reforma judicial 
de 1995 por la que, entre otras cosas, se estableció el Consejo de la Judicatura Federal. Este esquema, 
además, se ha retomado en los tribunales superiores de justicia de las entidades federativas de nuestro país. 
Hoy proponemos a este Honorable Senado de la República rediseñar la estructura orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, para garantizar que sus procesos administrativos no interfieran, 
sino por el contrario, coadyuven con eficacia en las tareas sustantivas del Tribunal, dada la cada vez más 
cuantiosa carga de importantes asuntos jurisdiccionales que este Tribunal debe atender.        

d) Servidores públicos del Tribunal 

Por otra parte, y con el fin de brindar certeza en los nombramientos de los servidores públicos, así como en el 
organigrama del Tribunal, se enumeran a los servidores públicos con los que contará este órgano 
jurisdiccional, empezando desde luego por los Magistrados de Sala Superior y de Sala Regional, y 
prosiguiendo con la enumeración de los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, el Secretario 
General de Acuerdos, los Secretarios Adjuntos de Acuerdos de las Secciones Jurisdiccionales, los Secretarios 
de Acuerdos de Sala Superior y de Sala Regional, los Actuarios, los Oficiales Jurisdiccionales, el Contralor, 
los Secretarios Técnicos, Operativos o Auxiliares, y el Director del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y 
Administrativa. Las atribuciones de cada uno de estos servidores públicos se detallan a lo largo del texto de la 
presente Iniciativa.  

De cualquier forma, y para garantizar la flexibilidad orgánica del Tribunal, necesaria para la oportuna atención 
de sus tareas, se establece la posibilidad de que el Reglamento Interior del Tribunal incluya a otros servidores 
públicos con el carácter de mandos medios y superiores, además de que el Tribunal cuente con el personal 
profesional, administrativo y técnico necesario, todo ello de conformidad con lo que establezca su 
presupuesto. 

Cabe aclarar aquí que, en todo caso, el artículo sexto transitorio establece que los servidores públicos que 
vienen ejerciendo encargos administrativos que desaparezcan o se transformen conforme a lo dispuesto en la 
propia Ley, continuarán desempeñando los mismos cargos hasta que la Junta de Gobierno y Administración 
acuerde la creación de los nuevos órganos y decida sobre las designaciones correspondientes. Lo anterior, 
con el fin de que el personal administrativo del Tribunal, tenga la certeza sobre la continuación en el ejercicio 
de sus empleos.    

e) Nombramiento de los Magistrados del Tribunal y duración de los mismos 

La Ley que se propone, mantiene el nombramiento compartido de los Magistrados que integran al Tribunal, al 
prever el nombramiento por parte del Presidente de la República con la correspondiente aprobación de la 
Cámara de Senadores o, en los recesos de ésta por la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión. 
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Al respecto, es pertinente señalar que para los nombramientos de mérito, corresponde al Presidente de la 
República decidir la persona que desempeñará el cargo de Magistrado del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa. En ese sentido, el Titular del Ejecutivo Federal tiene la libertad de seleccionar a las personas 
mediante la valoración que realice de los antecedentes profesionales de ellas, para finalmente ejercer su 
libertad de elección de los profesionistas en derecho que serán envestidos con tan alta responsabilidad, 
quedándole al órgano legislativo en funciones, la posibilidad de aceptar u oponerse al nombramiento realizado 
por el Presidente de la República. 

De lo anterior, resulta válido concluir que serán considerados como Magistrados del Tribunal, con las 
facultades que la norma prevé, aquellas personas cuyo nombramiento haya sido efectuado por el Presidente 
de la República y aprobado por la Cámara de Senadores o por la Comisión Permanente, con lo cual la 
ciudadanía tendrá la seguridad jurídica de que quienes están resolviendo los asuntos competencia del 
Tribunal, cuentan con un nombramiento que se ha perfeccionado con la intervención de los Poderes de la 
Unión determinados para estos efectos por la propia Ley. 

Igualmente se propone en la Iniciativa que se somete a la consideración de esta Soberanía, regular la 
duración de los nombramientos de los Magistrados del Tribunal, tanto de la Sala Superior como de los 
Magistrados de Sala Regional y de los Magistrados Supernumerarios. 

En efecto, se prevé que los Magistrados de Sala Superior sean nombrados por un único período de quince 
años, mientras que los Magistrados de Sala Regional y Magistrados Supernumerarios de Sala Regional sean 
nombrados por períodos de diez años, ambos lapsos computados a partir de la fecha de los respectivos 
nombramientos. 

Como podrá apreciar esta alta Asamblea, la presente Iniciativa sugiere ampliar el período de ejercicio del 
encargo de los Magistrados de Sala Regional, el cual venía siendo de seis años, a efecto de prever un mayor 
tiempo de permanencia en el mismo, lo que conlleva a garantizar una mayor continuidad en la formulación y 
aplicación de criterios jurídicos emitidos por los Magistrados integrantes de las Salas Regionales y a la 
estrategia de efectividad instaurada en las mismas, todo ello con el fin de alcanzar el imperativo constitucional 
de la impartición de justicia pronta y expedita en las materias fiscal y administrativa. En ese mismo tenor, esta 
Iniciativa tiende a asegurar un plazo mayor de estabilidad a los Magistrados durante el desempeño de su 
encomienda. 

Atendiendo a este propósito de continuidad, se plantea que los Magistrados de Sala Regional que concluyen 
su período de diez años, puedan ser considerados por el Presidente de la República para ser nuevamente 
nombrados en dicho encargo por lapsos iguales de diez años. 

En cuanto a los Magistrados de Sala Superior, se establece que éstos duren en su encomienda un único 
período de quince años -límite igual al previsto para los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación-, a diferencia del texto vigente que prevé un lapso idéntico pero dividido en dos lapsos, uno inicial de 
seis años y otro de nueve años. 

Consideramos que la previsión de un solo período para los Magistrados de Sala Superior es benéfico para el 
funcionamiento de la máxima instancia del Tribunal, en razón de que los Magistrados abocarán íntegramente 
su atención al despacho de las labores de su encomienda, sin distracción alguna, como lo sería la inherente a 
la posible movilidad a la que están sujetos bajo el régimen de la Ley vigente. 

Respecto a los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, éstos serían nombrados por un período de 
diez años, al término de los cuales no podrán ser nuevamente designados para ese mismo encargo. No 
obstante, esta nueva Ley permite a los Magistrados Supernumerarios poder ser designados por el Presidente 
de la República como Magistrados de Sala Superior o de Sala Regional, mediante el procedimiento de 
selección y elección al que nos hemos referido. 

Es pertinente señalar que para el caso de los Magistrados de Sala Regional, las designaciones posteriores a 
su primer ejercicio de diez años, implican la emisión de nuevos nombramientos, lo cual conlleva a que no 
generen lo que doctrinalmente se ha denominado como "derechos adquiridos", toda vez que su encargo está 
sujeto a un plazo perfectamente determinado por la Ley, al término del cual y acorde con el texto del artículo 
8, fracción VIII, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, deberán 
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abstenerse de ejercer las funciones de su cargo, y proceder a hacer la entrega correspondiente de la 
Magistratura a las autoridades que el Tribunal designe para tales efectos. 

En ese mismo sentido, al prever esta Iniciativa que los Magistrados de Sala Regional duren en su encargo 
períodos de diez años y que al término de los cuales puedan ser nombrados nuevamente por lapsos iguales, 
implica reconocer la permanencia de los juzgadores en el cargo durante el tiempo en que se encuentren 
desempeñando el mismo, por lo cual, a la conclusión de éste, no podrá darse una prórroga temporal de su 
mandato en razón de que su gestión habrá culminado, lo que dará lugar a la expedición de un nuevo 
nombramiento con las implicaciones inherentes al mismo, es decir, no se tratará de la renovación del 
nombramiento anterior, sino que se encontrará sujeto al procedimiento previsto en los artículos 4 y 5 de esta 
Iniciativa. 

No escapa al conocimiento de los autores de esta Iniciativa que el artículo 5 que se propone, mantiene 
relación con las disposiciones previstas en los Artículos Transitorios Tercero, Cuarto y Séptimo del presente 
proyecto de Ley, toda vez que el proceso para el nombramiento de los dos nuevos Magistrados de Sala 
Superior y de los cinco Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, deberá iniciarse por parte del 
Presidente de la República y posteriormente por la Cámara de Senadores, en cuanto entre en vigor la 
presente Ley. 

Una vez hechos los nombramientos anteriores, el Pleno de la Sala Superior elegirá a los Magistrados de dicha 
Sala, así como a los Magistrados de Sala Regional que integrarán la Junta de Gobierno y Administración, al 
tiempo que determinará a los dos Magistrados Supernumerarios que suplirán temporalmente a los 
Magistrados de Sala Regional que ocupen un lugar en la referida Junta. 

En esa virtud, y por única ocasión para la primera integración de la Junta de Gobierno y Administración, el 
Pleno de la Sala Superior señalará tanto a un Magistrado de Sala Superior como a un Magistrado de Sala 
Regional, para que ejerzan su encargo durante tres años en el citado órgano de gobierno, con el fin de 
asegurar un escalonamiento en los períodos de ejercicio de sus miembros, que permita una rotación ordenada 
de los integrantes de la Junta de Gobierno y Administración, a efecto de que ésta cuente permanentemente 
con el quórum mínimo requerido para sesionar. 

Al respecto, es oportuno resaltar que los dos nuevos Magistrados de la Sala Superior se integrarán a las 
labores del Pleno de la Sala Superior, por lo que de ninguna manera podrán ser elegidos por el Pleno para la 
primera integración de la Junta de Gobierno y Administración, ello con el propósito de que los Magistrados de 
Sala Superior que actualmente integran el Pleno de la misma aporten sus conocimientos y experiencia en este 
nuevo órgano, a efecto de que cumpla a cabalidad con los objetivos planteados en esta Iniciativa. Por ello es 
que consideramos pertinente que aquellos Magistrados que han venido laborando en la Sala Superior sean 
quienes integren la Junta de Gobierno, y no así quienes por primera vez se incorporarán a la instancia 
máxima del Tribunal. 

Asimismo, a la entrada en vigor de la presente Ley, los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa que se encuentren en ejercicio de sus cargos, en términos de la Ley vigente, podrán continuar 
ejerciéndolos hasta la conclusión del período para el que fueron designados, al término del cual harán entrega 
de su Magistratura. Al respecto, se debe puntualizar que el Tribunal podrá proponerlos, previa la evaluación 
correspondiente, para ser nombrados nuevamente como Magistrados. 

Es conveniente resaltar ante esta Soberanía que esta nueva Ley de ninguna manera pretende privar de sus 
puestos a los actuales Magistrados del Tribunal; por el contrario, con base en los resultados de las 
evaluaciones que realice la Junta de Gobierno y Administración y la propuesta que efectúe el Pleno, podrán 
ser considerados por el Presidente de la República para volver a ocupar dichos cargos. 

f) Requisitos para ser nombrado Magistrado del Tribunal 

En la Iniciativa que se presenta, se recogen los requisitos que la Ley vigente prevé para ser nombrado 
Magistrado del Tribunal Fiscal, con la salvedad relativa a exigir que la persona nombrada cuente ahora con un 
mínimo de ocho años de experiencia ya sea en la materia fiscal o en la administrativa. 

Esta propuesta es consecuencia natural de la evolución que ha tenido la competencia del Tribunal, que desde 
luego obedece en mayor medida a la rama administrativa, lo que ha venido a enriquecer el funcionamiento de 
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dicho órgano jurisdiccional y, en esa medida, exige también que los Magistrados que lo integran cuenten 
ahora con una gama de experiencia adicional a la fiscal que permita abordar, tramitar y desahogar los asuntos 
asignados a su resolución, con la eficiencia que los justiciables esperan recibir de una institución 
especializada como lo es ésta. 

En ese tenor, esta Iniciativa busca que el Tribunal cuente con Magistrados que aporten un punto de vista 
distinto a la luz de su experiencia administrativa, lo que seguramente beneficiará al órgano jurisdiccional por la 
diversidad de criterios que se emitirán en su seno, sin limitarlos a contar únicamente con la práctica fiscal que 
la Ley actual prevé. 

g) Remoción de los Magistrados durante el ejercicio de su encargo y causas     de retiro forzoso 

Igualmente se prevé en esta Iniciativa la posibilidad de remover a los Magistrados durante el tiempo de su 
encargo por parte del Presidente de la República, en los casos en que éstos incurran en los supuestos de 
responsabilidad previstos por la disposiciones legales aplicables, o en el supuesto de que dejen de cumplir 
con los requisitos previstos por el artículo 6 de la Ley, previo el procedimiento que para ambas situaciones 
haya sido substanciado por la Junta de Gobierno y Administración. 

Para los efectos anteriores, se propone como una de las facultades de la citada Junta, que resuelva sobre las 
responsabilidades de los Magistrados del Tribunal y, en caso de que de dichos servidores públicos merezcan 
la sanción de destitución en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos, ésta sea sometida a la consideración del Presidente de la República. 

El proceso anterior viene a brindar un mayor control por parte del Tribunal sobre el desempeño jurisdiccional 
de los Magistrados, sin afectar desde luego la autonomía en el ejercicio de la Magistratura, toda vez que esta 
Iniciativa busca proporcionar los elementos necesarios a la Junta de Gobierno y Administración para que 
pueda verificar el adecuado cumplimiento de las responsabilidades encomendadas a los Magistrados durante 
el desempeño de su función y, en el caso de advertir la comisión de irregularidades que ameriten la sanción 
de destitución, el expediente correspondiente deberá ser puesto a la consideración del Presidente de la 
República, a efecto de que éste resuelva lo conducente con base en lo actuado por la referida Junta. 

Con relación al retiro forzoso de los Magistrados del Tribunal por cuestión de la edad, esta Iniciativa no hace 
distingo entre los Magistrados de Sala Superior y los de Sala Regional, incluyendo a los Supernumerarios, 
como lo prevé la Ley vigente para los dos primeros casos. Por el contrario, se reconoce la valía de la 
experiencia y capacidad profesional de aquellos Magistrados que rebasen los setenta años de edad, en razón 
de lo cual nos permitimos proponer que la edad de retiro se dé al cumplir los setenta y cinco años, con lo cual 
se asegura que el Tribunal cuente durante cinco años más con el bagaje de conocimientos que la práctica 
jurisdiccional les ha proporcionado a estos juzgadores con el paso de los años. 

Adicionalmente, se recoge la premisa de que sea causa de retiro forzoso para los Magistrados del Tribunal el 
que padezcan incapacidad física o mental para desempeñar su encargo. 

h) Procedimiento para nombrar a los Magistrados del Tribunal y los casos de     ausencias de los 
mismos 

A diferencia de la Ley vigente, en esta Iniciativa se propone establecer un mecanismo mediante el cual el 
órgano jurisdiccional, tanto en su Sala Superior como en sus Salas Regionales, no se vea afectado ante la 
falta de uno de sus Magistrados por la conclusión de su encargo. 

En efecto, se propone a esta Asamblea que con una anticipación de tres meses a la fecha en que concluya el 
período por el que fueron nombrados los Magistrados del Tribunal, el Presidente de dicho órgano comunique 
lo anterior al Titular del Ejecutivo Federal, acompañando en su caso, la propuesta que haya aprobado el Pleno 
de la Sala Superior, a efecto de que, conforme lo establecen los artículos 4 y 5 de esta Iniciativa de Ley, se 
disponga el nombramiento correspondiente, ya sea que se vuelva a designar al Magistrado de que se trate, o 
bien, se nombre a un nuevo Magistrado en sustitución del anterior. 

Es pertinente señalar que la propuesta del Pleno de la Sala Superior mencionada en el párrafo anterior, se 
encuentra prevista entre las facultades del Pleno según se desprende del artículo 18, fracción IV, de este 
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proyecto de Ley, precedida de la evaluación que haga la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal, 
según se establece en el artículo 41, fracción III, de la presente Iniciativa, la cual se basará en elementos 
objetivos y datos estadísticos sobre el desempeño del cargo. 

Por cuanto hace a las faltas de los Magistrados de Tribunal, consideramos que la Ley en vigor contiene 
algunas ambigüedades en lo que respecta a las ausencias de los juzgadores; en la Iniciativa que nos ocupa 
se pretenden señalar las acciones que habrán de seguirse para cada uno de los casos en que se deban cubrir 
dichas faltas, ya sean temporales o definitivas, tanto de los Magistrados de la Sala Superior como de los de 
Sala Regional, así como también se determinan los servidores públicos que habrán de cubrir dichas 
ausencias y el procedimiento a seguir para las designaciones correspondientes. 

En ese orden de ideas, esta Iniciativa propone, a diferencia de la Ley vigente, que las faltas definitivas de 
cualquiera de los Magistrados del Tribunal sean comunicadas de inmediato por el Presidente del Tribunal al 
Ejecutivo Federal, para que éste proceda a nombrar a los Magistrados que cubran dichas ausencias. No pasa 
desapercibido que el Pleno del Tribunal podrá hacer la propuesta correspondiente para estos casos. 

Por otro lado, y a efecto de dar continuidad al funcionamiento de las Salas Regionales, esta Iniciativa sugiere 
como una nueva regla para normar los casos de faltas definitivas de Magistrados de dichas Salas, que las 
mismas sean cubiertas temporalmente por los Magistrados Supernumerarios de Salas Regionales hasta que 
se efectúe el nuevo nombramiento en los términos señalados. En estos casos, será la Junta de Gobierno y 
Administración la que adscriba a los Magistrados Supernumerarios en aquellas Salas en donde se presente la 
falta definitiva del titular de la ponencia. 

En lo que respecta a las faltas temporales de Magistrados de las Salas Regionales, esta Iniciativa propone 
dos mecanismos a efecto de que las mismas sean cubiertas: a) las faltas que se susciten hasta por un mes, 
serán cubiertas por el Primer Secretario del Magistrado ausente y, b) las faltas superiores a un mes, se 
cubrirán por los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional. 

Los supuestos detallados en los párrafos anteriores, tienen como objetivo brindar mayor seguridad jurídica a 
las actuaciones de las Salas Regionales en los casos de faltas de los titulares de sus ponencias, ya que se 
señala con claridad la manera en que se cubrirán las faltas temporales, así como el procedimiento a seguir 
para el caso de que la falta temporal se vuelva definitiva. 

Igualmente, esta Iniciativa retoma el supuesto mediante el cual se turnarán y reasignarán los expedientes en 
caso de faltas temporales, excusas o recusaciones de los Magistrados de Sala Superior, conforme lo 
establezca el Reglamento Interior del Tribunal. 

Como se ha señalado, en esta Iniciativa se propone la creación de la Junta de Gobierno y Administración, 
como el órgano del Tribunal encargado de la administración, vigilancia, disciplina y carrera jurisdiccional, el 
cual se integra por el Presidente del Tribunal, por dos Magistrados de Sala Superior y por dos Magistrados de 
Sala Regional. 

i) Incorporación de Magistrados Supernumerarios de Sala Regional 

A efecto de sustituir a los dos Magistrados de Sala Regional que integran la Junta de Gobierno y 
Administración, así como para cubrir las faltas de los Magistrados de Sala Regional en los casos señalados en 
esta Iniciativa, se propone que el Tribunal cuente con cinco Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, 
los cuales cumplirán con las responsabilidades que han quedado señaladas y en el caso de que no se 
encuentren cubriendo dichas faltas, desempeñarán las labores que les encomiende el Pleno de la Sala 
Superior. 

En efecto, la Junta de Gobierno y Administración, según se señala en el artículo 40, fracción VI, de este 
proyecto de Ley, elegirá a los Magistrados Supernumerarios que suplirán a los Magistrados de Sala Regional 
que integren la referida Junta, así como los que cubrirán las ausencias de los Magistrados de Sala Regional, 
conforme se propone en esta Iniciativa. 

Como ha quedado establecido, las funciones primordiales de los Magistrados Supernumerarios consistirán en 
cubrir de manera provisional las faltas definitivas de los Magistrados de Sala Regional hasta que el Presidente 
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de la República realice el nuevo nombramiento, así como cubrir las faltas temporales superiores a un mes de 
los citados Magistrados de Sala Regional, con lo que se evita la generación innecesaria de cargas laborales 
derivadas de la ausencia de uno de los miembros de las ponencias. 

Por otra parte, como una garantía para la independencia e imparcialidad de los Magistrados del Tribunal, se 
conserva la disposición hoy vigente relativa a la prohibición de reducir los emolumentos de los Magistrados 
durante el ejercicio de sus encargos.  

j) Sistema profesional de carrera jurisdiccional 

La Iniciativa prevé la instrumentación de un sistema profesional de carrera jurisdiccional, basado en los 
principios de eficiencia, capacidad y experiencia, el cual comprenderá a los Secretarios de Acuerdos, 
Actuarios y Oficiales Jurisdiccionales, pero no así a los Magistrados de Sala Superior y de Salas Regionales, 
cuyo nombramiento y la aprobación del mismo, como ya se explicó, se conservan como atribuciones del 
Presidente de la República y de esta Cámara de Senadores, respectivamente.  

Pensamos que el servicio de carrera es un instrumento fundamental de las administraciones públicas 
modernas para permitir que en el ingreso, promoción y permanencia de los servidores públicos se procure 
satisfacer a cabalidad los principios constitucionales de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia 
que deben regir el desempeño de sus funciones.  

En el Poder Judicial de la Federación, el sistema de carrera judicial ha mostrado con creces su eficacia. Los 
promotores de la presente Iniciativa creemos que este modelo debe ser el que guíe la implementación de la 
carrera jurisdiccional en el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. Será el Pleno de la Sala 
Superior, en todo caso, el encargado de expedir el Estatuto de la Carrera Jurisdiccional, guiado por los 
principios que se establezcan en la Ley.   

Además de la carrera jurisdiccional, y con base en los mismos principios que la rigen, en esta Iniciativa de Ley 
se establece la posibilidad de que el Tribunal, a través de la Junta de Gobierno y Administración, establezca 
un sistema de carrera análogo para los servidores públicos no jurisdiccionales.  

En concordancia con lo anterior, la Iniciativa establece los requisitos para acceder al cargo de Secretario de 
Acuerdos, Actuario u Oficial Jurisdiccional. Siguiendo la misma lógica subyacente a la necesidad de exigir 
experiencia en materia administrativa a los Magistrados del Tribunal, en este artículo se establece el requisito 
de un mínimo de tres años de experiencia en materia fiscal o administrativa para los Secretarios de Acuerdos, 
y un mínimo de dos años para los Actuarios. 

Por otra parte, y con el propósito de no limitar injustificadamente el ejercicio propio de la profesión de los 
servidores públicos jurisdiccionales del Tribunal, este proyecto prevé que éstos pueden ejercerla no sólo en 
causa propia, sino también en representación de su cónyuge, concubina o concubinario, adoptante o 
adoptado, o de sus parientes por consanguinidad hasta el cuarto grado. Todo ello, en el marco del régimen de 
responsabilidades de los servidores públicos del Tribunal, que se propone en el Capítulo VIII de la presente 
Iniciativa legal.   

El último artículo del Capítulo I de la Iniciativa que nos ocupa, busca elevar a nivel legal un sistema que 
actualmente funciona con eficacia, derivado de disposiciones que se contienen en el vigente Reglamento 
Interior del Tribunal. Nos referimos al registro de peritos, que auxilian al Tribunal con el carácter de peritos 
terceros y realizan una labor de la mayor importancia para la adecuada impartición de justicia, dado el elevado 
nivel técnico de muchas de las materias de la competencia de este órgano jurisdiccional. Para la integración 
de este registro, y para la designación de peritos y el pago de sus honorarios, la Iniciativa establece que se 
estará a los lineamientos que señale el Pleno de la Sala Superior en el Reglamento Interior del Tribunal. En la 
Iniciativa se plantea que corresponderá a la Junta de Gobierno y Administración llevar el registro de los peritos 
del Tribunal y mantenerlo actualizado. 

Competencia del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 

En lo que respecta a la competencia del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, es importante 
señalar que en la presente Iniciativa se hace una precisión, para establecer que el Tribunal conocerá de los 
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juicios que se promuevan contra resoluciones en materia administrativa sobre la interpretación y el 
cumplimiento de contratos de adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal. Cabe aclarar que el texto de la Ley Orgánica vigente sólo 
hace referencia a los contratos de obra pública celebrados por las dependencias. 

Asimismo, se actualizan las competencias del Tribunal y, por ello, se le faculta para conocer sobre los juicios 
contra resoluciones dictadas en términos de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 2004, por las que se niegue la 
indemnización, o bien, cuando ésta se estime insuficiente, así como respecto de aquéllas que impongan la 
obligación de resarcir los daños y perjuicios pagados con motivo de la reclamación de actos de la 
Administración Pública Federal. 

Dado que las Secciones Jurisdiccionales de la Sala Superior tienen facultades para conocer sobre juicios 
relacionados con resoluciones fundadas en tratados o acuerdos internacionales para evitar la doble tributación 
o en materia comercial, se precisa que la misma atribución también queda comprendida para el Pleno de la 
Sala Superior. 

Actualmente el Tribunal conoce de juicios relativos a resoluciones que configuren negativa ficta por el 
transcurso de los plazos que establecen el Código Fiscal de la Federación, la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo y las disposiciones aplicables.  Sin embargo, con objeto de dar certeza y seguridad jurídicas, se 
propone que, ante la ausencia de plazo en el ordenamiento legal de que se trate, la negativa ficta se configure 
en el plazo de tres meses. 

En todo caso, se conserva la disposición vigente en el sentido de que no será aplicable el plazo antes referido, 
en los casos en que se pudieren afectar los derechos de tercero que se encuentren reconocidos en un registro 
o anotación ante alguna autoridad administrativa. 

Es de destacar que se faculta al Tribunal para conocer de las resoluciones administrativas favorables a un 
particular en materia de acceso a la información pública gubernamental.  Ello, toda vez que se considera de 
suma importancia dotar a las autoridades administrativas de la posibilidad de acudir ante una instancia 
jurisdiccional cuando considere que la autoridad competente en materia de transparencia y acceso a la 
información pública gubernamental ha excedido sus atribuciones, o bien, haya resuelto en contravención a la 
ley. 

En este sentido, se amplían los supuestos en que las autoridades podrán acudir al Tribunal para solicitar la 
anulación de resoluciones que beneficien a un particular, lo que reconoce el derecho de acción otorgado a las 
autoridades de la Administración Pública Federal en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, en vigor a partir del 1º de enero del presente año. 

Finalmente y, en virtud de lo dispuesto en el ordenamiento legal citado en el párrafo que antecede, se faculta 
al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa para conocer sobre los juicios que se promuevan contra 
los actos administrativos, decretos y acuerdos de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean 
autoaplicativos o cuando el interesados los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación. 

Esta ampliación de competencia al Tribunal no hace sino reconocer lo dispuesto en la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, pero, en todo caso, se estima que debe entenderse en el sentido 
del otorgamiento de facultades al órgano jurisdiccional para resolver sobre la legalidad del acuerdo o decreto 
de carácter de general, mas no así sobre su constitucionalidad, por tratarse de facultades reservadas al Poder 
Judicial de la Federación. 

Órganos que conforma el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 

Como se señaló anteriormente, dada la ampliación de competencias del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, es preciso reformular su organización y estructura. 

a) Sala Superior del Tribunal  
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En tal virtud, la presente Iniciativa contempla que la Sala Superior del Tribunal oriente sus actividades, 
principalmente, a las cuestiones jurisdiccionales, sin perder por ello su carácter de órgano superior y rector del 
Tribunal, por lo que se propone que conserve facultades para resolver sobre las cuestiones administrativas 
más importantes. 

Además, la Sala Superior podrá actuar en dos Secciones Jurisdiccionales, cuyas competencias serán 
definidas, tanto por la Ley como por el propio Pleno de la Sala Superior. 

Cabe destacar que la creación de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal, con el carácter de 
órgano con autonomía técnica y de gestión, no se desvincula absolutamente de la Sala Superior, pues de ser 
así, antes de lograr una adecuada administración del Tribunal, podría provocarse una franca 
desorganización.  Por ello, la intención de la presente Iniciativa es que ambos órganos se complementen entre 
sí. 

En este sentido, dado que se propone que dos Magistrados de la Sala Superior se integren a la Junta de 
Gobierno y Administración del Tribunal, se estima necesario ampliar el número de Magistrados de la propia 
Sala Superior, para quedar en trece, de los cuales once integrarán el Pleno de ésta para la atención de todos 
los asuntos que le competan. 

Ahora bien, los dos Magistrados de Sala Superior que formen parte de la Junta de Gobierno y Administración 
del Tribunal no conocerán de cuestiones jurisdiccionales, pero podrán integrarse al Pleno de la Sala Superior 
para conocer de los aspectos administrativos más relevantes que compete a éste resolver. 

A este respecto y, nuevamente en función de la necesaria complementación entre la Sala Superior y la Junta 
de Gobierno y Administración, se reservan para resolución de la primera, a propuesta de la segunda, lo 
siguiente: 

· La aprobación y expedición del Reglamento Interior del Tribunal, en el que se incluyan los aspectos relativos 
a la distribución de Salas regionales; competencia de las secciones y de las Salas regionales; número, sede y 
circunscripción de estas últimas, y criterios para el ejercicio de la facultad de atracción. 

· La expedición del Estatuto de Carrera del personal jurisdiccional. 

· El someter a consideración del C. Presidente de la República la propuesta para el nombramiento de 
Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, previa evaluación, precisamente, de la 
Junta de Gobierno y Administración. 

· La elección de los Magistrados, tanto de la propia Sala Superior como de las Salas Regionales, que 
integrarán la Junta de Gobierno y Administración. 

Asimismo, los dos Magistrados de la Sala Superior que integren la Junta de Gobierno y Administración 
también podrán integrarse al Pleno de aquélla, para la elección del Presidente del Tribunal. 

Es de advertir que para los casos antes señalados, así como aquéllos en que por su naturaleza así se 
requiera, las sesiones del Pleno de la Sala Superior serán privadas. 

Por cuanto hace a la competencia de la Sala Superior del Tribunal, la presente Iniciativa conserva las 
disposiciones de la Ley vigente. Sin embargo, se reserva para conocimiento de la Sala Superior los juicios 
relativos a las sanciones impuestas por la Junta de Gobierno y Administración a los Magistrados del Tribunal, 
en aplicación de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de 

los Servidores Públicos.  Ello, toda vez que la citada Junta tendrá a su cargo las funciones de disciplina del 
personal jurisdiccional del Tribunal. 

A este respecto, es de advertir que los juicios promovidos por sanciones impuestas por la Junta de Gobierno y 
Administración a los demás servidores públicos de carrera jurisdiccional del Tribunal, serán del conocimiento 
de las Secciones Jurisdiccionales de la Sala Superior. 



 11

b) Secciones Jurisdiccionales 

Con relación a las Secciones Jurisdiccionales de la Sala Superior, la presente Iniciativa mantiene 
prácticamente las mismas disposiciones del régimen vigente, con dos salvedades. La primera, relativa a la 
duración de los Presidentes de las Secciones referidas, la cual se amplía para quedar en dos años, con objeto 
de dar mayor uniformidad y consistencia a los criterios que adopten.  La segunda, relativa a la facultad de los 
Presidentes para remitir al Presidente del Tribunal las excusas y recusaciones de los Magistrados que 
integren la Sección Jurisdiccional, a fin de que resuelva lo conducente. 

c) Presidente del Tribunal 

Respecto del Presidente del Tribunal, esta Iniciativa propone ampliar la duración de su encargo para quedar 
en tres años.  Ello, con objeto de dar una mayor continuidad y uniformidad en las políticas del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa.  Con relación a sus facultades, la presente Iniciativa conserva las 
establecidas en el régimen vigente, salvo las relativas a los aspectos administrativos que, en términos de esta 
propuesta, pasarían a la competencia de la Junta de Gobierno y Administración, tales como las medidas en 
materia de administración, finanzas y presupuesto, recursos humanos, licencias del personal, servicio de 
carrera y otras que, por su naturaleza, deben quedar en un órgano administrativo específico. 

d) Salas Regionales 

Por cuanto hace a las Salas Regionales que integran el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se 
conservan las disposiciones relativas a su integración y a los asuntos respecto de los cuales deberán emitir la 
resolución correspondiente.  

Por lo que corresponde a las cuestiones relativas a las regiones, número de Salas, sede, circunscripción 
territorial, distribución de competencias y, en su caso, especialidad, se establece que serán las que se 
determinen en el Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, cuya expedición 
corresponde al Pleno, a propuesta de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal. 

Se modifica el criterio para determinar los asuntos que las Salas Regionales conocerán por cuestión de 
territorio, estableciendo que conocerá la Sala Regional con sede en el lugar donde se encuentre el domicilio 
fiscal del demandante, salvo en los casos de empresas que formen parte del sistema financiero, o tengan el 
carácter de controladoras o controladas, y determinen su resultado fiscal consolidado, así como en  los casos 
en que el demandante resida en el extranjero y no tenga domicilio fiscal en el país; en tales situaciones, será 
competente la Sala Regional con sede en el lugar donde se encuentre la autoridad que haya emitido la 
resolución impugnada. 

Junta de Gobierno y Administración 

Con la finalidad de que la Sala Superior del Tribunal se concentre en su función jurisdiccional y en la atención 
de los asuntos administrativos más relevantes, es importante dotarlo de un órgano administrativo encargado 
del gobierno y adecuado manejo de las cuestiones administrativas, para descargar el trabajo que sobre este 
tema realiza actualmente el Pleno del Tribunal. Por ello, la presente Iniciativa propone la creación de la Junta 
de Gobierno y Administración.   

a) Integración 

La figura de la Junta de Gobierno y Administración viene a complementar las funciones del Tribunal, y tendrá 
a su cargo la administración, vigilancia, disciplina y carrera jurisdiccional, y contará con autonomía técnica y 
de gestión. La Junta de Gobierno y Administración se integrará por el Presidente del Tribunal, dos 
Magistrados de la Sala Superior y dos de Sala Regional, resaltando que las funciones jurisdiccionales que 
dejen de realizar estos últimos dos, serán ejercidas por igual número de Magistrados Supernumerarios, para 
que los integrantes de la Junta se dediquen primordialmente al Gobierno y administración del Tribunal. 

A fin de escalonar los períodos de los miembros de la Junta de Gobierno y Administración, en lo que atañe a 
su primera integración, el régimen transitorio propuesto establece que al hacer la elección de los Magistrados 
que deban integrarlo, por única ocasión y para hacerlo compatible con lo dispuesto en el artículo 40 de la 
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Iniciativa, se elegirá a un Magistrado de Sala Superior y a un Magistrado de Sala Regional que durarán tres 
años en su cargo en la Junta de Gobierno y Administración. 

Los razonamientos que justifican la creación de la Junta de Gobierno y Administración son similares a los que 
en su momento sirvieron para la creación del Consejo de la Judicatura Federal, mediante diversas reformas a 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 
de diciembre de 1994, argumentándose en su exposición de motivos que es conveniente concentrar la labor 
de los jueces, Magistrados y ministros en cuestiones de carácter eminentemente jurisdiccional, ampliando con 
ello el tiempo dedicado por ellos a la impartición de justicia.    

De las atribuciones que tiene establecidas actualmente el Pleno del Tribunal y las funciones del Presidente del 
Tribunal, se plantea que serían complementadas por las que se le otorgarían a la Junta de Gobierno y 
Administración, como la relativa a la elaboración y propuesta del Reglamento Interior del Tribunal y expedir los 
acuerdos necesarios para su buen funcionamiento, así como formular anualmente el proyecto de presupuesto 
del Tribunal. 

En este mismo sentido, la Iniciativa destaca como facultades nuevas que ejercería la Junta de Gobierno y 
Administración, llevar a cabo los estudios necesarios para determinar las regiones, sedes y el número de las 
Salas Regionales, así como materias específicas de competencia de las Secciones Jurisdiccionales o de las 
Salas Regionales; elegir y adscribir, de entre los  Magistrados Supernumerarios  a los que habrán de suplir a 
los Magistrados de Sala Regional que integren la Junta de Gobierno y Administración, así como los que 
cubrirán las ausencias de los Magistrados de Sala Regional; y proponer para aprobación del Pleno de la Sala 
Superior el Estatuto de Carrera. 

Respecto de esta última facultad que se propone a la Junta de Gobierno y Administración, cabe destacar que 
se  lograría la profesionalización de los miembros integrantes del Tribunal, y con ello se fortalecería su 
autonomía y función jurisdiccional. Es importante institucionalizar la continuidad del personal del Tribunal, que 
garantizaría con las excepciones establecidas en Ley, la permanencia de aquellos elementos que han 
demostrado su capacidad, eficiencia y honestidad, por lo que sería óptima la continuación de sus actividades, 
al margen de favoritismos o de criterios discrecionales en la designación de sus miembros, lo que coadyuvaría 
a su preparación que requiere la alta especialización de su función. 

Se señala que dentro del sistema que será implementado por el Estatuto de Carrera, se contempla a los 
secretarios de acuerdos, secretarios adjuntos de acuerdos, actuarios y oficiales jurisdiccionales, con lo que se 
garantizaría la oportunidad para la mayoría de los integrantes del Tribunal. 

La  Junta de Gobierno y Administración deberá constituir un fondo con objeto de que se realice un pago de 
retiro único e irrepetible a los Magistrados del Tribunal con motivo del término de su nombramiento, cuando 
hayan prestado sus servicios con tal carácter  durante quince o más años, siempre que exista disponibilidad 
presupuestal. 

Dentro del marco de responsabilidades de sus miembros, se otorga a la Junta de Gobierno y Administración la 
facultad para resolver sobre las responsabilidades de los servidores públicos establecidos en las fracciones I a 
X del artículo 3 de la Iniciativa, para imponer, en su caso, las sanciones administrativas correspondientes en 
términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. Sobre este 
mismo tema, se propone que la Junta de Gobierno y Administración también resuelva el recurso de 
revocación interpuesto por los servidores públicos a que se refieren las fracciones citadas en este párrafo, en 
contra de las resoluciones dictadas por ella misma, en las que se finquen responsabilidades y se impongan 
sanciones, en término de la Ley citada. 

En cuanto a la figura del Contralor, la Iniciativa homologa sus facultades con las de la Contraloría del Poder 
Judicial de la Federación, establecidas en el artículo 104 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, destacando la resolución sobre responsabilidades de los servidores públicos que ejercen 
funciones no jurisdiccionales, así como para imponer, en su caso, las sanciones administrativas 
correspondientes; vigilar el cumplimiento de los acuerdos y demás normas que expida la junta de Gobierno y 
Administración; comprobar el cumplimiento por parte de los órganos administrativos del Tribunal de las 
obligaciones derivadas de las disposiciones en materia de planeación, presupuestación, ingresos, egresos, 
financiamiento, patrimonio y fondos, entre otras. 
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También es de destacar que la presente Iniciativa propone establecer un catálogo de infracciones 
administrativas relacionadas con las funciones jurisdiccionales, de manera similar a como se hace en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

Respecto de los servidores públicos del Tribunal, como los Secretarios de Acuerdos, Secretarios Adjuntos de 
Acuerdos y Actuarios, conservan fundamentalmente las mismas facultades que tienen otorgadas conforme la 
Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa vigente. 

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consideración de esta Cámara de Senadores la siguiente 
Iniciativa de: 

LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

CAPITULO I 

De la Naturaleza e Integración del Tribunal 

ARTÍCULO  1.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es un tribunal de lo contencioso-
administrativo, dotado de plena autonomía para dictar sus fallos, con la organización y atribuciones que esta 
Ley establece.  

El proyecto de presupuesto del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa será aprobado por el Pleno 
de su Sala Superior con sujeción a las disposiciones contenidas en la Ley de Presupuesto, Contabilidad y 
Gasto Público Federal, y será enviado a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su incorporación, en 
los términos de los criterios generales de política económica, en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la 
Federación. Una vez aprobado su presupuesto, el Tribunal lo ejercerá directamente y de manera autónoma, 
en todo lo referente a estructura organizacional y ocupacional, tabuladores, adquisiciones, obras, servicios e 
inversión pública. 

ARTÍCULO  2.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se integra por: 

I. La Sala Superior; 

II. Las Salas Regionales, y 

III. La Junta de Gobierno y Administración.  

ARTÍCULO  3.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa tendrá los servidores públicos 
siguientes:  

I. Magistrados de Sala Superior; 

II. Magistrados de Sala Regional; 

III. Magistrados Supernumerarios de Sala Regional; 

IV. Secretario General de Acuerdos; 

V. Secretarios Adjuntos de Acuerdos de las Secciones Jurisdiccionales; 

VI. Secretarios de Acuerdos de Sala Superior; 

VII. Secretarios de Acuerdos de Sala Regional; 

VIII. Actuarios;  
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IX. Oficiales Jurisdiccionales;  

X. Contralor, 

XI. Secretarios Técnicos, Operativos o Auxiliares;  

XII. Director del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa, y 

XIII. Los demás que con el carácter de mandos medios y superiores señale el Reglamento Interior del Tribunal 
y se encuentren previstos en el presupuesto autorizado.  

El Tribunal contará además con el personal profesional, administrativo y técnico necesario para el desempeño 
de sus funciones, de conformidad con lo que establezca su presupuesto. 

ARTÍCULO  4.-  El Presidente de la República, con la aprobación de la Cámara de Senadores, nombrará a los 
Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

En los recesos de la Cámara de Senadores, los nombramientos de Magistrados que haga el Presidente de la 
República serán sometidos a la aprobación de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión.  

ARTÍCULO  5.- Los Magistrados de Sala Superior serán nombrados por un periodo de quince años 
improrrogables, los que se computarán a partir de la fecha de su nombramiento.  

Los Magistrados de Sala Regional y los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional serán nombrados por 
un periodo de diez años, los que se computarán a partir de la fecha de su nombramiento.  

Las personas que hayan concluido el periodo para el que fueron nombradas como Magistrados de Sala 
Regional, podrán ser consideradas para nuevos nombramientos. 

Las personas que hayan concluido el periodo para el que fueron nombradas como Magistrados 
Supernumerarios de Sala Regional, no podrán ser nombradas nuevamente para ocupar dicho encargo.  

ARTÍCULO  6.- Para ser Magistrado del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se requiere lo 
siguiente: 

I. Ser mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad; 

II. Estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 

III. Ser mayor de treinta y cinco años de edad a la fecha del nombramiento; 

IV. Contar con notoria buena conducta; 

V. Ser licenciado en derecho con título registrado, expedido cuando menos diez años antes del 
nombramiento, y  

VI. Contar como mínimo con ocho años de experiencia en materia fiscal o administrativa.  

ARTÍCULO  7.- Durante el ejercicio de sus cargos, los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa únicamente podrán ser privados de los mismos por el Presidente de la República, en los casos 
de responsabilidad en términos de las disposiciones aplicables, o cuando dejen de satisfacer los requisitos 
previstos en el artículo 6 de esta Ley, previo procedimiento seguido ante la Junta de Gobierno y 
Administración.  
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Son causas de retiro forzoso de los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
padecer incapacidad física o mental para desempeñar el cargo, así como cumplir setenta y cinco años de 
edad. 

ARTÍCULO 8.- En los casos en que los Magistrados estén por concluir el periodo para el que hayan sido 
nombrados, el Presidente del Tribunal, con tres meses de anticipación, comunicará esta circunstancia al 
Presidente de la República y, en su caso, someterá a su consideración la propuesta que previamente haya 
aprobado el Pleno de la Sala Superior.  

Las faltas definitivas de Magistrados ocurridas durante el periodo para el cual hayan sido nombrados, se 
comunicarán de inmediato al Presidente de la República por el Presidente del Tribunal, quien someterá a su 
consideración la propuesta que, en su caso, haya aprobado el Pleno de la Sala Superior, para que se proceda 
a los nombramientos de los Magistrados que las cubran.  

Las faltas definitivas de Magistrados de las Salas Regionales serán cubiertas provisionalmente por los 
Magistrados Supernumerarios de Sala Regional adscritos por la Junta de Gobierno y Administración, hasta en 
tanto se realice un nuevo nombramiento en los términos de este artículo. 

Las faltas temporales hasta por un mes de los Magistrados de las Salas Regionales se suplirán por el primer 
secretario del Magistrado ausente. Las faltas temporales superiores a un mes serán cubiertas por los 
Magistrados Supernumerarios de Sala Regional.  

El Reglamento Interior del Tribunal establecerá las normas para el turno y reasignación de expedientes en los 
casos de faltas temporales, excusas o recusaciones de los Magistrados de la Sala Superior. 

ARTÍCULO 9.- El Tribunal contará con cinco Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, que cubrirán  
las faltas  de los Magistrados de Sala Regional en los casos previstos en esta Ley, y sustituirán a los dos 
Magistrados de Sala Regional que se integren la Junta de Gobierno y Administración, durante su encargo.  

Los Magistrados Supernumerarios, durante el tiempo que no cubran las faltas señaladas en el párrafo 
anterior, deberán desempañar las tareas que les encomiende el Pleno de la Sala Superior.  

ARTÍCULO 10.- No podrán reducirse los emolumentos de los Magistrados del Tribunal durante su encargo. 

ARTÍCULO 11.- El Tribunal contará con un sistema profesional de carrera jurisdiccional, basado en los 
principios de eficiencia, capacidad y experiencia, el cual comprenderá a los servidores públicos a que se 
refieren las fracciones IV a IX del artículo 3 de esta Ley.  

El sistema abarcará las fases de ingreso, promoción, permanencia y retiro de dichos servidores públicos, de 
manera que se procure la excelencia por medio de concursos y evaluaciones periódicas, y de acuerdo con los 
procedimientos y criterios establecidos en el Estatuto correspondiente. 

Con base en lo previsto en este artículo, el Tribunal establecerá y regulará, mediante disposiciones generales, 
el sistema de carrera de los servidores públicos previstos en las fracciones X a XIII del artículo 3 de esta Ley.    

ARTÍCULO 12.- Para ser Secretario de Acuerdos se requiere:  

I. Ser mexicano y no adquirir otra nacionalidad; 

II. Ser mayor de veinticinco años de edad; 

III. Contar con reconocida buena conducta; 

IV. Ser licenciado en derecho con título debidamente registrado, y 

V. Contar como mínimo con tres años de experiencia en materia fiscal o administrativa. 
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Los Actuarios deberán reunir los mismos requisitos que para ser Secretario de Acuerdos, salvo el relativo a la 
experiencia, que será como mínimo de dos años en materia fiscal o administrativa.  

Los Oficiales Jurisdiccionales deberán ser mexicanos, mayores de dieciocho años, pasantes en derecho y de 
reconocida buena conducta.  

ARTÍCULO 13.- Los Magistrados, Secretarios, Actuarios y Oficiales Jurisdiccionales estarán impedidos para 
desempeñar cualquier otro cargo o empleo, público o privado, excepto los de carácter docente u honorífico. 

También estarán impedidos para ejercer su profesión, salvo en causa propia, de su cónyuge, concubina o 
concubinario, adoptante o adoptado, o de sus parientes por consanguinidad hasta el cuarto grado.  

ARTÍCULO 14.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa contará con un registro de peritos, que 
lo auxiliarán con el carácter de peritos terceros, los cuales deberán tener título debidamente registrado en la 
ciencia o arte a que pertenezca la cuestión sobre la que deba rendirse el peritaje o proporcionarse la asesoría, 
si la profesión o el arte estuvieren legalmente reglamentados y, si no lo estuvieren, deberán ser personas 
versadas en la materia.  

Para la integración del registro y permanencia en el mismo, así como para la designación, aceptación del 
cargo y pago de los honorarios de los peritos, se estará a los lineamientos que señale el Reglamento Interior 
del Tribunal.  

CAPITULO II 

De la Competencia Material del Tribunal 

ARTÍCULO 15.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que se 
promuevan contra las resoluciones definitivas que se indican a continuación: 

I. Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos fiscales autónomos, en que se determine la 
existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación; 

II. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal de la Federación, 
indebidamente percibido por el Estado o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales; 

III. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas federales; 

IV. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores; 

V. Las que nieguen o reduzcan las pensiones y demás prestaciones sociales que concedan las leyes en favor 
de los miembros del Ejército, de la Fuerza Aérea y de la Armada Nacional o de sus familiares o 
derechohabientes con cargo a la Dirección de Pensiones Militares o al erario federal, así como las que 
establezcan obligaciones a cargo de las mismas personas, de acuerdo con las leyes que otorgan dichas 
prestaciones. 

                Cuando para fundar su demanda el interesado afirme que le corresponde un mayor número de años 
de servicio que los reconocidos por la autoridad respectiva, que debió ser retirado con grado superior al que 
consigne la resolución impugnada o que su situación militar sea diversa de la que le fue reconocida por la 
Secretaría de la Defensa Nacional o de Marina, según el caso; o cuando se versen cuestiones de jerarquía, 
antigüedad en el grado o tiempo de servicios militares, las sentencias del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa sólo tendrán efectos en cuanto a la determinación de la cuantía de la prestación pecuniaria que 
a los propios militares corresponda, o a las bases para su depuración. 

VI. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario federal o al Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado; 
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VII. Las que se dicten en materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos de obras 
públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal;  

VIII. Las que impongan sanciones administrativas a los servidores públicos en los términos de la Ley Federal 
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; 

IX. Las que constituyan créditos por responsabilidades contra servidores públicos de la Federación, así como 
en contra de los particulares involucrados en dichas responsabilidades;  

X. Las que nieguen la indemnización o que, por su monto, no satisfagan al reclamante y las que impongan la 
obligación de resarcir los daños y perjuicios pagados con motivo de la reclamación, en los términos de la Ley 
Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado o de las leyes administrativas federales que contengan un 
régimen especial de responsabilidad patrimonial del Estado; 

XI. Las que requieran el pago de garantías a favor de la Federación, el Distrito Federal, los Estados o los 
Municipios, así como de sus entidades paraestatales; 

XII. Las que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la Ley de Comercio Exterior; 

XIII. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una 
instancia o resuelvan un expediente, en los términos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 

XIV. Las que decidan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás 
fracciones de este artículo; 

XV. Las que se funden en un tratado o acuerdo internacional para evitar la doble tributación o en materia 
comercial, suscrito por México, o cuando el demandante haga valer como concepto de impugnación que no se 
haya aplicado en su favor alguno de los referidos tratados o acuerdos; 

XVI. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del 
plazo que señalen el Código Fiscal de la Federación, la Ley Federal de Procedimiento Administrativo o las 
disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición 
de la constancia de haberse configurado la resolución positiva ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la 
ley que rija a dichas materias. 

                No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere 
afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa. 

XVII. Las resoluciones administrativas favorables a un particular, siempre que dichas resoluciones sean de las 
materias señaladas en las fracciones anteriores como de competencia del Tribunal o en materia de acceso a 
la información pública gubernamental, y  

XVIII. Las señaladas en las demás leyes como competencia del Tribunal. 

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no 
admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa. 

El Tribunal conocerá además de los juicios que se promuevan contra los actos administrativos, decretos y 
acuerdos de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado 
los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación. 

Las autoridades de la Administración Pública Federal tendrán acción para controvertir una resolución 
administrativa favorable a un particular cuando estimen que es contraria a la ley. 

 



 18

CAPITULO III 

De la Sala Superior 

Sección I 

De su Integración 

ARTÍCULO 16.- La Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se compondrá de 
trece Magistrados especialmente nombrados para integrarla, de los cuales once ejercerán funciones 
jurisdiccionales y dos formarán parte de la Junta de Gobierno y Administración, durante los periodos que 
señala esta Ley. 

La Sala Superior del Tribunal actuará en Pleno o en dos Secciones. Los dos Magistrados de Sala Superior 
que formen parte de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal, no integrarán el Pleno ni las 
Secciones por el tiempo que dure su encargo en dicha Junta, salvo en los casos previstos en las fracciones I, 
II, III, IV y V del artículo 18 de esta Ley. 

Sección II 

Del Pleno 

ARTÍCULO 17.- El Pleno estará integrado por el Presidente del Tribunal y por diez Magistrados de Sala 
Superior. 

ARTÍCULO 18.- Son facultades del Pleno, las siguientes: 

I. Elegir de entre los Magistrados de Sala Superior al Presidente del Tribunal; 

                Aprobar y expedir el Reglamento Interior del Tribunal en el que se deberán incluir entre otros 
aspectos, las regiones, sede y número de Salas Regionales, así como las materias específicas de 
competencia de las Secciones de la Sala Superior o de las Salas Regionales y los criterios conforme a los 
cuales se ejercerá la facultad de atracción; 

II. Expedir el Estatuto de Carrera a que se refiere el párrafo segundo del artículo 11 de esta Ley;  

III.Aprobar y someter a consideración del Presidente de la República la propuesta para el nombramiento de 
Magistrados del Tribunal, previa evaluación de la Junta de Gobierno y Administración; 

IV. Elegir a los Magistrados de Sala Superior y de Sala Regional que se integrarán a la Junta de Gobierno y 
Administración conforme a lo previsto por el artículo 40 de esta Ley; 

V. Fijar y, en su caso, cambiar la adscripción de los Magistrados de las Secciones Jurisdiccionales;  

VI. Designar al Contralor, a propuesta del Presidente del Tribunal;  

VII. Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las Salas Regionales;  

VIII. Resolver todas aquellas situaciones que sean de interés para el Tribunal y cuya resolución no esté 
encomendada a algún otro de sus órganos; 

IX. Establecer y suspender la jurisprudencia del Tribunal conforme a las disposiciones legales aplicables, 
aprobar las tesis y los rubros de los precedentes y ordenar su publicación en la Revista del Tribunal; 
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X. Ejercer la facultad de atracción para resolver los juicios con características especiales, en términos de las 
disposiciones aplicables, incluidos aquéllos que sean de competencia especial de las Secciones 
Jurisdiccionales; 

XI. Dictar sentencia interlocutoria en los incidentes y recursos que procedan en contra de los actos emitidos 
en el procedimiento seguido ante el Presidente del Tribunal para poner en estado de resolución un juicio 
competencia del Pleno, inclusive cuando se controvierta la notificación de los actos emitidos por éste, así 
como resolver la aclaración de sentencia, la queja relacionada con el cumplimiento de las resoluciones y 
determinar las medidas que sean procedentes; 

XII. Ordenar que se reabra la instrucción, cuando se amerite en términos de las disposiciones aplicables; 

XIII. Resolver sobre las excitativas de justicia y las recusaciones de los Magistrados del Tribunal; 

XIV. Dictar sentencia definitiva en los juicios promovidos por los Magistrados del Tribunal, en contra de 
sanciones impuestas por la Junta de Gobierno y Administración, en aplicación de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y 

XV. Las demás que establezcan las leyes. 

ARTÍCULO 19.- Para la validez de las sesiones del Pleno se requerirá, cuando menos, la asistencia de siete 
Magistrados y los debates serán dirigidos por el Presidente del Tribunal, salvo en los casos previstos en las 
fracciones I, II, III, IV y V del artículo 18, en los que se requerirá la asistencia de cuando menos once 
Magistrados. 

ARTÍCULO 20.- Las sesiones serán públicas, excepto cuando la mayoría de los Magistrados presentes 
acuerde su privacidad, atendiendo a la naturaleza del caso a resolver, o en los supuestos previstos en las 
fracciones I a IX del artículo 18 de esta Ley. 

ARTICULO 21.- Las resoluciones del Pleno se tomarán por mayoría de votos de los Magistrados presentes, 
quienes no podrán abstenerse de votar sino cuando tengan impedimento legal. En caso de empate, el asunto 
se diferirá para la sesión en que asista la totalidad de sus miembros o tenga una composición impar. Cuando 
no se apruebe un proyecto por dos veces, se cambiará de ponente. 

Cuando se resuelva sobre el criterio de interpretación y aplicación de una ley, que deba asumir el carácter de 
precedente o de jurisprudencia, el Pleno aprobará la tesis y el rubro correspondientes para su publicación. 

Sección III 

De las Secciones Jurisdiccionales 

ARTÍCULO 22.- Las Secciones Jurisdiccionales estarán integradas por cinco Magistrados de Sala Superior, 
adscritos a cada una de ellas por el Pleno. 

El Presidente del Tribunal no integrará Sección Jurisdiccional, salvo cuando sea requerido para integrarla ante 
la falta de quórum, en cuyo caso presidirá las sesiones. 

ARTÍCULO 23.- Son facultades de las Secciones Jurisdiccionales, las siguientes: 

I. Dictar sentencia definitiva en los juicios siguientes: 

             a)      Los que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la Ley de           Comercio Exterior, a 
excepción de aquéllos en los que se controvierta               exclusivamente la aplicación de cuotas 
compensatorias, y 
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             b)     Los promovidos en contra de resoluciones o actos que se funden en un    tratado o convención 
internacional para evitar la doble tributación o en           materia comercial, suscrito por México, o cuando el 
demandante        haga valer como concepto de impugnación que no se hubiera aplicado      en su favor alguno 
de los referidos tratados o acuerdos. 

II. Ejercer la facultad de atracción para resolver los juicios con características especiales, en términos de las 
disposiciones aplicables; 

III. Dictar sentencia interlocutoria en los incidentes y recursos que procedan en contra de los actos emitidos en 
el procedimiento seguido ante el Presidente de la Sección para poner en estado de resolución un asunto 
competencia de la propia Sección, inclusive cuando se controvierta la notificación de los actos emitidos por 
ésta, así como resolver la aclaración de sentencias, la queja relacionada con el cumplimiento de las 
resoluciones y determinar las medidas que sean procedentes; 

IV. Ordenar que se reabra la instrucción, cuando se amerite en términos de las disposiciones aplicables; 

V. Dictar sentencia definitiva en los juicios promovidos por los Secretarios, Actuarios y demás personal del 
Tribunal, en contra de sanciones impuestas por la Junta de Gobierno y Administración, en aplicación de la Ley 
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; 

VI. Establecer la jurisprudencia de la Sección Jurisdiccional y apartarse de ella, conforme a las disposiciones 
legales aplicables, aprobar las tesis y los rubros de los precedentes y ordenar su publicación en la Revista del 
Tribunal, y 

VII. Resolver los demás asuntos que establezcan las leyes. 

ARTÍCULO 24.- Para la validez de las sesiones de la Sección Jurisdiccional se requerirá la presencia de 
cuatro Magistrados y los debates serán dirigidos por el Presidente de la Sección Jurisdiccional. 

ARTÍCULO 25.- Las resoluciones de una Sección Jurisdiccional se tomarán por mayoría de votos de los 
Magistrados presentes, quienes no podrán abstenerse de votar sino cuando tengan impedimento legal. En 
caso de empate, el asunto se diferirá para la sesión en que asista la totalidad de sus miembros. Cuando no se 
apruebe un proyecto por dos veces, se cambiará de ponente. 

Las sesiones de las Secciones Jurisdiccionales serán públicas, salvo aquéllas en las que se designe a su 
Presidente, se ventilen cuestiones que afecten la moral o el interés público, o la ley exija que sean privadas. 

ARTÍCULO 26.- Los Presidentes de las Secciones Jurisdiccionales serán designados por los integrantes de la 
Sección correspondiente en la primera sesión de cada año, la cual será privada. Durarán en su cargo dos 
años y no podrán ser reelectos para el periodo inmediato siguiente. 

En el caso de faltas temporales de los Presidentes, serán suplidos por los Magistrados de la Sección 
siguiendo el orden alfabético de sus apellidos. 

Si la falta es definitiva, la Sección designará Presidente para concluir el periodo del Presidente faltante. El 
Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser designado Presidente en el 
periodo inmediato siguiente. 

ARTÍCULO 27.- Compete a los Presidentes de las Secciones Jurisdiccionales: 

I. Atender la correspondencia de la Sección, autorizándola con su firma; 

II. Convocar a sesiones, dirigir los debates y conservar el orden en las sesiones; 

III. Autorizar las actas en que se hagan constar las deliberaciones y acuerdos, así como firmar los engroses 
de las resoluciones; 
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IV. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo sean 
imputados a la Sección, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos juicios; 

V. Tramitar los incidentes, recursos, aclaraciones de sentencias, así como la queja, cuando se trate de juicios 
que se ventilen ante la Sección; 

VI. Enviar al Presidente del Tribunal las excusas y recusaciones de los Magistrados que integren la Sección; 

VII. Dictar los acuerdos y providencias de trámite necesarios cuando a juicio de la Sección se beneficie la 
rapidez del proceso; 

VIII. Imponer las medidas de apremio para hacer cumplir las determinaciones de la Sección, y 

IX. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables. 

CAPÍTULO IV 

Del Presidente del Tribunal 

ARTÍCULO 28.- El Presidente del Tribunal será electo por el Pleno de la Sala Superior en la primera sesión 
del año siguiente a aquél en que concluya el periodo del Presidente en funciones. Durará en su cargo tres 
años y no podrá ser reelecto para el periodo inmediato siguiente.  

Serán elegibles los Magistrados de Sala Superior cuyos nombramientos cubran el periodo antes señalado. 

ARTÍCULO 29.- En caso de falta temporal, el Presidente será suplido alternativamente, cada treinta días 
naturales, por los Presidentes de las Secciones Jurisdiccionales, siguiendo el orden alfabético de sus 
apellidos.  

Si la falta es definitiva, el Pleno designará nuevo Presidente para concluir el periodo del Presidente faltante. El 
Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo Presidente en el periodo 
inmediato siguiente. 

ARTÍCULO 30.- Son atribuciones del Presidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, las 
siguientes:  

I. Representar al Tribunal ante toda clase de autoridades; 

II. Despachar la correspondencia del Tribunal; 

III. Convocar a sesiones al Pleno de la Sala Superior y a la Junta de Gobierno y Administración, dirigir sus 
debates y conservar el orden en éstas; 

IV. Someter al conocimiento del Pleno de la Sala Superior los asuntos de la competencia del mismo, así como 
aquéllos que considere necesario; 

V. Autorizar, junto con el Secretario General de Acuerdos, las actas en que se hagan constar las 
deliberaciones y acuerdos del Pleno de la Sala Superior, y firmar el engrose de las resoluciones; 

VI. Ejercer la facultad de atracción de los juicios con características especiales, en términos de las 
disposiciones aplicables; 

VII. Dictar los acuerdos y providencias de trámite necesarios, cuando se beneficie la rapidez del proceso; 
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VIII. Tramitar los incidentes y los recursos, así como la queja, cuando se trate de juicios que se ventilen ante 
el Pleno; 

IX. Imponer las medidas de apremio para hacer cumplir las determinaciones del Pleno; 

X. Presidir las sesiones de la Sección Jurisdiccional que lo requiera para integrar el quórum; 

XI. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo sean 
imputados al Pleno, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos juicios; 

XII. Tramitar y someter a la consideración del Pleno las excitativas de justicia y recusaciones de los 
Magistrados del Tribunal; 

XIII. Calificar los impedimentos en las excusas de los Magistrados y, en su caso, designar de entre los 
secretarios al que deba sustituir a un Magistrado de Sala Regional;  

XIV. Rendir anualmente ante el Pleno de la Sala Superior un informe dando cuenta de la marcha del Tribunal 
y de las principales jurisprudencias establecidas por el Pleno y las Secciones Jurisdiccionales, y 

XV. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

CAPITULO V 

De las Salas Regionales 

ARTÍCULO 31.- El Tribunal tendrá Salas Regionales, con jurisdicción en la circunscripción territorial que les 
sea asignada, integradas por tres Magistrados cada una. Las Salas Regionales conocerán de los juicios que 
se promuevan en los supuestos señalados en el artículo 15 de esta Ley, con excepción de los que 
corresponda resolver al Pleno o a las Secciones Jurisdiccionales de la Sala Superior. 

ARTÍCULO 32.- Para los efectos del artículo 31, el territorio nacional se dividirá en  regiones con los límites 
territoriales que se determinen en el Reglamento Interior del Tribunal, conforme a los estudios y propuesta de 
la Junta de Gobierno y Administración, con base en las cargas de trabajo y los requerimientos de 
administración de justicia. 

ARTÍCULO 33.- En cada una de las regiones a que se refiere el artículo anterior habrá el número de Salas 
que establezca el Reglamento Interior del Tribunal, en el que también se determinará la sede, su 
circunscripción territorial, la distribución de expedientes, la fecha de inicio de funciones y, en su caso, su 
especialidad. 

ARTÍCULO 34.- Las Salas Regionales conocerán de los juicios por razón de territorio, atendiendo al lugar 
donde se encuentre el domicilio fiscal del demandante, excepto cuando: 

I. Se trate de empresas que: 

a) Formen parte del sistema financiero, en los términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, o 

b) Tengan el carácter de controladoras o controladas, de conformidad con la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
y determinen su resultado fiscal consolidado. 

II. El demandante resida en el extranjero y no tenga domicilio fiscal en el país. 

En los casos señalados en estas fracciones, será competente la Sala Regional de la circunscripción territorial 
en que se encuentre la sede de la autoridad que haya dictado la resolución impugnada y, siendo varias las 
resoluciones impugnadas, la Sala Regional de la circunscripción territorial en que se encuentre la sede de la 
autoridad que pretenda ejecutarlas. 
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Cuando el demandante resida en territorio nacional y no tenga domicilio fiscal, se atenderá a la ubicación de 
su domicilio particular. 

Si el demandante es una autoridad que promueve la nulidad de alguna resolución administrativa favorable a 
un particular, será competente la Sala Regional de la circunscripción territorial en que se encuentre la sede de 
la autoridad actora. 

Se presumirá que el domicilio señalado en la demanda es el fiscal salvo que la parte demandada demuestre lo 
contrario. 

ARTÍCULO 35.- Los asuntos cuyo despacho competa a las Salas Regionales serán instruidos por turno por 
los Magistrados que integren la Sala de que se trate. Para la validez de las sesiones de la Sala, será 
indispensable la presencia de los tres Magistrados y para resolver bastará mayoría de votos.  

Las sesiones de las Salas Regionales, así como las diligencias o audiencias que deban practicar serán 
públicas. No obstante, serán privadas las sesiones en que se designe al Presidente de la Sala, se ventilen 
cuestiones administrativas o que afecten la moral o el interés público, o la ley así lo exija. 

ARTÍCULO 36.- Los Presidentes de las Salas Regionales serán designados por los Magistrados que integren 
la Sala en la primera sesión de cada ejercicio, durarán en su cargo un año y no podrán ser reelectos para el 
periodo inmediato siguiente. 

En el caso de faltas temporales, los Presidentes serán suplidos por los Magistrados de la Sala en orden 
alfabético de sus apellidos.  

Si la falta es definitiva, la Sala designará nuevo Presidente para concluir el periodo del Magistrado faltante. El 
Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo Presidente en el periodo 
inmediato siguiente. 

ARTÍCULO 37.- Los Presidentes de las Salas Regionales tendrán las siguientes atribuciones: 

I. Atender la correspondencia de la Sala, autorizándola con su firma; 

II. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo sean 
imputados a la Sala, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos juicios;  

III. Dictar las medidas que exijan el orden, buen funcionamiento y la disciplina de la Sala, exigir que se guarde 
el respeto y consideración debidos e imponer las correspondientes correcciones disciplinarias; 

IV. Enviar al Presidente del Tribunal las excusas y recusaciones de los Magistrados que integren la Sala; 

V. Realizar los actos jurídicos o administrativos de la Sala que no requieran la intervención de los otros dos 
Magistrados que la integran;  

VI. Proporcionar oportunamente a la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal los informes sobre el 
funcionamiento de la Sala; 

VII. Dirigir la oficialía de partes y los archivos de la Sala, y 

VIII. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 38.- Los Magistrados instructores tendrán las siguientes atribuciones: 

I. Admitir, desechar o tener por no presentada la demanda o su ampliación, si no se ajustan a la ley; 
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II. Admitir o tener por no presentada la contestación de la demanda o de su ampliación o, en su caso, 
desecharlas; 

III. Admitir o rechazar la intervención del tercero; 

IV. Admitir, desechar o tener por no ofrecidas las pruebas; 

V. Sobreseer los juicios antes de que se cierre la instrucción, cuando el demandante se desista de la acción o 
se revoque la resolución impugnada; 

VI. Tramitar los incidentes y recursos que les competan, formular los proyectos de resolución, de aclaraciones 
de sentencia y de resoluciones de queja relacionadas con el cumplimiento de las sentencias, y someterlos a la 
consideración de la Sala; 

VII. Dictar los acuerdos o providencias de trámite necesarios para instruir el juicio, incluyendo la imposición de 
las medidas de apremio necesarias para hacer cumplir sus determinaciones, acordar las promociones de las 
partes y los informes de las autoridades y atender la correspondencia necesaria, autorizándola con su firma; 

VIII. Formular el proyecto de sentencia definitiva y, en su caso, de cumplimiento de ejecutorias, y 

IX. Las demás que les correspondan conforme a las disposiciones legales aplicables. 

CAPÍTULO VI 

De la Junta de Gobierno y Administración 

ARTÍCULO 39.- La Junta de Gobierno y Administración será el órgano del Tribunal que tendrá a su cargo la 
administración, vigilancia, disciplina y carrera jurisdiccional, y contará con autonomía técnica y de gestión para 
el adecuado cumplimiento de sus funciones. 

ARTÍCULO 40.- La Junta de Gobierno y Administración se integrará por: 

I. El Presidente del Tribunal; 

II. Dos Magistrados de Sala Superior, y 

III. Dos Magistrados de Sala Regional. 

Los Magistrados de Sala Superior y de Sala Regional que integren la Junta de Gobierno y Administración 
serán electos por el Pleno en forma escalonada por periodos de dos años y no podrán ser reelectos para el 
periodo inmediato siguiente. Sólo serán elegibles aquellos Magistrados cuyos nombramientos cubran el 
periodo del cargo en dicha Junta.  

Los Magistrados que integren la Junta de Gobierno y Administración no ejercerán funciones jurisdiccionales. 
Una vez que concluyan su encargo en dicha Junta, se reintegrarán a las funciones jurisdiccionales, siempre y 
cuando estén en edad de desempeñarse como Magistrados. 

ARTÍCULO 41.- Son facultades de la Junta de Gobierno y Administración, las siguientes:   

I. Proponer, para aprobación del Pleno, el proyecto de Reglamento Interior del Tribunal y expedir, en el ámbito 
administrativo, los acuerdos necesarios para el buen funcionamiento del Tribunal; 

II. Formular anualmente el proyecto de presupuesto del Tribunal, para los efectos señalados en el artículo 1 
de esta Ley;  
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III. Realizar la evaluación interna de los servidores públicos que les requiera el Pleno, para los efectos del 
artículo 18, fracción IV de esta Ley. La evaluación se basará en los elementos objetivos y datos estadísticos 
sobre el desempeño del cargo, de conformidad con las disposiciones aplicables; 

IV. Llevar a cabo los estudios necesarios para determinar las regiones,  sedes y el número de las Salas 
Regionales, así como materias específicas de competencia de las Secciones Jurisdiccionales o de las Salas 
Regionales, y los criterios conforme a los cuales se ejercerá la facultad de atracción, de acuerdo con lo que 
establezcan las disposiciones aplicables; 

V. Adscribir y, en su caso, cambiar de adscripción a los Magistrados de las Salas Regionales y demás 
servidores públicos del Tribunal, observando las Condiciones Generales de Trabajo respecto de los 
trabajadores a los que les sean aplicables; 

VI. Elegir y adscribir, de entre los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, a los que habrán de suplir 
a los  Magistrados de Sala Regional que integren la Junta de Gobierno y Administración , así como los que 
cubrirán las ausencias de los Magistrados de Sala Regional, en términos de lo dispuesto por esta Ley;  

VII. Establecer, mediante acuerdos generales, las unidades administrativas que estime necesarias para el 
eficiente desempeño de las funciones del Tribunal, de conformidad con su presupuesto autorizado; 

VIII. Proponer al Pleno, acorde con los principios de eficiencia, capacidad y experiencia, el Estatuto de la 
Carrera previsto en párrafo segundo del artículo 11, que contendrá: 

a) Los criterios de selección para el ingreso al Tribunal en alguno de los puestos comprendidos en la carrera 
jurisdiccional; 

b) Los requisitos que deberán satisfacerse para la permanencia y promoción en los cargos, y 

c) Las reglas sobre disciplina y un sistema de estímulos a los servidores públicos jurisdiccionales. 

IX. Expedir las normas de carrera para los servidores públicos a que se refiere el párrafo tercero del artículo 
11; 

X. Desarrollar e instrumentar programas permanentes de capacitación, especialización y actualización en las 
materias competencia del Tribunal para los servidores públicos previstos en el artículo 3 de esta Ley;  

XI. Constituir un fondo con el objeto de que se realice un pago de retiro único e irrepetible a los Magistrados 
del Tribunal con motivo del término de su nombramiento, cuando hayan prestado sus servicios con tal carácter 
en el Tribunal durante quince o más años, siempre que exista disponibilidad presupuestal. El monto y forma 
de su asignación se determinarán conforme a las reglas que para tal efecto establezca el Reglamento Interior 
del Tribunal; 

XII. Dictar las reglas conforme a las cuales se deberán practicar visitas para verificar el correcto 
funcionamiento de las Salas Regionales, así como señalar las que corresponderá visitar a cada uno de sus 
miembros; 

XIII. Acordar la distribución de los recursos presupuestales conforme a la ley, dictar las órdenes relacionadas 
con su ejercicio y supervisar su legal y adecuada aplicación; 

XIV. Establecer las comisiones que estime convenientes para su adecuado funcionamiento, señalando su 
materia e integración; 

XV. Llevar el registro de los peritos del Tribunal y mantenerlo actualizado; 

XVI. Nombrar, remover, suspender y resolver todas las cuestiones que se relacionen con los nombramientos 
de los servidores públicos de la carrera jurisdiccional, en los términos de las disposiciones aplicables; 
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XVII. Nombrar, a propuesta del Presidente, a los titulares de los órganos auxiliares y unidades de apoyo 
administrativo, así como a los titulares de las comisiones, y removerlos de acuerdo con las disposiciones 
aplicables; 

XVIII. Nombrar, a propuesta del superior jerárquico, y remover a los servidores públicos del Tribunal no 
comprendidos en las fracciones XVI y XVII de este artículo;  

XIX. Conceder licencias prepensionarias con goce de sueldo a los Magistrados, hasta por tres meses;  

XX. Conceder licencias sin goce de sueldo a los Magistrados hasta por tres meses, siempre que exista causa 
fundada que así lo amerite; 

XXI. Conceder o negar licencias a los Secretarios, Actuarios y Oficiales Jurisdiccionales, así como al personal 
administrativo del Tribunal, en los términos de las disposiciones aplicables, previa opinión, en su caso, del 
Magistrado o del superior jerárquico al que estén adscritos; 

XXII. Regular y supervisar las adquisiciones de bienes y servicios, las obras y los arrendamientos que contrate 
el Tribunal y comprobar que se apeguen a las disposiciones legales; 

XXIII. Dirigir la buena marcha del Tribunal dictando las medidas necesarias para el despacho pronto y 
expedito de los asuntos de la competencia del Tribunal; 

XXIV. Evaluar el funcionamiento de las áreas administrativas, de informática, del Instituto de Estudios sobre 
Justicia Fiscal y Administrativa y del área de publicaciones del Tribunal, a fin de constatar la adecuada 
prestación de sus servicios al Tribunal; 

XXV. Supervisar la correcta operación y funcionamiento de las oficialías de partes comunes y de Sala, las 
coordinaciones y oficinas de Actuarios, así como de los archivos y Secretarías de Acuerdos o Secretarías 
Técnicas en las Salas y Secciones del Tribunal, según sea el caso; 

XXVI. Ordenar la depuración y baja de expedientes totalmente concluidos con tres años de anterioridad, 
previo aviso publicado en el Diario Oficial de la Federación, para que quienes estén interesados puedan 
solicitar la devolución de los documentos que los integren y hayan sido ofrecidos por ellos; 

XXVII. Recibir y atender las visitas de verificación ordenadas por la Auditoría Superior de la Federación y 
supervisar que se solventen las observaciones que formule, a través de la Secretaría Técnica 
correspondiente; 

XXVIII. Resolver sobre las responsabilidades de los servidores públicos establecidos en las fracciones I a X 
del artículo 3 de esta Ley e imponer, en su caso, las sanciones administrativas correspondientes en términos 
de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. La destitución de 
Magistrados se someterá a consideración del Presidente de la República en los términos del artículo 7 de la 
presente Ley;  

XXIX. Resolver el recurso de revocación interpuesto por los servidores públicos a que se refiere la fracción 
anterior, en contra de las resoluciones dictadas por ella misma en las que se finquen responsabilidades y se 
impongan sanciones, en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos; 

XXX. Integrar y desarrollar un sistema de información estadística sobre el desempeño del Tribunal, del Pleno 
y de las Secciones Jurisdiccionales de la Sala Superior y de las Salas Regionales, que contemple por lo 
menos el número de asuntos atendidos, su materia, su cuantía, la duración de los procedimientos, el rezago y 
las resoluciones confirmadas, revocadas o modificadas; 

XXXI. Supervisar la publicación de las jurisprudencias, precedentes y tesis aisladas emitidas por las Salas y 
Secciones en la Revista del Tribunal; 
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XXXII. Formular la memoria anual de funcionamiento del Tribunal para ser presentada al Presidente de la 
República y al Congreso de la Unión;  

XXXIII. Llevar el registro de firmas de los Magistrados y Secretarios del Tribunal, y  

XXXIV. Resolver los demás asuntos que señalen las disposiciones aplicables.  

ARTÍCULO 42.- Para la validez de las sesiones de la Junta de Gobierno y Administración, bastará la 
presencia de cuatro de sus miembros. 

ARTÍCULO 43.- Las resoluciones de la Junta de Gobierno y Administración se tomarán por mayoría de votos 
de los Magistrados presentes, quienes no podrán abstenerse de votar. En caso de empate, el Presidente 
tendrá voto de calidad. 

Las sesiones de la Junta de Gobierno y Administración serán privadas. 

ARTÍCULO 44.- El Presidente del Tribunal lo será también de la Junta de Gobierno y Administración. En el 
caso de faltas temporales del Presidente, será suplido por los Magistrados de Sala Superior integrantes de la 
Junta, siguiendo el orden alfabético de sus apellidos. 

Ante la falta definitiva de los Magistrados previstos en las fracciones II y III del artículo 40 que integren la 
Junta de Gobierno y Administración, el Pleno designará a un nuevo integrante para concluir el periodo del 
Magistrado faltante. El Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo 
como integrante de la Junta de Gobierno y Administración en el periodo inmediato siguiente. 

Las faltas temporales de los Magistrados que integren la Junta de Gobierno y Administración serán suplidas 
por los Magistrados de Sala Superior o de Sala Regional que determine el Pleno de la Sala Superior, según 
sea el caso, siempre que sean elegibles para ello en los términos de esta Ley.  

ARTÍCULO 45.- La Junta de Gobierno y Administración, para atender los asuntos de su competencia, contará 
con los Secretarios Técnicos, Operativos y Auxiliares necesarios. 

CAPITULO VII 

De los demás Servidores Públicos del Tribunal 

ARTÍCULO 46.- Corresponde al Contralor:  

I. Resolver sobre las responsabilidades de los servidores públicos establecidos en las fracciones XI a XIII y 
último párrafo del artículo 3 de esta Ley, e imponer, en su caso, las sanciones administrativas 
correspondientes en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos; 

II. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos y demás  normas  que expida la Junta de Gobierno y 
Administración; 

III. Comprobar el cumplimiento por parte de los órganos administrativos del Tribunal de las obligaciones 
derivadas de las disposiciones en materia de planeación, presupuestación, ingresos, egresos, financiamiento, 
patrimonio y fondos;  

IV. Llevar el registro y seguimiento de la evolución de la situación patrimonial de los servidores públicos del 
Tribunal;  

V. Inspeccionar y vigilar el cumplimiento de las normas y disposiciones relativas a los sistemas de registro y 
contabilidad, contratación y pago de personal, contratación de servicios y recursos materiales del Tribunal, y  
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VI. Las demás que determinen las leyes, reglamentos y acuerdos generales correspondientes.  

ARTÍCULO 47.- Corresponde al Secretario General de Acuerdos del Tribunal: 

I. Acordar con el Presidente del Tribunal la programación de las sesiones del Pleno; 

II. Dar cuenta en las sesiones del Pleno de los asuntos que se sometan a su consideración, tomar la votación 
de sus integrantes, formular el acta relativa y comunicar las decisiones que se acuerden; 

III. Revisar los engroses de las resoluciones del Pleno formulados por el Magistrado ponente, autorizándolos 
en unión del Presidente; 

IV. Tramitar y firmar la correspondencia referente a las funciones del Pleno, cuando ello no corresponda al 
Presidente del Tribunal; 

V. Llevar el turno de los Magistrados que deban formular ponencias para resolución del Pleno; 

VI. Dirigir los archivos de la Sala Superior, y 

VII. Expedir certificados de las constancias que obran en los expedientes de la Sala Superior. 

ARTÍCULO 48.- Corresponde a los Secretarios Adjuntos de Acuerdos de las Secciones Jurisdiccionales: 

I. Acordar con el Presidente de la Sección, lo relativo a las sesiones de la misma; 

II. Dar cuenta en las sesiones de la Sección de los asuntos que se sometan a su consideración, tomar la 
votación de sus integrantes, formular el acta relativa y comunicar las decisiones que se acuerden; 

III. Engrosar, en su caso, las resoluciones de la Sección Jurisdiccional correspondiente, autorizándolas en 
unión del Presidente de la Sección; 

IV. Tramitar y firmar la correspondencia de las Secciones, cuando ello no corresponda al Presidente de la 
Sección; 

V. Llevar el turno de los Magistrados que deban formular ponencias, estudios o proyectos para las 
resoluciones de las Secciones; 

VI. Expedir certificados de constancias que obran en los expedientes de las Secciones, y 

VII. Las demás que les encomiende el Presidente de la Sección. 

ARTÍCULO 49.- Corresponde a los Secretarios de Acuerdos de la Sala Superior: 

I. Auxiliar al Magistrado al que estén adscritos en la formulación de los proyectos de resoluciones que les 
encomienden; 

II. Autorizar con su firma las actuaciones del Magistrado ponente; 

III. Efectuar las diligencias que les encomiende el Magistrado al que estén adscritos cuando éstas deban 
practicarse fuera del local de la Sala Superior, y 

IV. Desempeñar las demás atribuciones que las disposiciones legales les confieran. 

ARTÍCULO 50.- Corresponde a los Secretarios de Acuerdos de Sala Regional: 
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I. Proyectar los autos y las resoluciones que les indique el Magistrado instructor; 

II. Autorizar con su firma las actuaciones del Magistrado instructor y de la Sala Regional; 

III. Efectuar las diligencias que les encomiende el Magistrado instructor cuando éstas deban practicarse fuera 
del local de la Sala y dentro de su jurisdicción; 

IV. Proyectar las sentencias y engrosarlas, en su caso, conforme a los razonamientos jurídicos de los 
Magistrados; 

V. Expedir certificados de las constancias que obren en los expedientes de la Sala a la que estén adscritos, y 

VI. Las demás que señalen las disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 51.- Corresponde a los Actuarios: 

I. Notificar, en el tiempo y forma prescritos por la ley, las resoluciones recaídas en los expedientes que para tal 
efecto les sean turnados; 

II. Practicar las diligencias que se les encomienden, y 

III. Las demás que señalen las leyes o el Reglamento Interior. 

ARTÍCULO 52.- Corresponde a los Secretarios de la Junta de Gobierno y Administración:   

I. Preparar los proyectos y resoluciones que deban ser sometidos a la aprobación de la Junta;  

II. Supervisar la ejecución de los acuerdos tomados por la Junta, y asentarlos en el libro de actas respectivo; 

III. Asistir al Presidente del Tribunal en las sesiones que se lleven a cabo por  la Junta en los asuntos que 
sean de su competencia conforme a esta ley, a su Reglamento Interior y a los acuerdos generales 
correspondientes, levantando las actas respectivas, y 

IV. Las demás que prevea esta Ley y el Reglamento Interior del Tribunal. 

Los Secretarios de la Junta de Gobierno y Administración, para el ejercicio de las funciones citadas en las 
fracciones anteriores, se auxiliarán de las unidades administrativas que al efecto establezca el Reglamento 
Interior del Tribunal. 

ARTÍCULO 53.- El Director del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa será nombrado por 
el Pleno, a propuesta de su Presidente, y tendrá las atribuciones siguientes: 

I. Promover la investigación jurídica en materia fiscal y administrativa; 

II.          Convocar a congresos y seminarios a Magistrados y servidores públicos de la carrera jurisdiccional 
del Tribunal, así como a asociaciones profesionales representativas e instituciones de educación superior, a 
fin de promover el estudio del derecho fiscal y administrativo, evaluar la impartición de justicia fiscal y 
administrativa y proponer las medidas pertinentes para mejorarla, y 

III.         Dirigir la Revista del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y proponer, compilar, editar y 
distribuir el material impreso que el Tribunal determine para divulgarlo entre las dependencias y entidades, las 
instituciones de educación superior, las agrupaciones profesionales y el público en general para el mejor 
conocimiento de los temas de índole fiscal y administrativa. 

CAPÍTULO VIII 
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De las Responsabilidades de los Servidores Públicos del Tribunal 

ARTÍCULO 54.- Serán causas de responsabilidad de los servidores públicos del Tribunal:  

I. Realizar conductas de atenten contra la independencia de la función jurisdiccional, tales como aceptar 
consignas, presiones, encargos o comisiones, o cualquier acción que genere o implique subordinación 
respecto de alguna persona, del mismo Tribunal o de cualquier otro órgano del Estado; 

II. Inmiscuirse indebidamente en cuestiones del orden jurisdiccional que competan a otros órganos del 
Tribunal;  

III. Tener una notoria ineptitud o descuido en el desempeño de las funciones o labores que deben realizar;  

IV. Impedir en los procedimientos jurisdiccionales que las partes ejerzan los derechos que legalmente les 
correspondan;  

V. Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se encuentren impedidos;  

VI. Realizar nombramientos, promociones o ratificaciones infringiendo las disposiciones generales 
correspondientes;  

VII. No poner en conocimiento de la Junta de Gobierno y Administración o, en su caso, del Contralor del 
Tribunal, cualquier acto tendiente a vulnerar la independencia de la función jurisdiccional;  

VIII. No preservar la dignidad, imparcialidad y profesionalismo propios de la función jurisdiccional en el 
desempeño de sus funciones;  

IX. Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su conocimiento;  

X. Abandonar la residencia del órgano del Tribunal al que esté adscrito, o dejar de desempeñar las funciones 
o las labores que tenga a su cargo;  

XI. Incumplir las obligaciones establecidas en el artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, siempre que éstas no fueren contrarias a la naturaleza de la 
función jurisdiccional, y 

XII. Las demás que determinen las leyes.    

CAPÍTULO IX 

De las Vacaciones y Días Inhábiles 

ARTÍCULO 55.- El personal del Tribunal tendrá cada año dos períodos de vacaciones que coincidirán con los 
del Poder Judicial de la Federación. 

Se suspenderán las labores y no correrán los plazos, los días que acuerde el Pleno del Tribunal. 

Únicamente se recibirán promociones en la oficialía de partes de cada Sala durante las horas hábiles que 
determine el Pleno del Tribunal. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 
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SEGUNDO.- Se abroga la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995. 

TERCERO.- El proceso para el nombramiento por el Presidente de la República con la respectiva aprobación 
del Senado, de los dos Magistrados de Sala Superior y de los cinco Magistrados Supernumerarios de Sala 
Regional, deberá iniciarse en cuanto entre en vigor la presente Ley. 

CUARTO.- Una vez hechos los nombramientos a que se refiere el artículo anterior, el Pleno de la Sala 
Superior deberá elegir a los Magistrados de Sala Superior que se incorporarán a la Junta de Gobierno y 
Administración en su primera integración, así como adscribir a los Magistrados de Sala Regional que formarán 
parte de la misma y a los Magistrados Supernumerarios que los suplirán temporalmente. 

A fin de escalonar los períodos de los miembros de la Junta de Gobierno y Administración, en lo que atañe a 
su primera integración, el Pleno, al hacer la elección de los Magistrados que deban integrarlo, por esta única 
ocasión, elegirá a un Magistrado de Sala Superior y a un Magistrado de Sala Regional que durarán tres años 
en su cargo en la Junta de Gobierno y Administración.  

Los Magistrados de Sala Superior nombrados conforme al artículo tercero transitorio no serán elegibles para 
la primera integración de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal. 

QUINTO.- El Reglamento Interior del Tribunal que se encuentre vigente a la entrada en vigor de la presente 
Ley, seguirá aplicándose en aquello que no se oponga a ésta, hasta que el Pleno expida el nuevo Reglamento 
Interior de conformidad con lo previsto en este ordenamiento, lo cual deberá hacer en un plazo de seis meses 
a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 

SEXTO.- Los servidores públicos que venían ejerciendo encargos administrativos que desaparecen o se 
transforman conforme a lo dispuesto por esta Ley, continuarán desempeñando los mismos cargos hasta que 
la Junta de Gobierno y Administración acuerde la creación de los nuevos órganos administrativos y decida 
sobre las designaciones mediante acuerdos específicos. 

SÉPTIMO.- Los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que a la entrada en vigor 
de la presente Ley se encuentren en ejercicio de sus cargos, continuarán en ellos hasta concluir el periodo 
para el cual fueron designados, de acuerdo con la Ley que se abroga. Al término de dicho periodo entregarán 
la Magistratura, sin perjuicio de que el Tribunal pueda proponerlos, previa evaluación de su desempeño, para 
ser nombrados como Magistrados en términos de lo dispuesto por esta Ley. 

Dado en el Salón de Sesiones de la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión, el día siete de 
febrero de 2006. 

Senador Jorge Zermeño  

Senador Fauzi Hamdán Amad  
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18-04-2006 
Cámara de Senadores. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Justicia; y de Estudios Legislativos, con proyecto de Ley Orgánica 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa  
Aprobado con 78 votos en pro. 
Se turnó a la Cámara de Diputados. 
Gaceta Parlamentaria, 18 de abril de 2006. 
Discusión y votación, 18 de abril de 2006. 
 

En el apartado de dictámenes a discusión, toca el turno a uno de las Comisiones Unidas de Justicia y de 
Estudios Legislativos, con Proyecto de Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

El dictamen fue debidamente publicado en la Gaceta Parlamentaria de este día.  

Consulte la secretaría a la Asamblea, en votación económica, si se omite la lectura.  

-LA C. SECRETARIA AGUILAR GONZALEZ: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si se omite la 
lectura del dictamen.  

-Quienes estén porque se omita, favor de levantar la mano.  

(La Asamblea asiente) 

-Quienes estén porque no se omita, favor de manifestarlo.  

(La Asamblea no asiente) 

-Sí se omite la lectura, señor Presidente.  

-EL C. PRESIDENTE CHAURAND ARZATE: Consulte la secretaría a la Asamblea, en votación económica, si 
autoriza que la discusión del dictamen se realice en lo general y en lo particular en un solo acto.  

-LA C. SECRETARIA AGUILAR GONZALEZ: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si se autoriza 
que la discusión se realice en lo general y en lo particular en un solo acto.  

-Quienes estén por la afirmativa, favor de manifestarlo.  

(La Asamblea asiente) 

-Quienes estén por la negativa, favor de manifestarlo.  

(La Asamblea no asiente) 

-Sí se autoriza, señor Presidente.  

-EL C. PRESIDENTE CHAURAND ARZATE: En consecuencia, está a discusión el dictamen.  

-EL C. SENADOR DAVID JIMENEZ GONZALEZ (Desde su escaño): Pido la palabra, señor Presidente.  

-EL C. PRESIDENTE CHAURAND ARZATE: ¿En qué sentido, Senador David Jiménez?  

-EL C. SENADOR JORGE ZERMEÑO INFANTE (Desde su escaño): Pido la palabra, Presidente.  

-EL C. PRESIDENTE CHAURAND ARZATE: ¿En qué sentido, Senador Zermeño? 
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-EL C. SENADOR JORGE ZERMEÑO INFANTE (Desde su escaño): Para fundamentar el dictamen.  

-EL C. PRESIDENTE CHAURAND ARZATE: En nombre de las Comisiones Unidas, tiene el uso de la palabra 
el Senador Jorge Zermeño.  

-EL C. SENADOR JORGE ZERMEÑO INFANTE: Gracias, Presidente.  

Esta es una reforma a la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa, que consideramos de la 
mayor relevancia, porque busca fortalecer las funciones de este tan importante tribunal en varios aspectos:  

Por una parte le da mayor certidumbre a los actos del tribunal en la conformación, tanto de la Sala Superior, 
como de las Salas Regionales.  

Se amplía el período para el cual son nombrados, tanto los Magistrados de la Sala Superior, que actualmente 
será, de acuerdo a esta Iniciativa, de 15 años, similar a lo que sucede en el Poder Judicial de la Federación.  

Para los Magistrados de Salas Regionales, en vez de un período de 6 años, se modifica a 10 años, con la 
posibilidad de que los magistrados puedan ser considerados para un segundo período, siempre y cuando --
esta es la modalidad-- puedan ser propuestos y evaluados por la Sala Superior, y también por lo que ahora se 
crea como una Junta de Gobierno, que funcionará como una especie de Consejo de la Judicatura, y que se 
hará cargo de las funciones administrativas de este tribunal.  

De tal manera, que con la creación de esta Junta de Gobierno, será posible que los Magistrados de la Sala 
Superior se dediquen, de manera preponderante, a las altas funciones de impartir justicia que tienen en este 
tan importante Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

-EL C. PRESIDENTE CHAURAND ARZATE: Permítame, Senador Zermeño.  

Se solicita atentamente al personal de apoyo nos haga favor de desocupar los pasillos y los escaños, y 
dejarnos escuchar la fundamentación del dictamen, que en este momento hace el Senador Jorge Zermeño.  

(El personal de apoyo cumple) 

-Continúe, por favor, senador.  

-EL C. SENADOR JORGE ZERMEÑO INFANTE: Gracias, Presidente.  

Señalaba, pues, la importancia del nombramiento de esta nueva, de la creación de esta Junta de Gobierno y 
Administración, cuya función principal será dictar medidas conducentes para el buen funcionamiento del 
tribunal, tales como las relativas a la Administración, Vigilancia y Disciplina, dejando al Pleno la atención de 
las decisiones administrativas más relevantes, tales como las propuestas de nombramientos de magistrados 
al Presidente de la República; la expedición del reglamento interno del propio tribunal, y la expedición del 
Estatuto de Carrera.  

Se trata también de que el Servicio Civil de Carrera se haga extensivo a todo el personal que funciona, que 
trabaja en el Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

La autonomía que tendrá de aquí en adelante el tribunal para proponer su presupuesto y para manejar su 
presupuesto, será también otra forma en la cual se fortalezca la independencia y la autonomía que debe tener 
un órgano tan importante en la impartición de la justicia administrativa.  

Se clarifica la competencia en diversos aspectos que tiene el tribunal. Y ha propósito de esto, hace 2, 3 
semanas hubo un polémica por una parte, en donde estábamos proponiendo que el tribunal conociera de 
aquellas resoluciones del Instituto de Transparencia y de Acceso a la Información; en esa Iniciativa que 
generó, pues, una polémica que consideramos exagerada, esta parte fue retirada de las atribuciones del 
tribunal para no dar la impresión de que esta Iniciativa estaba buscando bloquear la transparencia y el acceso 



 3

a la información, y también para evitar que la relevancia que tiene en sí misma por sus méritos la reforma a la 
Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa, pudiera verse empañada por esta polémica.  

Señalaba, pues, que tendrá una mayor autonomía, tanto para la elaboración, como para el ejercicio de su 
presupuesto; también la competencia de las Salas Regionales de este Tribunal se fijará ahora en función del 
lugar en donde vive la persona afectada, modificando los criterios que están actualmente en la ley.  

Pues por ésta, y por muchas otras razones, yo les pido su voto a favor de esta reforma, que seguramente 
vendrá a fortalecer, de manera relevante, a un tribunal que le ha prestado importantes servicios a la nación en 
materia de justicia fiscal, y en materia, sobre todo, cada vez más creciente de la materia administrativa, que 
ahora conoce este tribunal que surgió hace muchos años, allá por los años 30 como un tribunal 
exclusivamente para la parte fiscal.; y esta ampliación de la competencia, en un mundo, cada vez que 
demanda mayor participación, mayor atención del Estado, pues esta competencia ahora tendrá que tener una 
mayor especialización.  

Comento también que hay una serie de propuestas, que seguramente hará aquí en tribuna el Senador David 
Jiménez, que las hemos visto en las comisiones, y hemos aceptado ya gran parte de las mismas. Y espero, 
pues, el voto y el apoyo de ustedes para esta reforma.  

Muchas gracias. (Aplausos).  

-EL C. PRESIDENTE CHAURAND ARZATE: Para propuesta de modificación al dictamen, tiene el uso de la 
palabra el Senador David Jiménez González.  

-EL C. SENADOR DAVID JIMENEZ GONZALEZ: Muchas gracias, señor Presidente.  

Efectivamente, estamos de acuerdo con el dictamen que nos ha presentado la Comisión de Justicia, y la 
Comisión de Hacienda.  

Yo creo que es un avance sustancial el que se da con motivo de esta ley que sometemos a su consideración 
para fortalecer al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

Hemos considerado que sería oportuno y conveniente el hacer unas modificaciones a los textos que tiene la 
Gaceta del Senado y que ha sido distribuida entre todos nosotros respecto a la ley; y en algunos otros hacer 
supresión y sustitución y adición a determinados preceptos.  

Voy a dar lectura a cada propuesta de estos artículos que, como dijo el Senador Zermeño, han sido 
considerados por las comisiones, y en el seno de las mismas han sido aprobadas.  

De tal manera que, siendo aprobada por la Comisión de Justicia, y por la Comisión de Hacienda, sometemos 
a consideración del Pleno para que, de acuerdo con lo que establece el reglamento, si ustedes lo 
consideración también como estas comisiones, de aprobarse, pues tendrán que experimentar las 
modificaciones que dejaré en la mesa directiva del Senado. 

Así pues, se propone modificar las fracciones IX y XIII del artículo 18, así como los artículos 42, 45, y primer 
párrafo del artículo cuarto transitorio. 

Adicionamos una fracción al artículo 18, y eliminamos el inciso b) de la fracción I y la fracción VII, ambos del 
artículo 23. 

De tal manera, que dentro de estas propuestas que hacemos. Queremos dejar ya establecido, cómo 
quedarían los artículos, en los cuales estamos proponiendo las modificaciones. 

En cuanto al artículo 18, estamos proponiendo en la fracción IX. Establecer y agregar la palabra modificar, 
para que pueda ser congruente con lo que se realiza dentro de las actividades del tribunal, en cuanto al 
establecimiento, modificación y suspensión de la jurisprudencia. Este agregado que nosotros hacemos, de 
esta fracción IX del artículo en comento, para que, pueda queda como lo estamos nosotros proponiendo. 
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De la misma manera, en la fracción XIII. Vamos a resolver que, el tribunal, en este caso el pleno, tenga que 
tener conocimiento sobre las excusas, las excitativas de justicia y las recusaciones de los magistrados del 
tribunal, y respecto a los magistrados de las salas regionales; así como designar, entre los secretarios, a 
quienes deban de sustituirla. 

En este mismo artículo 18, nosotros estamos proponiendo una modificación, en la que, sea del conocimiento 
de la Sala Superior y no de las secciones, el resolver aquellos aspectos que se relacionan con los tratados o 
acuerdos internacionales, que tienda a evitar la doble tributación en materia comercial, suscrito por México, 
cuando el demandante haga valer, como concepto de impugnación, y no se haya aplicado en su favor alguno 
de los referidos tratados o acuerdos. 

En el artículo 23, como ya lo comentaba, queda suprimida el inciso b) fracción I, y la fracción VII, y queda, 
desde luego, íntegra la redacción con esta supresión. 

En cuanto al artículo 42. Nosotros estamos considerando que es muy importante, que dentro de las sesiones 
de la Junta de Gobierno y Administración, cuando se dice, actualmente, en el texto, que bastará la presencia 
de cuatro de sus miembros. Nosotros estamos proponiendo que forzosamente debe de estar incluido el 
presidente del tribunal. Ya que esto le da, por supuesto, la personalidad que debe de tener, como sucede en 
otros tribunales colegiados, que preside, efectivamente, el presidente del tribunal. 

Entonces, no podemos excluir en este precepto, la inclusión del presidente, junto con los otros cuatro 
miembros, para que puedan actuar en consecuencia. 

En cuanto al artículo 45, la Junta de Gobierno y Administración, para atender los asuntos de su competencia, 
dice: que contará con los secretarios técnicos, operativos, auxiliares, y agregamos, y de todo aquello, es decir, 
de todo el personal que sea necesario. 

Por eso nosotros estamos proponiendo, que se incluya y demás personal necesario. 

En cuanto al transitorio cuarto. Nosotros consideramos que, la experiencia que se tuvo en la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, en relación con la insaculación, no operó en ese altísimo tribunal del país, el más 
alto. 

Si no que fue suprimida la insaculación, y se optó por la votación de ocho miembros, de los once que integran, 
desde luego la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

En el caso que nos ocupa. Lo que estamos nosotros proponiendo, es que elimine lo de la insaculación, y 
queda única y exclusivamente establecida la mayoría de votos de los magistrados de la propia Sala Superior. 

Estas serían las propuestas que sometería a consideración del pleno, que de ser aprobadas, para dejarlas en 
manos del presidente de la mesa directiva. 

De tal suerte, señor presidente, yo le pediría a usted, si de una buena vez, hecha la explicación, quiere que 
sean sometidas a la consideración del pleno, para su aprobación las propuestas que hemos hecho ante todos 
ustedes. 

Por su atención. Muchas gracias.  

-EL C. PRESIDENTE CHAURAND ARZATE: ¿Existe algún otro orador, a favor o en contra del dictamen? 

No habiendo más oradores inscritos. Consulte la Secretaría a la Asamblea, en votación económica, si son de 
aceptarse las propuestas hechas, en tribuna, por el senador David Jiménez González. 

-LA C. SECRETARIA AGUILAR GONZALEZ: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si son de 
aceptarse las propuestas hechas por el senador Jiménez. 

Quienes estén a favor, levantar su mano. (La Asamblea asiente) 



 5

Quienes estén en contra, levantar su mano. (La Asamblea no asiente)  

Sí son de aceptarse, señor presidente. 

-EL C. PRESIDENTE CHAURAND ARZATE: Aceptadas las propuestas. 

Abrase el sistema electrónico de votación, hasta por tres minutos, para recoger la votación nominal del 
proyecto de decreto, con las propuestas de modificación hechas por el senador David Jiménez, y aceptadas 
por este pleno. 

(Votación electrónica.) 

-LA C. SECRETARIA AGUILAR GONZALEZ: Le informo, señor presidente, que existen 78 votos a favor, 
ninguno en contra. 

-EL C. PRESIDENTE CHAURAND ARZATE: Aprobado el proyecto de Ley Orgánica del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa. 

Pasa a la Cámara de Diputados, para sus efectos constitucionales. 
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19-04-2006 
Cámara de Diputados. 
MINUTA proyecto de decreto, que expide la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa  
Se turnó a la Comisión de Justicia. 
Gaceta Parlamentaria, 19 de abril de 2006. 
 

CON PROYECTO DE DECRETO, QUE EXPIDE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA  

México, DF, a 18 de abril de 2006.  

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados  
Presentes  

Para los efectos legales correspondientes, me permito remitir a ustedes el expediente que contiene minuta 
proyecto de decreto por el que se expide la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa.  

Atentamente  
Sen. Carlos Chaurand Arzate (rúbrica)  
Vicepresidente  
   

MINUTA  
PROYECTO DE DECRETO 

POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY ORGÁNICA DEL  

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se expide la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA  

CAPÍTULO I  
De la Naturaleza e Integración del Tribunal  

ARTÍCULO 1.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es un tribunal de lo contencioso-
administrativo, dotado de plena autonomía para dictar sus fallos, con la organización y atribuciones que esta 
Ley establece.  

El proyecto de presupuesto del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa será aprobado por el Pleno 
de su Sala Superior con sujeción a las disposiciones contenidas en la Ley de Presupuesto, Contabilidad y 
Gasto Público Federal, y será enviado a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su incorporación, en 
los términos de los criterios generales de política económica, en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la 
Federación. Una vez aprobado su presupuesto, el Tribunal lo ejercerá directamente y de manera autónoma, 
en todo lo referente a estructura organizacional y ocupacional, tabuladores, adquisiciones, obras, servicios e 
inversión pública.  

ARTÍCULO 2.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se integra por:  

I. La Sala Superior;  
II. Las Salas Regionales, y  
III. La Junta de Gobierno y Administración. 
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ARTÍCULO 3.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa tendrá los servidores públicos 
siguientes:  
 

I. Magistrados de Sala Superior;  
II. Magistrados de Sala Regional;  
III. Magistrados Supernumerarios de Sala Regional;  

IV. Secretario General de Acuerdos;  
V. Secretarios Adjuntos de Acuerdos de las Secciones;  

VI. Secretarios de Acuerdos de Sala Superior;  
VII. Secretarios de Acuerdos de Sala Regional;  

VIII. Actuarios;  
IX. Oficiales Jurisdiccionales;  
X. Contralor Interno,  

XI. Secretarios Técnicos, Operativos o Auxiliares;  
XII. Director del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa, y  

XIII. Los demás que con el carácter de mandos medios y superiores señale el Reglamento Interior 
del Tribunal y se encuentren previstos en el presupuesto autorizado. 

Los servidores públicos a que se refieren las fracciones anteriores serán considerados personal de confianza.  

El Tribunal contará además con el personal profesional, administrativo y técnico necesario para el desempeño 
de sus funciones, de conformidad con lo que establezca su presupuesto.  

ARTÍCULO 4.- El Presidente de la República, con la aprobación de la Cámara de Senadores, nombrará a los 
Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

En los recesos de la Cámara de Senadores, los nombramientos de Magistrados que haga el Presidente de la 
República serán sometidos a la aprobación de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión.  

ARTÍCULO 5.- Los Magistrados de Sala Superior serán nombrados por un periodo de quince años 
improrrogables, los que se computarán a partir de la fecha de su nombramiento.  

Los Magistrados de Sala Regional y los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional serán nombrados por 
un periodo de diez años, los que se computarán a partir de la fecha de su nombramiento.  

Las personas que hayan concluido el periodo para el que fueron nombradas como Magistrados de Sala 
Regional, podrán ser consideradas para nuevos nombramientos.  

Las personas que hayan concluido el periodo para el que fueron nombradas como Magistrados 
Supernumerarios de Sala Regional, no podrán ser nombradas nuevamente para ocupar dicho encargo.  

ARTÍCULO 6.- Para ser Magistrado del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se requiere lo 
siguiente:  

I. Ser mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad;  
II. Estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y políticos;  

III. Ser mayor de treinta y cinco años de edad a la fecha del nombramiento;  
IV. Contar con notoria buena conducta;  
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V. Ser licenciado en derecho con título registrado, expedido cuando menos diez años antes del 
nombramiento, y  
VI. Contar como mínimo con ocho años de experiencia en materia fiscal o administrativa. 

ARTÍCULO 7.- Durante el ejercicio de sus cargos, los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa únicamente podrán ser privados de los mismos por el Presidente de la República, en los casos 
de responsabilidad en términos de las disposiciones aplicables, o cuando dejen de satisfacer los requisitos 
previstos en el artículo 6 de esta Ley, previo procedimiento seguido ante la Junta de Gobierno y 
Administración y resuelto por el Pleno de la Sala Superior.  

Son causas de retiro forzoso de los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
padecer incapacidad física o mental para desempeñar el cargo, así como cumplir setenta y cinco años de 
edad.  

ARTÍCULO 8.- En los casos en que los Magistrados estén por concluir el periodo para el que hayan sido 
nombrados, el Presidente del Tribunal, con tres meses de anticipación, comunicará esta circunstancia al 
Presidente de la República y, en su caso, someterá a su consideración la propuesta que previamente haya 
aprobado el Pleno de la Sala Superior.  

Las faltas definitivas de Magistrados ocurridas durante el periodo para el cual hayan sido nombrados, se 
comunicarán de inmediato al Presidente de la República por el Presidente del Tribunal, quien someterá a su 
consideración la propuesta que, en su caso, haya aprobado el Pleno de la Sala Superior, para que se proceda 
a los nombramientos de los Magistrados que las cubran.  

Las faltas definitivas de Magistrados de las Salas Regionales serán cubiertas provisionalmente por los 
Magistrados Supernumerarios de Sala Regional adscritos por la Junta de Gobierno y Administración, hasta en 
tanto se realice un nuevo nombramiento en los términos de este artículo.  

Las faltas temporales hasta por un mes de los Magistrados de las Salas Regionales se suplirán por el primer 
secretario del Magistrado ausente. Las faltas temporales superiores a un mes serán cubiertas por los 
Magistrados Supernumerarios de Sala Regional.  

El Reglamento Interior del Tribunal establecerá las normas para el turno y reasignación de expedientes en los 
casos de faltas temporales, excusas o recusaciones de los Magistrados de la Sala Superior.  

ARTÍCULO 9.- El Tribunal contará con cinco Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, que cubrirán las 
faltas de los Magistrados de Sala Regional en los casos previstos en esta Ley, y sustituirán a los dos 
Magistrados de Sala Regional que se integren a la Junta de Gobierno y Administración, durante su encargo.  

Los Magistrados Supernumerarios, durante el tiempo que no cubran las faltas señaladas en el párrafo 
anterior, deberán desempeñar las tareas que les encomiende el Pleno de la Sala Superior.  

ARTÍCULO 10.- No podrán reducirse los emolumentos de los Magistrados del Tribunal durante su encargo.  

ARTÍCULO 11.- El Tribunal contará con un sistema profesional de carrera jurisdiccional, basado en los 
principios de eficiencia, capacidad y experiencia, el cual comprenderá a los servidores públicos a que se 
refieren las fracciones VI a IX del artículo 3 de esta Ley.  

El sistema abarcará las fases de ingreso, promoción, permanencia y retiro de dichos servidores públicos, de 
manera que se procure la excelencia por medio de concursos y evaluaciones periódicas, y de acuerdo con los 
procedimientos y criterios establecidos en el Estatuto correspondiente.  

Con base en lo previsto en este artículo, el Tribunal establecerá y regulará, mediante disposiciones generales, 
el sistema de carrera de los servidores públicos previstos en las fracciones XI y XIII del artículo 3 de esta Ley.  

ARTÍCULO 12.- Para ser Secretario de Acuerdos se requiere:  
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I. Ser mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad;  
II. Ser mayor de veinticinco años de edad;  

III. Contar con reconocida buena conducta;  
IV. Ser licenciado en derecho con título debidamente registrado, y  

V. Contar como mínimo con tres años de experiencia en materia fiscal o administrativa. 

Los Actuarios deberán reunir los mismos requisitos que para ser Secretario de Acuerdos, salvo el relativo a la 
experiencia, que será como mínimo de dos años en materia fiscal o administrativa.  

Los Oficiales Jurisdiccionales deberán ser mexicanos, mayores de dieciocho años, pasantes en derecho y de 
reconocida buena conducta.  

ARTÍCULO 13.- Los Magistrados, Secretarios, Actuarios y Oficiales Jurisdiccionales estarán impedidos para 
desempeñar cualquier otro cargo o empleo, público o privado, excepto los de carácter docente u honorífico.  

También estarán impedidos para ejercer su profesión, salvo en causa propia, de su cónyuge, concubina o 
concubinario, adoptante o adoptado, o de sus parientes por consanguinidad hasta el cuarto grado.  

ARTÍCULO 14.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa contará con un registro de peritos, que 
lo auxiliarán con el carácter de peritos terceros, como profesionales independientes, los cuales deberán tener 
título debidamente registrado en la ciencia o arte a que pertenezca la cuestión sobre la que deba rendirse el 
peritaje o proporcionarse la asesoría, si la profesión o el arte estuvieren legalmente reglamentados y, si no lo 
estuvieren, deberán ser personas versadas en la materia.  

Para la integración del registro y permanencia en el mismo, así como para la designación, aceptación del 
cargo y pago de los honorarios de los peritos, se estará a los lineamientos que señale el Reglamento Interior 
del Tribunal.  

CAPÍTULO II  

De la Competencia Material del Tribunal  

ARTÍCULO 15.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que se 
promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que se indican a 
continuación:  

I. Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos fiscales autónomos, en que se 
determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su 
liquidación;  

II. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal de la 
Federación, indebidamente percibido por el Estado o cuya devolución proceda de conformidad con 
las leyes fiscales;  

III. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas federales;  

IV. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;  

V. Las que nieguen o reduzcan las pensiones y demás prestaciones sociales que concedan las leyes 
en favor de los miembros del Ejército, de la Fuerza Aérea y de la Armada Nacional o de sus 
familiares o derechohabientes con cargo a la Dirección de Pensiones Militares o al erario federal, así 
como las que establezcan obligaciones a cargo de las mismas personas, de acuerdo con las leyes 
que otorgan dichas prestaciones.  
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Cuando para fundar su demanda el interesado afirme que le corresponde un mayor número de años 
de servicio que los reconocidos por la autoridad respectiva, que debió ser retirado con grado superior 
al que consigne la resolución impugnada o que su situación militar sea diversa de la que le fue 
reconocida por la Secretaría de la Defensa Nacional o de Marina, según el caso; o cuando se versen 
cuestiones de jerarquía, antigüedad en el grado o tiempo de servicios militares, las sentencias del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa sólo tendrán efectos en cuanto a la determinación 
de la cuantía de la prestación pecuniaria que a los propios militares corresponda, o a las bases para 
su depuración.  

VI. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario federal o al Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado;  

VII. Las que se dicten en materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos de 
obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal;  

VIII. Las que impongan sanciones administrativas a los servidores públicos en los términos de la Ley 
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos;  

IX. Las que constituyan créditos por responsabilidades contra servidores públicos de la Federación, 
así como en contra de los particulares involucrados en dichas responsabilidades;  

X. Las que nieguen la indemnización o que, por su monto, no satisfagan al reclamante y las que 
impongan la obligación de resarcir los daños y perjuicios pagados con motivo de la reclamación, en 
los términos de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado o de las leyes 
administrativas federales que contengan un régimen especial de responsabilidad patrimonial del 
Estado;  

XI. Las que requieran el pago de garantías a favor de la Federación, el Distrito Federal, los Estados o 
los Municipios, así como de sus entidades paraestatales;  

XII. Las que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la Ley de Comercio Exterior;  

XIII. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento 
administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo;  

XIV. Las que decidan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las 
demás fracciones de este artículo;  

XV. Las que se funden en un tratado o acuerdo internacional para evitar la doble tributación o en 
materia comercial, suscrito por México, o cuando el demandante haga valer como concepto de 
impugnación que no se haya aplicado en su favor alguno de los referidos tratados o acuerdos;  

XVI. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el 
transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal de la Federación, la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como 
las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución positiva ficta, 
cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.  

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere 
afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa, 
y  

XVII. Las señaladas en las demás leyes como competencia del Tribunal. 
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Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no 
admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa.  

El Tribunal conocerá, además de los juicios que se promuevan contra los actos administrativos, decretos y 
acuerdos de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado 
los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación.  

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que promuevan las autoridades 
para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, siempre que dichas 
resoluciones sean de las materias señaladas en las fracciones anteriores como de su competencia.  

CAPÍTULO III  
De la Sala Superior  

Sección I  
De su Integración  

ARTÍCULO 16.- La Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se compondrá de 
trece Magistrados especialmente nombrados para integrarla, de los cuales once ejercerán funciones 
jurisdiccionales y dos formarán parte de la Junta de Gobierno y Administración, durante los periodos que 
señala esta Ley.  

La Sala Superior del Tribunal actuará en Pleno o en dos Secciones. Los dos Magistrados de Sala Superior 
que formen parte de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal, no integrarán el Pleno ni las 
Secciones por el tiempo que dure su encargo en dicha Junta, salvo en los casos previstos en las fracciones I, 
II, III, IV y V del artículo 18 de esta Ley.  

Sección II  
Del Pleno  

ARTÍCULO 17.- El Pleno estará integrado por el Presidente del Tribunal y por diez Magistrados de Sala 
Superior.  

ARTÍCULO 18.- Son facultades del Pleno, las siguientes:  

I. Elegir de entre los Magistrados de Sala Superior al Presidente del Tribunal;  

II. Aprobar y expedir el Reglamento Interior del Tribunal en el que se deberán incluir entre otros 
aspectos, las regiones, sede y número de Salas Regionales, así como las materias específicas de 
competencia de las Secciones de la Sala Superior o de las Salas Regionales y los criterios conforme 
a los cuales se ejercerá la facultad de atracción;  

III. Expedir el Estatuto de Carrera a que se refiere el párrafo segundo del artículo 11 de esta Ley;  

IV. Elegir a los Magistrados de Sala Superior y de Sala Regional que se integrarán a la Junta de 
Gobierno y Administración conforme a lo previsto por el artículo 40 de esta Ley;  

V. Aprobar y someter a consideración del Presidente de la República la propuesta para el 
nombramiento de Magistrados del Tribunal, previa evaluación de la Junta de Gobierno y 
Administración;  

VI. Fijar y, en su caso, cambiar la adscripción de los Magistrados de las Secciones;  

VII. Designar al Secretario General de Acuerdos, a los Secretarios Adjuntos de las Secciones y al 
Contralor Interno, a propuesta del Presidente del Tribunal;  
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VIII. Resolver todas aquellas situaciones que sean de interés para el Tribunal y cuya resolución no 
esté encomendada a algún otro de sus órganos;  

IX. Establecer, modificar y suspender la jurisprudencia del Tribunal conforme a las disposiciones 
legales aplicables, aprobar las tesis y los rubros de los precedentes y ordenar su publicación en la 
Revista del Tribunal;  

X. Resolver los juicios con características especiales, en términos de las disposiciones aplicables, 
incluidos aquéllos que sean de competencia especial de las Secciones;  

XI. Dictar sentencia interlocutoria en los incidentes y recursos que procedan en contra de los actos 
emitidos en el procedimiento seguido ante el Presidente del Tribunal para poner en estado de 
resolución un juicio competencia del Pleno, inclusive cuando se controvierta la notificación de los 
actos emitidos por éste, así como resolver la aclaración de sentencia, la queja relacionada con el 
cumplimiento de las resoluciones y determinar las medidas que sean procedentes;  

XII. Ordenar que se reabra la instrucción, cuando se amerite en términos de las disposiciones 
aplicables;  

XIII. Resolver sobre las excusas, excitativas de justicia y recusaciones de los Magistrados del 
Tribunal y respecto a los Magistrados de Sala Regional designar de entre los Secretarios a quienes 
deban sustituirlos;  

XIV. Dictar sentencia definitiva en los juicios promovidos por los Magistrados del Tribunal, en contra 
de sanciones impuestas por la Junta de Gobierno y Administración, en aplicación de la Ley Federal 
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y someter a la consideración del 
Presidente de la República la destitución de un Magistrado, en los términos del artículo 7º de esta 
Ley, y  

XV. las que se funden en un Tratado o Acuerdo Internacional para evitar la doble tributación o en 
materia comercial, suscrito por México, o cuando el demandante haga valer como concepto de 
impugnación que no se haya aplicado en su favor alguno de los referidos Tratados o Acuerdos, y  

XVI. Las demás que establezcan las leyes. 

ARTÍCULO 19.- Para la validez de las sesiones del Pleno se requerirá, cuando menos, la presencia de siete 
Magistrados y los debates serán dirigidos por el Presidente del Tribunal.  

ARTÍCULO 20.- Las sesiones serán públicas, excepto cuando la mayoría de los Magistrados presentes 
acuerde su privacidad, atendiendo a la naturaleza del caso a resolver, o en los supuestos previstos en las 
fracciones I a IX del artículo 18 de esta Ley.  

ARTÍCULO 21.- Las resoluciones del Pleno se tomarán por mayoría de votos de los Magistrados presentes, 
quienes no podrán abstenerse de votar sino cuando tengan impedimento legal. En caso de empate, el asunto 
se diferirá para la sesión en que asista la totalidad de sus miembros o tenga una composición impar. Cuando 
no se apruebe un proyecto por dos veces, se cambiará de ponente.  

Cuando se resuelva sobre el criterio de interpretación y aplicación de una ley, que deba asumir el carácter de 
precedente o de jurisprudencia, el Pleno aprobará la tesis y el rubro correspondientes para su publicación.  

Sección III  
De las Secciones  

ARTÍCULO 22.- Las Secciones estarán integradas por cinco Magistrados de Sala Superior, adscritos a cada 
una de ellas por el Pleno.  
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El Presidente del Tribunal no integrará Sección, salvo cuando sea requerido para integrarla ante la falta de 
quórum, en cuyo caso presidirá las sesiones, o cuando la Sección se encuentre imposibilitada para elegir su 
Presidente, en cuyo caso el Presidente del Tribunal fungirá provisionalmente como Presidente de la Sección, 
hasta que se logre la elección.  

ARTÍCULO 23.- Son facultades de las Secciones, las siguientes:  

I. Dictar sentencia definitiva en los juicios siguientes:  

a) Los que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la Ley de Comercio Exterior, a 
excepción de aquéllos en los que se controvierta exclusivamente la aplicación de cuotas 
compensatorias, y  

b) Los promovidos en contra de resoluciones o actos que se funden en un tratado o convención 
internacional para evitar la doble tributación o en materia comercial, suscrito por México, o cuando el 
demandante haga valer como concepto de impugnación que no se hubiera aplicado en su favor 
alguno de los referidos tratados o acuerdos.  

II. Resolver los juicios con características especiales, en términos de las disposiciones aplicables;  

III. Dictar sentencia interlocutoria en los incidentes y recursos que procedan en contra de los actos 
emitidos en el procedimiento seguido ante el Presidente de la Sección para poner en estado de 
resolución un asunto competencia de la propia Sección, inclusive cuando se controvierta la 
notificación de los actos emitidos por ésta, así como resolver la aclaración de sentencias, la queja 
relacionada con el cumplimiento de las resoluciones y determinar las medidas que sean procedentes;  

IV. Ordenar que se reabra la instrucción, cuando se amerite en términos de las disposiciones 
aplicables;  

V. Dictar sentencia definitiva en los juicios promovidos por los Secretarios, Actuarios y demás 
personal del Tribunal, en contra de sanciones impuestas por la Junta de Gobierno y Administración, 
en aplicación de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos;  

VI. Establecer, suspender y modificar la jurisprudencia de la Sección y apartarse de ella, conforme a 
las disposiciones legales aplicables, aprobar las tesis y los rubros de los precedentes y ordenar su 
publicación en la Revista del Tribunal;  

VII. Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las Salas Regionales, y  

VIII. Resolver los demás asuntos que establezcan las leyes. 

ARTÍCULO 24.- Para la validez de las sesiones de la Sección se requerirá la presencia de cuatro Magistrados 
y los debates serán dirigidos por el Presidente de la Sección.  

ARTÍCULO 25.- Las resoluciones de una Sección se tomarán por mayoría de votos de los Magistrados 
presentes, quienes no podrán abstenerse de votar sino cuando tengan impedimento legal. En caso de 
empate, el asunto se diferirá para la sesión en que asista la totalidad de sus miembros. Cuando no se apruebe 
un proyecto por dos veces, se cambiará de ponente.  

Las sesiones de las Secciones serán públicas, salvo aquéllas en las que se designe a su Presidente, se 
ventilen cuestiones que afecten la moral o el interés público, o la ley exija que sean privadas, así como 
aquéllas en que la mayoría de los Magistrados presentes acuerden su privacidad.  

ARTÍCULO 26.- Los Presidentes de las Secciones serán designados por los integrantes de la Sección 
correspondiente en la primera sesión de cada año, la cual será privada. Durará en su cargo un año y no 
podrán ser reelectos para el periodo inmediato siguiente.  



 9

En el caso de faltas temporales de los Presidentes, serán suplidos por los Magistrados de la Sección 
siguiendo el orden alfabético de sus apellidos.  

Si la falta es definitiva, la Sección designará Presidente para concluir el periodo del Presidente faltante. El 
Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser designado Presidente en el 
periodo inmediato siguiente.  

ARTÍCULO 27.- Compete a los Presidentes de las Secciones:  

I. Atender la correspondencia de la Sección, autorizándola con su firma;  

II. Convocar a sesiones, dirigir los debates y conservar el orden en las sesiones;  

III. Autorizar las actas en que se hagan constar las deliberaciones y acuerdos, así como firmar los 
engroses de las resoluciones;  

IV. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo 
sean imputados a la Sección, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos 
juicios;  

V. Tramitar los incidentes, recursos, aclaraciones de sentencias, así como la queja, cuando se trate 
de juicios que se ventilen ante la Sección;  

VI. Enviar al Presidente del Tribunal las excusas, excitativas de justicia y recusaciones de los 
Magistrados que integren la Sección, para efectos de turno;  

VII. Dictar los acuerdos y providencias de trámite necesarios cuando a juicio de la Sección se 
beneficie la rapidez del proceso;  

VIII. Imponer las medidas de apremio para hacer cumplir las determinaciones de la Sección;  

IX. Ejercer la facultad de atracción de los juicios con características especiales, en términos de las 
disposiciones aplicables, a efecto de someterlos a la Sección para su resolución, y  

X. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables. 

CAPÍTULO IV  
Del Presidente del Tribunal  

ARTÍCULO 28.- El Presidente del Tribunal será electo por el Pleno de la Sala Superior en la primera sesión 
del año siguiente a aquél en que concluya el periodo del Presidente en funciones. Durará en su cargo tres 
años y no podrá ser reelecto para el periodo inmediato siguiente.  

Serán elegibles los Magistrados de Sala Superior cuyos nombramientos cubran el periodo antes señalado.  

ARTÍCULO 29.- En caso de falta temporal, el Presidente será suplido alternativamente, cada treinta días 
naturales, por los Presidentes de las Secciones, siguiendo el orden alfabético de sus apellidos.  

Si la falta es definitiva, el Pleno designará nuevo Presidente para concluir el periodo del Presidente faltante. El 
Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo Presidente en el periodo 
inmediato siguiente.  

ARTÍCULO 30.- Son atribuciones del Presidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, las 
siguientes:  



 10

I. Representar al Tribunal ante toda clase de autoridades y delegar las facultades que el ejercicio de 
esta función requiera en términos de las disposiciones aplicables;  

II. Despachar la correspondencia del Tribunal;  

III. Convocar a sesiones al Pleno de la Sala Superior y a la Junta de Gobierno y Administración, 
dirigir sus debates y conservar el orden en éstas;  

IV. Someter al conocimiento del Pleno de la Sala Superior los asuntos de la competencia del mismo, 
así como aquéllos que considere necesario;  

V. Autorizar, junto con el Secretario General de Acuerdos, las actas en que se hagan constar las 
deliberaciones y acuerdos del Pleno de la Sala Superior, y firmar el engrose de las resoluciones;  

VI. Ejercer la facultad de atracción de los juicios con características especiales, en términos de las 
disposiciones aplicables, a efecto de someterlos al Pleno para su resolución;  

VII. Dictar los acuerdos y providencias de trámite necesarios, cuando se beneficie la rapidez del 
proceso;  

VIII. Tramitar los incidentes y los recursos, así como la queja, cuando se trate de juicios que se 
ventilen ante el Pleno;  

IX. Imponer las medidas de apremio para hacer cumplir las determinaciones del Pleno;  

X. Presidir las sesiones de la Sección que lo requiera para integrar el quórum;  

XI. Fungir provisionalmente como Presidente de Sección, en los casos en que ésta se encuentre 
imposibilitada para elegir a su Presidente;  

XII. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo 
sean imputados al Pleno, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos 
juicios;  

XIII. Tramitar y someter a la consideración del Pleno las excitativas de justicia y recusaciones de los 
Magistrados del Tribunal;  

XIV. Rendir anualmente ante el Pleno de la Sala Superior un informe dando cuenta de la marcha del 
Tribunal y de las principales jurisprudencias establecidas por el Pleno y las Secciones, y  

XV. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

CAPÍTULO V  
De las Salas Regionales  

ARTÍCULO 31.- El Tribunal tendrá Salas Regionales, con jurisdicción en la circunscripción territorial que les 
sea asignada, integradas por tres Magistrados cada una. Las Salas Regionales conocerán de los juicios que 
se promuevan en los supuestos señalados en el artículo 15 de esta Ley, con excepción de los que 
corresponda resolver al Pleno o a las Secciones de la Sala Superior.  

ARTÍCULO 32.- Para los efectos del artículo 31 de esta ley, el territorio nacional se dividirá en regiones con 
los límites territoriales que se determinen en el Reglamento Interior del Tribunal, conforme a los estudios y 
propuesta de la Junta de Gobierno y Administración, con base en las cargas de trabajo y los requerimientos 
de administración de justicia.  
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ARTÍCULO 33.- En cada una de las regiones a que se refiere el artículo anterior habrá el número de Salas 
que establezca el Reglamento Interior del Tribunal, en el que también se determinará la sede, su 
circunscripción territorial, la distribución de expedientes, la fecha de inicio de funciones y, en su caso, su 
especialidad.  

ARTÍCULO 34.- Las Salas Regionales conocerán de los juicios por razón de territorio, atendiendo al lugar 
donde se encuentre el domicilio fiscal del demandante, excepto cuando:  

I. Se trate de empresas que:  

a. Formen parte del sistema financiero, en los términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, o  

b. Tengan el carácter de controladoras o controladas, de conformidad con la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, y determinen su resultado fiscal consolidado.  

II. El demandante resida en el extranjero y no tenga domicilio fiscal en el país. 

En los casos señalados en estas fracciones, será competente la Sala Regional de la circunscripción territorial 
en que se encuentre la sede de la autoridad que haya dictado la resolución impugnada y, siendo varias las 
resoluciones impugnadas, la Sala Regional de la circunscripción territorial en que se encuentre la sede de la 
autoridad que pretenda ejecutarlas.  

Cuando el demandante resida en territorio nacional y no tenga domicilio fiscal, se atenderá a la ubicación de 
su domicilio particular.  

Si el demandante es una autoridad que promueve la nulidad de alguna resolución administrativa favorable a 
un particular, será competente la Sala Regional de la circunscripción territorial en que se encuentre la sede de 
la autoridad actora.  

Se presumirá que el domicilio señalado en la demanda es el fiscal salvo que la parte demandada demuestre lo 
contrario.  

ARTÍCULO 35.- Los asuntos cuyo despacho competa a las Salas Regionales serán instruidos por turno por 
los Magistrados que integren la Sala de que se trate. Para la validez de las sesiones de la Sala, será 
indispensable la presencia de los tres Magistrados y para resolver bastará mayoría de votos.  

Las sesiones de las Salas Regionales, así como las diligencias o audiencias que deban practicar serán 
públicas. No obstante, serán privadas las sesiones en que se designe al Presidente de la Sala, se ventilen 
cuestiones administrativas o que afecten la moral o el interés público, o la ley así lo exija.  

ARTÍCULO 36.- Los Presidentes de las Salas Regionales serán designados por los Magistrados que integren 
la Sala en la primera sesión de cada ejercicio, durarán en su cargo un año y no podrán ser reelectos para el 
periodo inmediato siguiente.  

En el caso de faltas temporales, los Presidentes serán suplidos por los Magistrados de la Sala en orden 
alfabético de sus apellidos.  

Si la falta es definitiva, la Sala designará nuevo Presidente para concluir el periodo del Magistrado faltante. El 
Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo Presidente en el periodo 
inmediato siguiente.  

ARTÍCULO 37.- Los Presidentes de las Salas Regionales tendrán las siguientes atribuciones:  

I. Atender la correspondencia de la Sala, autorizándola con su firma;  
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II. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo 
sean imputados a la Sala, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos 
juicios;  

III. Dictar las medidas que exijan el orden, buen funcionamiento y la disciplina de la Sala, exigir que 
se guarde el respeto y consideración debidos e imponer las correspondientes correcciones 
disciplinarias;  

IV. Enviar al Presidente del Tribunal las excusas, excitativas de justicia y recusaciones de los 
Magistrados que integren la Sala;  

V. Realizar los actos jurídicos o administrativos de la Sala que no requieran la intervención de los 
otros dos Magistrados que la integran;  

VI. Proporcionar oportunamente a la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal los informes 
sobre el funcionamiento de la Sala;  

VII. Dirigir la oficialía de partes y los archivos de la Sala;  

VIII. Verificar que en la sala se aplique en sus términos el Sistema de Control de Juicios;  

IX. Vigilar que sean subsanadas las observaciones formuladas a la Sala Regional durante la última 
visita de inspección;  

X. Proponer a la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal se imponga una multa al actuario 
que no cumpla con sus obligaciones legales durante la práctica de las notificaciones a su cargo, y  

XI. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 38.- Los Magistrados instructores tendrán las siguientes atribuciones:  
 

I. Admitir, desechar o tener por no presentada la demanda o su ampliación, si no se ajustan a la ley;  

II. Admitir o tener por no presentada la contestación de la demanda o de su ampliación o, en su caso, 
desecharlas;  

III. Admitir o rechazar la intervención del tercero;  

IV. Admitir, desechar o tener por no ofrecidas las pruebas;  

V. Sobreseer los juicios antes de que se cierre la instrucción, cuando el demandante se desista de la 
acción o se revoque la resolución impugnada, así como en los demás casos que establezcan las 
disposiciones aplicables;  

VI. Admitir, desechar y tramitar los incidentes y recursos que les competan, formular los proyectos de 
resolución, de aclaraciones de sentencia y de resoluciones de queja relacionadas con el 
cumplimiento de las sentencias, y someterlos a la consideración de la Sala;  

VII. Dictar los acuerdos o providencias de trámite necesarios para instruir el juicio, incluyendo la 
imposición de las medidas de apremio necesarias para hacer cumplir sus determinaciones, acordar 
las promociones de las partes y los informes de las autoridades y atender la correspondencia 
necesaria, autorizándola con su firma;  

VIII. Formular el proyecto de sentencia definitiva y, en su caso, de cumplimiento de ejecutorias;  
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IX. Dictar los acuerdos y providencias relativas a las medidas cautelares provisionales en los 
términos de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, así como proponer a la 
Sala el proyecto de resolución correspondiente a la medida cautelar definitiva que se estime 
procedente, y  

X. Las demás que les correspondan conforme a las disposiciones legales aplicables. 

CAPÍTULO VI  
De la Junta de Gobierno y Administración  

ARTÍCULO 39.- La Junta de Gobierno y Administración será el órgano del Tribunal que tendrá a su cargo la 
administración, vigilancia, disciplina y carrera jurisdiccional, y contará con autonomía técnica y de gestión para 
el adecuado cumplimiento de sus funciones.  

ARTÍCULO 40.- La Junta de Gobierno y Administración se integrará por:  

I. El Presidente del Tribunal, quien también será el presidente de la Junta de Gobierno y 
Administración;  

II. Dos Magistrados de Sala Superior, y  

III. Dos Magistrados de Sala Regional. 

Los Magistrados de Sala Superior y de Sala Regional que integren la Junta de Gobierno y Administración 
serán electos por el Pleno en forma escalonada por periodos de dos años y no podrán ser reelectos para el 
periodo inmediato siguiente. Sólo serán elegibles aquellos Magistrados cuyos nombramientos cubran el 
periodo del cargo en dicha Junta.  

Los Magistrados que integren la Junta de Gobierno y Administración no ejercerán funciones jurisdiccionales. 
Una vez que concluyan su encargo en dicha Junta, se reintegrarán a las funciones jurisdiccionales, siempre y 
cuando estén en edad de desempeñarse como Magistrados.  

ARTÍCULO 41.- Son facultades de la Junta de Gobierno y Administración, las siguientes:  

I. Proponer, para aprobación del Pleno, el proyecto de Reglamento Interior del Tribunal y expedir, en 
el ámbito administrativo, los acuerdos necesarios para el buen funcionamiento del Tribunal;  

II. Formular anualmente el proyecto de presupuesto del Tribunal, para los efectos señalados en el 
artículo 1 de esta Ley;  

III. Realizar la evaluación interna de los servidores públicos que les requiera el Pleno, para los 
efectos del artículo 18, fracción V, de esta Ley. La evaluación se basará en los elementos objetivos y 
datos estadísticos sobre el desempeño del cargo, de conformidad con las disposiciones aplicables;  

IV. Llevar a cabo los estudios necesarios para determinar las regiones, sedes y el número de las 
Salas Regionales, así como materias específicas de competencia de las Secciones o de las Salas 
Regionales, en su caso, y los criterios conforme a los cuales se ejercerá la facultad de atracción, de 
acuerdo con lo que establezcan las disposiciones aplicables;  

V. Adscribir y, en su caso, cambiar de adscripción a los Magistrados de las Salas Regionales y 
demás servidores públicos del Tribunal, observando las Condiciones Generales de Trabajo respecto 
de los trabajadores a los que les sean aplicables;  

VI. Elegir y adscribir, de entre los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, a los que habrán 
de suplir a los Magistrados de Sala Regional que integren la Junta de Gobierno y Administración , así 
como los que cubrirán las ausencias de los Magistrados de Sala Regional, en términos de lo 
dispuesto por esta Ley;  
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VII. Establecer, mediante acuerdos generales, las unidades administrativas que estime necesarias 
para el eficiente desempeño de las funciones del Tribunal, de conformidad con su presupuesto 
autorizado;  

VIII. Proponer al Pleno, acorde con los principios de eficiencia, capacidad y experiencia, el Estatuto 
de la Carrera previsto en párrafo segundo del artículo 11, que contendrá:  

a) Los criterios de selección para el ingreso al Tribunal en alguno de los puestos comprendidos en la 
carrera jurisdiccional;  

b) Los requisitos que deberán satisfacerse para la permanencia y promoción en los cargos, y  

c) Las reglas sobre disciplina y un sistema de estímulos a los servidores públicos jurisdiccionales.  

IX. Expedir las normas de carrera para los servidores públicos a que se refiere el párrafo tercero del 
artículo 11;  

X. Autorizar los programas permanentes de capacitación, especialización y actualización en las 
materias competencia del Tribunal para los servidores públicos previstos en el artículo 3 de esta Ley, 
que elabore el Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa;  

XI. Constituir un fondo con el objeto de que se realice un pago de retiro único e irrepetible a los 
Magistrados del Tribunal con motivo del término de su nombramiento, cuando hayan prestado sus 
servicios con tal carácter en el Tribunal durante quince o más años, siempre que exista disponibilidad 
presupuestal. El monto y forma de su asignación se determinarán conforme a las reglas que para tal 
efecto establezca el Reglamento Interior del Tribunal;  

XII. Dictar las reglas conforme a las cuales se deberán practicar visitas para verificar el correcto 
funcionamiento de las Salas Regionales, así como señalar las que corresponderá visitar a cada uno 
de sus miembros;  

XIII. Acordar la distribución de los recursos presupuestales conforme a la ley, dictar las órdenes 
relacionadas con su ejercicio y supervisar su legal y adecuada aplicación;  

XIV. Establecer las comisiones que estime convenientes para su adecuado funcionamiento, 
señalando su materia e integración;  

XV. Llevar el registro de los peritos del Tribunal y mantenerlo actualizado;  

XVI. Nombrar, remover, suspender y resolver todas las cuestiones que se relacionen con los 
nombramientos de los servidores públicos de la carrera jurisdiccional, en los términos de las 
disposiciones aplicables;  

XVII. Nombrar, a propuesta de su Presidente, a los titulares de los órganos auxiliares y unidades de 
apoyo administrativo, así como a los titulares de las comisiones, y removerlos de acuerdo con las 
disposiciones aplicables;  

XVIII. Nombrar, a propuesta del superior jerárquico, y remover a los servidores públicos del Tribunal 
no comprendidos en las fracciones XVI y XVII de este artículo;  

XIX. Conceder licencias prepensionarias con goce de sueldo a los Magistrados, Contralor Interno, 
Secretario General de Acuerdos y Secretarios Adjuntos de las Secciones, hasta por tres meses;  

XX. Conceder licencias sin goce de sueldo a los Magistrados hasta por tres meses, siempre que 
exista causa fundada que así lo amerite;  
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XXI. Conceder o negar licencias a los Secretarios, Actuarios y Oficiales Jurisdiccionales, así como al 
personal administrativo del Tribunal, en los términos de las disposiciones aplicables, previa opinión, 
en su caso, del Magistrado o del superior jerárquico al que estén adscritos;  

XXII. Regular y supervisar las adquisiciones de bienes y servicios, las obras y los arrendamientos 
que contrate el Tribunal y comprobar que se apeguen a las disposiciones legales;  

XXIII. Dirigir la buena marcha del Tribunal dictando las medidas necesarias para el despacho pronto 
y expedito de los asuntos administrativos del Tribunal y aplicar las sanciones que correspondan;  

XXIV. Evaluar el funcionamiento de las áreas administrativas, de informática, del Instituto de Estudios 
sobre Justicia Fiscal y Administrativa y del área de publicaciones del Tribunal, a fin de constatar la 
adecuada prestación de sus servicios;  

XXV. Supervisar la correcta operación y funcionamiento de las oficialías de partes comunes y de 
Sala, las coordinaciones y oficinas de Actuarios, así como de los archivos y Secretarías de Acuerdos 
o Secretarías Técnicas en las Salas y Secciones del Tribunal, según sea el caso;  

XXVI. Ordenar la depuración y baja de expedientes totalmente concluidos con tres años de 
anterioridad, previo aviso publicado en el Diario Oficial de la Federación, para que quienes estén 
interesados puedan solicitar la devolución de los documentos que los integren y hayan sido ofrecidos 
por ellos;  

XXVII. Recibir y atender las visitas de verificación ordenadas por la Auditoría Superior de la 
Federación y supervisar que se solventen las observaciones que formule, a través de la Secretaría 
Técnica correspondiente;  

XXVIII. Instruir y resolver sobre las responsabilidades de los servidores públicos establecidos en las 
fracciones I a X del artículo 3 de esta Ley e imponer, en su caso, las sanciones administrativas 
correspondientes en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos;  

XXIX. Resolver el recurso de revocación interpuesto por los servidores públicos a que se refiere la 
fracción anterior, en contra de las resoluciones dictadas por ella misma en las que se finquen 
responsabilidades y se impongan sanciones, en términos de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos;  

XXX. Integrar y desarrollar un sistema de información estadística sobre el desempeño del Tribunal, 
del Pleno y de las Secciones de la Sala Superior y de las Salas Regionales, que contemple por lo 
menos el número de asuntos atendidos, su materia, su cuantía, la duración de los procedimientos, el 
rezago y las resoluciones confirmadas, revocadas o modificadas;  

XXXI. Establecer y administrar un Boletín Procesal para la notificación de las resoluciones y 
acuerdos, así como el control de las notificaciones que se realicen por medios electrónicos;  

XXXII. Supervisar la publicación de las jurisprudencias, precedentes y tesis aisladas emitidas por las 
Salas y Secciones en la Revista del Tribunal;  

XXXIII. Formular la memoria anual de funcionamiento del Tribunal para ser presentada al Presidente 
de la República y al Congreso de la Unión;  

XXXIV. Llevar el registro de firmas de los Magistrados y Secretarios del Tribunal, y  

XXXV. Resolver los demás asuntos que señalen las disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 42.- Para la validez de las sesiones de la Junta de Gobierno y Administración, bastará la 
presencia de cuatro de sus miembros, incluyendo la asistencia del Presidente de la misma.  
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ARTÍCULO 43.- Las resoluciones de la Junta de Gobierno y Administración se tomarán por mayoría de votos 
de los Magistrados miembros presentes, quienes no podrán abstenerse de votar. En caso de empate, el 
Presidente de la Junta tendrá voto de calidad.  

Las sesiones de la Junta de Gobierno y Administración serán privadas.  

ARTÍCULO 44.- El Presidente del Tribunal lo será también de la Junta de Gobierno y Administración. En el 
caso de faltas temporales del Presidente, será suplido por los Magistrados de Sala Superior integrantes de la 
Junta, siguiendo el orden alfabético de sus apellidos.  

Ante la falta definitiva de los Magistrados previstos en las fracciones II y III del artículo 40 que integren la 
Junta de Gobierno y Administración, el Pleno designará a un nuevo integrante para concluir el periodo del 
Magistrado faltante. El Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo 
como integrante de la Junta de Gobierno y Administración en el periodo inmediato siguiente.  

Las faltas temporales de los Magistrados que integren la Junta de Gobierno y Administración serán suplidas 
por los Magistrados de Sala Superior o de Sala Regional que determine el Pleno de la Sala Superior, según 
sea el caso, siempre que sean elegibles para ello en los términos de esta Ley.  

ARTÍCULO 45.- La Junta de Gobierno y Administración, para atender los asuntos de su competencia, contará 
con los Secretarios Técnicos, Operativos y Auxiliares necesarios.  

CAPÍTULO VII  
De los demás Servidores Públicos del Tribunal  

ARTÍCULO 46.- Corresponde al Contralor Interno:  

I. Resolver sobre las responsabilidades de los servidores públicos establecidos en las fracciones XI a 
XIII y último párrafo del artículo 3 de esta Ley, e imponer, en su caso, las sanciones administrativas 
correspondientes en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos;  

II. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos y demás normas que expida la Junta de Gobierno y 
Administración;  

III. Comprobar el cumplimiento por parte de los órganos administrativos del Tribunal de las 
obligaciones derivadas de las disposiciones en materia de planeación, presupuestación, ingresos, 
egresos, financiamiento, patrimonio y fondos;  

IV. Llevar el registro y seguimiento de la evolución de la situación patrimonial de los servidores 
públicos del Tribunal;  

V. Inspeccionar y vigilar el cumplimiento de las normas y disposiciones relativas a los sistemas de 
registro y contabilidad, contratación y pago de personal, contratación de servicios y recursos 
materiales del Tribunal, y  

VI. Las demás que determinen las leyes, reglamentos y acuerdos generales correspondientes. 

ARTÍCULO 47.- Corresponde al Secretario General de Acuerdos del Tribunal:  
I. Acordar con el Presidente del Tribunal la programación de las sesiones del Pleno;  

II. Dar cuenta en las sesiones del Pleno de los asuntos que se sometan a su consideración, tomar la 
votación de sus integrantes, formular el acta relativa y comunicar las decisiones que se acuerden;  

III. Revisar los engroses de las resoluciones del Pleno formulados por el Magistrado ponente, 
autorizándolos en unión del Presidente;  
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IV. Tramitar y firmar la correspondencia referente a las funciones del Pleno, cuando ello no 
corresponda al Presidente del Tribunal;  

V. Llevar el turno de los Magistrados que deban formular ponencias para resolución del Pleno;  

VI. Dirigir los archivos de la Sala Superior, y  

VII. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obran en los expedientes de la Sala 
Superior. 

ARTÍCULO 48.- Corresponde a los Secretarios Adjuntos de Acuerdos de las Secciones:  
I. Acordar con el Presidente de la Sección, lo relativo a las sesiones de la misma;  

II. Dar cuenta en las sesiones de la Sección de los asuntos que se sometan a su consideración, 
tomar la votación de sus integrantes, formular el acta relativa y comunicar las decisiones que se 
acuerden;  

III. Engrosar, en su caso, las resoluciones de la Sección correspondiente, autorizándolas en unión del 
Presidente de la Sección;  

IV. Tramitar y firmar la correspondencia de las Secciones, cuando ello no corresponda al Presidente 
de la Sección;  

V. Llevar el turno de los Magistrados que deban formular ponencias, estudios o proyectos para las 
resoluciones de las Secciones;  

VI. Dar fe y expedir certificados de constancias que obran en los expedientes de las Secciones, y  

VII. Las demás que les encomiende el Presidente de la Sección. 

ARTÍCULO 49.- Corresponde a los Secretarios de Acuerdos de la Sala Superior:  
I. Auxiliar al Magistrado al que estén adscritos en la formulación de los proyectos de resoluciones que 
les encomienden;  

II. Autorizar con su firma las actuaciones del Magistrado ponente;  

III. Efectuar las diligencias que les encomiende el Magistrado al que estén adscritos cuando éstas 
deban practicarse fuera del local de la Sala Superior;  

IV. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obren en los expedientes de la Ponencia a la 
que estén adscritos, y  

V. Desempeñar las demás atribuciones que las disposiciones aplicables les confieran. 

ARTÍCULO 50.- Corresponde a los Secretarios de Acuerdos de Sala Regional:  
I. Proyectar los autos y las resoluciones que les indique el Magistrado instructor;  

II. Autorizar con su firma las actuaciones del Magistrado instructor y de la Sala Regional;  

III. Efectuar las diligencias que les encomiende el Magistrado instructor cuando éstas deban 
practicarse fuera del local de la Sala y dentro de su jurisdicción;  

IV. Proyectar las sentencias y engrosarlas, en su caso, conforme a los razonamientos jurídicos de los 
Magistrados;  
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V. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obren en los expedientes de la Sala a la que 
estén adscritos, y  

VI. Las demás que señalen las disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 51.- Corresponde a los Actuarios:  
I. Notificar, en el tiempo y forma prescritos por la ley, las resoluciones recaídas en los expedientes 
que para tal efecto les sean turnados;  

II. Practicar las diligencias que se les encomienden, y  

III. Las demás que señalen las leyes o el Reglamento Interior. 

ARTÍCULO 52.- Corresponde a los Secretarios de la Junta de Gobierno y Administración:  
I. Preparar los proyectos y resoluciones que deban ser sometidos a la aprobación de la Junta;  

II. Supervisar la ejecución de los acuerdos tomados por la Junta, y asentarlos en el libro de actas 
respectivo;  

III. Asistir al Presidente del Tribunal en las sesiones que se lleven a cabo por la Junta en los asuntos 
que sean de su competencia conforme a esta Ley, a su Reglamento Interior y a los acuerdos 
generales correspondientes, levantando las actas respectivas, y  

IV. Las demás que prevea esta Ley y el Reglamento Interior del Tribunal. 

Los Secretarios de la Junta de Gobierno y Administración, para el ejercicio de las funciones citadas en las 
fracciones anteriores, se auxiliarán de las unidades administrativas que al efecto establezca el Reglamento 
Interior del Tribunal.  

ARTÍCULO 53.- El Director del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa será nombrado por 
el Pleno, a propuesta de su Presidente, y tendrá las atribuciones siguientes:  

I. Promover la investigación jurídica en materia fiscal y administrativa;  

II. Convocar a congresos y seminarios a Magistrados y servidores públicos de la carrera jurisdiccional 
del Tribunal, así como a asociaciones profesionales representativas e instituciones de educación 
superior, a fin de promover el estudio del derecho fiscal y administrativo, evaluar la impartición de 
justicia fiscal y administrativa y proponer las medidas pertinentes para mejorarla, y  

III. Dirigir la Revista del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y proponer, compilar, 
editar y distribuir el material impreso que el Tribunal determine para divulgarlo entre las 
dependencias y entidades, las instituciones de educación superior, las agrupaciones profesionales y 
el público en general para el mejor conocimiento de los temas de índole fiscal y administrativa. 

CAPÍTULO VIII  
De las Responsabilidades de los Servidores Públicos del Tribunal  

ARTÍCULO 54.- Serán causas de responsabilidad de los servidores públicos del Tribunal:  

I. Realizar conductas de atenten contra la independencia de la función jurisdiccional, tales como 
aceptar consignas, presiones, encargos o comisiones, o cualquier acción que genere o implique 
subordinación respecto de alguna persona, del mismo Tribunal o de cualquier otro órgano del 
Estado;  

II. Inmiscuirse indebidamente en cuestiones del orden jurisdiccional que competan a otros órganos 
del Tribunal;  



 19

III. Tener una notoria ineptitud o descuido en el desempeño de las funciones o labores que deben 
realizar;  

IV. Impedir en los procedimientos jurisdiccionales que las partes ejerzan los derechos que legalmente 
les correspondan;  

V. Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se encuentren impedidos;  

VI. Realizar nombramientos, promociones o ratificaciones infringiendo las disposiciones generales 
correspondientes;  

VII. No poner en conocimiento de la Junta de Gobierno y Administración o, en su caso, del Contralor 
del Tribunal, cualquier acto tendiente a vulnerar la independencia de la función jurisdiccional;  

VIII. No preservar la dignidad, imparcialidad y profesionalismo propios de la función jurisdiccional en 
el desempeño de sus funciones;  

IX. Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su conocimiento;  

X. Abandonar la residencia del órgano del Tribunal al que esté adscrito, o dejar de desempeñar las 
funciones o las labores que tenga a su cargo;  

XI. Incumplir las obligaciones establecidas en el artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, siempre que éstas no fueren contrarias a la naturaleza de 
la función jurisdiccional, y  

XII. Las demás que determinen las leyes. 

CAPÍTULO IX  
De las Vacaciones y Días Inhábiles  

ARTÍCULO 55.- El personal del Tribunal tendrá cada año dos períodos de vacaciones que coincidirán con los 
del Poder Judicial de la Federación.  

Se suspenderán las labores generales del Tribunal y no correrán los plazos, los días que acuerde el Pleno del 
Tribunal. Durante las vacaciones del Tribunal, la Junta de Gobierno y Administración determinará el personal 
que deberá realizar las guardias necesarias en las diferentes regiones para la atención de los asuntos que se 
requiera.  

Únicamente se recibirán promociones en la oficialía de partes de cada Sala durante las horas hábiles que 
determine el Pleno del Tribunal.  

TRANSITORIOS  

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

SEGUNDO.- Se abroga la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995.  

TERCERO.- El proceso para el nombramiento por el Presidente de la República, con la respectiva aprobación 
del Senado de la República o, en su caso, de la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión, de los 
dos Magistrados de Sala Superior y de los cinco Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, deberá 
iniciarse en cuanto entre en vigor la presente Ley.  
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CUARTO.- Una vez hechos los nombramientos a que se refiere el artículo anterior, el Pleno de la Sala 
Superior deberá elegir por insaculación a los Magistrados de Sala Superior que se incorporarán a la Junta de 
Gobierno y Administración en su primera integración, así como adscribir a los Magistrados de Sala Regional 
que formarán parte de la misma y a los Magistrados Supernumerarios que los suplirán temporalmente.  

A fin de escalonar los períodos de los miembros de la Junta de Gobierno y Administración, en lo que atañe a 
su primera integración, el Pleno, al hacer la elección de los Magistrados que deban integrarlo, por esta única 
ocasión, elegirá a un Magistrado de Sala Superior y a un Magistrado de Sala Regional que durarán tres años 
en su cargo en la Junta de Gobierno y Administración.  

Los Magistrados de Sala Superior nombrados conforme al artículo tercero transitorio no serán elegibles para 
la primera integración de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal.  

QUINTO.- El Reglamento Interior del Tribunal que se encuentre vigente a la entrada en vigor de la presente 
Ley, seguirá aplicándose en aquello que no se oponga a ésta, hasta que el Pleno expida el nuevo Reglamento 
Interior de conformidad con lo previsto en este ordenamiento, lo cual deberá hacer en un plazo de seis meses 
a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.  

SEXTO.- Los servidores públicos que venían ejerciendo encargos administrativos que desaparecen o se 
transforman conforme a lo dispuesto por esta Ley, continuarán desempeñando los mismos cargos hasta que 
la Junta de Gobierno y Administración acuerde la creación de los nuevos órganos administrativos y decida 
sobre las designaciones mediante acuerdos específicos.  

SÉPTIMO.- Los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que a la entrada en vigor 
de la presente Ley se encuentren en ejercicio de sus cargos, continuarán en ellos hasta concluir el periodo 
para el cual fueron designados, de acuerdo con la Ley que se abroga. Al término de dicho periodo entregarán 
la Magistratura, sin perjuicio de que el Tribunal pueda proponerlos, previa evaluación de su desempeño, para 
ser nombrados como Magistrados en términos de lo dispuesto por esta Ley.  

OCTAVO.- A las personas que hayan concluido el plazo para el cual fueron nombradas como Magistrados del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y que se encuentre en trámite su propuesta de ratificación 
conforme a la Ley que se abroga, podrán ser consideradas por el Presidente de la República para ser 
nombradas como Magistrados del Tribunal en términos de la presente Ley.  

NOVENO.- Los Magistrados que conforme a la Ley que se abroga hayan obtenido la inamovilidad, 
continuarán en el ejercicio de sus encargos atento a lo establecido en dicha Ley.  

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores.- México, DF, a 18 de abril de 2006.  

Sen. Carlos Chaurand Arzate (rúbrica)  
Vicepresidente  

Sen. Micaela Aguilar González (rúbrica)  
Secretaria  
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28-03-2007 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de la Comisión de Justicia, con proyecto de Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa. 
Aprobado con 362 votos en pro, 2 en contra y 1 abstención. 
Devuelto a la Cámara de Senadores, para lo dispuesto por el inciso e) del artículo 72 constitucional. 
Gaceta Parlamentaria, 06 de marzo de 2007.  
Discusión y votación, 28 de marzo de 2007. 
 
 
DE LA COMISIÓN DE JUSTICIA, CON PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA  

HONORABLE ASAMBLEA:  

La Comisión de Justicia, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6, incisos f) y g) de la Ley Orgánica del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos; 55, 56, 60 y 88, del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de los integrantes de esta 
Honorable Asamblea el presente:  

DICTAMEN CON PROYECTO DE DECRETO DE LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.  

ANTECEDENTES  

I. Con fecha 9 de febrero de 2006 el Senador Jorge Zermeño Infante, a nombre de los Senadores Fauzi 
Hamdám Amad, Orlando Paredes Lara, Héctor Michel Camarena, Héctor Larios Córdova, Juan José 
Rodríguez Prats, Demetrio Sodi de la Tijera y Gildardo Gómez Verónica, presentó Iniciativa que contiene 
proyecto de Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa (que en adelante denominaremos 
como el Tribunal). En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores dispuso que dicha 
Iniciativa fuera turnada a las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislativos.  

II. El Pleno de la Cámara de Senadores aprobó el dictamen correspondiente a la Iniciativa citada en el 
apartado anterior, el 18 de abril de 2006 y se turnó a la Cámara de Diputados para sus efectos 
constitucionales.  

III. El 19 de abril de 2006 fue presentada ante el Pleno de la Cámara de Diputados y se turnó a la Comisión de 
Justicia y Derechos Humanos.  

A. CONSIDERACIONES  

a) En lo General:  

Se reconoce la estructura del Tribunal y la procedencia de ajustar su Ley Orgánica, con el fin de 
hacerla acorde con las competencias que actualmente tiene el citado órgano jurisdiccional con 
motivo de la expedición o reforma de diversos ordenamientos legales.  

Manifiesta la Colegisladora su plena coincidencia con el contenido de la Iniciativa que dictaminó y 
aprobó, en su momento, en el sentido de otorgar al Pleno del Tribunal la posibilidad de abocarse 
primordialmente a la atención de los asuntos de índole jurisdiccional, mediante la creación de la 
Junta de Gobierno y Administración, cuya función principal será dictar las medidas conducentes para 
el buen funcionamiento del Tribunal, dejando al Pleno sólo la atención de las decisiones 
administrativas más relevantes, tales como la propuesta de nombramiento de magistrados al 
Presidente de la República, la expedición del Reglamento Interior del propio Tribunal y la del Estatuto 
del Servicio de Carrera.  
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La Junta de Gobierno y Administración fungiría como lo hace el Consejo de la Judicatura Federal 
respecto del Poder Judicial de la Federación.  

Se mantiene el carácter del Pleno de la Sala Superior como órgano supremo del Tribunal, sobre la 
base de una permanente coordinación entre el Pleno y la Junta de Gobierno y Administración.  

El proceso de nombramiento de los magistrados del Tribunal tiende a fortalecer la colaboración de 
Poderes, en este caso el Poder Ejecutivo Federal y el Poder Legislativo, por conducto del Senado de 
la República o de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, con la participación del propio 
Tribunal, por cuanto hace a las propuestas de magistrados que le formule el Pleno, previa evaluación 
de la Junta de Gobierno y Administración pero reservando al Pleno de la Sala Superior sugerir el 
candidato a una magistratura del propio Tribunal al Presidente de la República.  

Se destaca la estrecha vinculación de las dos principales vertientes del proyecto, por una parte la 
modificación al proceso de nombramiento de los magistrados del Tribunal, que contempla la 
participación del propio Tribunal y, por la otra, la creación de la Junta de Gobierno y Administración y 
la incorporación de los magistrados supernumerarios.  

Otras modificaciones sirven para articular el proyecto en lo general y proveerle de integralidad y 
mejor funcionamiento, como es el Servicio Profesional de Carrera Jurisdiccional, basado en los 
principios de eficiencia, capacidad y experiencia. 

b) En lo particular:  
1.- Integración del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, que comprende los siguientes 
rubros:  

Nombramiento de los magistrados del Tribunal y duración en su encargo. Se destaca la importancia, 
en materia de colaboración entre los Poderes, Ejecutivo y Legislativo, en el nombramiento de los 
magistrados que integran el Tribunal, para que sea el Presidente de la República quien realice el 
nombramiento correspondiente, con la aprobación del Senado de la República, o en su caso, de la 
Comisión Permanente del Congreso de la Unión.  

Que la duración en el encargo de los magistrados del Tribunal, sea de 15 años para los que integran 
la Sala Superior y 10 años para los que integran la Sala Regional y los magistrados supernumerarios, 
otorgando con ello una continuidad en la formulación y aplicación de los criterios jurisdiccionales y 
políticas administrativas, así como una mayor estabilidad en el ejercicio del encargo.  

Se prevé que los magistrados que concluyan sus funciones puedan ser considerados para un nuevo 
nombramiento, siempre y cuando sean propuestos por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal, 
previa evaluación de la Junta de Gobierno y Administración. Este mecanismo otorgará certeza para 
el ejercicio de las funciones jurisdiccionales de los magistrados, ya que el actual sistema de 
ratificación ha propiciado que en algunos casos se continúe en el ejercicio de funciones 
jurisdiccionales por servidores públicos que, en la doctrina, se conocen como "funcionarios de 
hecho". Estas situaciones constituyen un grave riesgo de que las resoluciones de estos magistrados 
de hecho puedan ser impugnadas en su validez. Por ello es que para los efectos del proyecto de Ley 
en análisis, sólo serán considerados como magistrados del Tribunal los profesionistas que ostenten 
un nombramiento que se haya perfeccionado mediante la colaboración de Poderes a que se ha 
hecho referencia, para que se tenga por válido.  

No obstante lo anterior, en el artículo Tercero Transitorio se prevé la circunstancia de que algunos 
nombramientos de magistrados se encuentren en proceso de ratificación de conformidad con las 
disposiciones de la Ley vigente, a fin de que se pueda resolver debidamente esta cuestión de 
transitoriedad.  

2.- Integración de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y creación 
de los Magistrados Supernumerarios.  



 3

Se incrementa a 13 el número de magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal, de los 
cuales 11 integrarán el Pleno y 2 se incorporarán a la Junta de Gobierno y Administración.  

Se incorporan 2 magistrados de la Sala Regional a la Junta de Gobierno y Administración.  

A los 3 magistrados supernumerarios de la Sala Regional restantes, de los 5 que se proponen en el 
proyecto, les corresponderá cubrir las faltas temporales superiores a un mes de los magistrados 
supernumerarios de Sala Regional.  

3.- Reestructuración del Tribunal y creación de la Junta de Gobierno y Administración.  

La Junta de Gobierno y Administración contará con autonomía técnica y de gestión; será presidida 
por el Presidente del Tribunal e integrada por 2 magistrados de la Sala Superior y 2 de la Sala 
Regional; y a la Junta de Gobierno y Administración le corresponderán las funciones del Tribunal 
relativas a la administración, vigilancia, disciplina y operación de la Carrera Jurisdiccional, sin 
perjuicio de que el Pleno de la Sala Superior mantenga facultades para resolver sobre las cuestiones 
administrativas de mayor relevancia, permitiendo una vinculación y coordinación estrechas entre la 
Junta de Gobierno y Administración y el Pleno de la Sala Superior.  

4.- Competencia material del Tribunal.  

Se incluyen en la Ley Orgánica del Tribunal cuestiones de competencia, tales como conocer sobre 
resoluciones dictadas en los términos de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, 
sobre los juicios que se promuevan contra los actos administrativos, decretos y acuerdo de carácter 
general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los 
controvierta con motivo de su primer acto de aplicación.  

Al Pleno de la Sala Superior del Tribunal le corresponderá conocer de los juicios relacionados con 
resoluciones fundadas en tratados o acuerdos internacionales para evitar la doble tributación o en 
materia comercial, de los cuales conocen actualmente las secciones jurisdiccionales de la Sala 
Superior.  

Se establece que, ante la ausencia de plazo en el ordenamiento legal de que se trate, la negativa 
ficta se configure en el plazo de 3 meses, salvo en los casos en que se pudieran afectar los derechos 
de terceros que se encuentren reconocidos en un registro o anotación ante alguna autoridad 
administrativa.  

5.- Sistema Profesional de Carrera Jurisdiccional.  

Se otorga la mayor importancia a la creación del Sistema de Carrera Jurisdiccional, sustentada en los 
principios de eficiencia, capacidad y experiencia, y que abarcará las fases de ingreso, promoción, 
permanencia y retiro de los funcionarios públicos con funciones jurisdiccionales.  

6.- Otras Modificaciones.  

Se recogen las reformas del H. Congreso de la Unión relativas a la integración del proyecto de 
Presupuesto del Tribunal y su ejercicio autónomo y directo.  

Se modifica el criterio relativo a la competencia territorial de las salas regionales, a efecto de que 
conozca del juicio la Sala Regional de la circunscripción territorial en que se encuentre el domicilio 
fiscal de la demandante (salvo en los casos de empresas que formen parte del sistema financiero, 
tengan carácter de controladoras o controladas, determinen su resultado fiscal consolidado o el 
demandante resida en el extranjero y no tenga domicilio fiscal en el país).  

Se establecen causas de responsabilidad para los servidores públicos del Tribunal similares a las 
previstas en el Poder Judicial de la Federación y se precisan diversas reglas relativas a su 
Contraloría Interna. 
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B. MODIFICACIONES A LA MINUTA  

Los integrantes de la Comisión de Justicia de la Cámara de Diputados, al dictaminar la presente minuta, 
coincidieron con las propuestas hechas por la colegisladora, salvo en lo relativo a los siguientes puntos:  

1. De la autonomía presupuestaria.- La Comisión modifica y suprime la parte final del artículo 
1° en lo referente a la autonomía presupuestaria del Tribunal, toda vez que el país ha 
emprendido acciones importantes en aras de establecer la transparencia, la rendición de cuentas y 
mecanismos de vigilancia que permitan eliminar suspicacias respecto de la discrecionalidad con la 
que se determinan, por ejemplo, ciertos sueldos y fideicomisos. Con ello, lo que se busca es 
consolidar la legitimidad de las Instituciones y sus funcionarios, por su puesto, además del buen 
desempeño de sus funciones. El Tribunal posee ya autonomía para realizar la labor jurisdiccional que 
tiene encomendada, además tiene la facultad de proponer y ejercer directamente su presupuesto, sin 
embargo, respecto de poseer autonomía para ejercerlo se considera recomendable eliminar dicha 
facultad por considerarla demasiado amplia y discrecional, cuando lo que se pretende es que las 
autoridades se apeguen a criterios legales de control, transparencia y rendición de cuentas.  

2. Se modifica el segundo párrafo del artículo primero, a efecto de corregir el nombre de la Ley 
de Presupuesto Contabilidad y Gasto Público Federal, toda vez que el 30 de marzo de 2006, 
esta Ley fue abrogada para dar paso a la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria.  

3. De la reducción de los emolumentos.- El artículo 10 establece la prohibición a la reducción de 
emolumentos de los Magistrados del Tribunal, al respecto, la Comisión considera que dicha 
disposición se suprima, ya que su espíritu queda recogido y protegido en disposiciones expresas en 
la propia Constitución (a. 123, apartado B, fracción IV, 127 y 128).  

Por tanto, se recorre la secuencia numérica, a partir del artículo 10 hasta el artículo 14, creándose un 
nuevo 15 y retomándose la numeración original de la minuta a partir del artículo 16.  

4. Se suprimieron las fracciones VIII y IX del artículo 14, de la Minuta, en lo referente a las 
facultades del Tribunal, y se crea un nuevo contenido al artículo 15 lo anterior con motivo de la 
reforma al artículo 73, fracción XXIX-H de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
de fecha 21 de noviembre de 2006 y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de diciembre 
de ese mismo año, la cual establece:  

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:  

XXIX-H. Para expedir leyes que instituyan tribunales de lo contencioso-administrativo, 
dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, y que tengan a su cargo dirimir las 
controversias que se susciten entre la administración pública federal y los particulares, así 
como para imponer sanciones a los servidores públicos por responsabilidad administrativa 
que determine la ley, estableciendo las normas para su organización, su funcionamiento, los 
procedimientos y los recursos contra sus resoluciones;  

Modificación en la que se sustrae la facultad que hasta ese momento poseía la Secretaría de la 
Función Pública, los órganos internos de control y las áreas de quejas y responsabilidades de las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal para resolver y sancionar en materia 
de responsabilidades de los servidores públicos; trasladando dicha facultad a un órgano formalmente 
administrativo pero materialmente jurisdiccional como lo es el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa. Por tanto, la nueva Ley Orgánica de este Tribunal debe contemplar esa facultad 
sancionadora expresamente en un artículo diverso al de las demás facultades del Tribunal, por lo que 
se adiciona un artículo que, en razón de su contenido, le corresponde el número 15 de la presente 
Ley, éste contendrá el espíritu de la reforma constitucional en comento.  

En virtud de esta adecuación se suprimieron las fracciones VIII y IX del artículo 15 de la 
Minuta, ahora artículo 14, esto por la modificación en la numeración de los artículos suscitado 
por la eliminación del artículo 10 de la Minuta, al mismo tiempo se crea un nuevo articulo 15 y 
se retoma la numeración de la minuta con esta adición.  
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5. De las facultades de la Junta de Gobierno y Administración.- La Comisión considera que la 
fracción XI del artículo 41 de la Minuta en estudio, debe ser suprimida, toda vez que propone 
"constituir un fondo con el objetivo de que se realice un pago de retiro único…, a los Magistrados del 
Tribunal… siempre que exista disponibilidad presupuestal". Esta disposición contraviene con lo que 
hoy, en los distintos órdenes de gobierno, se ha buscado ponderar: el principio de austeridad, el cual, 
cuidando que no sea una medida populista, deba ser un criterio rector para determinar sueldos y 
prerrogativas de los servidores públicos en razón del trabajo que desempeñan. En este caso, los 
Magistrados contarán con un sueldo y prestaciones razonables y suficientes durante su encargo que 
se determinen de acuerdo con el marco jurídico en la materia y, por tanto, la creación de un fondo 
con el presupuesto disponible para efecto de realizarles un pago único, puede prestarse a una 
ofensiva prerrogativa desde el punto de vista de los ciudadanos.  

Los cambios planteados por los integrantes de la dictaminadora, fueron el resultado de un arduo 
trabajo en el seno de la Comisión.  

A mayor abundamiento, se hace del conocimiento de esta Asamblea que con fecha 21 de noviembre 
de 2006, el pleno de la Comisión de Justicia, recibió a los Magistrados integrantes del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, quienes expusieron sus puntos de vista con respecto de 
la presente minuta.  

En conclusión, esta Comisión considera que esta minuta significa un avance importante en el 
proceso de actualización y modernización de nuestra legislación, destacando los siguientes aspectos 
relevantes:  

1. Aumento en la competencia material del Tribunal.- Se establece expresamente la competencia 
materia del Tribunal para conocer de los juicios que versen sobre:  

a) Responsabilidad Patrimonial del Estado  

b) Tratados o Acuerdos Internacionales y;  

c) Como una gran innovación, respecto de los actos administrativos, procedimientos, 
decretos y acuerdos de carácter general, diversos a los reglamentos, los juicios que se 
promuevan, el Tribunal conocerá cuando estos sean autoaplicativos o cuando el interesado 
con motivo de su primer auto de aplicación. 

2. Creación de la Junta de Gobierno y Administración.- Se crea un nuevo órgano denominado 
Junta de Gobierno y Administración, integrado por 2 magistrados de la Sala Superior, 2 de las Salas 
Regionales y el Presidente del Tribunal, quien lo será también de la Junta, la cual tendrá a su cargo 
la administración, vigilancia, disciplina y carrera jurisdiccional, y contará con autonomía técnica y de 
gestión para el adecuado cumplimiento de sus funciones, similar al Consejo de la Judicatura del 
Poder Judicial de la Federación.  

3. Modificación en la integración de la Sala Superior.- Como consecuencia de lo anterior, se 
crean 2 magistraturas de Sala Superior, por lo que ésta se compondrá ahora de 13 magistrados, de 
los cuales 11 ejercerán funciones jurisdiccionales y 2 formarán parte de la Junta de Gobierno y 
Administración.  

4. Creación de 5 Magistrados Supernumerarios de Sala Regional.- Se encargarán principalmente 
de cubrir las faltas de los magistrados de Sala Regional y de sustituir a los 2 magistrados de Sala 
Regional que se integren a la Junta de Gobierno y Administración durante su encargo.  

5. Incremento en la duración del cargo de Magistrados.- Se aumenta la duración del 
nombramiento de los Magistrados de Sala Superior a 15 años improrrogables; también se aumenta la 
duración del nombramiento de los magistrados de Sala Regional a 10 años y ya no se prevé su 
inamovilidad. Tales incrementos contribuyen a la continuidad en la formulación y aplicación de los 
criterios jurisdiccionales.  
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6. Creación de un sistema profesional de carrera jurisdiccional.- En él se establecen las reglas 
de ingreso, promoción, permanencia y retiro del personal jurisdiccional, de manera que se procure la 
excelencia por medio de concursos y evaluaciones periódicas, con base en los principios de 
eficiencia, capacidad y experiencia, similar a la existente en el Poder Judicial de la Federación.  

7. Creación de Salas Regionales especializadas.- Se abre la posibilidad de crear Salas 
especializadas por materia, de acuerdo a lo que establezca el Reglamento Interior del Tribunal.  

8. Domicilio Fiscal del demandante como base de la competencia territorial de las Salas 
Regionales del Tribunal.- Con esta modificación se evitará que los asuntos se concentren en las 
Salas Regionales Metropolitanas que tienen jurisdicción en el Distrito Federal, fomentándose la 
descentralización y regionalización del Tribunal, acercándose la justicia al contribuyente.  

9. Creación de un Boletín Procesal para la notificación de las resoluciones y acuerdos.- Con 
esta modificación se resolvería un importante problema administrativo para el Tribunal, como son las 
notificaciones, debido al número de juicios que en él se tramitan. 

En los nueve Artículos Transitorios que forman parte de la Minuta materia de este Dictamen, se prevé la 
entrada en vigor de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el día siguiente de 
su publicación en el Diario Oficial de la Federación; se abroga de manera expresa la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de 
diciembre de 1995.  

Se prevé que el proceso para el nombramiento por el Presidente de la República, con la respectiva 
aprobación del Senado o, en su caso, de la Comisión Permanente, del Congreso de la Unión, de los 2 
magistrados de la Sala Superior y de los 5 magistrados supernumerarios de la Sala Regional, deberá iniciarse 
en cuanto entre en vigor la presente Ley; que realizados los nombramientos antes mencionados, el Pleno de 
la Sala Superior deberá elegir por insaculación a los Magistrados de la Sala Superior que se incorporarán a la 
Junta de Gobierno y Administración en su primera integración, adscribir a los Magistrados de Sala Regional 
que formarán parte de la misma y a los Magistrados Supernumerarios que los suplirán temporalmente, 
previendo que por esta única ocasión, se elegirá a un magistrado de Sala Superior y a un magistrado de Sala 
Regional que durarán 3 años en su cargo en la Junta de Gobierno y Administración, para permitir el 
escalonamiento de los periodos subsecuentes.  

Se prevé la aplicación del Reglamento Interior del Tribunal en vigor hasta que el Pleno expida uno nuevo; se 
determina la continuidad de los magistrados y de los servidores públicos que venían ejerciendo su cargo, para 
que continúen en él hasta que los nuevos órganos administrativos decidan lo conducente o se concluya el 
periodo para el que fueron designados, según el caso; se prevé que las personas que hayan concluido el 
plazo para el que fueron nombrados como magistrados del Tribunal y que se encuentre en trámite su 
propuesta de ratificación conforme la Ley que se abroga, podrán ser consideradas por el Presidente de la 
República para ser nombradas como magistrados del Tribunal, en términos de la presente Ley, y se dispone 
que los magistrados que conforme a la Ley que se abroga hayan obtenido la inamovilidad, continuarán en el 
ejercicio de sus encargos, atento a lo establecido en esta Ley.  

Por lo anteriormente expuesto, los diputados integrantes de la Comisión de Justicia de la LX Legislatura, y 
para los efectos del inciso e) del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
sometemos a consideración del Pleno de esta Honorable Asamblea, el siguiente:  

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA  

ARTÍCULO ÚNICO.- Se expide la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA  

CAPÍTULO I  
De la Naturaleza e Integración del Tribunal  
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ARTÍCULO 1.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es un tribunal de lo contencioso-
administrativo, dotado de plena autonomía para dictar sus fallos, con la organización y atribuciones que esta 
Ley establece.  

El proyecto de presupuesto del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa será aprobado por el Pleno 
de su Sala Superior con sujeción a las disposiciones contenidas en la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y será enviado a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su 
incorporación, en los términos de los criterios generales de política económica, en el proyecto de Presupuesto 
de Egresos de la Federación. Una vez aprobado su presupuesto, el Tribunal lo ejercerá directamente.  

ARTÍCULO 2.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se integra por:  

I. La Sala Superior;  
II. Las Salas Regionales, y  
III. La Junta de Gobierno y Administración. 
 

ARTÍCULO 3.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa tendrá los servidores públicos 
siguientes:  
 

I. Magistrados de Sala Superior;  
II. Magistrados de Sala Regional;  
III. Magistrados Supernumerarios de Sala Regional;  

IV. Secretario General de Acuerdos;  
V. Secretarios Adjuntos de Acuerdos de las Secciones;  
VI. Secretarios de Acuerdos de Sala Superior;  

VII. Secretarios de Acuerdos de Sala Regional;  
VIII. Actuarios;  
IX. Oficiales Jurisdiccionales;  

X. Contralor Interno;  
XI. Secretarios Técnicos, Operativos o Auxiliares;  
XII. Director del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa, y  

XIII. Los demás que con el carácter de mandos medios y superiores señale el Reglamento Interior 
del Tribunal y se encuentren previstos en el presupuesto autorizado. 

Los servidores públicos a que se refieren las fracciones anteriores serán considerados personal de confianza.  

El Tribunal contará además con el personal profesional, administrativo y técnico necesario para el desempeño 
de sus funciones, de conformidad con lo que establezca su presupuesto.  

ARTÍCULO 4.- El Presidente de la República, con la aprobación de la Cámara de Senadores, nombrará a los 
Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

En los recesos de la Cámara de Senadores, los nombramientos de Magistrados que haga el Presidente de la 
República serán sometidos a la aprobación de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión.  

ARTÍCULO 5.- Los Magistrados de Sala Superior serán nombrados por un periodo de quince años 
improrrogables, los que se computarán a partir de la fecha de su nombramiento.  

Los Magistrados de Sala Regional y los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional serán nombrados por 
un periodo de diez años, los que se computarán a partir de la fecha de su nombramiento.  

Las personas que hayan concluido el periodo para el que fueron nombradas como Magistrados de Sala 
Regional, podrán ser consideradas para nuevos nombramientos.  
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Las personas que hayan concluido el periodo para el que fueron nombradas como Magistrados 
Supernumerarios de Sala Regional, no podrán ser nombradas nuevamente para ocupar dicho encargo.  

ARTÍCULO 6.- Para ser Magistrado del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se requiere lo 
siguiente:  

I. Ser mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad;  

II. Estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y políticos; III. Ser mayor de treinta y cinco 
años de edad a la fecha del nombramiento;  

IV. Contar con notoria buena conducta;  

V. Ser licenciado en derecho con título registrado, expedido cuando menos diez años antes del 
nombramiento, y  

VI. Contar como mínimo con ocho años de experiencia en materia fiscal o administrativa. 

ARTÍCULO 7.- Durante el ejercicio de sus cargos, los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa únicamente podrán ser privados de los mismos por el Presidente de la República, en los casos 
de responsabilidad en términos de las disposiciones aplicables, o cuando dejen de satisfacer los requisitos 
previstos en el artículo 6 de esta Ley, previo procedimiento seguido ante la Junta de Gobierno y 
Administración y resuelto por el Pleno de la Sala Superior.  

Son causas de retiro forzoso de los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
padecer incapacidad física o mental para desempeñar el cargo, así como cumplir setenta y cinco años de 
edad.  

ARTÍCULO 8.- En los casos en que los Magistrados estén por concluir el periodo para el que hayan sido 
nombrados, el Presidente del Tribunal, con tres meses de anticipación, comunicará esta circunstancia al 
Presidente de la República y, en su caso, someterá a su consideración la propuesta que previamente haya 
aprobado el Pleno de la Sala Superior.  

Las faltas definitivas de Magistrados ocurridas durante el periodo para el cual hayan sido nombrados, se 
comunicarán de inmediato al Presidente de la República por el Presidente del Tribunal, quien someterá a su 
consideración la propuesta que, en su caso, haya aprobado el Pleno de la Sala Superior, para que se proceda 
a los nombramientos de los Magistrados que las cubran.  

Las faltas definitivas de Magistrados de las Salas Regionales serán cubiertas provisionalmente por los 
Magistrados Supernumerarios de Sala Regional adscritos por la Junta de Gobierno y Administración, hasta en 
tanto se realice un nuevo nombramiento en los términos de este artículo.  

Las faltas temporales hasta por un mes de los Magistrados de las Salas Regionales se suplirán por el primer 
secretario del Magistrado ausente. Las faltas temporales superiores a un mes serán cubiertas por los 
Magistrados Supernumerarios de Sala Regional.  

El Reglamento Interior del Tribunal establecerá las normas para el turno y reasignación de expedientes en los 
casos de faltas temporales, excusas o recusaciones de los Magistrados de la Sala Superior.  

ARTÍCULO 9.- El Tribunal contará con cinco Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, que cubrirán las 
faltas de los Magistrados de Sala Regional en los casos previstos en esta Ley, y sustituirán a los dos 
Magistrados de Sala Regional que se integren a la Junta de Gobierno y Administración, durante su encargo.  

Los Magistrados Supernumerarios, durante el tiempo que no cubran las faltas señaladas en el párrafo 
anterior, deberán desempeñar las tareas que les encomiende el Pleno de la Sala Superior.  
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ARTÍCULO 10.- El Tribunal contará con un sistema profesional de carrera jurisdiccional, basado en los 
principios de eficiencia, capacidad y experiencia, el cual comprenderá a los servidores públicos a que 
se refieren las fracciones VI a IX del artículo 3 de esta Ley.  

El sistema abarcará las fases de ingreso, promoción, permanencia y retiro de dichos servidores 
públicos, de manera que se procure la excelencia por medio de concursos y evaluaciones periódicas, 
y de acuerdo con los procedimientos y criterios establecidos en el Estatuto correspondiente.  

Con base en lo previsto en este artículo, el Tribunal establecerá y regulará, mediante disposiciones 
generales, el sistema de carrera de los servidores públicos previstos en las fracciones XI y XIII del 
artículo 3 de esta Ley.  

ARTÍCULO 11.- Para ser Secretario de Acuerdos se requiere:  

I. Ser mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad;  
II. Ser mayor de veinticinco años de edad;  

III. Contar con reconocida buena conducta;  
IV. Ser licenciado en derecho con título debidamente registrado, y  

V. Contar como mínimo con tres años de experiencia en materia fiscal o administrativa. 

Los Actuarios deberán reunir los mismos requisitos que para ser Secretario de Acuerdos, salvo el 
relativo a la experiencia, que será como mínimo de dos años en materia fiscal o administrativa.  

Los Oficiales Jurisdiccionales deberán ser mexicanos, mayores de dieciocho años, pasantes en 
derecho y de reconocida buena conducta.  

ARTÍCULO 12.- Los Magistrados, Secretarios, Actuarios y Oficiales Jurisdiccionales estarán impedidos 
para desempeñar cualquier otro cargo o empleo, público o privado, excepto los de carácter docente u 
honorífico.  

También estarán impedidos para ejercer su profesión, salvo en causa propia, de su cónyuge, 
concubina o concubinario, adoptante o adoptado, o de sus parientes por consanguinidad hasta el 
cuarto grado.  

ARTÍCULO 13.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa contará con un registro de 
peritos, que lo auxiliarán con el carácter de peritos terceros, como profesionales independientes, los 
cuales deberán tener título debidamente registrado en la ciencia o arte a que pertenezca la cuestión 
sobre la que deba rendirse el peritaje o proporcionarse la asesoría, si la profesión o el arte estuvieren 
legalmente reglamentados y, si no lo estuvieren, deberán ser personas versadas en la materia.  

Para la integración del registro y permanencia en el mismo, así como para la designación, aceptación 
del cargo y pago de los honorarios de los peritos, se estará a los lineamientos que señale el 
Reglamento Interior del Tribunal.  

CAPÍTULO II  
De la Competencia Material del Tribunal  

ARTÍCULO 14.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que se 
promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que se indican 
a continuación:  

I. Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos fiscales autónomos, en que se 
determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases 
para su liquidación;  
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II. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal de la 
Federación, indebidamente percibido por el Estado o cuya devolución proceda de 
conformidad con las leyes fiscales;  

III. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas federales;  

IV. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones 
anteriores;  

V. Las que nieguen o reduzcan las pensiones y demás prestaciones sociales que concedan 
las leyes en favor de los miembros del Ejército, de la Fuerza Aérea y de la Armada Nacional o 
de sus familiares o derechohabientes con cargo a la Dirección de Pensiones Militares o al 
erario federal, así como las que establezcan obligaciones a cargo de las mismas personas, de 
acuerdo con las leyes que otorgan dichas prestaciones.  

Cuando para fundar su demanda el interesado afirme que le corresponde un mayor número de 
años de servicio que los reconocidos por la autoridad respectiva, que debió ser retirado con 
grado superior al que consigne la resolución impugnada o que su situación militar sea diversa 
de la que le fue reconocida por la Secretaría de la Defensa Nacional o de Marina, según el 
caso; o cuando se versen cuestiones de jerarquía, antigüedad en el grado o tiempo de 
servicios militares, las sentencias del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa sólo 
tendrán efectos en cuanto a la determinación de la cuantía de la prestación pecuniaria que a 
los propios militares corresponda, o a las bases para su depuración.  

VI. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario federal o al 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado;  

VII. Las que se dicten en materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de 
contratos de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal;  

VIII. Las que nieguen la indemnización o que, por su monto, no satisfagan al reclamante y las 
que impongan la obligación de resarcir los daños y perjuicios pagados con motivo de la 
reclamación, en los términos de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado o 
de las leyes administrativas federales que contengan un régimen especial de responsabilidad 
patrimonial del Estado;  

IX. Las que requieran el pago de garantías a favor de la Federación, el Distrito Federal, los 
Estados o los Municipios, así como de sus entidades paraestatales;  

X. Las que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la Ley de Comercio Exterior;  

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento 
administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos de la Ley Federal 
de Procedimiento Administrativo;  

XII. Las que decidan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican 
en las demás fracciones de este artículo;  

XIII. Las que se funden en un tratado o acuerdo internacional para evitar la doble tributación o 
en materia comercial, suscrito por México, o cuando el demandante haga valer como 
concepto de impugnación que no se haya aplicado en su favor alguno de los referidos 
tratados o acuerdos;  

XIV. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el 
transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal de la Federación, la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de 
tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado 
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la resolución positiva ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas 
materias.  

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se 
pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad 
administrativa, y  

XV. Las señaladas en las demás leyes como competencia del Tribunal. 

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas 
cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa.  

El Tribunal conocerá, además de los juicios que se promuevan contra los actos administrativos, 
decretos y acuerdos de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o 
cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación.  

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que promuevan las 
autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, 
siempre que dichas resoluciones sean de las materias señaladas en las fracciones anteriores como de 
su competencia.  

Artículo 15.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios en materia 
de responsabilidades administrativas de los servidores públicos.  

El procedimiento para conocer de estos juicios será el que señale la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo.  

CAPÍTULO III  
De la Sala Superior  

Sección I  
De su Integración  

ARTÍCULO 16.- La Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se compondrá de 
trece Magistrados especialmente nombrados para integrarla, de los cuales once ejercerán funciones 
jurisdiccionales y dos formarán parte de la Junta de Gobierno y Administración, durante los periodos que 
señala esta Ley.  

La Sala Superior del Tribunal actuará en Pleno o en dos Secciones. Los dos Magistrados de Sala Superior 
que formen parte de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal, no integrarán el Pleno ni las 
Secciones por el tiempo que dure su encargo en dicha Junta, salvo en los casos previstos en las fracciones I, 
II, III, IV y V del artículo 18 de esta Ley.  

Sección II  
Del Pleno  

ARTÍCULO 17.- El Pleno estará integrado por el Presidente del Tribunal y por diez Magistrados de Sala 
Superior.  

ARTÍCULO 18.- Son facultades del Pleno, las siguientes:  

I. Elegir de entre los Magistrados de Sala Superior al Presidente del Tribunal;  

II. Aprobar y expedir el Reglamento Interior del Tribunal en el que se deberán incluir entre otros 
aspectos, las regiones, sede y número de Salas Regionales, así como las materias específicas de 
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competencia de las Secciones de la Sala Superior o de las Salas Regionales y los criterios conforme 
a los cuales se ejercerá la facultad de atracción;  

III. Expedir el Estatuto de Carrera a que se refiere el párrafo segundo del artículo 11 de esta Ley;  

IV. Elegir a los Magistrados de Sala Superior y de Sala Regional que se integrarán a la Junta de 
Gobierno y Administración conforme a lo previsto por el artículo 40 de esta Ley;  

V. Aprobar y someter a consideración del Presidente de la República la propuesta para el 
nombramiento de Magistrados del Tribunal, previa evaluación de la Junta de Gobierno y 
Administración;  

VI. Fijar y, en su caso, cambiar la adscripción de los Magistrados de las Secciones;  

VII. Designar al Secretario General de Acuerdos, a los Secretarios Adjuntos de las Secciones y al 
Contralor Interno, a propuesta del Presidente del Tribunal;  

VIII. Resolver todas aquellas situaciones que sean de interés para el Tribunal y cuya resolución no 
esté encomendada a algún otro de sus órganos;  

IX. Establecer, modificar y suspender la jurisprudencia del Tribunal conforme a las disposiciones 
legales aplicables, aprobar las tesis y los rubros de los precedentes y ordenar su publicación en la 
Revista del Tribunal;  

X. Resolver los juicios con características especiales, en términos de las disposiciones aplicables, 
incluidos aquéllos que sean de competencia especial de las Secciones;  

XI. Dictar sentencia interlocutoria en los incidentes y recursos que procedan en contra de los actos 
emitidos en el procedimiento seguido ante el Presidente del Tribunal para poner en estado de 
resolución un juicio competencia del Pleno, inclusive cuando se controvierta la notificación de los 
actos emitidos por éste, así como resolver la aclaración de sentencia, la queja relacionada con el 
cumplimiento de las resoluciones y determinar las medidas que sean procedentes;  

XII. Ordenar que se reabra la instrucción, cuando se amerite en términos de las disposiciones 
aplicables;  

XIII. Resolver sobre las excusas, excitativas de justicia y recusaciones de los Magistrados del 
Tribunal y respecto a los Magistrados de Sala Regional designar de entre los Secretarios a quienes 
deban sustituirlos;  

XIV. Dictar sentencia definitiva en los juicios promovidos por los Magistrados del Tribunal, en contra 
de sanciones impuestas por la Junta de Gobierno y Administración, en aplicación de la Ley Federal 
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y someter a la consideración del 
Presidente de la República la destitución de un Magistrado, en los términos del artículo 7º de esta 
Ley, y  

XV. Las que se funden en un Tratado o Acuerdo Internacional para evitar la doble tributación o en 
materia comercial, suscrito por México, o cuando el demandante haga valer como concepto de 
impugnación que no se haya aplicado en su favor alguno de los referidos Tratados o Acuerdos, y  

XVI. Las demás que establezcan las leyes. 

ARTÍCULO 19.- Para la validez de las sesiones del Pleno se requerirá, cuando menos, la presencia de siete 
Magistrados y los debates serán dirigidos por el Presidente del Tribunal.  
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ARTÍCULO 20.- Las sesiones serán públicas, excepto cuando la mayoría de los Magistrados presentes 
acuerde su privacidad, atendiendo a la naturaleza del caso a resolver, o en los supuestos previstos en las 
fracciones I a IX del artículo 18 de esta Ley.  

ARTÍCULO 21.- Las resoluciones del Pleno se tomarán por mayoría de votos de los Magistrados presentes, 
quienes no podrán abstenerse de votar sino cuando tengan impedimento legal. En caso de empate, el asunto 
se diferirá para la sesión en que asista la totalidad de sus miembros o tenga una composición impar. Cuando 
no se apruebe un proyecto por dos veces, se cambiará de ponente.  

Cuando se resuelva sobre el criterio de interpretación y aplicación de una ley, que deba asumir el carácter de 
precedente o de jurisprudencia, el Pleno aprobará la tesis y el rubro correspondientes para su publicación.  

Sección III  
De las Secciones  

ARTÍCULO 22.- Las Secciones estarán integradas por cinco Magistrados de Sala Superior, adscritos a cada 
una de ellas por el Pleno.  

El Presidente del Tribunal no integrará Sección, salvo cuando sea requerido para integrarla ante la falta de 
quórum, en cuyo caso presidirá las sesiones, o cuando la Sección se encuentre imposibilitada para elegir su 
Presidente, en cuyo caso el Presidente del Tribunal fungirá provisionalmente como Presidente de la Sección, 
hasta que se logre la elección.  

ARTÍCULO 23.- Son facultades de las Secciones, las siguientes:  

I. Dictar sentencia definitiva en los juicios que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la 
Ley de Comercio Exterior, a excepción de aquéllos en los que se controvierta exclusivamente la 
aplicación de cuotas compensatorias;  

II. Resolver los juicios con características especiales, en términos de las disposiciones aplicables;  

III. Dictar sentencia interlocutoria en los incidentes y recursos que procedan en contra de los actos 
emitidos en el procedimiento seguido ante el Presidente de la Sección para poner en estado de 
resolución un asunto competencia de la propia Sección, inclusive cuando se controvierta la 
notificación de los actos emitidos por ésta, así como resolver la aclaración de sentencias, la queja 
relacionada con el cumplimiento de las resoluciones y determinar las medidas que sean procedentes;  

IV. Ordenar que se reabra la instrucción, cuando se amerite en términos de las disposiciones 
aplicables;  

V. Dictar sentencia definitiva en los juicios promovidos por los Secretarios, Actuarios y demás 
personal del Tribunal, en contra de sanciones impuestas por la Junta de Gobierno y Administración, 
en aplicación de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos;  

VI. Establecer, suspender y modificar la jurisprudencia de la Sección y apartarse de ella, conforme a 
las disposiciones legales aplicables, aprobar las tesis y los rubros de los precedentes y ordenar su 
publicación en la Revista del Tribunal;  

VII. Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las Salas Regionales, y  

VIII. Resolver los demás asuntos que establezcan las leyes. 

ARTÍCULO 24.- Para la validez de las sesiones de la Sección se requerirá la presencia de cuatro Magistrados 
y los debates serán dirigidos por el Presidente de la Sección.  

ARTÍCULO 25.- Las resoluciones de una Sección se tomarán por mayoría de votos de los Magistrados 
presentes, quienes no podrán abstenerse de votar sino cuando tengan impedimento legal. En caso de 
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empate, el asunto se diferirá para la sesión en que asista la totalidad de sus miembros. Cuando no se apruebe 
un proyecto por dos veces, se cambiará de ponente.  

Las sesiones de las Secciones serán públicas, salvo aquéllas en las que se designe a su Presidente, se 
ventilen cuestiones que afecten la moral o el interés público, o la ley exija que sean privadas, así como 
aquéllas en que la mayoría de los Magistrados presentes acuerden su privacidad.  

ARTÍCULO 26.- Los Presidentes de las Secciones serán designados por los integrantes de la Sección 
correspondiente en la primera sesión de cada año, la cual será privada. Durará en su cargo un año y no 
podrán ser reelectos para el periodo inmediato siguiente.  

En el caso de faltas temporales de los Presidentes, serán suplidos por los Magistrados de la Sección 
siguiendo el orden alfabético de sus apellidos.  

Si la falta es definitiva, la Sección designará Presidente para concluir el periodo del Presidente faltante. El 
Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser designado Presidente en el 
periodo inmediato siguiente.  

ARTÍCULO 27.- Compete a los Presidentes de las Secciones:  

I. Atender la correspondencia de la Sección, autorizándola con su firma;  

II. Convocar a sesiones, dirigir los debates y conservar el orden en las sesiones;  

III. Autorizar las actas en que se hagan constar las deliberaciones y acuerdos, así como firmar los 
engroses de las resoluciones;  

IV. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo 
sean imputados a la Sección, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos 
juicios;  

V. Tramitar los incidentes, recursos, aclaraciones de sentencias, así como la queja, cuando se trate 
de juicios que se ventilen ante la Sección;  

VI. Enviar al Presidente del Tribunal las excusas, excitativas de justicia y recusaciones de los 
Magistrados que integren la Sección, para efectos de turno;  

VII. Dictar los acuerdos y providencias de trámite necesarios cuando a juicio de la Sección se 
beneficie la rapidez del proceso;  

VIII. Imponer las medidas de apremio para hacer cumplir las determinaciones de la Sección;  

IX. Ejercer la facultad de atracción de los juicios con características especiales, en términos de las 
disposiciones aplicables, a efecto de someterlos a la Sección para su resolución, y  

X. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables. 

CAPÍTULO IV  
Del Presidente del Tribunal  

ARTÍCULO 28.- El Presidente del Tribunal será electo por el Pleno de la Sala Superior en la primera sesión 
del año siguiente a aquél en que concluya el periodo del Presidente en funciones. Durará en su cargo tres 
años y no podrá ser reelecto para el periodo inmediato siguiente.  

Serán elegibles los Magistrados de Sala Superior cuyos nombramientos cubran el periodo antes señalado.  
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ARTÍCULO 29.- En caso de falta temporal, el Presidente será suplido alternativamente, cada treinta días 
naturales, por los Presidentes de las Secciones, siguiendo el orden alfabético de sus apellidos.  

Si la falta es definitiva, el Pleno designará nuevo Presidente para concluir el periodo del Presidente faltante. El 
Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo Presidente en el periodo 
inmediato siguiente.  

ARTÍCULO 30.- Son atribuciones del Presidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, las 
siguientes:  

I. Representar al Tribunal ante toda clase de autoridades y delegar las facultades que el ejercicio de 
esta función requiera en términos de las disposiciones aplicables;  

II. Despachar la correspondencia del Tribunal;  

III. Convocar a sesiones al Pleno de la Sala Superior y a la Junta de Gobierno y Administración, 
dirigir sus debates y conservar el orden en éstas;  

IV. Someter al conocimiento del Pleno de la Sala Superior los asuntos de la competencia del mismo, 
así como aquéllos que considere necesario;  

V. Autorizar, junto con el Secretario General de Acuerdos, las actas en que se hagan constar las 
deliberaciones y acuerdos del Pleno de la Sala Superior, y firmar el engrose de las resoluciones;  

VI. Ejercer la facultad de atracción de los juicios con características especiales, en términos de las 
disposiciones aplicables, a efecto de someterlos al Pleno para su resolución;  

VII. Dictar los acuerdos y providencias de trámite necesarios, cuando se beneficie la rapidez del 
proceso;  

VIII. Tramitar los incidentes y los recursos, así como la queja, cuando se trate de juicios que se 
ventilen ante el Pleno;  

IX. Imponer las medidas de apremio para hacer cumplir las determinaciones del Pleno;  

X. Presidir las sesiones de la Sección que lo requiera para integrar el quórum;  

XI. Fungir provisionalmente como Presidente de Sección, en los casos en que ésta se encuentre 
imposibilitada para elegir a su Presidente;  

XII. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo 
sean imputados al Pleno, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos 
juicios;  

XIII. Tramitar y someter a la consideración del Pleno las excitativas de justicia y recusaciones de los 
Magistrados del Tribunal;  

XIV. Rendir anualmente ante el Pleno de la Sala Superior un informe dando cuenta de la marcha del 
Tribunal y de las principales jurisprudencias establecidas por el Pleno y las Secciones, y  

XV. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

CAPÍTULO V  
De las Salas Regionales  
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ARTÍCULO 31.- El Tribunal tendrá Salas Regionales, con jurisdicción en la circunscripción territorial que les 
sea asignada, integradas por tres Magistrados cada una. Las Salas Regionales conocerán de los juicios que 
se promuevan en los supuestos señalados en el artículo 15 de esta Ley, con excepción de los que 
corresponda resolver al Pleno o a las Secciones de la Sala Superior.  

ARTÍCULO 32.- Para los efectos del artículo 31 de esta ley, el territorio nacional se dividirá en regiones con 
los límites territoriales que se determinen en el Reglamento Interior del Tribunal, conforme a los estudios y 
propuesta de la Junta de Gobierno y Administración, con base en las cargas de trabajo y los requerimientos 
de administración de justicia.  

ARTÍCULO 33.- En cada una de las regiones a que se refiere el artículo anterior habrá el número de Salas 
que establezca el Reglamento Interior del Tribunal, en el que también se determinará la sede, su 
circunscripción territorial, la distribución de expedientes, la fecha de inicio de funciones y, en su caso, su 
especialidad.  

ARTÍCULO 34.- Las Salas Regionales conocerán de los juicios por razón de territorio, atendiendo al lugar 
donde se encuentre el domicilio fiscal del demandante, excepto cuando:  

I. Se trate de empresas que:  

a. Formen parte del sistema financiero, en los términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, o  

b. Tengan el carácter de controladoras o controladas, de conformidad con la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, y determinen su resultado fiscal consolidado.  

II. El demandante resida en el extranjero y no tenga domicilio fiscal en el país. 

En los casos señalados en estas fracciones, será competente la Sala Regional de la circunscripción territorial 
en que se encuentre la sede de la autoridad que haya dictado la resolución impugnada y, siendo varias las 
resoluciones impugnadas, la Sala Regional de la circunscripción territorial en que se encuentre la sede de la 
autoridad que pretenda ejecutarlas.  

Cuando el demandante resida en territorio nacional y no tenga domicilio fiscal, se atenderá a la ubicación de 
su domicilio particular.  

Si el demandante es una autoridad que promueve la nulidad de alguna resolución administrativa favorable a 
un particular, será competente la Sala Regional de la circunscripción territorial en que se encuentre la sede de 
la autoridad actora.  

Se presumirá que el domicilio señalado en la demanda es el fiscal salvo que la parte demandada demuestre lo 
contrario.  

ARTÍCULO 35.- Los asuntos cuyo despacho competa a las Salas Regionales serán instruidos por turno por 
los Magistrados que integren la Sala de que se trate. Para la validez de las sesiones de la Sala, será 
indispensable la presencia de los tres Magistrados y para resolver bastará mayoría de votos.  

Las sesiones de las Salas Regionales, así como las diligencias o audiencias que deban practicar serán 
públicas. No obstante, serán privadas las sesiones en que se designe al Presidente de la Sala, se ventilen 
cuestiones administrativas o que afecten la moral o el interés público, o la ley así lo exija.  

ARTÍCULO 36.- Los Presidentes de las Salas Regionales serán designados por los Magistrados que integren 
la Sala en la primera sesión de cada ejercicio, durarán en su cargo un año y no podrán ser reelectos para el 
periodo inmediato siguiente.  

En el caso de faltas temporales, los Presidentes serán suplidos por los Magistrados de la Sala en orden 
alfabético de sus apellidos.  
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Si la falta es definitiva, la Sala designará nuevo Presidente para concluir el periodo del Magistrado faltante. El 
Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo Presidente en el periodo 
inmediato siguiente.  

ARTÍCULO 37.- Los Presidentes de las Salas Regionales tendrán las siguientes atribuciones:  

I. Atender la correspondencia de la Sala, autorizándola con su firma;  

II. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo 
sean imputados a la Sala, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos 
juicios;  

III. Dictar las medidas que exijan el orden, buen funcionamiento y la disciplina de la Sala, exigir que 
se guarde el respeto y consideración debidos e imponer las correspondientes correcciones 
disciplinarias;  

IV. Enviar al Presidente del Tribunal las excusas, excitativas de justicia y recusaciones de los 
Magistrados que integren la Sala;  

V. Realizar los actos jurídicos o administrativos de la Sala que no requieran la intervención de los 
otros dos Magistrados que la integran;  

VI. Proporcionar oportunamente a la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal los informes 
sobre el funcionamiento de la Sala;  

VII. Dirigir la oficialía de partes y los archivos de la Sala;  

VIII. Verificar que en la sala se aplique en sus términos el Sistema de Control de Juicios;  

IX. Vigilar que sean subsanadas las observaciones formuladas a la Sala Regional durante la última 
visita de inspección;  

X. Proponer a la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal se imponga una multa al actuario 
que no cumpla con sus obligaciones legales durante la práctica de las notificaciones a su cargo, y  

XI. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 38.- Los Magistrados instructores tendrán las siguientes atribuciones:  
I. Admitir, desechar o tener por no presentada la demanda o su ampliación, si no se ajustan a la ley;  

II. Admitir o tener por no presentada la contestación de la demanda o de su ampliación o, en su caso, 
desecharlas;  

III. Admitir o rechazar la intervención del tercero;  

IV. Admitir, desechar o tener por no ofrecidas las pruebas;  

V. Sobreseer los juicios antes de que se cierre la instrucción, cuando el demandante se desista de la 
acción o se revoque la resolución impugnada, así como en los demás casos que establezcan las 
disposiciones aplicables;  

VI. Admitir, desechar y tramitar los incidentes y recursos que les competan, formular los proyectos de 
resolución, de aclaraciones de sentencia y de resoluciones de queja relacionadas con el 
cumplimiento de las sentencias, y someterlos a la consideración de la Sala;  
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VII. Dictar los acuerdos o providencias de trámite necesarios para instruir el juicio, incluyendo la 
imposición de las medidas de apremio necesarias para hacer cumplir sus determinaciones, acordar 
las promociones de las partes y los informes de las autoridades y atender la correspondencia 
necesaria, autorizándola con su firma;  

VIII. Formular el proyecto de sentencia definitiva y, en su caso, de cumplimiento de ejecutorias;  

IX. Dictar los acuerdos y providencias relativas a las medidas cautelares provisionales en los 
términos de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, así como proponer a la 
Sala el proyecto de resolución correspondiente a la medida cautelar definitiva que se estime 
procedente, y  

X. Las demás que les correspondan conforme a las disposiciones legales aplicables. 

CAPÍTULO VI  
De la Junta de Gobierno y Administración  

ARTÍCULO 39.- La Junta de Gobierno y Administración será el órgano del Tribunal que tendrá a su cargo la 
administración, vigilancia, disciplina y carrera jurisdiccional, y contará con autonomía técnica y de gestión para 
el adecuado cumplimiento de sus funciones.  

ARTÍCULO 40.- La Junta de Gobierno y Administración se integrará por:  

I. El Presidente del Tribunal, quien también será el presidente de la Junta de Gobierno y 
Administración;  

II. Dos Magistrados de Sala Superior, y  
III. Dos Magistrados de Sala Regional. 

Los Magistrados de Sala Superior y de Sala Regional que integren la Junta de Gobierno y Administración 
serán electos por el Pleno en forma escalonada por periodos de dos años y no podrán ser reelectos para el 
periodo inmediato siguiente. Sólo serán elegibles aquellos Magistrados cuyos nombramientos cubran el 
periodo del cargo en dicha Junta.  

Los Magistrados que integren la Junta de Gobierno y Administración no ejercerán funciones jurisdiccionales. 
Una vez que concluyan su encargo en dicha Junta, se reintegrarán a las funciones jurisdiccionales, siempre y 
cuando estén en edad de desempeñarse como Magistrados.  

ARTÍCULO 41.- Son facultades de la Junta de Gobierno y Administración, las siguientes:  

I. Proponer, para aprobación del Pleno, el proyecto de Reglamento Interior del Tribunal y expedir, en 
el ámbito administrativo, los acuerdos necesarios para el buen funcionamiento del Tribunal;  

II. Formular anualmente el proyecto de presupuesto del Tribunal, para los efectos señalados en el 
artículo 1 de esta Ley;  

III. Realizar la evaluación interna de los servidores públicos que les requiera el Pleno, para los 
efectos del artículo 18, fracción V, de esta Ley. La evaluación se basará en los elementos objetivos y 
datos estadísticos sobre el desempeño del cargo, de conformidad con las disposiciones aplicables;  

IV. Llevar a cabo los estudios necesarios para determinar las regiones, sedes y el número de las 
Salas Regionales, así como materias específicas de competencia de las Secciones o de las Salas 
Regionales, en su caso, y los criterios conforme a los cuales se ejercerá la facultad de atracción, de 
acuerdo con lo que establezcan las disposiciones aplicables;  
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V. Adscribir y, en su caso, cambiar de adscripción a los Magistrados de las Salas Regionales y 
demás servidores públicos del Tribunal, observando las Condiciones Generales de Trabajo respecto 
de los trabajadores a los que les sean aplicables;  

VI. Elegir y adscribir, de entre los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, a los que habrán 
de suplir a los Magistrados de Sala Regional que integren la Junta de Gobierno y Administración , así 
como los que cubrirán las ausencias de los Magistrados de Sala Regional, en términos de lo 
dispuesto por esta Ley;  

VII. Establecer, mediante acuerdos generales, las unidades administrativas que estime necesarias 
para el eficiente desempeño de las funciones del Tribunal, de conformidad con su presupuesto 
autorizado;  

VIII. Proponer al Pleno, acorde con los principios de eficiencia, capacidad y experiencia, el Estatuto 
de la Carrera previsto en párrafo segundo del artículo 11, que contendrá:  

a) Los criterios de selección para el ingreso al Tribunal en alguno de los puestos comprendidos en la 
carrera jurisdiccional;  

b) Los requisitos que deberán satisfacerse para la permanencia y promoción en los cargos, y  

c) Las reglas sobre disciplina y un sistema de estímulos a los servidores públicos jurisdiccionales.  

IX. Expedir las normas de carrera para los servidores públicos a que se refiere el párrafo tercero del 
artículo 11;  

X. Autorizar los programas permanentes de capacitación, especialización y actualización en las 
materias competencia del Tribunal para los servidores públicos previstos en el artículo 3 de esta Ley, 
que elabore el Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa;  

XI. Dictar las reglas conforme a las cuales se deberán practicar visitas para verificar el correcto 
funcionamiento de las Salas Regionales, así como señalar las que corresponderá visitar a cada uno 
de sus miembros;  

XII. Acordar la distribución de los recursos presupuestales conforme a la ley, dictar las órdenes 
relacionadas con su ejercicio y supervisar su legal y adecuada aplicación;  

XIII. Establecer las comisiones que estime convenientes para su adecuado funcionamiento, 
señalando su materia e integración;  

XIV. Llevar el registro de los peritos del Tribunal y mantenerlo actualizado;  

XV. Nombrar, remover, suspender y resolver todas las cuestiones que se relacionen con los 
nombramientos de los servidores públicos de la carrera jurisdiccional, en los términos de las 
disposiciones aplicables;  

XVI. Nombrar, a propuesta de su Presidente, a los titulares de los órganos auxiliares y unidades de 
apoyo administrativo, así como a los titulares de las comisiones, y removerlos de acuerdo con las 
disposiciones aplicables;  

XVII. Nombrar, a propuesta del superior jerárquico, y remover a los servidores públicos del Tribunal 
no comprendidos en las fracciones XVI y XVII de este artículo;  

XVIII. Conceder licencias prepensionarias con goce de sueldo a los Magistrados, Contralor Interno, 
Secretario General de Acuerdos y Secretarios Adjuntos de las Secciones, hasta por tres meses;  
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XIX. Conceder licencias sin goce de sueldo a los Magistrados hasta por tres meses, siempre que 
exista causa fundada que así lo amerite;  

XX. Conceder o negar licencias a los Secretarios, Actuarios y Oficiales Jurisdiccionales, así como al 
personal administrativo del Tribunal, en los términos de las disposiciones aplicables, previa opinión, 
en su caso, del Magistrado o del superior jerárquico al que estén adscritos;  

XXI. Regular y supervisar las adquisiciones de bienes y servicios, las obras y los arrendamientos que 
contrate el Tribunal y comprobar que se apeguen a las disposiciones legales;  

XXII. Dirigir la buena marcha del Tribunal dictando las medidas necesarias para el despacho pronto y 
expedito de los asuntos administrativos del Tribunal y aplicar las sanciones que correspondan;  

XXIII. Evaluar el funcionamiento de las áreas administrativas, de informática, del Instituto de Estudios 
sobre Justicia Fiscal y Administrativa y del área de publicaciones del Tribunal, a fin de constatar la 
adecuada prestación de sus servicios;  

XXIV. Supervisar la correcta operación y funcionamiento de las oficialías de partes comunes y de 
Sala, las coordinaciones y oficinas de Actuarios, así como de los archivos y Secretarías de Acuerdos 
o Secretarías Técnicas en las Salas y Secciones del Tribunal, según sea el caso;  

XXV. Ordenar la depuración y baja de expedientes totalmente concluidos con tres años de 
anterioridad, previo aviso publicado en el Diario Oficial de la Federación, para que quienes estén 
interesados puedan solicitar la devolución de los documentos que los integren y hayan sido ofrecidos 
por ellos;  

XXVI. Recibir y atender las visitas de verificación ordenadas por la Auditoría Superior de la 
Federación y supervisar que se solventen las observaciones que formule, a través de la Secretaría 
Técnica correspondiente;  

XXVII. Instruir y resolver sobre las responsabilidades de los servidores públicos establecidos en las 
fracciones I a X del artículo 3 de esta Ley e imponer, en su caso, las sanciones administrativas 
correspondientes en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos;  

XXVIII. Resolver el recurso de revocación interpuesto por los servidores públicos a que se refiere la 
fracción anterior, en contra de las resoluciones dictadas por ella misma en las que se finquen 
responsabilidades y se impongan sanciones, en términos de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos;  

XXIX. Integrar y desarrollar un sistema de información estadística sobre el desempeño del Tribunal, 
del Pleno y de las Secciones de la Sala Superior y de las Salas Regionales, que contemple por lo 
menos el número de asuntos atendidos, su materia, su cuantía, la duración de los procedimientos, el 
rezago y las resoluciones confirmadas, revocadas o modificadas;  

XXX. Establecer y administrar un Boletín Procesal para la notificación de las resoluciones y 
acuerdos, así como el control de las notificaciones que se realicen por medios electrónicos;  

XXXI. Supervisar la publicación de las jurisprudencias, precedentes y tesis aisladas emitidas por las 
Salas y Secciones en la Revista del Tribunal;  

XXXII. Formular la memoria anual de funcionamiento del Tribunal para ser presentada al Presidente 
de la República y al Congreso de la Unión;  

XXXIII. Llevar el registro de firmas de los Magistrados y Secretarios del Tribunal, y  

XXXIV. Resolver los demás asuntos que señalen las disposiciones aplicables. 
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ARTÍCULO 42.- Para la validez de las sesiones de la Junta de Gobierno y Administración, bastará la 
presencia de cuatro de sus miembros, incluyendo la asistencia del Presidente de la misma.  

ARTÍCULO 43.- Las resoluciones de la Junta de Gobierno y Administración se tomarán por mayoría de votos 
de los Magistrados miembros presentes, quienes no podrán abstenerse de votar. En caso de empate, el 
Presidente de la Junta tendrá voto de calidad.  

Las sesiones de la Junta de Gobierno y Administración serán privadas.  

ARTÍCULO 44.- El Presidente del Tribunal lo será también de la Junta de Gobierno y Administración. En el 
caso de faltas temporales del Presidente, será suplido por los Magistrados de Sala Superior integrantes de la 
Junta, siguiendo el orden alfabético de sus apellidos.  

Ante la falta definitiva de los Magistrados previstos en las fracciones II y III del artículo 40 que integren la 
Junta de Gobierno y Administración, el Pleno designará a un nuevo integrante para concluir el periodo del 
Magistrado faltante. El Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo 
como integrante de la Junta de Gobierno y Administración en el periodo inmediato siguiente.  

Las faltas temporales de los Magistrados que integren la Junta de Gobierno y Administración serán suplidas 
por los Magistrados de Sala Superior o de Sala Regional que determine el Pleno de la Sala Superior, según 
sea el caso, siempre que sean elegibles para ello en los términos de esta Ley.  

ARTÍCULO 45.- La Junta de Gobierno y Administración, para atender los asuntos de su competencia, contará 
con los Secretarios Técnicos, Operativos y Auxiliares necesarios.  

CAPÍTULO VII  
De los demás Servidores Públicos del Tribunal  

ARTÍCULO 46.- Corresponde al Contralor Interno:  

I. Resolver sobre las responsabilidades de los servidores públicos establecidos en las fracciones XI a 
XIII y último párrafo del artículo 3 de esta Ley, e imponer, en su caso, las sanciones administrativas 
correspondientes en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos;  

II. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos y demás normas que expida la Junta de Gobierno y 
Administración;  

III. Comprobar el cumplimiento por parte de los órganos administrativos del Tribunal de las 
obligaciones derivadas de las disposiciones en materia de planeación, presupuestación, ingresos, 
egresos, financiamiento, patrimonio y fondos;  

IV. Llevar el registro y seguimiento de la evolución de la situación patrimonial de los servidores 
públicos del Tribunal;  

V. Inspeccionar y vigilar el cumplimiento de las normas y disposiciones relativas a los sistemas de 
registro y contabilidad, contratación y pago de personal, contratación de servicios y recursos 
materiales del Tribunal, y  

VI. Las demás que determinen las leyes, reglamentos y acuerdos generales correspondientes. 

ARTÍCULO 47.- Corresponde al Secretario General de Acuerdos del Tribunal:  
I. Acordar con el Presidente del Tribunal la programación de las sesiones del Pleno;  

II. Dar cuenta en las sesiones del Pleno de los asuntos que se sometan a su consideración, tomar la 
votación de sus integrantes, formular el acta relativa y comunicar las decisiones que se acuerden;  
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III. Revisar los engroses de las resoluciones del Pleno formulados por el Magistrado ponente, 
autorizándolos en unión del Presidente;  

IV. Tramitar y firmar la correspondencia referente a las funciones del Pleno, cuando ello no 
corresponda al Presidente del Tribunal;  

V. Llevar el turno de los Magistrados que deban formular ponencias para resolución del Pleno;  

VI. Dirigir los archivos de la Sala Superior, y  

VII. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obran en los expedientes de la Sala 
Superior. 

ARTÍCULO 48.- Corresponde a los Secretarios Adjuntos de Acuerdos de las Secciones:  
I. Acordar con el Presidente de la Sección, lo relativo a las sesiones de la misma;  

II. Dar cuenta en las sesiones de la Sección de los asuntos que se sometan a su consideración, 
tomar la votación de sus integrantes, formular el acta relativa y comunicar las decisiones que se 
acuerden;  

III. Engrosar, en su caso, las resoluciones de la Sección correspondiente, autorizándolas en unión del 
Presidente de la Sección;  

IV. Tramitar y firmar la correspondencia de las Secciones, cuando ello no corresponda al Presidente 
de la Sección;  

V. Llevar el turno de los Magistrados que deban formular ponencias, estudios o proyectos para las 
resoluciones de las Secciones;  

VI. Dar fe y expedir certificados de constancias que obran en los expedientes de las Secciones, y  

VII. Las demás que les encomiende el Presidente de la Sección. 

ARTÍCULO 49.- Corresponde a los Secretarios de Acuerdos de la Sala Superior:  
I. Auxiliar al Magistrado al que estén adscritos en la formulación de los proyectos de resoluciones que 
les encomienden;  

II. Autorizar con su firma las actuaciones del Magistrado ponente;  

III. Efectuar las diligencias que les encomiende el Magistrado al que estén adscritos cuando éstas 
deban practicarse fuera del local de la Sala Superior;  

IV. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obren en los expedientes de la Ponencia a la 
que estén adscritos, y  

V. Desempeñar las demás atribuciones que las disposiciones aplicables les confieran. 

ARTÍCULO 50.- Corresponde a los Secretarios de Acuerdos de Sala Regional:  
I. Proyectar los autos y las resoluciones que les indique el Magistrado instructor;  

II. Autorizar con su firma las actuaciones del Magistrado instructor y de la Sala Regional;  

III. Efectuar las diligencias que les encomiende el Magistrado instructor cuando éstas deban 
practicarse fuera del local de la Sala y dentro de su jurisdicción;  
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IV. Proyectar las sentencias y engrosarlas, en su caso, conforme a los razonamientos jurídicos de los 
Magistrados;  

V. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obren en los expedientes de la Sala a la que 
estén adscritos, y  

VI. Las demás que señalen las disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 51.- Corresponde a los Actuarios:  
I. Notificar, en el tiempo y forma prescritos por la ley, las resoluciones recaídas en los expedientes 
que para tal efecto les sean turnados;  

II. Practicar las diligencias que se les encomienden, y  

III. Las demás que señalen las leyes o el Reglamento Interior. 

ARTÍCULO 52.- Corresponde a los Secretarios de la Junta de Gobierno y Administración:  
I. Preparar los proyectos y resoluciones que deban ser sometidos a la aprobación de la Junta;  

II. Supervisar la ejecución de los acuerdos tomados por la Junta, y asentarlos en el libro de actas 
respectivo;  

III. Asistir al Presidente del Tribunal en las sesiones que se lleven a cabo por la Junta en los asuntos 
que sean de su competencia conforme a esta Ley, a su Reglamento Interior y a los acuerdos 
generales correspondientes, levantando las actas respectivas, y  

IV. Las demás que prevea esta Ley y el Reglamento Interior del Tribunal. 

Los Secretarios de la Junta de Gobierno y Administración, para el ejercicio de las funciones citadas en las 
fracciones anteriores, se auxiliarán de las unidades administrativas que al efecto establezca el Reglamento 
Interior del Tribunal.  

ARTÍCULO 53.- El Director del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa será nombrado por 
el Pleno, a propuesta de su Presidente, y tendrá las atribuciones siguientes:  

I. Promover la investigación jurídica en materia fiscal y administrativa;  

II. Convocar a congresos y seminarios a Magistrados y servidores públicos de la carrera jurisdiccional 
del Tribunal, así como a asociaciones profesionales representativas e instituciones de educación 
superior, a fin de promover el estudio del derecho fiscal y administrativo, evaluar la impartición de 
justicia fiscal y administrativa y proponer las medidas pertinentes para mejorarla, y  

III. Dirigir la Revista del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y proponer, compilar, 
editar y distribuir el material impreso que el Tribunal determine para divulgarlo entre las 
dependencias y entidades, las instituciones de educación superior, las agrupaciones profesionales y 
el público en general para el mejor conocimiento de los temas de índole fiscal y administrativa. 

CAPÍTULO VIII  
De las Responsabilidades de los Servidores Públicos del Tribunal  

ARTÍCULO 54.- Serán causas de responsabilidad de los servidores públicos del Tribunal:  

I. Realizar conductas de atenten contra la independencia de la función jurisdiccional, tales como 
aceptar consignas, presiones, encargos o comisiones, o cualquier acción que genere o implique 
subordinación respecto de alguna persona, del mismo Tribunal o de cualquier otro órgano del 
Estado;  
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II. Inmiscuirse indebidamente en cuestiones del orden jurisdiccional que competan a otros órganos 
del Tribunal;  

III. Tener una notoria ineptitud o descuido en el desempeño de las funciones o labores que deben 
realizar;  

IV. Impedir en los procedimientos jurisdiccionales que las partes ejerzan los derechos que legalmente 
les correspondan;  

V. Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se encuentren impedidos;  

VI. Realizar nombramientos, promociones o ratificaciones infringiendo las disposiciones generales 
correspondientes;  

VII. No poner en conocimiento de la Junta de Gobierno y Administración o, en su caso, del Contralor 
del Tribunal, cualquier acto tendiente a vulnerar la independencia de la función jurisdiccional;  

VIII. No preservar la dignidad, imparcialidad y profesionalismo propios de la función jurisdiccional en 
el desempeño de sus funciones;  

IX. Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su conocimiento;  

X. Abandonar la residencia del órgano del Tribunal al que esté adscrito, o dejar de desempeñar las 
funciones o las labores que tenga a su cargo;  

XI. Incumplir las obligaciones establecidas en el artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, siempre que éstas no fueren contrarias a la naturaleza de 
la función jurisdiccional, y  

XII. Las demás que determinen las leyes. 

CAPÍTULO IX  
De las Vacaciones y Días Inhábiles  

ARTÍCULO 55.- El personal del Tribunal tendrá cada año dos períodos de vacaciones que coincidirán con los 
del Poder Judicial de la Federación.  

Se suspenderán las labores generales del Tribunal y no correrán los plazos, los días que acuerde el Pleno del 
Tribunal. Durante las vacaciones del Tribunal, la Junta de Gobierno y Administración determinará el personal 
que deberá realizar las guardias necesarias en las diferentes regiones para la atención de los asuntos que se 
requiera.  

Únicamente se recibirán promociones en la oficialía de partes de cada Sala durante las horas hábiles que 
determine el Pleno del Tribunal.  

TRANSITORIOS  

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

SEGUNDO.- Se abroga la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995.  

TERCERO.- El proceso para el nombramiento por el Presidente de la República, con la respectiva aprobación 
del Senado de la República o, en su caso, de la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión, de los 
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dos Magistrados de Sala Superior y de los cinco Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, deberá 
iniciarse en cuanto entre en vigor la presente Ley.  

CUARTO.- Una vez hechos los nombramientos a que se refiere el artículo anterior, el Pleno de la Sala 
Superior deberá elegir por insaculación a los Magistrados de Sala Superior que se incorporarán a la Junta de 
Gobierno y Administración en su primera integración, así como adscribir a los Magistrados de Sala Regional 
que formarán parte de la misma y a los Magistrados Supernumerarios que los suplirán temporalmente.  

A fin de escalonar los períodos de los miembros de la Junta de Gobierno y Administración, en lo que atañe a 
su primera integración, el Pleno, al hacer la elección de los Magistrados que deban integrarlo, por esta única 
ocasión, elegirá a un Magistrado de Sala Superior y a un Magistrado de Sala Regional que durarán tres años 
en su cargo en la Junta de Gobierno y Administración.  

Los Magistrados de Sala Superior nombrados conforme al artículo tercero transitorio no serán elegibles para 
la primera integración de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal.  

QUINTO.- El Reglamento Interior del Tribunal que se encuentre vigente a la entrada en vigor de la presente 
Ley, seguirá aplicándose en aquello que no se oponga a ésta, hasta que el Pleno expida el nuevo Reglamento 
Interior de conformidad con lo previsto en este ordenamiento, lo cual deberá hacer en un plazo de seis meses 
a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.  

SEXTO.- Los servidores públicos que venían ejerciendo encargos administrativos que desaparecen o se 
transforman conforme a lo dispuesto por esta Ley, continuarán desempeñando los mismos cargos hasta que 
la Junta de Gobierno y Administración acuerde la creación de los nuevos órganos administrativos y decida 
sobre las designaciones mediante acuerdos específicos.  

SÉPTIMO.- Los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que a la entrada en vigor 
de la presente Ley se encuentren en ejercicio de sus cargos, continuarán en ellos hasta concluir el periodo 
para el cual fueron designados, de acuerdo con la Ley que se abroga. Al término de dicho periodo entregarán 
la Magistratura, sin perjuicio de que el Tribunal pueda proponerlos, previa evaluación de su desempeño, para 
ser nombrados como Magistrados en términos de lo dispuesto por esta Ley.  

OCTAVO.- A las personas que hayan concluido el plazo para el cual fueron nombradas como Magistrados del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y que se encuentre en trámite su propuesta de ratificación 
conforme a la Ley que se abroga, podrán ser consideradas por el Presidente de la República para ser 
nombradas como Magistrados del Tribunal en términos de la presente Ley.  

NOVENO.- Los Magistrados que conforme a la Ley que se abroga hayan obtenido la inamovilidad, 
continuarán en el ejercicio de sus encargos atento a lo establecido en dicha Ley.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de febrero de 2007.  

La Comisión de Justicia  

Diputados: César Camacho Quiroz (rubrica), Presidente; Felipe Borrego Estrada (rubrica), Violeta del Pilar 
Lagunes Viveros (rubrica), Jorge Mario Lescieur Talavera (rubrica), Carlos Alberto Navarro Sugich (rubrica), 
Miguel Ángel Arellano Pulido (rubrica), Juan Francisco Rivera Bedolla (rubrica), Faustino Javier Estrada 
González, secretarios; Mónica Arriola, Alliet Mariana Baustista Bravo (rubrica), Liliana Carbajal Méndez 
(rubrica), Rogelio Carbajal Tejada (rubrica), Raúl Cervantes Andrade, Jesús de León Tello (rubrica), José 
Manuel del Río Virgen (rubrica), Rutilio Cruz Escandón Cadenas, Arturo Flores Grande, Silvano Garay Ulloa 
(rubrica), Omeheira López Reyna (rubrica), Andrés Lozano Lozano (rubrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas 
(rubrica), Mario Eduardo Moreno Álvarez (rubrica), Silvia Oliva Fragoso, María del Pilar Ortega Martínez 
(rubrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena, Luis Gustavo Parra Noriega (rubrica), Yadhira Yvette Tamayo 
Herrera (rubrica), Patricia Villanueva Abraján (rubrica), Jesús Humberto Zazueta Aguilar.  
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28-03-2007 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de la Comisión de Justicia, con proyecto de Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa. 
Aprobado con 362 votos en pro, 2 en contra y 1 abstención. 
Devuelto a la Cámara de Senadores, para lo dispuesto por el inciso e) del artículo 72 constitucional. 
Gaceta Parlamentaria, 06 de marzo de 2007.  
Discusión y votación, 28 de marzo de 2007. 
 
 

El siguiente punto del orden del día es la discusión del dictamen con proyecto de Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secretaría a la Asamblea si 
se dispensa la lectura al dictamen. 

El Secretario diputado José Gildardo Guerrero Torres: Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a 
la Asamblea, en votación económica, si se le dispensa la lectura al dictamen: las diputadas y los diputados 
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo (votación), gracias; las diputadas y los diputados que estén 
por la negativa sírvanse manifestarlo (votación). Señor Presidente, mayoría por la afirmativa. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Se le dispensa la lectura. 

Esta Presidencia recibió comunicación de la Comisión de Justicia. Proceda la Secretaría a dar lectura al 
comunicado. 

El Secretario diputado José Gildardo Guerrero Torres: Comunicado firmado por los diputados César 
Camacho, Felipe Borrego y Víctor Montalvo de la Comisión de Justicia, dirigido al diputado Jorge Zermeño 
Infante, Presidente de la Mesa Directiva. 

"De conformidad con lo acordado por los integrantes de la Comisión de Justicia someto a su consideración la 
siguiente propuesta, con el objeto de modificar el proyecto de decreto por el que se expide la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en lo relativo al artículo 34, fracción I; así como la adición 
de una fracción III a dicho artículo. 

En consecuencia, también se solicita la modificación de los considerandos del dictamen respectivo, que fue 
publicado en la Gaceta Parlamentaria del jueves 8 de marzo de 2007, visible en la foja 16 del Anexo II. 

Las modificaciones que se proponen son las siguientes: 

a) En el proyecto de decreto se modifica la fracción I y se adiciona una fracción III al artículo 34, página 30. 

Artículo 34. Las salas regionales conocerán de los juicios por razón de territorio, atendiendo al lugar donde se 
encuentre el domicilio fiscal del demandante, excepto cuando: 

Primero. Se trate de personas morales que... 

III. Se impugnen resoluciones emitidas por la administración general de grandes contribuyentes del servicio de 
administración tributaria o por las unidades administrativas adscritas a dicha administración general. 

a) En los considerandos del dictamen, apartado B, modificaciones a la minuta —página 19— se incluye el 
siguiente párrafo en el orden consecutivo que corresponda, de acuerdo con los artículos de la minuta que se 
modifica. 

Se modifica la fracción I del artículo 34 para cambiar la palabra "empresas" por "personas morales", por ser 
este último el término jurídico correcto. Asimismo, se adiciona una fracción III al artículo 34, incluyendo como 
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excepción para que las salas regionales conozcan de los juicios por razón de su territorio, los casos en que se 
impugnen resoluciones emitidas por la administración general de grandes contribuyentes del servicio de 
administración tributaria o por las unidades administrativas adscritas a dicha administración general. Lo 
anterior obedece a los montos tan elevados que forman parte de las litis de dichos juicios. Es cuanto, 
Presidente. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Consulte la Secretaría a la Asamblea si se admite la 
modificación propuesta por la Comisión de Justicia. 

El Secretario diputado José Gildardo Guerrero Torres: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la 
Asamblea, en votación económica, si se admite la modificación propuesta por la Comisión de Justicia: las 
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo (votación); las diputadas y los 
diputados que estén por la negativa, sírvanse manifestarlo (votación). Señor Presidente, hay dos terceras 
partes por la afirmativa y es mayoría calificada. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: En consecuencia está a discusión en lo general, con la 
modificación propuesta por la Comisión de Justicia y aceptada por la Asamblea. Se han inscrito para fijar 
posición en esta discusión el diputado Miguel Ángel Jiménez Godínez, el diputado José Manuel del Río 
Virgen, el diputado Jesús González Macías, el diputado Jorge Mario Lescieur Talavera y el diputado Víctor 
Rubén Montalvo Rojas. Tiene la palabra el diputado Miguel Ángel Jiménez Godínez, del grupo parlamentario 
de Nueva Alianza. 

El diputado Miguel Ángel Jiménez Godínez: Con su venia, señor Presidente. Nueva Alianza reconoce que 
la principal obligación de los legisladores es adecuar la normatividad jurídica a la realidad social, económica y 
política de nuestro país. 

Aprovechando las experiencias pasadas, consciente del futuro y con visión de futuro, este proceso de 
actualización o adecuación de la norma se verifica con este dictamen con proyecto de decreto de la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que presenta la Comisión de Justicia, con el 
que se pretende reconocer la estructura y procedencia del tribunal con el fin de hacerlo más acorde con las 
competencias que actualmente tiene. 

Al respecto, nos parece adecuado que se otorgue al pleno del Tribunal la posibilidad de abocarse 
primordialmente a la atención de los asuntos de índole jurisdiccional mediante la creación de la Junta de 
Gobierno y Administración, cuya función principal será dictar las medidas conducentes para el buen 
funcionamiento del Tribunal, dejando al pleno sólo la atención de las decisiones administrativas más 
relevantes como la propuesta de nombramientos de magistrados al Presidente de la República, la expedición 
del Reglamento Interior y el Estatuto del Servicio de Carrera.  

Es positiva la propuesta de colaboración entre el Ejecutivo Federal y el Poder Legislativo por conducto del 
Senado de la República o de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, con la participación del 
propio Tribunal por cuanto hace a las propuestas de magistrados que le formule el pleno, previa evaluación de 
la Junta de Gobierno y Administración, pero reservando al pleno de la Sala Superior sugerir el candidato a una 
magistratura del propio Tribunal al Presidente de la República.  

Se destaca la estrecha vinculación de las dos principales vertientes del proyecto. Por una parte, la 
modificación al proceso de nombramiento de los magistrados del Tribunal que contempla su propia 
participación y, por la otra, la creación de la Junta de Gobierno y Administración y la incorporación de los 
magistrados supernumerarios.  

Otro acierto, sin duda, de esta Ley, es que mantiene el carácter del pleno de la Sala Superior como órgano 
supremo del Tribunal sobre la base de una permanente coordinación entre el pleno y la Junta de Gobierno y 
Administración. 

No necesariamente aprobamos la temporalidad del cargo en el caso de los magistrados pero reconocemos la 
necesidad de dar una mayor estabilidad en el ejercicio y desempeño de este encargo. 
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Se incluyen en la Ley Orgánica del Tribunal cuestiones de competencia tales como la de conocer sobre 
resoluciones dictadas en los términos de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, sobre los 
juicios que se promuevan contra los activos, actos administrativos. 

Se crea el Sistema de Carrera Jurisdiccional, sustentado en los principios de eficiencia, capacidad y 
experiencia y que abarcará las fases de ingreso, promoción, permanencia y retiro de los funcionarios públicos 
con funciones jurisdiccionales. 

Como podemos ver, este dictamen sobre la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, representa un avance en la administración de justicia del país, por lo que el grupo 
parlamentario de Nueva Alianza, dará su voto a favor. Es cuanto, señor Presidente. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gracias, diputado Jiménez Godínez. Tiene la palabra el 
diputado José Manuel del Río Virgen, del grupo parlamentario de Convergencia. 

El diputado José Manuel del Río Virgen: Con su permiso, señor Presidente. Compañeras y compañeros 
legisladores, la Comisión de Justicia discutió con profundidad el proyecto de Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Hay cambios significativos, de fondo. Hay un aumento en la competencia, se les otorgan mayores facultades 
de competencia al Tribunal, se crea una Junta de Gobierno y Administración, modificamos la integración de la 
Sala Superior, se crean dos magistraturas de Sala Superior, por lo que ésta se compondrá ahora de 13 
magistrados, de los cuales 11 ejercerán funciones jurisdiccionales y dos formarán parte de la Junta de 
Gobierno y Administración. 

Creación de cinco magistrados supernumerarios de la Sala Regional. Se encargarán principalmente de cubrir 
las faltas de los magistrados de Sala Regional y de sustituir a los dos magistrados de la Sala Regional que se 
integren a la Junta de Gobierno y Administración durante su encargo. 

Crece la duración del cargo de magistrados; se aumenta la duración del nombramiento de los magistrados de 
la Sala Superior a 15 años improrrogables. Se les quitó un cochinito que se estaban preparando ahí los 
magistrados para que cuando se fueran, querían que les dieran un pago y hasta decía "por única vez". 

Se les quitó, ahí hubo una votación favorable para que no se les diera ese cochinito a los magistrados una vez 
que terminaran esos 15 años. 

Se crea un sistema profesional de carrera jurisdiccional; se crean salas regionales especializadas; habrá un 
domicilio fiscal del demandante como base de la competencia territorial de las salas regionales del tribunal; se 
crea un boletín procesal para la notificación de las resoluciones y acuerdos. 

En la Comisión de Justicia discutimos y concluimos que los magistrados en ejercicio continuarán hasta 
concluir su periodo y luego, podrán ser propuestos pero ya será la potestad del presidente y por supuesto, del 
propio Congreso, quien determine el futuro de ellos. 

Fue verdaderamente una discusión a fondo, todos los partidos participamos, los miembros de la Comisión de 
Justicia discutimos. Recuerdo muy bien que había el interés por algún lado, de que también los magistrados 
ganaran igual que los ministros de la Suprema Corte. Se discutió a profundidad y se concluyó que para que 
ganen como ministros de la Corte, pues tienen que ser ministros. 

Así es que a profundidad, con toda libertad discutimos este dictamen que hoy nos da una Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. Si todos ustedes la votan a favor, fuerte, perfectible claro, 
pero tendremos una nueva ley para beneficio de todos los que acudan a ese Tribunal. Muchísimas gracias. 
Les pido su voto a favor. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gracias, diputado José Manuel del Río Virgen. Tiene la 
palabra el diputado Jesús González Macías, del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista. 
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El diputado Jesús González Macías: Con su permiso, señor Presidente. Compañeros diputados y 
diputadas, la trascendente función pública encomendada al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa dentro del sistema jurisdiccional mexicano y la confianza en el cumplimiento exige en nuestros 
días, llevar a cabo reformas legales que permitan garantizar a los gobernados un verdadero acceso a la 
justicia. 

Por una parte, al modificar el proceso de nombramiento de magistrado del Tribunal se prevé la participación 
del Pleno de la Sala Superior, quien tendrá la facultad para someter a consideración del Presidente de la 
República la propuesta para el nombramiento, previa evaluación de la Junta de Gobierno y Administración. 

Esta reforma propicia que al evaluar el desempeño de los magistrados, implícitamente éstos estén limitados a 
desempeñar sus funciones en materia eficaz, eficientemente; ya que la evaluación estará basada en 
elementos objetivos y datos estadísticos sobre el desempeño de su cargo. 

Por otra parte, la creación de la junta de gobierno y administración, que tendrá competencia para conocer de 
la administración, vigilancia, disciplina y la operación de la carrera jurisdiccional, dará lugar a descargar al 
Presidente del Tribunal de alguna de sus funciones, materialmente administrativas, que lo distraen de las 
funciones primordiales, que es impartir la justicia. 

La creación de un sistema profesional de carrera jurisdiccional que estará basado en los principios de 
eficiencia, capacidad y experiencia aplicable a los secretarios de acuerdos de la Sala Superior y la Sala 
Regional, actuarios, contralor interno, entre otros, fomentará la integración de un Tribunal con personal 
idóneo, bien preparado y con la práctica previa en las funciones esenciales en el que normalmente se 
permanece un largo tiempo en su desempeño. 

El sistema profesional de la carrera jurisdiccional propiciará que el Tribunal cuente con funcionarios con una 
adecuada formación y capacitación. Estas reformas y las relativas al aumento de la competencia material del 
Tribunal, la modificación de la integración de la Sala Superior, el incremento de la duración del cargo de los 
magistrados, entre otras, constituyen un avance positivo en nuestro sistema de impartición de justicia. 

Compañeros legisladores, en virtud de que el decreto por el que se expide la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa contribuirá a una mayor eficiencia y dinamismo en la administración 
de la justicia y a elevar y dignificar la actuación de los magistrados. Por eso, el grupo parlamentario del Partido 
Verde votará a favor de su dictamen. Por su atención, muchas gracias. Es cuanto, señor Presidente. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gracias, diputado González Macías. Tiene la palabra el 
diputado Jorge Mario Lesciur Talavera, del grupo parlamentario del PRI. 

El diputado Jorge Mario Lescieur Talavera: Con su permiso, señor Presidente. Honorable Asamblea. La 
modernización y fortalecimiento del sistema de justicia en nuestro país debe ser un imperativo que permita la 
solución de controversias de manera clara, accesible y eficaz, mediante juzgadores públicos, fuera de 
sospecha y subordinación política. Así lo sostiene mi grupo parlamentario del Revolucionario Institucional. 

El dictamen que se pone a discusión persigue precisamente ese objetivo, a favor de la nueva Ley Orgánica 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. Primero, como tribunal fiscal, este órgano 
jurisdiccional conoció juicios de revisión en materia fiscal, pero su competencia se amplió para un radio 
material de controversias del ámbito del derecho administrativo. 

Fue constituido con una natural dependencia del Ejecutivo federal, sus magistrados eran nombrados por él y 
su ejercicio presupuestal era asfixiado por la Secretaría de Hacienda. Eso le valió —inclusive— que, al igual 
que otros tribunales, fuera señalado por la doctrina como tribunal administrativo, en su connotación 
burocrática, y no precisamente por la materia de su competencia. 

Afortunadamente, tan importante órgano jurisdiccional, virtud a las reformas del Congreso, ha venido 
superando estas etapas, ensanchando su competencia y ganando cada vez una mayor autonomía. 

Ahora, el tribunal ya no es sólo un órgano para impugnar las resoluciones fiscales y administrativas, sino que 
está a punto de dar un gran salto hacia la jurisdicción autónoma, con la acción y el juicio de 
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responsabilidades, a partir de la reforma constitucional de noviembre pasado —cuyas generalidades me 
permití señalar en una intervención anterior en este podium— al proponer a ustedes la necesaria iniciativa de 
reforma complementaria. 

Esto es, deberán adecuarse y reformarse para la eficacia de la ley —cuyo dictamen hoy votamos— tres leyes 
más que son: la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley de Responsabilidades 
Administrativas y, por supuesto, la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

En responsable y unánime criterio, la Comisión de Justicia de esta Legislatura —como se ha dicho acá— 
entró al análisis de la minuta del Senado, para transformar radicalmente su ley orgánica, oyendo incluso la 
comparecencia de sus magistrados de su Sala Superior. 

De estas discusiones se deben destacar, como principales aportaciones alcanzadas en el dictamen, las 
siguientes: 

Surge un aumento de su esfera autonómica Se introduce novedosamente su competencia material, para 
conocer de diversos juicios. Se conforma una Junta de Gobierno de Administración. Se apuntala una mayor 
vigilancia de los recursos asignados y de esta manera se le pretende una mayor desvinculación de la 
Secretaría de Hacienda, se crean dos magistraturas de Sala Superior para un total de 13, cuya designación la 
deben compartir el Ejecutivo, el Legislativo y el propio Tribunal; se amplía su ejercicio del cargo a 15 años; se 
crea un Sistema Profesional de Carrera Jurisdiccional y, ahora el domicilio legal fiscal del demandante será la 
referencia de la competencia territorial. 

Esta Cámara puede coincidir, si encuentra la empatía de ustedes, con el interés de la colegisladora, para 
actuar por la vía institucional, la impartición de justicia administrativa sustentada en los principios de eficiencia, 
capacidad y experiencia. 

Mi grupo parlamentario solicita a todos ustedes, a todas ustedes, su voto decidido a favor de este dictamen, el 
cual con las modificaciones aportadas por la Cámara de Diputados, hallará —estamos seguros— el eco 
necesario en la Cámara de Senadores. 

Y finalmente, quiero informar a esta Asamblea, este día se está verificando en la conocida Universidad La 
Salle, por cierto en un foro con la presencia de funcionarios de la Secretaría de la Función Pública, del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, del Senado, un importante foro donde me permití, por la 
mañana, a nombre de mi grupo parlamentario, presentar estos avances que venimos desarrollando en la 
materia. Por su atención, muchas gracias. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gracias, diputado Lescieur. Tiene la palabra el diputado 
Victorio Rubén Montalvo Rojas, del grupo parlamentario del PRD. 

El diputado Victorio Rubén Montalvo Rojas: Con su venia, señor Presidente. Vengo a nombre del grupo 
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, a fijar posición respecto de esta trascendental 
reforma al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Efectivamente, al seno de la Comisión se desarrolló una discusión muy seria, vasta, responsable. 
Convencimos, nos convencieron, tenemos la intención de votar en lo general a favor; sin embargo, 
mantenemos también una reserva respecto del artículo séptimo transitorio, que al seno de la Comisión 
indudablemente generó suspicacia y no sólo al seno de la Comisión; también al seno del mismo Tribunal. 

Y es importante resaltarlo porque este Tribunal, como todos sabemos, sigue siendo dependiente; es un 
apéndice, desafortunadamente, del Poder Ejecutivo. Hoy, un ciudadano que impugne cualquier resolución 
administrativa se encuentra con que la misma resolución recae en el Poder Ejecutivo. 

Quisiéramos haber visto una reforma que equiparara o que dotara de autonomía plena, que se incorporase al 
Poder Judicial de la Federación; sin embargo, a valoración de nuestro grupo parlamentario, hay avances 
significativos; efectivamente se crean facultades nuevas, se dota de presupuesto, de una cierta autonomía, de 
una desvinculación de la Secretaría de Hacienda, y esperamos que este camino nos lleve finalmente a cortar 
el cordón umbilical del Poder Ejecutivo. 
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Sin embargo, quisiera alertar en términos de la reserva que hará nuestro grupo parlamentario del artículo 
séptimo —como lo anuncié—, en el sentido de que tenemos un temor fundado de que esta reforma lleve 
nombre y lleve destinatario. 

El mismo Tribunal llegó a la Comisión de Justicia dividido; llegaron magistrados con posiciones diversas. 
Destacaban dos, en términos de la interpretación que se le da al artículo séptimo transitorio, con relación a la 
permanencia de magistrados que hoy detentan su cargo y tenemos fundado cuestionamiento, porque hemos 
sabido de intenciones de introducir en el Tribunal a destacados litigantes o cercanos litigantes a los 
despachos de Diego Fernández de Cevallos, de Fauzi Hamdan, en fin. 

Esto sí lo queremos dejar claro, lo vamos a reservar, pero no quisiéramos dejar la percepción de que estamos 
en contra de esta ley únicamente por eso; lo vamos a dejar muy claro para que sea la opinión pública, los 
litigantes y todo aquel ciudadano que llegue a solicitar justicia administrativa, que sean vigilantes de las 
acciones que se tomen en términos del nombramiento de futuros magistrados. 

Estamos a favor de que efectivamente, el Tribunal sea dotado de presupuesto autónomo, de que se puedan 
emprender acciones en aras de establecer la transparencia, de que se otorgue al Pleno la posibilidad de 
abocarse a la atención de asuntos jurisdiccionales. En eso estamos de acuerdo y contarán con nuestro voto 
en lo general, a favor; sin embargo, haremos la reserva que acabo de mencionar. Muchas gracias. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gracias, diputado Montalvo. Tiene la palabra el señor 
diputado Jesús de León Tello, del grupo parlamentario de Acción Nacional. 

El diputado Jesús de León Tello: Con su permiso, señor Presidente. Antes de dar inicio al posicionamiento 
del grupo parlamentario de Acción Nacional, quiero precisar que el artículo séptimo transitorio de la ley del 
dictamen que está a discusión habla de la posibilidad de continuar, previa evaluación de los magistrados que 
actualmente están en funciones, no tiene que ver, no tiene nada que ver la autonomía del Tribunal, toda vez 
que la autonomía viene desde la Constitución en el artículo 73. 

Creo que el artículo 7o. es muy claro, que previa evaluación que tengan los magistrados al concluir para el 
periodo que fueron designados, podrán —previa evaluación— ser nuevamente propuestos para que sean 
ratificados en el cargo de magistrados, que no tiene que ver nada con la autonomía del Tribunal. 

Hecho lo anterior quiero pedir el voto a favor de todos los legisladores en este dictamen, toda vez que la 
importancia del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, dentro del sistema jurisdiccional 
mexicano, se plasmó en la exposición de motivos de ley que lo creó. 

Se deseaba desde el inicio, que este Tribunal Administrativo se convirtiera en el órgano que prestigiará en 
México la impartición de la justicia administrativa. 

El Tribunal ha ido evolucionando y se le ha dotado de nuevas competencias, con el objeto de ampliar los 
supuestos en que los particulares antes de recurrir ante el Poder Judicial de la Federación acudan ante una 
instancia administrativa plenamente autónoma. El objetivo es claro, revisar los actos de la administración 
pública federal que les producen un perjuicio o alteración en su esfera jurídica. 

Bajo esa perspectiva de origen, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa ha cumplido fielmente el 
alto encargo de ser custodio de la legalidad de los actos de la administración pública, en aquellas materias de 
su competencia. 

Recordemos que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es un órgano jurisdiccional autónomo, 
que en términos del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos tiene a su cargo 
dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública federal y los particulares. 

Acción Nacional tiene claro que el desarrollo del país requiere de instituciones fuertes, sólidas y 
comprometidas con la sociedad mexicana. Por lo que el pasado 10 de febrero de 2006, los entonces 
senadores del grupo parlamentario de Acción Nacional, Héctor Larios Córdoba y Jorge Zermeño Infante, 
presentaron e impulsaron la iniciativa de la nueva Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa; la cual, entre sus principales objetivos, busca reconocerlo como un tribunal de lo contencioso 
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administrativo, con la fortaleza y profesionalización que una institución de tal importancia debe tener en todo 
momento. 

El pasado 19 de abril la Cámara de Diputados recibió la minuta de la colegisladora que contenía la iniciativa 
de la nueva ley. Consideramos que es de vital importancia promover y alentar todas aquellas reformas que 
vengan a actualizar y mejorar nuestras instituciones jurídicas, tal y como la reforma que hoy se impulsa que 
contiene, entre otras, las siguientes características principales: 

Que sea el domicilio fiscal del actor el que se tome como base para fijar la competencia territorial de las salas 
regionales del Tribunal; la creación de la Junta de Gobierno y Administración; se modifica la integración de la 
Sala Superior; la creación de cinco magistrados supernumerarios; amplía la duración del cargo de los 
magistrados; crea un sistema profesional de carrera jurisdiccional, lo cual permite una mayor capacitación y 
mejor calidad de las actuaciones del tribunal; crea las salas regionales especializadas; una mayor 
competencia en materia del tribunal y el boletín procesal para notificar las resoluciones y acuerdos. 

Sin duda, la reforma refleja claramente el sentir institucional de los legisladores de Acción Nacional, así como 
el compromiso que tenemos respecto de la profesionalización de nuestras instituciones gubernamentales, 
jurídicas y políticas, siempre con la intención de elevar el estado de derecho y posicionar a México como un 
país de instituciones sólidas y a la vanguardia en la modernización y profesionalismo de todos y cada uno de 
los órganos de nuestra nación. 

Finalmente, reconocemos ampliamente a los señores legisladores de la Comisión de Justicia que en un 
ejercicio de pluralidad y consenso votaron a favor de la iniciativa que hoy presentamos, la cual constituye el 
reflejo de un diálogo y de una gran apertura al interior de este honorable recinto legislativo. Es cuanto, señor 
Presidente. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gracias, diputado Jesús de León Tello. Consulte la 
Secretaría a la Asamblea si el dictamen se encuentra suficientemente discutido en lo general. 

El Secretario diputado José Gildardo Guerrero Torres: Por instrucciones de la Presidencia, en votación 
económica, se consulta a la Asamblea si el dictamen se encuentra suficientemente discutido en lo general: las 
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo (votación), gracias; las diputadas y 
los diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo (votación). Señor Presidente, mayoría por la 
afirmativa. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Suficientemente discutido. Esta Presidencia informa a la 
Asamblea que se ha reservado para la discusión en lo particular el artículo 7o transitorio, por la diputada Alliet 
Mariana Bautista Bravo. Se pregunta a la Asamblea si hay algún otro diputado que desee reservar algún otro 
artículo. 

En consecuencia, se pide a la Secretaría se abra el sistema electrónico hasta por 10 minutos para proceder a 
la votación en lo general y en lo particular de los artículos no reservados. 

El Secretario diputado José Gildardo Guerrero Torres: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 
del Reglamento Interior, ábrase el sistema electrónico por 10 minutos para proceder a la votación en lo 
general y en lo particular de los artículos no impugnados. 

(Votación) 

Señor Presidente, se emitieron 2 votos en contra, 1 abstención y 362 votos en pro. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Aprobados en lo general y en lo particular los artículos no 
impugnados por 362 votos. Para la reserva en lo particular, tiene la palabra la diputada Alliet Mariana Bautista 
Bravo, del grupo parlamentario del PRD, para hablar sobre el artículo 7o. transitorio. 

La diputada Alliet Mariana Bautista Bravo: Gracias, señor Presidente. Los suscritos diputadas y diputados 
del grupo parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, como integrantes de esta LX Legislatura de 
la Cámara de Diputados y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 124, 125 y 133 del Reglamento 
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para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, formulamos reserva con 
relación al dictamen con proyecto de decreto de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, al tenor de las siguientes 

Consideraciones 

Reconocemos al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa como aquel órgano que tiene como 
principal función la impartición de justicia, en específico donde un particular o gobernado se enfrenta a la 
administración pública federal para tratar de obtener la nulidad de un acto de autoridad que le cause una 
afectación en su esfera jurídica. 

Reconocemos la aceptación de modificaciones planteadas por nuestro grupo parlamentario ante el pleno de la 
Comisión de Justicia de esta Cámara de Diputados; sin embargo consideramos que sería inapropiado aprobar 
el artículo séptimo transitorio, toda vez que establece que los magistrados del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa que a la entrada en vigor de la presente Ley se encuentren en ejercicio de sus cargos, 
continuarán en ellos hasta concluir el periodo para el cual fueron designados. 

De acuerdo con la Ley que se abroga, al término de dicho periodo entregarán la magistratura sin perjuicio de 
que el Tribunal pueda proponerlos previa evaluación de su desempeño, para ser nombrados como 
magistrados en términos de lo dispuesto por esta Ley. 

De la lectura de este artículo transitorio, se aprecia que cuando menos tiene dos problemas serios: 

Primero. Con base en la redacción del transitorio propuesto, los magistrados del Tribunal que fueron 
propuestos con la Ley vigente, no tendrían la misma oportunidad para cumplir con los años establecidos en 
esa misma Ley que los propuestos con la nueva Ley, lo cual sería violatorio de la garantía de igualdad 
establecida en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que establece que se debe dar 
un trato igual a los iguales y en ese sentido, tanto los magistrados propuestos por la Ley vigente como los 
propuestos por esta Ley, deben estar en igualdad de circunstancias para el ejercicio de sus funciones. 

Segundo. ¿Quién o qué órgano evaluaría el desempeño de los magistrados, no obstante que la evaluación se 
realice por la Junta de Gobierno y Administración del propio Tribunal? Lo trascendental es quién decide sobre 
la permanencia de los magistrados. No debe pasar desapercibido que una de las últimas resoluciones 
emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, otorgó el amparo a siete magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia del estado de Jalisco, por violaciones cometidas a sus garantías individuales por una 
reforma del Congreso local, donde se señalaba que los magistrados serían evaluados por ellos mismos y el 
Congreso decidiría si los mismos eran ratificados o separados de su encargo. 

Este mismo asunto derivó en una controversia constitucional por invasión de competencias del Poder 
Legislativo de Jalisco en contra del Poder Judicial de la misma entidad. Dicha controversia fue resuelta por el 
pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, declarando inconstitucional dicha reforma. 

Es necesaria la adecuación para que no se perjudique a los magistrados actuales y a los que están en 
proceso de ratificación. Esta propuesta coincide con la de la mayoría de los magistrados que acudieron a 
solicitud de la Comisión de Justicia, el pasado 21 de noviembre. 

Por las razones anteriormente expuestas, nuestra propuesta del séptimo transitorio es la siguiente: 

Séptimo transitorio. Los magistrados de la Sala Superior y de las Salas Regionales que a la entrada en vigor 
de la presente Ley se encuentren en ejercicio de sus cargos, continuarán en ellos hasta concluir el periodo al 
que se refiere el artículo quinto de esta Ley. 

Por su atención gracias, y esperamos, de igual manera, que pueda tenerse la mayoría para darle la 
inmovilidad a los magistrados y garantizar que los magistrados que estén en este alto Tribunal, puedan tener 
la capacidad y que tengan una carrera jurisdiccional y no violar este derecho constitucional. Por su atención, 
gracias. 
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El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Consulte la Secretaría a la Asamblea si se admite la 
modificación propuesta por la diputada Alliet Mariana Bautista Bravo, al artículo séptimo transitorio. 

El Secretario diputado José Gildardo Guerrero Torres: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la 
Asamblea, en votación económica, si se admite la modificación propuesta por la diputada Alliet Mariana al 
artículo séptimo transitorio: las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo 
(votación), gracias; las diputadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo (votación), 
gracias. Señor Presidente, mayoría por la negativa. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Se desecha. Consulte la Secretaría a la Asamblea si se 
encuentra suficientemente discutido en lo particular. 

El Secretario diputado José Gildardo Guerrero Torres: Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a 
la Asamblea si se encuentra suficiente discutido: las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa 
sírvanse manifestarlo (votación), gracias; las diputadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse 
manifestarlo (votación), gracias. Señor Presidente, mayoría por la afirmativa. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Suficientemente discutido. Se pide a la Secretaría abra el 
sistema electrónico hasta por tres minutos para proceder a la votación del artículo séptimo transitorio 
reservado y todos los demás artículos. 

El Secretario diputado José Gildardo Guerrero Torres: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 
del Reglamento Interior. Ábrase el sistema electrónico por tres minutos para proceder a la votación nominal 
del artículo séptimo transitorio en los términos del dictamen. 

(Votación) 

El Secretario diputado José Gildardo Guerrero Torres: Ciérrese el sistema de votación electrónico. Señor 
Presidente, se emitieron 245 votos en pro, 79 votos en contra y 4 abstenciones. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa;  

Se devuelve al Senado para los efectos del inciso e) del artículo 72 constitucional. 
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29-03-2007 
Cámara de Senadores. 
MINUTA proyecto de decreto por el que se expide la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa. 
Se turnó a las Comisiones Unidas de Justicia; y de Estudios Legislativos. 
Gaceta Parlamentaria, 29 de marzo de 2007. 
 
 
OFICIO CON EL QUE REMITE MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY 
ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, PARA LOS EFECTOS 
DEL INCISO E) DEL ARTÍCULO 72 CONSTITUCIONAL.  
 

MESA DIRECTIVA 
LX LEGISLATURA 

Oficio No.: D.G.P.L. 60-II-4-487 
EXP. NUM.:5515 LIX 

 
CC. Secretarios de la 
H. Cámara de Senadores, 
Presente. 

Tenemos el honor de devolver a ustedes para los efectos del inciso e), del artículo 72 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el expediente con la Minuta Proyecto de Decreto que expide la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, aprobado en esta fecha por la Cámara de 
Diputados del Honorable Congreso de la Unión.  

México, D.F., a 28 de marzo de 2007. 

DIP. JOSÉ GILDARDO GUERRERO TORRES.- Secretario 

DIP. MA. MERCEDES MACIEL ORTIZ.- Secretaria 

 

 

M I N U T A 

P R O Y E C T O 

D E 

D E C R E T O 

POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL 

FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se expide la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.  

CAPÍTULO I 

De la Naturaleza e Integración del Tribunal 
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ARTÍCULO 1.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es un tribunal de lo contencioso-
administrativo, dotado de plena autonomía para dictar sus fallos, con la organización y atribuciones que esta 
Ley establece.  

El proyecto de presupuesto del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa será aprobado por el Pleno 
de su Sala Superior con sujeción a las disposiciones contenidas en la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y será enviado a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su 
incorporación, en los términos de los criterios generales de política económica, en el proyecto de Presupuesto 
de Egresos de la Federación. Una vez aprobado su presupuesto, el Tribunal lo ejercerá directamente.  

ARTÍCULO 2.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se integra por:  

l. La Sala Superior;  

II. Las Salas Regionales, y  

III. La Junta de Gobierno y Administración.  

ARTÍCULO 3.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa tendrá los servidores públicos 
siguientes:  

l. Magistrados de Sala Superior;  

II. Magistrados de Sala Regional;  

III. Magistrados Supernumerarios de Sala Regional;  

IV. Secretario General de Acuerdos;  

V. Secretarios Adjuntos de Acuerdos de las Secciones;  

VI. Secretarios de Acuerdos de Sala Superior;  

VII. Secretarios de Acuerdos de Sala Regional;  

VIII. Actuarios;  

IX. Oficiales Jurisdiccionales;  

X. Contralor Interno;  

XI. Secretarios Técnicos, Operativos o Auxiliares;  

XII. Director del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa, y  

XIII. Los demás que con el carácter de mandos medios y superiores señale el Reglamento Interior del Tribunal 
y se encuentren previstos en el presupuesto autorizado.  

Los servidores públicos a que se refieren las fracciones anteriores serán considerados personal de confianza.  

El Tribunal contará además con el personal profesional, administrativo y técnico necesario para el desempeño 
de sus funciones, de conformidad con lo que establezca su presupuesto.  

ARTÍCULO 4.- El Presidente de la República, con la aprobación de la Cámara de Senadores, nombrará a los 
Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  
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En los recesos de la Cámara de Senadores, los nombramientos de Magistrados que haga el Presidente de la 
República serán sometidos a la aprobación de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión.  

ARTÍCULO 5.- Los Magistrados de Sala Superior serán nombrados por un periodo de quince años 
improrrogables, los que se computarán a partir de la fecha de su nombramiento.  

Los Magistrados de Sala Regional y los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional serán nombrados por 
un periodo de diez años, los que se computarán a partir de la fecha de su nombramiento.  

Las personas que hayan concluido el periodo para el que fueron nombradas como Magistrados de Sala 
Regional, podrán ser consideradas para nuevos nombramientos.  

Las personas que hayan concluido el periodo para el que fueron nombradas como Magistrados 
Supernumerarios de Sala Regional, no podrán ser nombradas nuevamente para ocupar dicho encargo.  

ARTÍCULO 6.- Para ser Magistrado del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se requiere lo 
siguiente:  

l. Ser mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad;  

II. Estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y políticos;  

III. Ser mayor de treinta y cinco años de edad a la fecha del nombramiento;  

IV. Contar con notoria buena conducta;  

V. Ser licenciado en derecho con título registrado, expedido cuando menos diez años antes del 
nombramiento, y  

VI. Contar como mínimo con ocho años de experiencia en materia fiscal o administrativa.  

ARTÍCULO 7.- Durante el ejercicio de sus cargos, los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa únicamente podrán ser privados de los mismos por el Presidente de la República, en los casos 
de responsabilidad en términos de las disposiciones aplicables, o cuando dejen de satisfacer los requisitos 
previstos en el artículo 6 de esta Ley, previo procedimiento seguido ante la Junta de Gobierno y 
Administración y resuelto por el Pleno de la Sala Superior.  

Son causas de retiro forzoso de los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
padecer incapacidad física o mental para desempeñar el cargo, así como cumplir setenta y cinco años de 
edad.  

ARTÍCULO 8.- En los casos en que los Magistrados estén por concluir el periodo para el que hayan sido 
nombrados, el Presidente del Tribunal, con tres meses de anticipación, comunicará esta circunstancia al 
Presidente de la República y, en su caso, someterá a su consideración la propuesta que previamente haya 
aprobado el Pleno de la Sala Superior.  

Las faltas definitivas de Magistrados ocurridas durante el periodo para el cual hayan sido nombrados, se 
comunicarán de inmediato al Presidente de la República por el Presidente del Tribunal, quien someterá a su 
consideración la propuesta que, en su caso, haya aprobado el Pleno de la Sala Superior, para que se proceda 
a los nombramientos de los Magistrados que las cubran.  

Las faltas definitivas de Magistrados de las Salas Regionales serán cubiertas provisionalmente por los 
Magistrados Supernumerarios de Sala Regional adscritos por la Junta de Gobierno y Administración, hasta en 
tanto se realice un nuevo nombramiento en los términos de este artículo.  
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Las faltas temporales hasta por un mes de los Magistrados de las Salas Regionales se suplirán por el primer 
secretario del Magistrado ausente. Las faltas temporales superiores a un mes serán cubiertas por los 
Magistrados Supernumerarios de Sala Regional.  

El Reglamento Interior del Tribunal establecerá las normas para el turno y reasignación de expedientes en los 
casos de faltas temporales, excusas o recusaciones de los Magistrados de la Sala Superior.  

ARTÍCULO 9.- El Tribunal contará con cinco Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, que cubrirán las 
faltas de los Magistrados de Sala Regional en los casos previstos en esta Ley, y sustituirán a los dos 
Magistrados de Sala Regional que se integren a la Junta de Gobierno y Administración, durante su encargo.  

Los Magistrados Supernumerarios, durante el tiempo que no cubran las faltas señaladas en el párrafo 
anterior, deberán desempeñar las tareas que les encomiende el Pleno de la Sala Superior.  

ARTÍCULO 10.- El Tribunal contará con un sistema profesional de carrera jurisdiccional, basado en los 
principios de eficiencia, capacidad y experiencia, el cual comprenderá a los servidores públicos a que 
se refieren las fracciones VI a IX del artículo 3 de esta Ley.  

El sistema abarcará las fases de ingreso, promoción, permanencia y retiro de dichos servidores 
públicos, de manera que se procure la excelencia por medio de concursos y evaluaciones periódicas, 
y de acuerdo con los procedimientos y criterios establecidos en el Estatuto correspondiente.  

Con base en lo previsto en este artículo, el Tribunal establecerá y regulará, mediante disposiciones 
generales, el sistema de carrera de los servidores públicos previstos en las fracciones XI y XIII del 
artículo 3 de esta Ley.  

ARTÍCULO 11.- Para ser Secretario de Acuerdos se requiere:  

l. Ser mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad;  

II. Ser mayor de veinticinco años de edad;  

III. Contar con reconocida buena conducta;  

IV. Ser licenciado en derecho con título debidamente registrado, y  

V. Contar como mínimo con tres años de experiencia en materia fiscal o administrativa.  

Los Actuarios deberán reunir los mismos requisitos que para ser Secretario de Acuerdos, salvo el 
relativo a la experiencia, que será como mínimo de dos años en materia fiscal o administrativa.  

Los Oficiales Jurisdiccionales deberán ser mexicanos, mayores de dieciocho años, pasantes en 
derecho y de reconocida buena conducta.  

ARTÍCULO 12.- Los Magistrados, Secretarios, Actuarios y Oficiales Jurisdiccionales estarán impedidos 
para desempeñar cualquier otro cargo o empleo, público o privado, excepto los de carácter docente u 
honorífico.  

También estarán impedidos para ejercer su profesión, salvo en causa propia, de su cónyuge, 
concubina o concubinario, adoptante o adoptado, o de sus parientes por consanguinidad hasta el 
cuarto grado.  

ARTÍCULO 13.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa contará con un registro de 
peritos, que lo auxiliarán con el carácter de peritos terceros, como profesionales independientes, los 
cuales deberán tener título debidamente registrado en la ciencia o arte a que pertenezca la cuestión 
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sobre la que deba rendirse el peritaje o proporcionarse la asesoría, si la profesión o el arte estuvieren 
legalmente reglamentados y, si no lo estuvieren, deberán ser personas versadas en la materia.  

Para la integración del registro y permanencia en el mismo, así como para la designación, aceptación 
del cargo y pago de los honorarios de los peritos, se estará a los lineamientos que señale el 
Reglamento Interior del Tribunal.  

CAPÍTULO II 

De la Competencia Material del Tribunal 

ARTÍCULO 14.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que se 
promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que se indican 
a continuación:  

l. Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos fiscales autónomos, en que se 
determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su 
liquidación;  

II. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal de la Federación, 
indebidamente percibido por el Estado o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes 
fiscales;  

III. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas federales;  

IV. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;  

V. Las que nieguen o reduzcan las pensiones y demás prestaciones sociales que concedan las leyes 
en favor de los miembros del Ejército, de la Fuerza Aérea y de la Armada Nacional o de sus familiares 
o derechohabientes con cargo a la Dirección de Pensiones Militares o al erario federal, así como las 
que establezcan obligaciones a cargo de las mismas personas, de acuerdo con las leyes que otorgan 
dichas prestaciones.  

Cuando para fundar su demanda el interesado afirme que le corresponde un mayor número de años de 
servicio que los reconocidos por la autoridad respectiva, que debió ser retirado con grado superior al 
que consigne la resolución impugnada o que su situación militar sea diversa de la que le fue 
reconocida por la Secretaría de la Defensa Nacional o de Marina, según el caso; o cuando se versen 
cuestiones de jerarquía, antigüedad en el grado o tiempo de servicios militares, las sentencias del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa sólo tendrán efectos en cuanto a la determinación 
de la cuantía de la prestación pecuniaria que a los propios militares corresponda, o a las bases para 
su depuración;  

VI. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario federal o al Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado;  

VII. Las que se dicten en materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos de 
obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal;  

VIII. Las que nieguen la indemnización o que, por su monto, no satisfagan al reclamante y las que 
impongan la obligación de resarcir los daños y perjuicios pagados con motivo de la reclamación, en 
los términos de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado o de las leyes 
administrativas federales que contengan un régimen especial de responsabilidad patrimonial del 
Estado;  

IX. Las que requieran el pago de garantías a favor de la Federación, el Distrito Federal, los Estados o 
los Municipios, así como de sus entidades paraestatales;  
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X. Las que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la Ley de Comercio Exterior;  

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, 
a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo;  

XII. Las que decidan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las 
demás fracciones de este artículo;  

XIII. Las que se funden en un tratado o acuerdo internacional para evitar la doble tributación o en 
materia comercial, suscrito por México, o cuando el demandante haga valer como concepto de 
impugnación que no se haya aplicado en su favor alguno de los referidos tratados o acuerdos;  

XIV. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el 
transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal de la Federación, la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las 
que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución positiva ficta, 
cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.  

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere 
afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa, 
y  

XV. Las señaladas en las demás leyes como competencia del Tribunal.  

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas 
cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa.  

El Tribunal conocerá, además de los juicios que se promuevan contra los actos administrativos, 
decretos y acuerdos de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o 
cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación.  

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que promuevan las 
autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, 
siempre que dichas resoluciones sean de las materias señaladas en las fracciones anteriores como de 
su competencia.  

ARTÍCULO 15.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios en 
materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos.  

El procedimiento para conocer de estos juicios será el que señale la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo.  

CAPÍTULO III 

De la Sala Superior 

Sección I 

De su Integración 

ARTÍCULO 16.- La Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se compondrá de 
trece Magistrados especialmente nombrados para integrarla, de los cuales once ejercerán funciones 
jurisdiccionales y dos formarán parte de la Junta de Gobierno y Administración, durante los periodos que 
señala esta Ley.  
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La Sala Superior del Tribunal actuará en Pleno o en dos Secciones. Los dos Magistrados de Sala Superior 
que formen parte de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal, no integrarán el Pleno ni las 
Secciones por el tiempo que dure su encargo en dicha Junta, salvo en los casos previstos en las fracciones I, 
II, III, IV y V del artículo 18 de esta Ley.  

Sección II 

Del Pleno 

ARTÍCULO 17.- El Pleno estará integrado por el Presidente del Tribunal y por diez Magistrados de Sala 
Superior.  

ARTÍCULO 18.- Son facultades del Pleno, las siguientes:  

l. Elegir de entre los Magistrados de Sala Superior al Presidente del Tribunal;  

II. Aprobar y expedir el Reglamento Interior del Tribunal en el que se deberán incluir entre otros aspectos, las 
regiones, sede y número de Salas Regionales, así como las materias específicas de competencia de las 
Secciones de la Sala Superior o de las Salas Regionales y los criterios conforme a los cuales se ejercerá la 
facultad de atracción;  

III. Expedir el Estatuto de Carrera a que se refiere el párrafo segundo del artículo 11 de esta Ley;  

IV. Elegir a los Magistrados de Sala Superior y de Sala Regional que se integrarán a la Junta de Gobierno y 
Administración conforme a lo previsto por el artículo 40 de esta Ley;  

V. Aprobar y someter a consideración del Presidente de la República la propuesta para el nombramiento de 
Magistrados del Tribunal, previa evaluación de la Junta de Gobierno y Administración;  

VI. Fijar y, en su caso, cambiar la adscripción de los Magistrados de las Secciones;  

VII. Designar al Secretario General de Acuerdos, a los Secretarios Adjuntos de las Secciones y al Contralor 
Interno, a propuesta del Presidente del Tribunal;  

VIII. Resolver todas aquellas situaciones que sean de interés para el Tribunal y cuya resolución no esté 
encomendada a algún otro de sus órganos;  

IX. Establecer, modificar y suspender la jurisprudencia del Tribunal conforme a las disposiciones legales 
aplicables, aprobar las tesis y los rubros de los precedentes y ordenar su publicación en la Revista del 
Tribunal;  

X. Resolver los juicios con características especiales, en términos de las disposiciones aplicables, incluidos 
aquéllos que sean de competencia especial de las Secciones;  

XI. Dictar sentencia interlocutoria en los incidentes y recursos que procedan en contra de los actos emitidos 
en el procedimiento seguido ante el Presidente del Tribunal para poner en estado de resolución un juicio 
competencia del Pleno, inclusive cuando se controvierta la notificación de los actos emitidos por éste, así 
como resolver la aclaración de sentencia, la queja relacionada con el cumplimiento de las resoluciones y 
determinar las medidas que sean procedentes;  

XII. Ordenar que se reabra la instrucción, cuando se amerite en términos de las disposiciones aplicables;  

XIII. Resolver sobre las excusas, excitativas de justicia y recusaciones de los Magistrados del Tribunal y 
respecto a los Magistrados de Sala Regional designar de entre los Secretarios a quienes deban sustituirlos;  
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XIV. Dictar sentencia definitiva en los juicios promovidos por los Magistrados del Tribunal, en contra de 
sanciones impuestas por la Junta de Gobierno y Administración, en aplicación de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y someter a la consideración del Presidente de 
la República la destitución de un Magistrado, en los términos del artículo 7 de esta Ley;  

XV. Las que se funden en un Tratado o Acuerdo Internacional para evitar la doble tributación o en materia 
comercial, suscrito por México, o cuando el demandante haga valer como concepto de impugnación que no se 
haya aplicado en su favor alguno de los referidos Tratados o Acuerdos, y  

XVI. Las demás que establezcan las leyes.  

ARTÍCULO 19.- Para la validez de las sesiones del Pleno se requerirá, cuando menos, la presencia de siete 
Magistrados y los debates serán dirigidos por el Presidente del Tribunal.  

ARTÍCULO 20.- Las sesiones serán públicas, excepto cuando la mayoría de los Magistrados presentes 
acuerde su privacidad, atendiendo a la naturaleza del caso a resolver, o en los supuestos previstos en las 
fracciones I a IX del artículo 18 de esta Ley.  

ARTÍCULO 21.- Las resoluciones del Pleno se tomarán por mayoría de votos de los Magistrados presentes, 
quienes no podrán abstenerse de votar sino cuando tengan impedimento legal. En caso de empate, el asunto 
se diferirá para la sesión en que asista la totalidad de sus miembros o tenga una composición impar. Cuando 
no se apruebe un proyecto por dos veces, se cambiará de ponente.  

Cuando se resuelva sobre el criterio de interpretación y aplicación de una ley, que deba asumir el carácter de 
precedente o de jurisprudencia, el Pleno aprobará la tesis y el rubro correspondientes para su publicación.  

Sección III 

De las Secciones 

ARTÍCULO 22.- Las Secciones estarán integradas por cinco Magistrados de Sala Superior, adscritos a cada 
una de ellas por el Pleno.  

El Presidente del Tribunal no integrará Sección, salvo cuando sea requerido para integrarla ante la falta de 
quórum, en cuyo caso presidirá las sesiones, o cuando la Sección se encuentre imposibilitada para elegir su 
Presidente, en cuyo caso el Presidente del Tribunal fungirá provisionalmente como Presidente de la Sección, 
hasta que se logre la elección.  

ARTÍCULO 23.- Son facultades de las Secciones, las siguientes:  

l. Dictar sentencia definitiva en los juicios que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la Ley de 
Comercio Exterior, a excepción de aquéllos en los que se controvierta exclusivamente la aplicación de cuotas 
compensatorias;  

II. Resolver los juicios con características especiales, en términos de las disposiciones aplicables;  

III. Dictar sentencia interlocutoria en los incidentes y recursos que procedan en contra de los actos emitidos en 
el procedimiento seguido ante el Presidente de la Sección para poner en estado de resolución un asunto 
competencia de la propia Sección, inclusive cuando se controvierta la notificación de los actos emitidos por 
ésta, así como resolver la aclaración de sentencias, la queja relacionada con el cumplimiento de las 
resoluciones y determinar las medidas que sean procedentes;  

IV. Ordenar que se reabra la instrucción, cuando se amerite en términos de las disposiciones aplicables;  

V. Dictar sentencia definitiva en los juicios promovidos por los Secretarios, Actuarios y demás personal del 
Tribunal, en contra de sanciones impuestas por la Junta de Gobierno y Administración, en aplicación de la Ley 
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos;  
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VI. Establecer, suspender y modificar la jurisprudencia de la Sección y apartarse de ella, conforme a las 
disposiciones legales aplicables, aprobar las tesis y los rubros de los precedentes y ordenar su publicación en 
la Revista del Tribunal;  

VII. Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las Salas Regionales, y  

VIII. Resolver los demás asuntos que establezcan las leyes.  

ARTÍCULO 24.- Para la validez de las sesiones de la Sección se requerirá la presencia de cuatro Magistrados 
y los debates serán dirigidos por el Presidente de la Sección.  

ARTÍCULO 25.- Las resoluciones de una Sección se tomarán por mayoría de votos de los Magistrados 
presentes, quienes no podrán abstenerse de votar sino cuando tengan impedimento legal. En caso de 
empate, el asunto se diferirá para la sesión en que asista la totalidad de sus miembros. Cuando no se apruebe 
un proyecto por dos veces, se cambiará de ponente.  

Las sesiones de las Secciones serán públicas, salvo aquéllas en las que se designe a su Presidente, se 
ventilen cuestiones que afecten la moral o el interés público, o la ley exija que sean privadas, así como 
aquéllas en que la mayoría de los Magistrados presentes acuerden su privacidad.  

ARTÍCULO 26.- Los Presidentes de las Secciones serán designados por los integrantes de la Sección 
correspondiente en la primera sesión de cada año, la cual será privada. Durará en su cargo un año y no 
podrán ser reelectos para el periodo inmediato siguiente.  

En el caso de faltas temporales de los Presidentes, serán suplidos por los Magistrados de la Sección 
siguiendo el orden alfabético de sus apellidos.  

Si la falta es definitiva, la Sección designará Presidente para concluir el periodo del Presidente faltante. El 
Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser designado Presidente en el 
periodo inmediato siguiente.  

ARTÍCULO 27.- Compete a los Presidentes de las Secciones:  

l. Atender la correspondencia de la Sección, autorizándola con su firma;  

II. Convocar a sesiones, dirigir los debates y conservar el orden en las sesiones;  

III. Autorizar las actas en que se hagan constar las deliberaciones y acuerdos, así como firmar los engroses 
de las resoluciones;  

IV. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo sean 
imputados a la Sección, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos juicios;  

V. Tramitar los incidentes, recursos, aclaraciones de sentencias, así como la queja, cuando se trate de juicios 
que se ventilen ante la Sección;  

VI. Enviar al Presidente del Tribunal las excusas, excitativas de justicia y recusaciones de los Magistrados que 
integren la Sección, para efectos de turno;  

VII. Dictar los acuerdos y providencias de trámite necesarios cuando a juicio de la Sección se beneficie la 
rapidez del proceso;  

VIII. Imponer las medidas de apremio para hacer cumplir las determinaciones de la Sección;  

IX. Ejercer la facultad de atracción de los juicios con características especiales, en términos de las 
disposiciones aplicables, a efecto de someterlos a la Sección para su resolución, y  



 10

X. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables.  

CAPÍTULO IV 

Del Presidente del Tribunal 

ARTÍCULO 28.- El Presidente del Tribunal será electo por el Pleno de la Sala Superior en la primera sesión 
del año siguiente a aquél en que concluya el periodo del Presidente en funciones. Durará en su cargo tres 
años y no podrá ser reelecto para el periodo inmediato siguiente.  

Serán elegibles los Magistrados de Sala Superior cuyos nombramientos cubran el periodo antes señalado.  

ARTÍCULO 29.- En caso de falta temporal, el Presidente será suplido alternativamente, cada treinta días 
naturales, por los Presidentes de las Secciones, siguiendo el orden alfabético de sus apellidos.  

Si la falta es definitiva, el Pleno designará nuevo Presidente para concluir el periodo del Presidente faltante. El 
Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo Presidente en el periodo 
inmediato siguiente.  

ARTÍCULO 30.- Son atribuciones del Presidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, las 
siguientes:  

l. Representar al Tribunal ante toda clase de autoridades y delegar las facultades que el ejercicio de esta 
función requiera en términos de las disposiciones aplicables;  

II. Despachar la correspondencia del Tribunal;  

III. Convocar a sesiones al Pleno de la Sala Superior y a la Junta de Gobierno y Administración, dirigir sus 
debates y conservar el orden en éstas;  

IV. Someter al conocimiento del Pleno de la Sala Superior los asuntos de la competencia del mismo, así como 
aquéllos que considere necesario;  

V. Autorizar, junto con el Secretario General de Acuerdos, las actas en que se hagan constar las 
deliberaciones y acuerdos del Pleno de la Sala Superior, y firmar el engrose de las resoluciones;  

VI. Ejercer la facultad de atracción de los juicios con características especiales, en términos de las 
disposiciones aplicables, a efecto de someterlos al Pleno para su resolución;  

VII. Dictar los acuerdos y providencias de trámite necesarios, cuando se beneficie la rapidez del proceso;  

VIII. Tramitar los incidentes y los recursos, así como la queja, cuando se trate de juicios que se ventilen ante 
el Pleno;  

IX. Imponer las medidas de apremio para hacer cumplir las determinaciones del Pleno;  

X. Presidir las sesiones de la Sección que lo requiera para integrar el quórum;  

XI. Fungir provisionalmente como Presidente de Sección, en los casos en que ésta se encuentre 
imposibilitada para elegir a su Presidente;  

XII. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo sean 
imputados al Pleno, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos juicios;  
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XIII. Tramitar y someter a la consideración del Pleno las excitativas de justicia y recusaciones de los 
Magistrados del Tribunal;  

XIV. Rendir anualmente ante el Pleno de la Sala Superior un informe dando cuenta de la marcha del Tribunal 
y de las principales jurisprudencias establecidas por el Pleno y las Secciones, y  

XV. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables.  

CAPÍTULO V 

De las Salas Regionales 

ARTÍCULO 31.- El Tribunal tendrá Salas Regionales, con jurisdicción en la circunscripción territorial que les 
sea asignada, integradas por tres Magistrados cada una. Las Salas Regionales conocerán de los juicios que 
se promuevan en los supuestos señalados en el artículo 15 de esta Ley, con excepción de los que 
corresponda resolver al Pleno o a las Secciones de la Sala Superior.  

ARTÍCULO 32.- Para los efectos del artículo 31 de esta ley, el territorio nacional se dividirá en regiones con 
los límites territoriales que se determinen en el Reglamento Interior del Tribunal, conforme a los estudios y 
propuesta de la Junta de Gobierno y Administración, con base en las cargas de trabajo y los requerimientos 
de administración de justicia.  

ARTÍCULO 33.- En cada una de las regiones a que se refiere el artículo anterior habrá el número de Salas 
que establezca el Reglamento Interior del Tribunal, en el que también se determinará la sede, su 
circunscripción territorial, la distribución de expedientes, la fecha de inicio de funciones y, en su caso, su 
especialidad.  

ARTÍCULO 34.- Las Salas Regionales conocerán de los juicios por razón de territorio, atendiendo al lugar 
donde se encuentre el domicilio fiscal del demandante, excepto cuando:  

l. Se trate de personas morales que:  

a. Formen parte del sistema financiero, en los términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, o  

b. Tengan el carácter de controladoras o controladas, de conformidad con la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
y determinen su resultado fiscal consolidado.  

II. El demandante resida en el extranjero y no tenga domicilio fiscal en el país, y  

III. Se impugnen resoluciones emitidas por la Administración General de Grandes Contribuyentes del 
Servicio de Administración Tributaria o por las unidades administrativas adscritas a dicha 
Administración General.  

En los casos señalados en estas fracciones, será competente la Sala Regional de la circunscripción territorial 
en que se encuentre la sede de la autoridad que haya dictado la resolución impugnada y, siendo varias las 
resoluciones impugnadas, la Sala Regional de la circunscripción territorial en que se encuentre la sede de la 
autoridad que pretenda ejecutarlas.  

Cuando el demandante resida en territorio nacional y no tenga domicilio fiscal, se atenderá a la ubicación de 
su domicilio particular.  

Si el demandante es una autoridad que promueve la nulidad de alguna resolución administrativa favorable a 
un particular, será competente la Sala Regional de la circunscripción territorial en que se encuentre la sede de 
la autoridad actora.  
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Se presumirá que el domicilio señalado en la demanda es el fiscal salvo que la parte demandada demuestre lo 
contrario.  

ARTÍCULO 35.- Los asuntos cuyo despacho competa a las Salas Regionales serán instruidos por turno por 
los Magistrados que integren la Sala de que se trate. Para la validez de las sesiones de la Sala, será 
indispensable la presencia de los tres Magistrados y para resolver bastará mayoría de votos. 

Las sesiones de las Salas Regionales, así como las diligencias o audiencias que deban practicar serán 
públicas. No obstante, serán privadas las sesiones en que se designe al Presidente de la Sala, se ventilen 
cuestiones administrativas o que afecten la moral o el interés público, o la ley así lo exija.  

ARTÍCULO 36.- Los Presidentes de las Salas Regionales serán designados por los Magistrados que integren 
la Sala en la primera sesión de cada ejercicio, durarán en su cargo un año y no podrán ser reelectos para el 
periodo inmediato siguiente.  

En el caso de faltas temporales, los Presidentes serán suplidos por los Magistrados de la Sala en orden 
alfabético de sus apellidos.  

Si la falta es definitiva, la Sala designará nuevo Presidente para concluir el periodo del Magistrado faltante. El 
Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo Presidente en el periodo 
inmediato siguiente.  

ARTÍCULO 37.- Los Presidentes de las Salas Regionales tendrán las siguientes atribuciones:  

I. Atender la correspondencia de la Sala, autorizándola con su firma;  

II. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo sean 
imputados a la Sala, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos juicios;  

III. Dictar las medidas que exijan el orden, buen funcionamiento y la disciplina de la Sala, exigir que se guarde 
el respeto y consideración debidos e imponer las correspondientes correcciones disciplinarias;  

IV. Enviar al Presidente del Tribunal las excusas, excitativas de justicia y recusaciones de los Magistrados que 
integren la Sala;  

V. Realizar los actos jurídicos o administrativos de la Sala que no requieran la intervención de los otros dos 
Magistrados que la integran;  

VI. Proporcionar oportunamente a la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal los informes sobre el 
funcionamiento de la Sala;  

VII. Dirigir la oficialía de partes y los archivos de la Sala;  

VIII. Verificar que en la sala se aplique en sus términos el Sistema de Control de Juicios;  

IX. Vigilar que sean subsanadas las observaciones formuladas a la Sala Regional durante la última visita de 
inspección;  

X. Proponer a la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal se imponga una multa al actuario que no 
cumpla con sus obligaciones legales durante la práctica de las notificaciones a su cargo, y  

XI. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables.  

ARTÍCULO 38.- Los Magistrados instructores tendrán las siguientes atribuciones:  

I. Admitir, desechar o tener por no presentada la demanda o su ampliación, si no se ajustan a la ley;  
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II. Admitir o tener por no presentada la contestación de la demanda o de su ampliación o, en su caso, 
desecharlas; 

III. Admitir o rechazar la intervención del tercero;  

IV. Admitir, desechar o tener por no ofrecidas las pruebas;  

V. Sobreseer los juicios antes de que se cierre la instrucción, cuando el demandante se desista de la acción o 
se revoque la resolución impugnada, así como en los demás casos que establezcan las disposiciones 
aplicables;  

VI. Admitir, desechar y tramitar los incidentes y recursos que les competan, formular los proyectos de 
resolución, de aclaraciones de sentencia y de resoluciones de queja relacionadas con el cumplimiento de las 
sentencias, y someterlos a la consideración de la Sala;  

VII. Dictar los acuerdos o providencias de trámite necesarios para instruir el juicio, incluyendo la imposición de 
las medidas de apremio necesarias para hacer cumplir sus determinaciones, acordar las promociones de las 
partes y los informes de las autoridades y atender la correspondencia necesaria, autorizándola con su firma;  

VIII. Formular el proyecto de sentencia definitiva y, en su caso, de cumplimiento de ejecutorias;  

IX. Dictar los acuerdos y providencias relativas a las medidas cautelares provisionales en los términos de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, así como proponer a la Sala el proyecto de 
resolución correspondiente a la medida cautelar definitiva que se estime procedente, y  

X. Las demás que les correspondan conforme a las disposiciones legales aplicables.  

CAPÍTULO VI 

De la Junta de Gobierno y Administración 

ARTÍCULO 39.- La Junta de Gobierno y Administración será el órgano del Tribunal que tendrá a su cargo la 
administración, vigilancia, disciplina y carrera jurisdiccional, y contará con autonomía técnica y de gestión para 
el adecuado cumplimiento de sus funciones.  

ARTÍCULO 40.- La Junta de Gobierno y Administración se integrará por:  

I. El Presidente del Tribunal, quien también será el presidente de la Junta de Gobierno y Administración;  

II. Dos Magistrados de Sala Superior, y  

III. Dos Magistrados de Sala Regional.  

Los Magistrados de Sala Superior y de Sala Regional que integren la Junta de Gobierno y Administración 
serán electos por el Pleno en forma escalonada por periodos de dos años y no podrán ser reelectos para el 
periodo inmediato siguiente. Sólo serán elegibles aquellos Magistrados cuyos nombramientos cubran el 
periodo del cargo en dicha Junta.  

Los Magistrados que integren la Junta de Gobierno y Administración no ejercerán funciones jurisdiccionales. 
Una vez que concluyan su encargo en dicha Junta, se reintegrarán a las funciones jurisdiccionales, siempre y 
cuando estén en edad de desempeñarse como Magistrados.  

ARTÍCULO 41.- Son facultades de la Junta de Gobierno y Administración, las siguientes:  

I. Proponer, para aprobación del Pleno, el proyecto de Reglamento Interior del Tribunal y expedir, en el ámbito 
administrativo, los acuerdos necesarios para el buen funcionamiento del Tribunal;  
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II. Formular anualmente el proyecto de presupuesto del Tribunal, para los efectos señalados en el artículo 1 
de esta Ley;  

III. Realizar la evaluación interna de los servidores públicos que les requiera el Pleno, para los efectos del 
artículo 18, fracción V, de esta Ley. La evaluación se basará en los elementos objetivos y datos estadísticos 
sobre el desempeño del cargo, de conformidad con las disposiciones aplicables;  

IV. Llevar a cabo los estudios necesarios para determinar las regiones, sedes y el número de las Salas 
Regionales, así como materias específicas de competencia de las Secciones o de las Salas Regionales, en su 
caso, y los criterios conforme a los cuales se ejercerá la facultad de atracción, de acuerdo con lo que 
establezcan las disposiciones aplicables;  

V. Adscribir y, en su caso, cambiar de adscripción a los Magistrados de las Salas Regionales y demás 
servidores públicos del Tribunal, observando las Condiciones Generales de Trabajo respecto de los 
trabajadores a los que les sean aplicables;  

VI. Elegir y adscribir, de entre los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, a los que habrán de suplir 
a los Magistrados de Sala Regional que integren la Junta de Gobierno y Administración, así como los que 
cubrirán las ausencias de los Magistrados de Sala Regional, en términos de lo dispuesto por esta Ley;  

VII. Establecer, mediante acuerdos generales, las unidades administrativas que estime necesarias para el 
eficiente desempeño de las funciones del Tribunal, de conformidad con su presupuesto autorizado;  

VIII. Proponer al Pleno, acorde con los principios de eficiencia, capacidad y experiencia, el Estatuto de la 
Carrera previsto en párrafo segundo del artículo 11, que contendrá:  

a) Los criterios de selección para el ingreso al Tribunal en alguno de los puestos comprendidos en la carrera 
jurisdiccional;  

b) Los requisitos que deberán satisfacerse para la permanencia y promoción en los cargos, y  

c) Las reglas sobre disciplina y un sistema de estímulos a los servidores públicos jurisdiccionales.  

IX. Expedir las normas de carrera para los servidores públicos a que se refiere el párrafo tercero del artículo 
11; 

X. Autorizar los programas permanentes de capacitación, especialización y actualización en las materias 
competencia del Tribunal para los servidores públicos previstos en el artículo 3 de esta Ley, que elabore el 
Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa;  

XI. Dictar las reglas conforme a las cuales se deberán practicar visitas para verificar el correcto 
funcionamiento de las Salas Regionales, así como señalar las que corresponderá visitar a cada uno de sus 
miembros;  

XII. Acordar la distribución de los recursos presupuestales conforme a la ley, dictar las órdenes relacionadas 
con su ejercicio y supervisar su legal y adecuada aplicación;  

XIII. Establecer las comisiones que estime convenientes para su adecuado funcionamiento, señalando su 
materia e integración;  

XIV. Llevar el registro de los peritos del Tribunal y mantenerlo actualizado;  

XV. Nombrar, remover, suspender y resolver todas las cuestiones que se relacionen con los nombramientos 
de los servidores públicos de la carrera jurisdiccional, en los términos de las disposiciones aplicables;  
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XVI. Nombrar, a propuesta de su Presidente, a los titulares de los órganos auxiliares y unidades de apoyo 
administrativo, así como a los titulares de las comisiones, y removerlos de acuerdo con las disposiciones 
aplicables;  

XVII. Nombrar, a propuesta del superior jerárquico, y remover a los servidores públicos del Tribunal no 
comprendidos en las fracciones XVI y XVII de este artículo;  

XVIII. Conceder licencias prepensionarias con goce de sueldo a los Magistrados, Contralor Interno, Secretario 
General de Acuerdos y Secretarios Adjuntos de las Secciones, hasta por tres meses;  

XIX. Conceder licencias sin goce de sueldo a los Magistrados hasta por tres meses, siempre que exista causa 
fundada que así lo amerite;  

XX. Conceder o negar licencias a los Secretarios, Actuarios y Oficiales Jurisdiccionales, así como al personal 
administrativo del Tribunal, en los términos de las disposiciones aplicables, previa opinión, en su caso, del 
Magistrado o del superior jerárquico al que estén adscritos;  

XXI. Regular y supervisar las adquisiciones de bienes y servicios, las obras y los arrendamientos que contrate 
el Tribunal y comprobar que se apeguen a las disposiciones legales;  

XXII. Dirigir la buena marcha del Tribunal dictando las medidas necesarias para el despacho pronto y expedito 
de los asuntos administrativos del Tribunal y aplicar las sanciones que correspondan;  

XXIII. Evaluar el funcionamiento de las áreas administrativas, de informática, del Instituto de Estudios sobre 
Justicia Fiscal y Administrativa y del área de publicaciones del Tribunal, a fin de constatar la adecuada 
prestación de sus servicios;  

XXIV. Supervisar la correcta operación y funcionamiento de las oficialías de partes comunes y de Sala, las 
coordinaciones y oficinas de Actuarios, así como de los archivos y Secretarías de Acuerdos o Secretarías 
Técnicas en las Salas y Secciones del Tribunal, según sea el caso;  

XXV. Ordenar la depuración y baja de expedientes totalmente concluidos con tres años de anterioridad, previo 
aviso publicado en el Diario Oficial de la Federación, para que quienes estén interesados puedan solicitar la 
devolución de los documentos que los integren y hayan sido ofrecidos por ellos;  

XXVI. Recibir y atender las visitas de verificación ordenadas por la Auditoría Superior de la Federación y 
supervisar que se solventen las observaciones que formule, a través de la Secretaría Técnica 
correspondiente;  

XXVII. Instruir y resolver sobre las responsabilidades de los servidores públicos establecidos en las fracciones 
I a X del artículo 3 de esta Ley e imponer, en su caso, las sanciones administrativas correspondientes en 
términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos;  

XXVIII. Resolver el recurso de revocación interpuesto por los servidores públicos a que se refiere la fracción 
anterior, en contra de las resoluciones dictadas por ella misma en las que se finquen responsabilidades y se 
impongan sanciones, en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos;  

XXIX. Integrar y desarrollar un sistema de información estadística sobre el desempeño del Tribunal, del Pleno 
y de las Secciones de la Sala Superior y de las Salas Regionales, que contemple por lo menos el número de 
asuntos atendidos, su materia, su cuantía, la duración de los procedimientos, el rezago y las resoluciones 
confirmadas, revocadas o modificadas;  

XXX. Establecer y administrar un Boletín Procesal para la notificación de las resoluciones y acuerdos, así 
como el control de las notificaciones que se realicen por medios electrónicos;  
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XXXI. Supervisar la publicación de las jurisprudencias, precedentes y tesis aisladas emitidas por las Salas y 
Secciones en la Revista del Tribunal;  

XXXII. Formular la memoria anual de funcionamiento del Tribunal para ser presentada al Presidente de la 
República y al Congreso de la Unión;  

XXXIII. Llevar el registro de firmas de los Magistrados y Secretarios del Tribunal, y  

XXXIV. Resolver los demás asuntos que señalen las disposiciones aplicables.  

ARTÍCULO 42.- Para la validez de las sesiones de la Junta de Gobierno y Administración, bastará la 
presencia de cuatro de sus miembros, incluyendo la asistencia del Presidente de la misma.  

ARTÍCULO 43.- Las resoluciones de la Junta de Gobierno y Administración se tomarán por mayoría de votos 
de los Magistrados miembros presentes, quienes no podrán abstenerse de votar. En caso de empate, el 
Presidente de la Junta tendrá voto de calidad.  

Las sesiones de la Junta de Gobierno y Administración serán privadas.  

ARTÍCULO 44.- El Presidente del Tribunal lo será también de la Junta de Gobierno y Administración. En el 
caso de faltas temporales del Presidente, será suplido por los Magistrados de Sala Superior integrantes de la 
Junta, siguiendo el orden alfabético de sus apellidos.  

Ante la falta definitiva de los Magistrados previstos en las fracciones II y III del artículo 40 que integren la 
Junta de Gobierno y Administración, el Pleno designará a un nuevo integrante para concluir el periodo del 
Magistrado faltante. El Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo 
como integrante de la Junta de Gobierno y Administración en el periodo inmediato siguiente.  

Las faltas temporales de los Magistrados que integren la Junta de Gobierno y Administración serán suplidas 
por los Magistrados de Sala Superior o de Sala Regional que determine el Pleno de la Sala Superior, según 
sea el caso, siempre que sean elegibles para ello en los términos de esta Ley.  

ARTÍCULO 45.- La Junta de Gobierno y Administración, para atender los asuntos de su competencia, contará 
con los Secretarios Técnicos, Operativos y Auxiliares necesarios.  

CAPÍTULO VII 

De los demás Servidores Públicos del Tribunal 

ARTÍCULO 46.- Corresponde al Contralor Interno:  

l. Resolver sobre las responsabilidades de los servidores públicos establecidos en las fracciones XI a XIII y 
último párrafo del artículo 3 de esta Ley, e imponer, en su caso, las sanciones administrativas 
correspondientes en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos;  

II. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos y demás normas que expida la Junta de Gobierno y Administración;  

III. Comprobar el cumplimiento por parte de los órganos administrativos del Tribunal de las obligaciones 
derivadas de las disposiciones en materia de planeación, presupuestación, ingresos, egresos, financiamiento, 
patrimonio y fondos;  

IV. Llevar el registro y seguimiento de la evolución de la situación patrimonial de los servidores públicos del 
Tribunal;  
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V. Inspeccionar y vigilar el cumplimiento de las normas y disposiciones relativas a los sistemas de registro y 
contabilidad, contratación y pago de personal, contratación de servicios y recursos materiales del Tribunal, y  

VI. Las demás que determinen las leyes, reglamentos y acuerdos generales correspondientes.  

ARTÍCULO 47.- Corresponde al Secretario General de Acuerdos del Tribunal:  

l. Acordar con el Presidente del Tribunal la programación de las sesiones del Pleno;  

II. Dar cuenta en las sesiones del Pleno de los asuntos que se sometan a su consideración, tomar la votación 
de sus integrantes, formular el acta relativa y comunicar las decisiones que se acuerden;  

III. Revisar los engroses de las resoluciones del Pleno formulados por el Magistrado ponente, autorizándolos 
en unión del Presidente;  

IV. Tramitar y firmar la correspondencia referente a las funciones del Pleno, cuando ello no corresponda al 
Presidente del Tribunal;  

V. Llevar el turno de los Magistrados que deban formular ponencias para resolución del Pleno;  

VI. Dirigir los archivos de la Sala Superior, y  

VII. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obran en los expedientes de la Sala Superior.  

ARTÍCULO 48.- Corresponde a los Secretarios Adjuntos de Acuerdos de las Secciones:  

I. Acordar con el Presidente de la Sección, lo relativo a las sesiones de la misma;  

II. Dar cuenta en las sesiones de la Sección de los asuntos que se sometan a su consideración, tomar la 
votación de sus integrantes, formular el acta relativa y comunicar las decisiones que se acuerden;  

III. Engrosar, en su caso, las resoluciones de la Sección correspondiente, autorizándolas en unión del 
Presidente de la Sección;  

IV. Tramitar y firmar la correspondencia de las Secciones, cuando ello no corresponda al Presidente de la 
Sección;  

V. Llevar el turno de los Magistrados que deban formular ponencias, estudios o proyectos para las 
resoluciones de las Secciones;  

VI. Dar fe y expedir certificados de constancias que obran en los expedientes de las Secciones, y  

VII. Las demás que les encomiende el Presidente de la Sección.  

ARTÍCULO 49.- Corresponde a los Secretarios de Acuerdos de la Sala Superior:  

l. Auxiliar al Magistrado al que estén adscritos en la formulación de los proyectos de resoluciones que les 
encomienden;  

II. Autorizar con su firma las actuaciones del Magistrado ponente;  

III. Efectuar las diligencias que les encomiende el Magistrado al que estén adscritos cuando éstas deban 
practicarse fuera del local de la Sala Superior;  
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IV. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obren en los expedientes de la Ponencia a la que 
estén adscritos, y  

V. Desempeñar las demás atribuciones que las disposiciones aplicables les confieran.  

ARTÍCULO 50.- Corresponde a los Secretarios de Acuerdos de Sala Regional:  

l. Proyectar los autos y las resoluciones que les indique el Magistrado instructor;  

II. Autorizar con su firma las actuaciones del Magistrado instructor y de la Sala Regional;  

III. Efectuar las diligencias que les encomiende el Magistrado instructor cuando éstas deban practicarse fuera 
del local de la Sala y dentro de su jurisdicción;  

IV. Proyectar las sentencias y engrosarlas, en su caso, conforme a los razonamientos jurídicos de los 
Magistrados;  

V. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obren en los expedientes de la Sala a la que estén 
adscritos, y  

VI. Las demás que señalen las disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 51.- Corresponde a los Actuarios:  

l. Notificar, en el tiempo y forma prescritos por la ley, las resoluciones recaídas en los expedientes que para tal 
efecto les sean turnados; 

II. Practicar las diligencias que se les encomienden, y  

III. Las demás que señalen las leyes o el Reglamento Interior.  

ARTÍCULO 52.- Corresponde a los Secretarios de la Junta de Gobierno y Administración:  

l. Preparar los proyectos y resoluciones que deban ser sometidos a la aprobación de la Junta;  

II. Supervisar la ejecución de los acuerdos tomados por la Junta, y asentarlos en el libro de actas respectivo;  

III. Asistir al Presidente del Tribunal en las sesiones que se lleven a cabo por la Junta en los asuntos que sean 
de su competencia conforme a esta Ley, a su Reglamento Interior y a los acuerdos generales 
correspondientes, levantando las actas respectivas, y  

IV. Las demás que prevea esta Ley y el Reglamento Interior del Tribunal.  

Los Secretarios de la Junta de Gobierno y Administración, para el ejercicio de las funciones citadas en las 
fracciones anteriores, se auxiliarán de las unidades administrativas que al efecto establezca el Reglamento 
Interior del Tribunal.  

ARTÍCULO 53.- El Director del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa será nombrado por 
el Pleno, a propuesta de su Presidente, y tendrá las atribuciones siguientes:  

I. Promover la investigación jurídica en materia fiscal y administrativa;  

II. Convocar a congresos y seminarios a Magistrados y servidores públicos de la carrera jurisdiccional del 
Tribunal, así como a asociaciones profesionales representativas e instituciones de educación superior, a fin de 
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promover el estudio del derecho fiscal y administrativo, evaluar la impartición de justicia fiscal y administrativa 
y proponer las medidas pertinentes para mejorarla, y  

III. Dirigir la Revista del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y proponer, compilar, editar y 
distribuir el material impreso que el Tribunal determine para divulgarlo entre las dependencias y entidades, las 
instituciones de educación superior, las agrupaciones profesionales y el público en general para el mejor 
conocimiento de los temas de índole fiscal y administrativa.  

CAPÍTULO VIII 

De las Responsabilidades de los Servidores Públicos del Tribunal 

ARTÍCULO 54.- Serán causas de responsabilidad de los servidores públicos del Tribunal:  

l. Realizar conductas de atenten contra la independencia de la función jurisdiccional, tales como aceptar 
consignas, presiones, encargos o comisiones, o cualquier acción que genere o implique subordinación 
respecto de alguna persona, del mismo Tribunal o de cualquier otro órgano del Estado;  

II. Inmiscuirse indebidamente en cuestiones del orden jurisdiccional que competan a otros órganos del 
Tribunal;  

III. Tener una notoria ineptitud o descuido en el desempeño de las funciones o labores que deben realizar;  

IV. Impedir en los procedimientos jurisdiccionales que las partes ejerzan los derechos que legalmente les 
correspondan;  

V. Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se encuentren impedidos;  

VI. Realizar nombramientos, promociones o ratificaciones infringiendo las disposiciones generales 
correspondientes;  

VII. No poner en conocimiento de la Junta de Gobierno y Administración o, en su caso, del Contralor del 
Tribunal, cualquier acto tendiente a vulnerar la independencia de la función jurisdiccional;  

VIII. No preservar la dignidad, imparcialidad y profesionalismo propios de la función jurisdiccional en el 
desempeño de sus funciones;  

IX. Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su conocimiento;  

X. Abandonar la residencia del órgano del Tribunal al que esté adscrito, o dejar de desempeñar las funciones 
o las labores que tenga a su cargo;  

XI. Incumplir las obligaciones establecidas en el artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, siempre que éstas no fueren contrarias a la naturaleza de la 
función jurisdiccional, y  

XII. Las demás que determinen las leyes.  

CAPÍTULO IX 

De las Vacaciones y Días Inhábiles 

ARTÍCULO 55.- El personal del Tribunal tendrá cada año dos períodos de vacaciones que coincidirán con los 
del Poder Judicial de la Federación.  
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Se suspenderán las labores generales del Tribunal y no correrán los plazos, los días que acuerde el Pleno del 
Tribunal. Durante las vacaciones del Tribunal, la Junta de Gobierno y Administración determinará el personal 
que deberá realizar las guardias necesarias en las diferentes regiones para la atención de los asuntos que se 
requiera.  

Únicamente se recibirán promociones en la oficialía de partes de cada Sala durante las horas hábiles que 
determine el Pleno del Tribunal.  

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

SEGUNDO.- Se abroga la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995.  

TERCERO.- El proceso para el nombramiento por el Presidente de la República, con la respectiva aprobación 
del Senado de la República o, en su caso, de la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión, de los 
dos Magistrados de Sala Superior y de los cinco Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, deberá 
iniciarse en cuanto entre en vigor la presente Ley.  

CUARTO.- Una vez hechos los nombramientos a que se refiere el artículo anterior, el Pleno de la Sala 
Superior deberá elegir por insaculación a los Magistrados de Sala Superior que se incorporarán a la Junta de 
Gobierno y Administración en su primera integración, así como adscribir a los Magistrados de Sala Regional 
que formarán parte de la misma y a los Magistrados Supernumerarios que los suplirán temporalmente. 

A fin de escalonar los períodos de los miembros de la Junta de Gobierno y Administración, en lo que atañe a 
su primera integración, el Pleno, al hacer la elección de los Magistrados que deban integrarlo, por esta única 
ocasión, elegirá a un Magistrado de Sala Superior y a un Magistrado de Sala Regional que durarán tres años 
en su cargo en la Junta de Gobierno y Administración.  

Los Magistrados de Sala Superior nombrados conforme al artículo tercero transitorio no serán elegibles para 
la primera integración de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal.  

QUINTO.- El Reglamento Interior del Tribunal que se encuentre vigente a la entrada en vigor de la presente 
Ley, seguirá aplicándose en aquello que no se oponga a ésta, hasta que el Pleno expida el nuevo Reglamento 
Interior de conformidad con lo previsto en este ordenamiento, lo cual deberá hacer en un plazo de seis meses 
a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.  

SEXTO.- Los servidores públicos que venían ejerciendo encargos administrativos que desaparecen o se 
transforman conforme a lo dispuesto por esta Ley, continuarán desempeñando los mismos cargos hasta que 
la Junta de Gobierno y Administración acuerde la creación de los nuevos órganos administrativos y decida 
sobre las designaciones mediante acuerdos específicos.  

SÉPTIMO.- Los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que a la entrada en vigor 
de la presente Ley se encuentren en ejercicio de sus cargos, continuarán en ellos hasta concluir el periodo 
para el cual fueron designados, de acuerdo con la Ley que se abroga. Al término de dicho periodo entregarán 
la Magistratura, sin perjuicio de que el Tribunal pueda proponerlos, previa evaluación de su desempeño, para 
ser nombrados como Magistrados en términos de lo dispuesto por esta Ley.  

OCTAVO.- A las personas que hayan concluido el plazo para el cual fueron nombradas como Magistrados del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y que se encuentre en trámite su propuesta de ratificación 
conforme a la Ley que se abroga, podrán ser consideradas por el Presidente de la República para ser 
nombradas como Magistrados del Tribunal en términos de la presente Ley.  

NOVENO.- Los Magistrados que conforme a la Ley que se abroga hayan obtenido la inamovilidad, 
continuarán en el ejercicio de sus encargos atento a lo establecido en dicha Ley.  
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S A L O N DE SESIONES DE LA CAMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE CONGRESO DE LA 
UNION.- México, D. F., 28 de marzo de 2007  

DIP. JORGE ZERMEÑO INFANTE DIP. JOSÉ GILDARDO GUERRERO TORRES 

Presidente Secretario 

 



De las Comisiones Unidas de Justicia y de 
Estudios Legislativos de la Minuta Proyecto de 
Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Fiscal y 
Administrativa. 
 
 

 
 

HONORABLE ASAMBLEA:
 

A las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislativos, de la LX 

Legislatura de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión, 

les fue turnada para su estudio y dictamen la Minuta con Proyecto de  Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

 

Una vez recibida por las Comisiones de Justicia y de Estudios Legislativos, sus 

integrantes entraron a su estudio con la responsabilidad de considerar lo más 

detalladamente posible su contenido y analizar los fundamentos esenciales en 

que se apoya, para proceder a emitir dictamen conforme a las facultades que 

les confieren los artículos 86, 89, 94 y demás relativos de la Ley Orgánica del 

Congreso General de los Estados Unidos mexicanos; así como los artículos 56, 

60, 65, 87, 88, 93 y demás relativos del Reglamento para el Gobierno Interior 

del Congreso general, al tenor  de la siguiente: 

 

METODOLOGÍA 
 
I. En el capítulo de “ANTECEDENTES” se da constancia del trámite de inicio 

del proceso legislativo, del recibo de turno para el dictamen de la referida 

minuta y de los trabajos previos de las Comisiones dictaminadoras.  

 

II. En el capítulo correspondiente a “CONTENIDO DE LA MINUTA”, se 

sintetiza el alcance de la propuesta de reforma en estudio.  

 

III. En el capítulo de “CONSIDERACIONES”, las Comisiones Unidas 

mencionadas expresan los argumentos de valoración de la propuesta y de 

los motivos que sustentan la resolución de estas Comisiones 

Dictaminadoras. 
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I. ANTECEDENTES 

 

1. En la sesión plenaria del Senado de la República, de fecha 9 de febrero de 

2006, el Senador Jorge Zermeño Infante, a nombre de los Senadores Fauzi 

Hamdám Amad, Orlando Paredes Lara, Héctor Michel Camarena, Héctor 

Larios Córdova, Juan José Rodríguez Prats, Demetrio Sodi de la Tijera y 

Gildardo Gómez Verónica, presentó Iniciativa que contiene proyecto de Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa. En esa misma fecha, 

la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores dispuso que dicha Iniciativa 

fuera turnada a las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislativos.  

 

2. Con fecha 18 de abril de 2006, las Comisiones Unidas de Justicia y de 

Estudios Legislativos presentaron al Pleno, el dictamen de la Iniciativa citada, 

siendo aprobado en votación nominal por 78 votos a favor y ninguno en contra, 

turnándose a la Cámara de Diputados para sus efectos constitucionales.  

 

3. Con fecha 19 de abril de 2006,  en  la sesión plenaria de la Cámara de 

Diputados, se recibió la Minuta con Proyecto de  Ley Orgánica del Tribunal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, siendo turnada para su estudio y dictamen a la 

Comisión de Justicia y Derechos Humanos.  

 

4. En la sesión plenaria del 28 de marzo de 2007, el dictamen de la Comisión 

de Justicia y Derechos Humanos fue aprobado por el Pleno de la 

Colegisladora, por 362 votos a favor,  2 votos en contra y 1 abstención, 

abstenciones, remitiéndose a la Cámara de Senadores para  efecto de lo 

dispuesto en el artículo 72, inciso e) de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

5. En la sesión plenaria del Senado de la República del 29 de marzo de 2007, 

se recibió la Minuta citada, siendo turnada por la Mesa Directiva, para su 
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estudio y dictamen, a las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios 

Legislativos.  

 

II. CONTENIDO DE LA MINUTA 
 
En la iniciativa aprobada por el Senado de la República el 18 de abril de 2006, 

se establecía lo siguiente: 

 

1. Dotar al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, de plena 

autonomía para dictar sus fallos, centrándose principalmente en la atención de 

los asuntos de índole jurisdiccional.  
 

2. Se crea la Junta de Gobierno y Administración, cuya función será la de 

establecer las medidas para el buen funcionamiento del tribunal, como las 

relativas a la administración, vigilancia y disciplina.  

 

3. Por lo que se refiere al nombramiento de los Magistrados de Sala Superior, 

este será por un período de 15 años improrrogables; y el de los  Magistrados 

de la Sala Regional y los Supernumerarios  serán por un período de 10 años, 

con la posibilidad de un segundo período.  

4. Se incrementa a trece el número de magistrados que integrarán la Sala 

Superior del Tribunal,  de los cuales, once formarán parte del pleno, y dos se 

incorporarán a la Junta de Gobierno y Administración. 

 

5. Se modifica el proceso de nombramiento de los magistrados del Tribunal, 

correspondiendo al Pleno de la Sala Superior, después de un proceso de 

evaluación, proponer el nombramiento al Presidente de la República. 

 

6. Se establece el  sistema profesional de carrera jurisdiccional, acorde a las 

necesidades del Tribunal, basado en los principios de eficiencia, capacidad y 
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experiencia, y que abarcará las fases de ingreso, promoción, permanencia y 

retiro de los funcionarios públicos con funciones jurisdiccionales.  

 

En el dictamen aprobado por la Cámara de Diputados, se coincide con lo 

propuesto por la Cámara de Origen, sin embargo, se hacen modificaciones a 

algunos preceptos, siendo estas las siguientes:  

 

1. Se suprime la parte final del artículo 1° en lo referente a la autonomía 

presupuestaria del Tribunal, por considerarla demasiado amplia y discrecional 

 

2. Se modifica el segundo párrafo del artículo primero, a efecto de corregir el 

nombre de la Ley de Presupuesto Contabilidad y Gasto Público Federal, toda 

vez que el 30 de marzo de 2006, esta Ley fue abrogada para dar paso a la Ley 

Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.  

 

3. Se suprime el artículo 10, que establecía que los emolumentos que 

percibieran los Magistrados del Tribunal durante su encargo, no fueran 

susceptibles de reducción; se suprime porque  ya esta previsto en los artículos 

123, apartado B, fracción IV, 127 y 128 de nuestra Carta Magna. 

 

Consecuentemente, se recorre la secuencia numérica, a partir del artículo 10 

hasta el artículo 14, creándose un nuevo 15 y retomándose la numeración 

original de la minuta a partir del artículo 16.  

 

4. En cuanto al artículo 15, que pasa a ser el artículo 14, referente a las 

facultades del Tribunal, se suprimen las fracciones VIII y IX, que preveían los 

juicios contra resoluciones que establecían sanciones de carácter 

administrativo a los servidores públicos; así como en contra de los particulares 

involucrados en dichas responsabilidades. De tal manera, que las fracciones X 

a XVII, pasan  a ser de la VIII a la XV. 
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5. Al suprimirse las fracciones mencionadas en el numeral que antecede, se 

redacta un nuevo artículo 15, que señala la facultad del Tribunal para conocer 

de lo juicios en materia de sanciones de responsabilidades administrativas de 

los servidores públicos.  

 

Este nuevo artículo 15, tiene su origen debido a la  reforma constitucional al 

artículo 73, fracción XXIX-H, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 

de diciembre de ese mismo año, la cual establece:  

 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:   

 

XXIX-H. Para expedir leyes que instituyan tribunales de lo contencioso-

administrativo, dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, y que 

tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la 

administración pública federal y los particulares, así como para imponer 

sanciones a los servidores públicos por responsabilidad administrativa 

que determine la ley, estableciendo las normas para su organización, su 

funcionamiento, los procedimientos y los recursos contra sus 

resoluciones;  

 

6. Por lo que se refiere a la fracción I del artículo 23, se suprimen los incisos a) 

y b), incorporándose el inciso a) a la propia fracción I, para facultar a las 

Secciones de la Sala Superior del Tribunal, para dictar sentencia definitiva en 

los juicios que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la Ley de 

Comercio Exterior, a excepción de aquellos que versen sobre la aplicación de 

cuotas compensatorias; suprimiéndose la facultad de resolver los juicios 

promovidos  contra actos o resoluciones que se funden en un tratado o 

convención internacional, quedando esta atribución reservada al Pleno de la 

Sala Superior. 
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7. En cuanto al artículo 34 que establece excepciones  en los casos en que las 

Salas Regionales conozcan de juicios por razón de territorio, la Colegisladora 

propone dos modificaciones: en la primera, se cambia en la fracción I, la 

palabra “empresas” por la de “personas morales”, por considerarla un término 

jurídico mas apropiado; en la segunda, se adiciona fracción III que establece la 

excepción en el supuesto de que se impugnen resoluciones emitidas por la 

Administración General de Grandes Contribuyentes del Servicio de 

Administración Tributaria o por las unidades administrativas adscritas a dicha 

Administración General.  

8. Referente al artículo 15, se suprime la fracción XI  que establecía como 

facultad de la Junta de Gobierno y Administración la de  constituir un fondo con 

el objeto de que se realice un pago de retiro único a los Magistrados del 

Tribuna, siempre que exista disponibilidad presupuestal.  

 

La Colegisladora consideró que los Magistrados contarán con un sueldo y 

prestaciones razonables y suficientes durante su encargo, por lo que no es 

viable la creación de un fondo para efecto de realizarles un pago único de 

retiro.   

 

III. CONSIDERACIONES 
 

Estas Comisiones Unidas de Justicia, y de Estudios Legislativos, coinciden en 

el sentido de reconocer la importancia de revisar  la estructura del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, para que sea acorde con las 

competencias que tiene actualmente el Tribunal.  

 

Se considera de suma importancia, la creación de la Junta de Gobierno y 

Administración, que se encargará de la administración, vigilancia, disciplina y 

carrera jurisdiccional, quedando el Pleno de la Sala Superior del Tribunal, para 

atender los asuntos de carácter jurisdiccional.  
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Por lo que se refiere a las modificaciones propuestas por la Colegisladora, 

estas Comisiones Unidas Dictaminadoras manifiestan estar de acuerdo con las 

mismas, por los siguientes motivos:  

 

1. En cuanto al párrafo segundo del artículo 1°, era necesario actualizarlo al 

hacer mención de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria, en lugar de la abrogada Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto 

Público Federal. 

 

2. También, se considera relevante lo previsto en el nuevo artículo 15, relativo 

a la competencia del Tribunal en materia de responsabilidades administrativas 

de los servidores públicos, ya que se ajusta a lo previsto en la reciente reforma 

al artículo 73, fracción XXIX-H de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

3. En términos generales, estas Comisiones Unidas Dictaminadoras coinciden 

plenamente con las modificaciones propuestas por la Cámara Revisora, por lo 

que se considera que debe de ser aprobado en sus términos. 

 

Por todo lo anteriormente expuesto, estas Comisiones Unidas de Justicia y de 

Estudios Legislativos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 86 y 94 

de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 

86, 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General los 

Estados Unidos Mexicanos, someten a consideración de esta H. Soberanía el 

siguiente: 

 

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA  

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se expide la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa.  
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LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA 

 
CAPÍTULO I  

De la Naturaleza e Integración del Tribunal 
 
ARTÍCULO 1.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es un 

tribunal de lo contencioso-administrativo, dotado de plena autonomía para 

dictar sus fallos, con la organización y atribuciones que esta Ley establece.  

 

El proyecto de presupuesto del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa será aprobado por el Pleno de su Sala Superior con sujeción a 

las disposiciones contenidas en la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y será enviado a la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público para su incorporación, en los términos de los criterios generales 

de política económica, en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la 

Federación. Una vez aprobado su presupuesto, el Tribunal lo ejercerá 

directamente.  

 

ARTÍCULO 2.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se integra 

por:  

 

I. La Sala Superior;  

II. Las Salas Regionales, y  

III. La Junta de Gobierno y Administración. 

 

ARTÍCULO 3.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa tendrá los 

servidores públicos siguientes:  
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I. Magistrados de Sala Superior;  

II. Magistrados de Sala Regional;  

III. Magistrados Supernumerarios de Sala Regional;  

IV. Secretario General de Acuerdos;  

V. Secretarios Adjuntos de Acuerdos de las Secciones;  

VI. Secretarios de Acuerdos de Sala Superior;  

VII. Secretarios de Acuerdos de Sala Regional;  

VIII. Actuarios;  

IX. Oficiales Jurisdiccionales;  

X. Contralor Interno;  

XI. Secretarios Técnicos, Operativos o Auxiliares;  

XII. Director del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y 

Administrativa, y  

XIII. Los demás que con el carácter de mandos medios y superiores 

señale el Reglamento Interior del Tribunal y se encuentren previstos en 

el presupuesto autorizado. 

 

Los servidores públicos a que se refieren las fracciones anteriores serán 

considerados personal de confianza.  

 

El Tribunal contará además con el personal profesional, administrativo y técnico 

necesario para el desempeño de sus funciones, de conformidad con lo que 

establezca su presupuesto.  

 
ARTÍCULO 4.- El Presidente de la República, con la aprobación de la Cámara 

de Senadores, nombrará a los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa.  

 

En los recesos de la Cámara de Senadores, los nombramientos de 

Magistrados que haga el Presidente de la República serán sometidos a la 

aprobación de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión.  
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ARTÍCULO 5.- Los Magistrados de Sala Superior serán nombrados por un 

periodo de quince años improrrogables, los que se computarán a partir de la 

fecha de su nombramiento.  

 

Los Magistrados de Sala Regional y los Magistrados Supernumerarios de Sala 

Regional serán nombrados por un periodo de diez años, los que se computarán 

a partir de la fecha de su nombramiento.  

 

Las personas que hayan concluido el periodo para el que fueron nombradas 

como Magistrados de Sala Regional, podrán ser consideradas para nuevos 

nombramientos.  

 

Las personas que hayan concluido el periodo para el que fueron nombradas 

como Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, no podrán ser 

nombradas nuevamente para ocupar dicho encargo.  

 
ARTÍCULO 6.- Para ser Magistrado del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa se requiere lo siguiente:  

 

I. Ser mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad;  

II. Estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y políticos; III. 

Ser mayor de treinta y cinco años de edad a la fecha del nombramiento;  

IV. Contar con notoria buena conducta;  

V. Ser licenciado en derecho con título registrado, expedido cuando 

menos diez años antes del nombramiento, y  

VI. Contar como mínimo con ocho años de experiencia en materia fiscal 

o administrativa. 

 
ARTÍCULO 7.- Durante el ejercicio de sus cargos, los Magistrados del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa únicamente podrán ser privados de 
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los mismos por el Presidente de la República, en los casos de responsabilidad 

en términos de las disposiciones aplicables, o cuando dejen de satisfacer los 

requisitos previstos en el artículo 6 de esta Ley, previo procedimiento seguido 

ante la Junta de Gobierno y Administración y resuelto por el Pleno de la Sala 

Superior.  

 

Son causas de retiro forzoso de los Magistrados del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, padecer incapacidad física o mental para 

desempeñar el cargo, así como cumplir setenta y cinco años de edad.  

 
ARTÍCULO 8.- En los casos en que los Magistrados estén por concluir el 

periodo para el que hayan sido nombrados, el Presidente del Tribunal, con tres 

meses de anticipación, comunicará esta circunstancia al Presidente de la 

República y, en su caso, someterá a su consideración la propuesta que 

previamente haya aprobado el Pleno de la Sala Superior.  

 

Las faltas definitivas de Magistrados ocurridas durante el periodo para el cual 

hayan sido nombrados, se comunicarán de inmediato al Presidente de la 

República por el Presidente del Tribunal, quien someterá a su consideración la 

propuesta que, en su caso, haya aprobado el Pleno de la Sala Superior, para 

que se proceda a los nombramientos de los Magistrados que las cubran.  

Las faltas definitivas de Magistrados de las Salas Regionales serán cubiertas 

provisionalmente por los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional 

adscritos por la Junta de Gobierno y Administración, hasta en tanto se realice 

un nuevo nombramiento en los términos de este artículo.  

 

Las faltas temporales hasta por un mes de los Magistrados de las Salas 

Regionales se suplirán por el primer secretario del Magistrado ausente. Las 

faltas temporales superiores a un mes serán cubiertas por los Magistrados 

Supernumerarios de Sala Regional.  
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El Reglamento Interior del Tribunal establecerá las normas para el turno y 

reasignación de expedientes en los casos de faltas temporales, excusas o 

recusaciones de los Magistrados de la Sala Superior.  

 
ARTÍCULO 9.- El Tribunal contará con cinco Magistrados Supernumerarios de 

Sala Regional, que cubrirán las faltas de los Magistrados de Sala Regional en 

los casos previstos en esta Ley, y sustituirán a los dos Magistrados de Sala 

Regional que se integren a la Junta de Gobierno y Administración, durante su 

encargo.  

 

Los Magistrados Supernumerarios, durante el tiempo que no cubran las faltas 

señaladas en el párrafo anterior, deberán desempeñar las tareas que les 

encomiende el Pleno de la Sala Superior.  

 
ARTÍCULO 10.- El Tribunal contará con un sistema profesional de carrera 
jurisdiccional, basado en los principios de eficiencia, capacidad y 
experiencia, el cual comprenderá a los servidores públicos a que se 
refieren las fracciones VI a IX del artículo 3 de esta Ley.  
 
El sistema abarcará las fases de ingreso, promoción, permanencia y retiro 
de dichos servidores públicos, de manera que se procure la excelencia 
por medio de concursos y evaluaciones periódicas, y de acuerdo con los 
procedimientos y criterios establecidos en el Estatuto correspondiente.  
 
Con base en lo previsto en este artículo, el Tribunal establecerá y 
regulará, mediante disposiciones generales, el sistema de carrera de los 
servidores públicos previstos en las fracciones XI y XIII del artículo 3 de 
esta Ley.  
 
ARTÍCULO 11.- Para ser Secretario de Acuerdos se requiere:  
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I. Ser mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad;  
II. Ser mayor de veinticinco años de edad;  
III. Contar con reconocida buena conducta;  
IV. Ser licenciado en derecho con título debidamente registrado, y  

V. Contar como mínimo con tres años de experiencia en materia 
fiscal o administrativa. 

 
Los Actuarios deberán reunir los mismos requisitos que para ser 
Secretario de Acuerdos, salvo el relativo a la experiencia, que será como 
mínimo de dos años en materia fiscal o administrativa.  
 
Los Oficiales Jurisdiccionales deberán ser mexicanos, mayores de 
dieciocho años, pasantes en derecho y de reconocida buena conducta.  
 
ARTÍCULO 12.- Los Magistrados, Secretarios, Actuarios y Oficiales 
Jurisdiccionales estarán impedidos para desempeñar cualquier otro 
cargo o empleo, público o privado, excepto los de carácter docente u 
honorífico.  
También estarán impedidos para ejercer su profesión, salvo en causa 
propia, de su cónyuge, concubina o concubinario, adoptante o adoptado, 
o de sus parientes por consanguinidad hasta el cuarto grado.  
 
ARTÍCULO 13.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
contará con un registro de peritos, que lo auxiliarán con el carácter de 
peritos terceros, como profesionales independientes, los cuales deberán 
tener título debidamente registrado en la ciencia o arte a que pertenezca 
la cuestión sobre la que deba rendirse el peritaje o proporcionarse la 
asesoría, si la profesión o el arte estuvieren legalmente reglamentados y, 
si no lo estuvieren, deberán ser personas versadas en la materia.  
Para la integración del registro y permanencia en el mismo, así como para 
la designación, aceptación del cargo y pago de los honorarios de los 
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peritos, se estará a los lineamientos que señale el Reglamento Interior del 
Tribunal.  

 
CAPÍTULO II  

De la Competencia Material del Tribunal 
 

ARTÍCULO 14.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones 
definitivas, actos administrativos y procedimientos que se indican a 
continuación:  
 

I. Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos 
fiscales autónomos, en que se determine la existencia de una 
obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para 
su liquidación;  
II. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados 
por el Código Fiscal de la Federación, indebidamente percibido por 
el Estado o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes 
fiscales;  
III. Las que impongan multas por infracción a las normas 
administrativas federales;  
IV. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se 
refieren las fracciones anteriores;  
V. Las que nieguen o reduzcan las pensiones y demás prestaciones 
sociales que concedan las leyes en favor de los miembros del 
Ejército, de la Fuerza Aérea y de la Armada Nacional o de sus 
familiares o derechohabientes con cargo a la Dirección de 
Pensiones Militares o al erario federal, así como las que 
establezcan obligaciones a cargo de las mismas personas, de 
acuerdo con las leyes que otorgan dichas prestaciones.  
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Cuando para fundar su demanda el interesado afirme que le 
corresponde un mayor número de años de servicio que los 
reconocidos por la autoridad respectiva, que debió ser retirado con 
grado superior al que consigne la resolución impugnada o que su 
situación militar sea diversa de la que le fue reconocida por la 
Secretaría de la Defensa Nacional o de Marina, según el caso; o 
cuando se versen cuestiones de jerarquía, antigüedad en el grado o 
tiempo de servicios militares, las sentencias del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa sólo tendrán efectos en cuanto a la 
determinación de la cuantía de la prestación pecuniaria que a los 
propios militares corresponda, o a las bases para su depuración.  
VI. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con 
cargo al erario federal o al Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado;  
VII. Las que se dicten en materia administrativa sobre 
interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas, 
adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal;  
VIII. Las que nieguen la indemnización o que, por su monto, no 
satisfagan al reclamante y las que impongan la obligación de 
resarcir los daños y perjuicios pagados con motivo de la 
reclamación, en los términos de la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado o de las leyes administrativas federales que 
contengan un régimen especial de responsabilidad patrimonial del 
Estado;  
IX. Las que requieran el pago de garantías a favor de la Federación, 
el Distrito Federal, los Estados o los Municipios, así como de sus 
entidades paraestatales;  
X. Las que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la Ley 
de Comercio Exterior;  
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XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin 
a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un 
expediente, en los términos de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo;  
XII. Las que decidan los recursos administrativos en contra de las 
resoluciones que se indican en las demás fracciones de este 
artículo;  
XIII. Las que se funden en un tratado o acuerdo internacional para 
evitar la doble tributación o en materia comercial, suscrito por 
México, o cuando el demandante haga valer como concepto de 
impugnación que no se haya aplicado en su favor alguno de los 
referidos tratados o acuerdos;  
XIV. Las que se configuren por negativa ficta en las materias 
señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen 
el Código Fiscal de la Federación, la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el 
plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la 
constancia de haberse configurado la resolución positiva ficta, 
cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas 
materias.  
No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos 
aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un 
tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad 
administrativa, y  

XV. Las señaladas en las demás leyes como competencia del 
Tribunal. 
 

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se 
considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o 
cuando la interposición de éste sea optativa.  
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El Tribunal conocerá, además de los juicios que se promuevan contra los 
actos administrativos, decretos y acuerdos de carácter general, diversos 
a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado 
los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación.  
 

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los 
juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las 
resoluciones administrativas favorables a un particular, siempre que 
dichas resoluciones sean de las materias señaladas en las fracciones 
anteriores como de su competencia.  
 

Artículo 15.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
conocerá de los juicios en materia de responsabilidades administrativas 
de los servidores públicos.  
 

El procedimiento para conocer de estos juicios será el que señale la Ley 
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos 
y la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.  
 

CAPÍTULO III  
De la Sala Superior 

Sección I  
De su Integración 

 
ARTÍCULO 16.- La Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa se compondrá de trece Magistrados especialmente nombrados 

para integrarla, de los cuales once ejercerán funciones jurisdiccionales y dos 

formarán parte de la Junta de Gobierno y Administración, durante los periodos 

que señala esta Ley.  
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La Sala Superior del Tribunal actuará en Pleno o en dos Secciones. Los dos 

Magistrados de Sala Superior que formen parte de la Junta de Gobierno y 

Administración del Tribunal, no integrarán el Pleno ni las Secciones por el 

tiempo que dure su encargo en dicha Junta, salvo en los casos previstos en las 

fracciones I, II, III, IV y V del artículo 18 de esta Ley.  

 
Sección II  
Del Pleno 

 
ARTÍCULO 17.- El Pleno estará integrado por el Presidente del Tribunal y por 

diez Magistrados de Sala Superior.  

 
ARTÍCULO 18.- Son facultades del Pleno, las siguientes:  

 

I. Elegir de entre los Magistrados de Sala Superior al Presidente del 

Tribunal;  

II. Aprobar y expedir el Reglamento Interior del Tribunal en el que se 

deberán incluir entre otros aspectos, las regiones, sede y número de 

Salas Regionales, así como las materias específicas de competencia de 

las Secciones de la Sala Superior o de las Salas Regionales y los 

criterios conforme a los cuales se ejercerá la facultad de atracción;  

III. Expedir el Estatuto de Carrera a que se refiere el párrafo segundo del 

artículo 10 de esta Ley;  

IV. Elegir a los Magistrados de Sala Superior y de Sala Regional que se 

integrarán a la Junta de Gobierno y Administración conforme a lo 

previsto por el artículo 40 de esta Ley;  

V. Aprobar y someter a consideración del Presidente de la República la 

propuesta para el nombramiento de Magistrados del Tribunal, previa 

evaluación de la Junta de Gobierno y Administración;  

VI. Fijar y, en su caso, cambiar la adscripción de los Magistrados de las 

Secciones;  
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VII. Designar al Secretario General de Acuerdos, a los Secretarios 

Adjuntos de las Secciones y al Contralor Interno, a propuesta del 

Presidente del Tribunal;  

VIII. Resolver todas aquellas situaciones que sean de interés para el 

Tribunal y cuya resolución no esté encomendada a algún otro de sus 

órganos;  

IX. Establecer, modificar y suspender la jurisprudencia del Tribunal 

conforme a las disposiciones legales aplicables, aprobar las tesis y los 

rubros de los precedentes y ordenar su publicación en la Revista del 

Tribunal;  

X. Resolver los juicios con características especiales, en términos de las 

disposiciones aplicables, incluidos aquéllos que sean de competencia 

especial de las Secciones;  

XI. Dictar sentencia interlocutoria en los incidentes y recursos que 

procedan en contra de los actos emitidos en el procedimiento seguido 

ante el Presidente del Tribunal para poner en estado de resolución un 

juicio competencia del Pleno, inclusive cuando se controvierta la 

notificación de los actos emitidos por éste, así como resolver la 

aclaración de sentencia, la queja relacionada con el cumplimiento de las 

resoluciones y determinar las medidas que sean procedentes;  

XII. Ordenar que se reabra la instrucción, cuando se amerite en términos 

de las disposiciones aplicables;  

XIII. Resolver sobre las excusas, excitativas de justicia y recusaciones 

de los Magistrados del Tribunal y respecto a los Magistrados de Sala 

Regional designar de entre los Secretarios a quienes deban sustituirlos;  

XIV. Dictar sentencia definitiva en los juicios promovidos por los 

Magistrados del Tribunal, en contra de sanciones impuestas por la Junta 

de Gobierno y Administración, en aplicación de la Ley Federal de 

Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y 

someter a la consideración del Presidente de la República la destitución 

de un Magistrado, en los términos del artículo 7º de esta Ley, y  
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XV. Las que se funden en un Tratado o Acuerdo Internacional para 

evitar la doble tributación o en materia comercial, suscrito por México, o 

cuando el demandante haga valer como concepto de impugnación que 

no se haya aplicado en su favor alguno de los referidos Tratados o 

Acuerdos, y  

XVI. Las demás que establezcan las leyes. 

 

ARTÍCULO 19.- Para la validez de las sesiones del Pleno se requerirá, cuando 

menos, la presencia de siete Magistrados y los debates serán dirigidos por el 

Presidente del Tribunal.  

 

ARTÍCULO 20.- Las sesiones serán públicas, excepto cuando la mayoría de 

los Magistrados presentes acuerde su privacidad, atendiendo a la naturaleza 

del caso a resolver, o en los supuestos previstos en las fracciones I a IX del 

artículo 18 de esta Ley.  

 

ARTÍCULO 21.- Las resoluciones del Pleno se tomarán por mayoría de votos 

de los Magistrados presentes, quienes no podrán abstenerse de votar sino 

cuando tengan impedimento legal. En caso de empate, el asunto se diferirá 

para la sesión en que asista la totalidad de sus miembros o tenga una 

composición impar. Cuando no se apruebe un proyecto por dos veces, se 

cambiará de ponente.  

Cuando se resuelva sobre el criterio de interpretación y aplicación de una ley, 

que deba asumir el carácter de precedente o de jurisprudencia, el Pleno 

aprobará la tesis y el rubro correspondientes para su publicación.  

 
Sección III  

De las Secciones 
 

ARTÍCULO 22.- Las Secciones estarán integradas por cinco Magistrados de 

Sala Superior, adscritos a cada una de ellas por el Pleno.  
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El Presidente del Tribunal no integrará Sección, salvo cuando sea requerido 

para integrarla ante la falta de quórum, en cuyo caso presidirá las sesiones, o 

cuando la Sección se encuentre imposibilitada para elegir su Presidente, en 

cuyo caso el Presidente del Tribunal fungirá provisionalmente como Presidente 

de la Sección, hasta que se logre la elección.  

 

ARTÍCULO 23.- Son facultades de las Secciones, las siguientes:  

 

I. Dictar sentencia definitiva en los juicios que traten las materias 

señaladas en el artículo 94 de la Ley de Comercio Exterior, a excepción 

de aquéllos en los que se controvierta exclusivamente la aplicación de 

cuotas compensatorias;  

II. Resolver los juicios con características especiales, en términos de las 

disposiciones aplicables;  

III. Dictar sentencia interlocutoria en los incidentes y recursos que 

procedan en contra de los actos emitidos en el procedimiento seguido 

ante el Presidente de la Sección para poner en estado de resolución un 

asunto competencia de la propia Sección, inclusive cuando se 

controvierta la notificación de los actos emitidos por ésta, así como 

resolver la aclaración de sentencias, la queja relacionada con el 

cumplimiento de las resoluciones y determinar las medidas que sean 

procedentes;  

IV. Ordenar que se reabra la instrucción, cuando se amerite en términos 

de las disposiciones aplicables;  

V. Dictar sentencia definitiva en los juicios promovidos por los 

Secretarios, Actuarios y demás personal del Tribunal, en contra de 

sanciones impuestas por la Junta de Gobierno y Administración, en 

aplicación de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de 

los Servidores Públicos;  
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VI. Establecer, suspender y modificar la jurisprudencia de la Sección y 

apartarse de ella, conforme a las disposiciones legales aplicables, 

aprobar las tesis y los rubros de los precedentes y ordenar su 

publicación en la Revista del Tribunal;  

VII. Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las 

Salas Regionales, y  

VIII. Resolver los demás asuntos que establezcan las leyes. 

 

ARTÍCULO 24.- Para la validez de las sesiones de la Sección se requerirá la 

presencia de cuatro Magistrados y los debates serán dirigidos por el Presidente 

de la Sección.  

 

ARTÍCULO 25.- Las resoluciones de una Sección se tomarán por mayoría de 

votos de los Magistrados presentes, quienes no podrán abstenerse de votar 

sino cuando tengan impedimento legal. En caso de empate, el asunto se 

diferirá para la sesión en que asista la totalidad de sus miembros. Cuando no 

se apruebe un proyecto por dos veces, se cambiará de ponente.  

 

Las sesiones de las Secciones serán públicas, salvo aquéllas en las que se 

designe a su Presidente, se ventilen cuestiones que afecten la moral o el 

interés público, o la ley exija que sean privadas, así como aquéllas en que la 

mayoría de los Magistrados presentes acuerden su privacidad.  

 
ARTÍCULO 26.- Los Presidentes de las Secciones serán designados por los 

integrantes de la Sección correspondiente en la primera sesión de cada año, la 

cual será privada. Durará en su cargo un año y no podrán ser reelectos para el 

periodo inmediato siguiente.  

 

En el caso de faltas temporales de los Presidentes, serán suplidos por los 

Magistrados de la Sección siguiendo el orden alfabético de sus apellidos.  
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Si la falta es definitiva, la Sección designará Presidente para concluir el periodo 

del Presidente faltante. El Magistrado designado para concluir el periodo no 

estará impedido para ser designado Presidente en el periodo inmediato 

siguiente.  

 
ARTÍCULO 27.- Compete a los Presidentes de las Secciones:  

 

I. Atender la correspondencia de la Sección, autorizándola con su firma;  

II. Convocar a sesiones, dirigir los debates y conservar el orden en las 

sesiones;  

III. Autorizar las actas en que se hagan constar las deliberaciones y 

acuerdos, así como firmar los engroses de las resoluciones;  

IV. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos 

reclamados en los juicios de amparo sean imputados a la Sección, así 

como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos juicios;  

V. Tramitar los incidentes, recursos, aclaraciones de sentencias, así 

como la queja, cuando se trate de juicios que se ventilen ante la 

Sección;  

VI. Enviar al Presidente del Tribunal las excusas, excitativas de justicia y 

recusaciones de los Magistrados que integren la Sección, para efectos 

de turno;  

VII. Dictar los acuerdos y providencias de trámite necesarios cuando a 

juicio de la Sección se beneficie la rapidez del proceso;  

VIII. Imponer las medidas de apremio para hacer cumplir las 

determinaciones de la Sección;  

IX. Ejercer la facultad de atracción de los juicios con características 

especiales, en términos de las disposiciones aplicables, a efecto de 

someterlos a la Sección para su resolución, y  

X. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables. 
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CAPÍTULO IV  

Del Presidente del Tribunal 
 
ARTÍCULO 28.- El Presidente del Tribunal será electo por el Pleno de la Sala 

Superior en la primera sesión del año siguiente a aquél en que concluya el 

periodo del Presidente en funciones. Durará en su cargo tres años y no podrá 

ser reelecto para el periodo inmediato siguiente.  

 

Serán elegibles los Magistrados de Sala Superior cuyos nombramientos cubran 

el periodo antes señalado.  

 
ARTÍCULO 29.- En caso de falta temporal, el Presidente será suplido 

alternativamente, cada treinta días naturales, por los Presidentes de las 

Secciones, siguiendo el orden alfabético de sus apellidos.  

 

Si la falta es definitiva, el Pleno designará nuevo Presidente para concluir el 

periodo del Presidente faltante. El Magistrado designado para concluir el 

periodo no estará impedido para ser electo Presidente en el periodo inmediato 

siguiente.  

 

ARTÍCULO 30.- Son atribuciones del Presidente del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, las siguientes:  

 

I. Representar al Tribunal ante toda clase de autoridades y delegar las 

facultades que el ejercicio de esta función requiera en términos de las 

disposiciones aplicables;  

II. Despachar la correspondencia del Tribunal;  

III. Convocar a sesiones al Pleno de la Sala Superior y a la Junta de 

Gobierno y Administración, dirigir sus debates y conservar el orden en 

éstas;  
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IV. Someter al conocimiento del Pleno de la Sala Superior los asuntos 

de la competencia del mismo, así como aquéllos que considere 

necesario;  

V. Autorizar, junto con el Secretario General de Acuerdos, las actas en 

que se hagan constar las deliberaciones y acuerdos del Pleno de la Sala 

Superior, y firmar el engrose de las resoluciones;  

VI. Ejercer la facultad de atracción de los juicios con características 

especiales, en términos de las disposiciones aplicables, a efecto de 

someterlos al Pleno para su resolución;  

VII. Dictar los acuerdos y providencias de trámite necesarios, cuando se 

beneficie la rapidez del proceso;  

VIII. Tramitar los incidentes y los recursos, así como la queja, cuando se 

trate de juicios que se ventilen ante el Pleno;  

IX. Imponer las medidas de apremio para hacer cumplir las 

determinaciones del Pleno;  

X. Presidir las sesiones de la Sección que lo requiera para integrar el 

quórum;  

XI. Fungir provisionalmente como Presidente de Sección, en los casos 

en que ésta se encuentre imposibilitada para elegir a su Presidente;  

XII. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos 

reclamados en los juicios de amparo sean imputados al Pleno, así como 

informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos juicios;  

XIII. Tramitar y someter a la consideración del Pleno las excitativas de 

justicia y recusaciones de los Magistrados del Tribunal;  

XIV. Rendir anualmente ante el Pleno de la Sala Superior un informe 

dando cuenta de la marcha del Tribunal y de las principales 

jurisprudencias establecidas por el Pleno y las Secciones, y  

XV. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

 
CAPÍTULO V  

De las Salas Regionales 
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ARTÍCULO 31.- El Tribunal tendrá Salas Regionales, con jurisdicción en la 

circunscripción territorial que les sea asignada, integradas por tres Magistrados 

cada una. Las Salas Regionales conocerán de los juicios que se promuevan en 

los supuestos señalados en el artículo 15 de esta Ley, con excepción de los 

que corresponda resolver al Pleno o a las Secciones de la Sala Superior.  

 

ARTÍCULO 32.- Para los efectos del artículo 31 de esta ley, el territorio 

nacional se dividirá en regiones con los límites territoriales que se determinen 

en el Reglamento Interior del Tribunal, conforme a los estudios y propuesta de 

la Junta de Gobierno y Administración, con base en las cargas de trabajo y los 

requerimientos de administración de justicia.  

 

ARTÍCULO 33.- En cada una de las regiones a que se refiere el artículo 

anterior habrá el número de Salas que establezca el Reglamento Interior del 

Tribunal, en el que también se determinará la sede, su circunscripción 

territorial, la distribución de expedientes, la fecha de inicio de funciones y, en su 

caso, su especialidad. 

  

ARTÍCULO 34.- Las Salas Regionales conocerán de los juicios por razón de 

territorio, atendiendo al lugar donde se encuentre el domicilio fiscal del 

demandante, excepto cuando:  

 

I. Se trate de personas morales que:  

 

a. Formen parte del sistema financiero, en los términos de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, o  

b. Tengan el carácter de controladoras o controladas, de conformidad 

con la Ley del Impuesto sobre la Renta, y determinen su resultado fiscal 

consolidado.  
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II. El demandante resida en el extranjero y no tenga domicilio fiscal en el 

país. 

 

III. Se impugnen resoluciones emitidas por la Administración General de 

Grandes Contribuyentes del Servicios de Administración Tributaria o por 

las unidades administrativas adscritas a dicha Administración General. 

 

En los casos señalados en estas fracciones, será competente la Sala Regional 

de la circunscripción territorial en que se encuentre la sede de la autoridad que 

haya dictado la resolución impugnada y, siendo varias las resoluciones 

impugnadas, la Sala Regional de la circunscripción territorial en que se 

encuentre la sede de la autoridad que pretenda ejecutarlas.  

 

Cuando el demandante resida en territorio nacional y no tenga domicilio fiscal, 

se atenderá a la ubicación de su domicilio particular.  

 

Si el demandante es una autoridad que promueve la nulidad de alguna 

resolución administrativa favorable a un particular, será competente la Sala 

Regional de la circunscripción territorial en que se encuentre la sede de la 

autoridad actora.  

 

Se presumirá que el domicilio señalado en la demanda es el fiscal salvo que la 

parte demandada demuestre lo contrario.  

 

ARTÍCULO 35.- Los asuntos cuyo despacho competa a las Salas Regionales 

serán instruidos por turno por los Magistrados que integren la Sala de que se 

trate. Para la validez de las sesiones de la Sala, será indispensable la 

presencia de los tres Magistrados y para resolver bastará mayoría de votos.  

 

Las sesiones de las Salas Regionales, así como las diligencias o audiencias 

que deban practicar serán públicas. No obstante, serán privadas las sesiones 
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en que se designe al Presidente de la Sala, se ventilen cuestiones 

administrativas o que afecten la moral o el interés público, o la ley así lo exija.  

 
ARTÍCULO 36.- Los Presidentes de las Salas Regionales serán designados 

por los Magistrados que integren la Sala en la primera sesión de cada ejercicio, 

durarán en su cargo un año y no podrán ser reelectos para el periodo inmediato 

siguiente.  

 

En el caso de faltas temporales, los Presidentes serán suplidos por los 

Magistrados de la Sala en orden alfabético de sus apellidos.  

 

Si la falta es definitiva, la Sala designará nuevo Presidente para concluir el 

periodo del Magistrado faltante. El Magistrado designado para concluir el 

periodo no estará impedido para ser electo Presidente en el periodo inmediato 

siguiente.  

 

ARTÍCULO 37.- Los Presidentes de las Salas Regionales tendrán las 

siguientes atribuciones:  

 

I. Atender la correspondencia de la Sala, autorizándola con su firma;  

II. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos 

reclamados en los juicios de amparo sean imputados a la Sala, así como 

informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos juicios;  

III. Dictar las medidas que exijan el orden, buen funcionamiento y la 

disciplina de la Sala, exigir que se guarde el respeto y consideración 

debidos e imponer las correspondientes correcciones disciplinarias;  

IV. Enviar al Presidente del Tribunal las excusas, excitativas de justicia y 

recusaciones de los Magistrados que integren la Sala;  

V. Realizar los actos jurídicos o administrativos de la Sala que no 

requieran la intervención de los otros dos Magistrados que la integran;  
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VI. Proporcionar oportunamente a la Junta de Gobierno y Administración 

del Tribunal los informes sobre el funcionamiento de la Sala;  

VII. Dirigir la oficialía de partes y los archivos de la Sala;  

VIII. Verificar que en la sala se aplique en sus términos el Sistema de 

Control de Juicios;  

IX. Vigilar que sean subsanadas las observaciones formuladas a la Sala 

Regional durante la última visita de inspección;  

X. Proponer a la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal se 

imponga una multa al actuario que no cumpla con sus obligaciones 

legales durante la práctica de las notificaciones a su cargo, y  

XI. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

 

ARTÍCULO 38.- Los Magistrados instructores tendrán las siguientes 

atribuciones:  

 

I. Admitir, desechar o tener por no presentada la demanda o su 

ampliación, si no se ajustan a la ley;  

II. Admitir o tener por no presentada la contestación de la demanda o de 

su ampliación o, en su caso, desecharlas;  

III. Admitir o rechazar la intervención del tercero;  

IV. Admitir, desechar o tener por no ofrecidas las pruebas;  

V. Sobreseer los juicios antes de que se cierre la instrucción, cuando el 

demandante se desista de la acción o se revoque la resolución 

impugnada, así como en los demás casos que establezcan las 

disposiciones aplicables;  

VI. Admitir, desechar y tramitar los incidentes y recursos que les 

competan, formular los proyectos de resolución, de aclaraciones de 

sentencia y de resoluciones de queja relacionadas con el cumplimiento 

de las sentencias, y someterlos a la consideración de la Sala;  

VII. Dictar los acuerdos o providencias de trámite necesarios para 

instruir el juicio, incluyendo la imposición de las medidas de apremio 
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necesarias para hacer cumplir sus determinaciones, acordar las 

promociones de las partes y los informes de las autoridades y atender la 

correspondencia necesaria, autorizándola con su firma;  

VIII. Formular el proyecto de sentencia definitiva y, en su caso, de 

cumplimiento de ejecutorias;  

IX. Dictar los acuerdos y providencias relativas a las medidas cautelares 

provisionales en los términos de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, así como proponer a la Sala el proyecto de 

resolución correspondiente a la medida cautelar definitiva que se estime 

procedente, y  

X. Las demás que les correspondan conforme a las disposiciones 

legales aplicables. 

 
CAPÍTULO VI  

De la Junta de Gobierno y Administración 
 

ARTÍCULO 39.- La Junta de Gobierno y Administración será el órgano del 

Tribunal que tendrá a su cargo la administración, vigilancia, disciplina y carrera 

jurisdiccional, y contará con autonomía técnica y de gestión para el adecuado 

cumplimiento de sus funciones.  

 

ARTÍCULO 40.- La Junta de Gobierno y Administración se integrará por:  

 

I. El Presidente del Tribunal, quien también será el presidente de la 

Junta de Gobierno y Administración;  

II. Dos Magistrados de Sala Superior, y  

III. Dos Magistrados de Sala Regional. 

 

Los Magistrados de Sala Superior y de Sala Regional que integren la Junta de 

Gobierno y Administración serán electos por el Pleno en forma escalonada por 

periodos de dos años y no podrán ser reelectos para el periodo inmediato 
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siguiente. Sólo serán elegibles aquellos Magistrados cuyos nombramientos 

cubran el periodo del cargo en dicha Junta.  

 

Los Magistrados que integren la Junta de Gobierno y Administración no 

ejercerán funciones jurisdiccionales. Una vez que concluyan su encargo en 

dicha Junta, se reintegrarán a las funciones jurisdiccionales, siempre y cuando 

estén en edad de desempeñarse como Magistrados.  

 

ARTÍCULO 41.- Son facultades de la Junta de Gobierno y Administración, las 

siguientes:  

 

I. Proponer, para aprobación del Pleno, el proyecto de Reglamento 

Interior del Tribunal y expedir, en el ámbito administrativo, los acuerdos 

necesarios para el buen funcionamiento del Tribunal;  

II. Formular anualmente el proyecto de presupuesto del Tribunal, para 

los efectos señalados en el artículo 1 de esta Ley;  

III. Realizar la evaluación interna de los servidores públicos que les 

requiera el Pleno, para los efectos del artículo 18, fracción V, de esta 

Ley. La evaluación se basará en los elementos objetivos y datos 

estadísticos sobre el desempeño del cargo, de conformidad con las 

disposiciones aplicables;  

IV. Llevar a cabo los estudios necesarios para determinar las regiones, 

sedes y el número de las Salas Regionales, así como materias 

específicas de competencia de las Secciones o de las Salas Regionales, 

en su caso, y los criterios conforme a los cuales se ejercerá la facultad 

de atracción, de acuerdo con lo que establezcan las disposiciones 

aplicables;  

V. Adscribir y, en su caso, cambiar de adscripción a los Magistrados de 

las Salas Regionales y demás servidores públicos del Tribunal, 

observando las Condiciones Generales de Trabajo respecto de los 

trabajadores a los que les sean aplicables;  
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VI. Elegir y adscribir, de entre los Magistrados Supernumerarios de Sala 

Regional, a los que habrán de suplir a los Magistrados de Sala Regional 

que integren la Junta de Gobierno y Administración , así como los que 

cubrirán las ausencias de los Magistrados de Sala Regional, en términos 

de lo dispuesto por esta Ley;  

VII. Establecer, mediante acuerdos generales, las unidades 

administrativas que estime necesarias para el eficiente desempeño de 

las funciones del Tribunal, de conformidad con su presupuesto 

autorizado;  

VIII. Proponer al Pleno, acorde con los principios de eficiencia, 

capacidad y experiencia, el Estatuto de la Carrera previsto en párrafo 

segundo del artículo 10, que contendrá:  

a) Los criterios de selección para el ingreso al Tribunal en alguno de los 

puestos comprendidos en la carrera jurisdiccional;  

b) Los requisitos que deberán satisfacerse para la permanencia y 

promoción en los cargos, y  

c) Las reglas sobre disciplina y un sistema de estímulos a los servidores 

públicos jurisdiccionales.  

IX. Expedir las normas de carrera para los servidores públicos a que se 

refiere el párrafo tercero del artículo 10;  

X. Autorizar los programas permanentes de capacitación, 

especialización y actualización en las materias competencia del Tribunal 

para los servidores públicos previstos en el artículo 3 de esta Ley, que 

elabore el Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa;  

XI. Dictar las reglas conforme a las cuales se deberán practicar visitas 

para verificar el correcto funcionamiento de las Salas Regionales, así 

como señalar las que corresponderá visitar a cada uno de sus 

miembros;  

XII. Acordar la distribución de los recursos presupuestales conforme a la 

ley, dictar las órdenes relacionadas con su ejercicio y supervisar su legal 

y adecuada aplicación;  
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XIII. Establecer las comisiones que estime convenientes para su 

adecuado funcionamiento, señalando su materia e integración;  

XIV. Llevar el registro de los peritos del Tribunal y mantenerlo 

actualizado;  

XV. Nombrar, remover, suspender y resolver todas las cuestiones que 

se relacionen con los nombramientos de los servidores públicos de la 

carrera jurisdiccional, en los términos de las disposiciones aplicables;  

XVI. Nombrar, a propuesta de su Presidente, a los titulares de los 

órganos auxiliares y unidades de apoyo administrativo, así como a los 

titulares de las comisiones, y removerlos de acuerdo con las 

disposiciones aplicables;  

XVII. Nombrar, a propuesta del superior jerárquico, y remover a los 

servidores públicos del Tribunal no comprendidos en las fracciones XV y 

XVI de este artículo;  

XVIII. Conceder licencias prepensionarias con goce de sueldo a los 

Magistrados, Contralor Interno, Secretario General de Acuerdos y 

Secretarios Adjuntos de las Secciones, hasta por tres meses;  

XIX. Conceder licencias sin goce de sueldo a los Magistrados hasta por 

tres meses, siempre que exista causa fundada que así lo amerite;  

XX. Conceder o negar licencias a los Secretarios, Actuarios y Oficiales 

Jurisdiccionales, así como al personal administrativo del Tribunal, en los 

términos de las disposiciones aplicables, previa opinión, en su caso, del 

Magistrado o del superior jerárquico al que estén adscritos;  

XXI. Regular y supervisar las adquisiciones de bienes y servicios, las 

obras y los arrendamientos que contrate el Tribunal y comprobar que se 

apeguen a las disposiciones legales;  

XXII. Dirigir la buena marcha del Tribunal dictando las medidas 

necesarias para el despacho pronto y expedito de los asuntos 

administrativos del Tribunal y aplicar las sanciones que correspondan;  

XXIII. Evaluar el funcionamiento de las áreas administrativas, de 

informática, del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y 
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Administrativa y del área de publicaciones del Tribunal, a fin de constatar 

la adecuada prestación de sus servicios;  

XXIV. Supervisar la correcta operación y funcionamiento de las oficialías 

de partes comunes y de Sala, las coordinaciones y oficinas de Actuarios, 

así como de los archivos y Secretarías de Acuerdos o Secretarías 

Técnicas en las Salas y Secciones del Tribunal, según sea el caso;  

XXV. Ordenar la depuración y baja de expedientes totalmente 

concluidos con tres años de anterioridad, previo aviso publicado en el 

Diario Oficial de la Federación, para que quienes estén interesados 

puedan solicitar la devolución de los documentos que los integren y 

hayan sido ofrecidos por ellos;  

XXVI. Recibir y atender las visitas de verificación ordenadas por la 

Auditoría Superior de la Federación y supervisar que se solventen las 

observaciones que formule, a través de la Secretaría Técnica 

correspondiente;  

XXVII. Instruir y resolver sobre las responsabilidades de los servidores 

públicos establecidos en las fracciones I a X del artículo 3 de esta Ley e 

imponer, en su caso, las sanciones administrativas correspondientes en 

términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos;  

XXVIII. Resolver el recurso de revocación interpuesto por los servidores 

públicos a que se refiere la fracción anterior, en contra de las 

resoluciones dictadas por ella misma en las que se finquen 

responsabilidades y se impongan sanciones, en términos de la Ley 

Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 

Públicos;  

XXIX. Integrar y desarrollar un sistema de información estadística sobre 

el desempeño del Tribunal, del Pleno y de las Secciones de la Sala 

Superior y de las Salas Regionales, que contemple por lo menos el 

número de asuntos atendidos, su materia, su cuantía, la duración de los 
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procedimientos, el rezago y las resoluciones confirmadas, revocadas o 

modificadas;  

XXX. Establecer y administrar un Boletín Procesal para la notificación de 

las resoluciones y acuerdos, así como el control de las notificaciones 

que se realicen por medios electrónicos;  

XXXI. Supervisar la publicación de las jurisprudencias, precedentes y 

tesis aisladas emitidas por las Salas y Secciones en la Revista del 

Tribunal;  

XXXII. Formular la memoria anual de funcionamiento del Tribunal para 

ser presentada al Presidente de la República y al Congreso de la Unión;  

XXXIII. Llevar el registro de firmas de los Magistrados y Secretarios del 

Tribunal, y  

XXXIV. Resolver los demás asuntos que señalen las disposiciones 

aplicables. 

 

ARTÍCULO 42.- Para la validez de las sesiones de la Junta de Gobierno y 

Administración, bastará la presencia de cuatro de sus miembros, incluyendo la 

asistencia del Presidente de la misma.  

 

ARTÍCULO 43.- Las resoluciones de la Junta de Gobierno y Administración se 

tomarán por mayoría de votos de los Magistrados miembros presentes, quienes 

no podrán abstenerse de votar. En caso de empate, el Presidente de la Junta 

tendrá voto de calidad.  

 

Las sesiones de la Junta de Gobierno y Administración serán privadas.  

 

ARTÍCULO 44.- El Presidente del Tribunal lo será también de la Junta de 

Gobierno y Administración. En el caso de faltas temporales del Presidente, será 

suplido por los Magistrados de Sala Superior integrantes de la Junta, siguiendo 

el orden alfabético de sus apellidos.  
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Ante la falta definitiva de los Magistrados previstos en las fracciones II y III del 

artículo 40 que integren la Junta de Gobierno y Administración, el Pleno 

designará a un nuevo integrante para concluir el periodo del Magistrado 

faltante. El Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido 

para ser electo como integrante de la Junta de Gobierno y Administración en el 

periodo inmediato siguiente.  

 

Las faltas temporales de los Magistrados que integren la Junta de Gobierno y 

Administración serán suplidas por los Magistrados de Sala Superior o de Sala 

Regional que determine el Pleno de la Sala Superior, según sea el caso, 

siempre que sean elegibles para ello en los términos de esta Ley.  

 

ARTÍCULO 45.- La Junta de Gobierno y Administración, para atender los 

asuntos de su competencia, contará con los Secretarios Técnicos, Operativos y 

Auxiliares necesarios.  

 
CAPÍTULO VII  

De los demás Servidores Públicos del Tribunal 
 
ARTÍCULO 46.- Corresponde al Contralor Interno:  

 

I. Resolver sobre las responsabilidades de los servidores públicos 

establecidos en las fracciones XI a XIII y último párrafo del artículo 3 de 

esta Ley, e imponer, en su caso, las sanciones administrativas 

correspondientes en términos de la Ley Federal de Responsabilidades 

Administrativas de los Servidores Públicos;  

II. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos y demás normas que expida la 

Junta de Gobierno y Administración;  

III. Comprobar el cumplimiento por parte de los órganos administrativos 

del Tribunal de las obligaciones derivadas de las disposiciones en 
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materia de planeación, presupuestación, ingresos, egresos, 

financiamiento, patrimonio y fondos;  

IV. Llevar el registro y seguimiento de la evolución de la situación 

patrimonial de los servidores públicos del Tribunal;  

V. Inspeccionar y vigilar el cumplimiento de las normas y disposiciones 

relativas a los sistemas de registro y contabilidad, contratación y pago de 

personal, contratación de servicios y recursos materiales del Tribunal, y  

VI. Las demás que determinen las leyes, reglamentos y acuerdos 

generales correspondientes. 

 

ARTÍCULO 47.- Corresponde al Secretario General de Acuerdos del Tribunal:  

 

I. Acordar con el Presidente del Tribunal la programación de las 

sesiones del Pleno;  

II. Dar cuenta en las sesiones del Pleno de los asuntos que se sometan 

a su consideración, tomar la votación de sus integrantes, formular el acta 

relativa y comunicar las decisiones que se acuerden;  

III. Revisar los engroses de las resoluciones del Pleno formulados por el 

Magistrado ponente, autorizándolos en unión del Presidente;  

IV. Tramitar y firmar la correspondencia referente a las funciones del 

Pleno, cuando ello no corresponda al Presidente del Tribunal;  

V. Llevar el turno de los Magistrados que deban formular ponencias para 

resolución del Pleno;  

VI. Dirigir los archivos de la Sala Superior, y  

VII. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obran en los 

expedientes de la Sala Superior. 

 

ARTÍCULO 48.- Corresponde a los Secretarios Adjuntos de Acuerdos de las 

Secciones:  
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I. Acordar con el Presidente de la Sección, lo relativo a las sesiones de 

la misma;  

II. Dar cuenta en las sesiones de la Sección de los asuntos que se 

sometan a su consideración, tomar la votación de sus integrantes, 

formular el acta relativa y comunicar las decisiones que se acuerden;  

III. Engrosar, en su caso, las resoluciones de la Sección 

correspondiente, autorizándolas en unión del Presidente de la Sección;  

IV. Tramitar y firmar la correspondencia de las Secciones, cuando ello 

no corresponda al Presidente de la Sección;  

V. Llevar el turno de los Magistrados que deban formular ponencias, 

estudios o proyectos para las resoluciones de las Secciones;  

VI. Dar fe y expedir certificados de constancias que obran en los 

expedientes de las Secciones, y  

VII. Las demás que les encomiende el Presidente de la Sección. 

 

ARTÍCULO 49.- Corresponde a los Secretarios de Acuerdos de la Sala 

Superior:  

 

I. Auxiliar al Magistrado al que estén adscritos en la formulación de los 

proyectos de resoluciones que les encomienden;  

II. Autorizar con su firma las actuaciones del Magistrado ponente;  

III. Efectuar las diligencias que les encomiende el Magistrado al que 

estén adscritos cuando éstas deban practicarse fuera del local de la Sala 

Superior;  

IV. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obren en los 

expedientes de la Ponencia a la que estén adscritos, y  

V. Desempeñar las demás atribuciones que las disposiciones aplicables 

les confieran. 

 

ARTÍCULO 50.- Corresponde a los Secretarios de Acuerdos de Sala Regional:  
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I. Proyectar los autos y las resoluciones que les indique el Magistrado 

instructor;  

II. Autorizar con su firma las actuaciones del Magistrado instructor y de 

la Sala Regional;  

III. Efectuar las diligencias que les encomiende el Magistrado instructor 

cuando éstas deban practicarse fuera del local de la Sala y dentro de su 

jurisdicción;  

IV. Proyectar las sentencias y engrosarlas, en su caso, conforme a los 

razonamientos jurídicos de los Magistrados;  

V. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obren en los 

expedientes de la Sala a la que estén adscritos, y  

VI. Las demás que señalen las disposiciones aplicables. 

 

 
ARTÍCULO 51.- Corresponde a los Actuarios:  

 

I. Notificar, en el tiempo y forma prescritos por la ley, las resoluciones 

recaídas en los expedientes que para tal efecto les sean turnados;  

II. Practicar las diligencias que se les encomienden, y  

III. Las demás que señalen las leyes o el Reglamento Interior. 

 

ARTÍCULO 52.- Corresponde a los Secretarios de la Junta de Gobierno y 

Administración:  

 

I. Preparar los proyectos y resoluciones que deban ser sometidos a la 

aprobación de la Junta;  

II. Supervisar la ejecución de los acuerdos tomados por la Junta, y 

asentarlos en el libro de actas respectivo;  

III. Asistir al Presidente del Tribunal en las sesiones que se lleven a cabo 

por la Junta en los asuntos que sean de su competencia conforme a 
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esta Ley, a su Reglamento Interior y a los acuerdos generales 

correspondientes, levantando las actas respectivas, y  

IV. Las demás que prevea esta Ley y el Reglamento Interior del Tribunal. 

 

Los Secretarios de la Junta de Gobierno y Administración, para el ejercicio de 

las funciones citadas en las fracciones anteriores, se auxiliarán de las unidades 

administrativas que al efecto establezca el Reglamento Interior del Tribunal.  

 

ARTÍCULO 53.- El Director del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y 

Administrativa será nombrado por el Pleno, a propuesta de su Presidente, y 

tendrá las atribuciones siguientes:  

 

I. Promover la investigación jurídica en materia fiscal y administrativa;  

II. Convocar a congresos y seminarios a Magistrados y servidores 

públicos de la carrera jurisdiccional del Tribunal, así como a 

asociaciones profesionales representativas e instituciones de educación 

superior, a fin de promover el estudio del derecho fiscal y administrativo, 

evaluar la impartición de justicia fiscal y administrativa y proponer las 

medidas pertinentes para mejorarla, y  

III. Dirigir la Revista del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa y proponer, compilar, editar y distribuir el material impreso 

que el Tribunal determine para divulgarlo entre las dependencias y 

entidades, las instituciones de educación superior, las agrupaciones 

profesionales y el público en general para el mejor conocimiento de los 

temas de índole fiscal y administrativa. 

 
CAPÍTULO VIII  

De las Responsabilidades de los Servidores Públicos del Tribunal 
 

ARTÍCULO 54.- Serán causas de responsabilidad de los servidores públicos 

del Tribunal:  
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I. Realizar conductas de atenten contra la independencia de la función 

jurisdiccional, tales como aceptar consignas, presiones, encargos o 

comisiones, o cualquier acción que genere o implique subordinación 

respecto de alguna persona, del mismo Tribunal o de cualquier otro 

órgano del Estado;  

II. Inmiscuirse indebidamente en cuestiones del orden jurisdiccional que 

competan a otros órganos del Tribunal;  

III. Tener una notoria ineptitud o descuido en el desempeño de las 

funciones o labores que deben realizar;  

IV. Impedir en los procedimientos jurisdiccionales que las partes ejerzan 

los derechos que legalmente les correspondan;  

V. Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se 

encuentren impedidos;  

VI. Realizar nombramientos, promociones o ratificaciones infringiendo 

las disposiciones generales correspondientes;  

VII. No poner en conocimiento de la Junta de Gobierno y Administración 

o, en su caso, del Contralor del Tribunal, cualquier acto tendiente a 

vulnerar la independencia de la función jurisdiccional;  

VIII. No preservar la dignidad, imparcialidad y profesionalismo propios de 

la función jurisdiccional en el desempeño de sus funciones;  

IX. Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su 

conocimiento;  

X. Abandonar la residencia del órgano del Tribunal al que esté adscrito, 

o dejar de desempeñar las funciones o las labores que tenga a su cargo;  

XI. Incumplir las obligaciones establecidas en el artículo 8 de la Ley 

Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 

Públicos, siempre que éstas no fueren contrarias a la naturaleza de la 

función jurisdiccional, y  

XII. Las demás que determinen las leyes. 
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CAPÍTULO IX  

De las Vacaciones y Días Inhábiles 
 

ARTÍCULO 55.- El personal del Tribunal tendrá cada año dos períodos de 

vacaciones que coincidirán con los del Poder Judicial de la Federación.  

 

Se suspenderán las labores generales del Tribunal y no correrán los plazos, los 

días que acuerde el Pleno del Tribunal. Durante las vacaciones del Tribunal, la 

Junta de Gobierno y Administración determinará el personal que deberá 

realizar las guardias necesarias en las diferentes regiones para la atención de 

los asuntos que se requiera.  

 

Únicamente se recibirán promociones en la oficialía de partes de cada Sala 

durante las horas hábiles que determine el Pleno del Tribunal.  

 
TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación 

en el Diario Oficial de la Federación.  

 

SEGUNDO.- Se abroga la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 

y Administrativa publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de 

diciembre de 1995.  

 

TERCERO.- El proceso para el nombramiento por el Presidente de la 

República, con la respectiva aprobación del Senado de la República o, en su 

caso, de la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión, de los dos 

Magistrados de Sala Superior y de los cinco Magistrados Supernumerarios de 

Sala Regional, deberá iniciarse en cuanto entre en vigor la presente Ley.  
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CUARTO.- Una vez hechos los nombramientos a que se refiere el artículo 

anterior, el Pleno de la Sala Superior deberá elegir por insaculación a los 

Magistrados de Sala Superior que se incorporarán a la Junta de Gobierno y 

Administración en su primera integración, así como adscribir a los Magistrados 

de Sala Regional que formarán parte de la misma y a los Magistrados 

Supernumerarios que los suplirán temporalmente.  

 

A fin de escalonar los períodos de los miembros de la Junta de Gobierno y 

Administración, en lo que atañe a su primera integración, el Pleno, al hacer la 

elección de los Magistrados que deban integrarlo, por esta única ocasión, 

elegirá a un Magistrado de Sala Superior y a un Magistrado de Sala Regional 

que durarán tres años en su cargo en la Junta de Gobierno y Administración.  

 

Los Magistrados de Sala Superior nombrados conforme al artículo tercero 

transitorio no serán elegibles para la primera integración de la Junta de 

Gobierno y Administración del Tribunal.  

 

QUINTO.- El Reglamento Interior del Tribunal que se encuentre vigente a la 

entrada en vigor de la presente Ley, seguirá aplicándose en aquello que no se 

oponga a ésta, hasta que el Pleno expida el nuevo Reglamento Interior de 

conformidad con lo previsto en este ordenamiento, lo cual deberá hacer en un 

plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.  

 

SEXTO.- Los servidores públicos que venían ejerciendo encargos 

administrativos que desaparecen o se transforman conforme a lo dispuesto por 

esta Ley, continuarán desempeñando los mismos cargos hasta que la Junta de 

Gobierno y Administración acuerde la creación de los nuevos órganos 

administrativos y decida sobre las designaciones mediante acuerdos 

específicos.  
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SÉPTIMO.- Los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa que a la entrada en vigor de la presente Ley se encuentren en 

ejercicio de sus cargos, continuarán en ellos hasta concluir el periodo para el 

cual fueron designados, de acuerdo con la Ley que se abroga. Al término de 

dicho periodo entregarán la Magistratura, sin perjuicio de que el Tribunal pueda 

proponerlos, previa evaluación de su desempeño, para ser nombrados como 

Magistrados en términos de lo dispuesto por esta Ley.  

 

OCTAVO.- A las personas que hayan concluido el plazo para el cual fueron 

nombradas como Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa y que se encuentre en trámite su propuesta de ratificación 

conforme a la Ley que se abroga, podrán ser consideradas por el Presidente de 

la República para ser nombradas como Magistrados del Tribunal en términos 

de la presente Ley.  

 

NOVENO.- Los Magistrados que conforme a la Ley que se abroga hayan 

obtenido la inamovilidad, continuarán en el ejercicio de sus encargos atento a 

lo establecido en dicha Ley.  

 

 

 



 1

26-04-2007 
Cámara de Senadores. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislativos, con proyecto de decreto por el 
que se expide la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 
Aprobado con 85 votos en pro. 
Se turnó al Ejecutivo Federal, para sus efectos constitucionales. 
Gaceta Parlamentaria, 26 de abril de 2007.  
Discusión y votación, 26 de abril de 2007. 
 

Continuamos con la segunda lectura al dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios 
Legislativos con Proyecto de Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

El dictamen se encuentra publicado en la gaceta del Senado de este día, pregunte la Secretaría a la 
Asamblea, si se omite su lectura.  

-EL C. SECRETARIO ZOREDA NOVELO: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si se omite la 
lectura del dictamen.  

-Quienes estén porque se omita, favor de levantar la mano. (La Asamblea asiente)  

-Quienes estén porque no se omita, favor de levantar la mano. (La Asamblea no asiente)  

-Sí se omite la lectura, señor Presidente.  

-EL C. PRESIDENTE ARROYO VIEYRA: Está a discusión.  

Esta presidencia no tiene registrados oradores, considere el asunto suficientemente discutido.  

¿Pregunta si hay alguna reserva?  

No habiendo reserva alguna, ábrase el sistema electrónico por dos minutos, a efecto de recabar votación 
nominal en lo general y en lo particular en un solo acto.  

(Se abre el sistema electrónico de votación) 

-EL C. SECRETARIO ZOREDA NOVELO: Se emitieron 85 votos en pro, cero votos en contra, señor 
presidente.  

-EL C. PRESIDENTE ARROYO VIEYRA: Aprobado en lo general y en lo particular el Proyecto de Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

Pasa al Ejecutivo Federal para sus efectos constitucionales.  
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

DECRETO por el que se expide la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE EXPIDE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se expide la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

CAPÍTULO I 

De la Naturaleza e Integración del Tribunal 

ARTÍCULO 1.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es un tribunal de lo contencioso-
administrativo, dotado de plena autonomía para dictar sus fallos, con la organización y atribuciones que esta 
Ley establece. 

El proyecto de presupuesto del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa será aprobado por el 
Pleno de su Sala Superior con sujeción a las disposiciones contenidas en la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y será enviado a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su 
incorporación, en los términos de los criterios generales de política económica, en el proyecto de Presupuesto 
de Egresos de la Federación. Una vez aprobado su presupuesto, el Tribunal lo ejercerá directamente. 

ARTÍCULO 2.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se integra por: 

I. La Sala Superior; 

II. Las Salas Regionales, y 

III. La Junta de Gobierno y Administración. 

ARTÍCULO 3.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa tendrá los servidores públicos 
siguientes: 

I. Magistrados de Sala Superior; 

II. Magistrados de Sala Regional; 

III. Magistrados Supernumerarios de Sala Regional; 

IV. Secretario General de Acuerdos; 

V. Secretarios Adjuntos de Acuerdos de las Secciones; 

VI. Secretarios de Acuerdos de Sala Superior; 

VII. Secretarios de Acuerdos de Sala Regional; 

VIII. Actuarios; 

IX. Oficiales Jurisdiccionales; 

X. Contralor Interno; 

XI. Secretarios Técnicos, Operativos o Auxiliares; 

XII. Director del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa, y 

XIII. Los demás que con el carácter de mandos medios y superiores señale el Reglamento Interior del 
Tribunal y se encuentren previstos en el presupuesto autorizado. 
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Los servidores públicos a que se refieren las fracciones anteriores serán considerados personal de 
confianza. 

El Tribunal contará además con el personal profesional, administrativo y técnico necesario para el 
desempeño de sus funciones, de conformidad con lo que establezca su presupuesto. 

ARTÍCULO 4.- El Presidente de la República, con la aprobación de la Cámara de Senadores, nombrará a 
los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

En los recesos de la Cámara de Senadores, los nombramientos de Magistrados que haga el Presidente de 
la República serán sometidos a la aprobación de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión. 

ARTÍCULO 5.- Los Magistrados de Sala Superior serán nombrados por un periodo de quince años 
improrrogables, los que se computarán a partir de la fecha de su nombramiento. 

Los Magistrados de Sala Regional y los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional serán nombrados 
por un periodo de diez años, los que se computarán a partir de la fecha de su nombramiento. 

Las personas que hayan concluido el periodo para el que fueron nombradas como Magistrados de Sala 
Regional, podrán ser consideradas para nuevos nombramientos. 

Las personas que hayan concluido el periodo para el que fueron nombradas como Magistrados 
Supernumerarios de Sala Regional, no podrán ser nombradas nuevamente para ocupar dicho encargo. 

ARTÍCULO 6.- Para ser Magistrado del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se requiere lo 
siguiente: 

I. Ser mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad; 

II. Estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 

III. Ser mayor de treinta y cinco años de edad a la fecha del nombramiento; 

IV. Contar con notoria buena conducta; 

V. Ser licenciado en derecho con título registrado, expedido cuando menos diez años antes del 
nombramiento, y 

VI. Contar como mínimo con ocho años de experiencia en materia fiscal o administrativa. 

ARTÍCULO 7.- Durante el ejercicio de sus cargos, los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa únicamente podrán ser privados de los mismos por el Presidente de la República, en los casos 
de responsabilidad en términos de las disposiciones aplicables, o cuando dejen de satisfacer los requisitos 
previstos en el artículo 6 de esta Ley, previo procedimiento seguido ante la Junta de Gobierno y 
Administración y resuelto por el Pleno de la Sala Superior. 

Son causas de retiro forzoso de los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
padecer incapacidad física o mental para desempeñar el cargo, así como cumplir setenta y cinco años de 
edad. 

ARTÍCULO 8.- En los casos en que los Magistrados estén por concluir el periodo para el que hayan sido 
nombrados, el Presidente del Tribunal, con tres meses de anticipación, comunicará esta circunstancia al 
Presidente de la República y, en su caso, someterá a su consideración la propuesta que previamente haya 
aprobado el Pleno de la Sala Superior. 

Las faltas definitivas de Magistrados ocurridas durante el periodo para el cual hayan sido nombrados, se 
comunicarán de inmediato al Presidente de la República por el Presidente del Tribunal, quien someterá a su 
consideración la propuesta que, en su caso, haya aprobado el Pleno de la Sala Superior, para que se proceda 
a los nombramientos de los Magistrados que las cubran. 

Las faltas definitivas de Magistrados de las Salas Regionales serán cubiertas provisionalmente por los 
Magistrados Supernumerarios de Sala Regional adscritos por la Junta de Gobierno y Administración, hasta en 
tanto se realice un nuevo nombramiento en los términos de este artículo. 

Las faltas temporales hasta por un mes de los Magistrados de las Salas Regionales se suplirán por el 
primer secretario del Magistrado ausente. Las faltas temporales superiores a un mes serán cubiertas por los 
Magistrados Supernumerarios de Sala Regional. 

El Reglamento Interior del Tribunal establecerá las normas para el turno y reasignación de expedientes en 
los casos de faltas temporales, excusas o recusaciones de los Magistrados de la Sala Superior. 
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ARTÍCULO 9.- El Tribunal contará con cinco Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, que cubrirán 
las faltas de los Magistrados de Sala Regional en los casos previstos en esta Ley, y sustituirán a los dos 
Magistrados de Sala Regional que se integren a la Junta de Gobierno y Administración, durante su encargo. 

Los Magistrados Supernumerarios, durante el tiempo que no cubran las faltas señaladas en el párrafo 
anterior, deberán desempeñar las tareas que les encomiende el Pleno de la Sala Superior. 

ARTÍCULO 10.- El Tribunal contará con un sistema profesional de carrera jurisdiccional, basado en los 
principios de eficiencia, capacidad y experiencia, el cual comprenderá a los servidores públicos a que se 
refieren las fracciones VI a IX del artículo 3 de esta Ley. 

El sistema abarcará las fases de ingreso, promoción, permanencia y retiro de dichos servidores públicos, 
de manera que se procure la excelencia por medio de concursos y evaluaciones periódicas, y de acuerdo con 
los procedimientos y criterios establecidos en el Estatuto correspondiente. 

Con base en lo previsto en este artículo, el Tribunal establecerá y regulará, mediante disposiciones 
generales, el sistema de carrera de los servidores públicos previstos en las fracciones XI y XIII del artículo 3 
de esta Ley. 

ARTÍCULO 11.- Para ser Secretario de Acuerdos se requiere: 

I. Ser mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad; 

II. Ser mayor de veinticinco años de edad; 

III. Contar con reconocida buena conducta; 

IV. Ser licenciado en derecho con título debidamente registrado, y 

V. Contar como mínimo con tres años de experiencia en materia fiscal o administrativa. 

Los Actuarios deberán reunir los mismos requisitos que para ser Secretario de Acuerdos, salvo el relativo 
a la experiencia, que será como mínimo de dos años en materia fiscal o administrativa. 

Los Oficiales Jurisdiccionales deberán ser mexicanos, mayores de dieciocho años, pasantes en derecho y 
de reconocida buena conducta. 

ARTÍCULO 12.- Los Magistrados, Secretarios, Actuarios y Oficiales Jurisdiccionales estarán impedidos 
para desempeñar cualquier otro cargo o empleo, público o privado, excepto los de carácter docente u 
honorífico. 

También estarán impedidos para ejercer su profesión, salvo en causa propia, de su cónyuge, concubina o 
concubinario, adoptante o adoptado, o de sus parientes por consanguinidad hasta el cuarto grado. 

ARTÍCULO 13.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa contará con un registro de peritos, 
que lo auxiliarán con el carácter de peritos terceros, como profesionales independientes, los cuales deberán 
tener título debidamente registrado en la ciencia o arte a que pertenezca la cuestión sobre la que deba 
rendirse el peritaje o proporcionarse la asesoría, si la profesión o el arte estuvieren legalmente reglamentados 
y, si no lo estuvieren, deberán ser personas versadas en la materia. 

Para la integración del registro y permanencia en el mismo, así como para la designación, aceptación del 
cargo y pago de los honorarios de los peritos, se estará a los lineamientos que señale el Reglamento Interior 
del Tribunal. 

CAPÍTULO II 

De la Competencia Material del Tribunal 

ARTÍCULO 14.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que se 
promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que se indican a 
continuación: 

I. Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos fiscales autónomos, en que se 
determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para 
su liquidación; 

II. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal de la 
Federación, indebidamente percibido por el Estado o cuya devolución proceda de conformidad con 
las leyes fiscales; 
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III. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas federales; 

IV. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores; 

V. Las que nieguen o reduzcan las pensiones y demás prestaciones sociales que concedan las leyes 
en favor de los miembros del Ejército, de la Fuerza Aérea y de la Armada Nacional o de sus 
familiares o derechohabientes con cargo a la Dirección de Pensiones Militares o al erario federal, 
así como las que establezcan obligaciones a cargo de las mismas personas, de acuerdo con las 
leyes que otorgan dichas prestaciones. 

 Cuando para fundar su demanda el interesado afirme que le corresponde un mayor número de 
años de servicio que los reconocidos por la autoridad respectiva, que debió ser retirado con grado 
superior al que consigne la resolución impugnada o que su situación militar sea diversa de la que le 
fue reconocida por la Secretaría de la Defensa Nacional o de Marina, según el caso; o cuando se 
versen cuestiones de jerarquía, antigüedad en el grado o tiempo de servicios militares, las 
sentencias del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa sólo tendrán efectos en cuanto a 
la determinación de la cuantía de la prestación pecuniaria que a los propios militares corresponda, 
o a las bases para su depuración; 

VI. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario federal o al Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado; 

VII. Las que se dicten en materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos de 
obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal; 

VIII. Las que nieguen la indemnización o que, por su monto, no satisfagan al reclamante y las que 
impongan la obligación de resarcir los daños y perjuicios pagados con motivo de la reclamación, en 
los términos de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado o de las leyes 
administrativas federales que contengan un régimen especial de responsabilidad patrimonial del 
Estado; 

IX. Las que requieran el pago de garantías a favor de la Federación, el Distrito Federal, los Estados o 
los Municipios, así como de sus entidades paraestatales; 

X. Las que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la Ley de Comercio Exterior; 

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, 
a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo; 

XII. Las que decidan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las 
demás fracciones de este artículo; 

XIII. Las que se funden en un tratado o acuerdo internacional para evitar la doble tributación o en 
materia comercial, suscrito por México, o cuando el demandante haga valer como concepto de 
impugnación que no se haya aplicado en su favor alguno de los referidos tratados o acuerdos; 

XIV. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el 
transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal de la Federación, la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres 
meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la 
resolución positiva ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias. 

 No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere 
afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad 
administrativa, y 

XV. Las señaladas en las demás leyes como competencia del Tribunal. 

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no 
admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa. 

El Tribunal conocerá, además de los juicios que se promuevan contra los actos administrativos, decretos y 
acuerdos de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado 
los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación. 
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El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que promuevan las 
autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, siempre que 
dichas resoluciones sean de las materias señaladas en las fracciones anteriores como de su competencia. 

ARTÍCULO 15.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios en materia 
de responsabilidades administrativas de los servidores públicos. 

El procedimiento para conocer de estos juicios será el que señale la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos y la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

CAPÍTULO III 

De la Sala Superior 

Sección I 

De su Integración 

ARTÍCULO 16.- La Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se compondrá de 
trece Magistrados especialmente nombrados para integrarla, de los cuales once ejercerán funciones 
jurisdiccionales y dos formarán parte de la Junta de Gobierno y Administración, durante los periodos que 
señala esta Ley. 

La Sala Superior del Tribunal actuará en Pleno o en dos Secciones. Los dos Magistrados de Sala Superior 
que formen parte de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal, no integrarán el Pleno ni las 
Secciones por el tiempo que dure su encargo en dicha Junta, salvo en los casos previstos en las fracciones I, 
II, III, IV y V del artículo 18 de esta Ley. 

Sección II 

Del Pleno 

ARTÍCULO 17.- El Pleno estará integrado por el Presidente del Tribunal y por diez Magistrados de Sala 
Superior. 

ARTÍCULO 18.- Son facultades del Pleno, las siguientes: 

I. Elegir de entre los Magistrados de Sala Superior al Presidente del Tribunal; 

II. Aprobar y expedir el Reglamento Interior del Tribunal en el que se deberán incluir entre otros 
aspectos, las regiones, sede y número de Salas Regionales, así como las materias específicas de 
competencia de las Secciones de la Sala Superior o de las Salas Regionales y los criterios 
conforme a los cuales se ejercerá la facultad de atracción; 

III. Expedir el Estatuto de Carrera a que se refiere el párrafo segundo del artículo 10 de esta Ley; 

IV. Elegir a los Magistrados de Sala Superior y de Sala Regional que se integrarán a la Junta de 
Gobierno y Administración conforme a lo previsto por el artículo 40 de esta Ley; 

V. Aprobar y someter a consideración del Presidente de la República la propuesta para el 
nombramiento de Magistrados del Tribunal, previa evaluación de la Junta de Gobierno y 
Administración; 

VI. Fijar y, en su caso, cambiar la adscripción de los Magistrados de las Secciones; 

VII. Designar al Secretario General de Acuerdos, a los Secretarios Adjuntos de las Secciones y al 
Contralor Interno, a propuesta del Presidente del Tribunal; 

VIII. Resolver todas aquellas situaciones que sean de interés para el Tribunal y cuya resolución no esté 
encomendada a algún otro de sus órganos; 

IX. Establecer, modificar y suspender la jurisprudencia del Tribunal conforme a las disposiciones 
legales aplicables, aprobar las tesis y los rubros de los precedentes y ordenar su publicación en la 
Revista del Tribunal; 

X. Resolver los juicios con características especiales, en términos de las disposiciones aplicables, 
incluidos aquéllos que sean de competencia especial de las Secciones; 
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XI. Dictar sentencia interlocutoria en los incidentes y recursos que procedan en contra de los actos 
emitidos en el procedimiento seguido ante el Presidente del Tribunal para poner en estado de 
resolución un juicio competencia del Pleno, inclusive cuando se controvierta la notificación de los 
actos emitidos por éste, así como resolver la aclaración de sentencia, la queja relacionada con el 
cumplimiento de las resoluciones y determinar las medidas que sean procedentes; 

XII. Ordenar que se reabra la instrucción, cuando se amerite en términos de las disposiciones 
aplicables; 

XIII. Resolver sobre las excusas, excitativas de justicia y recusaciones de los Magistrados del Tribunal y 
respecto a los Magistrados de Sala Regional designar de entre los Secretarios a quienes deban 
sustituirlos; 

XIV. Dictar sentencia definitiva en los juicios promovidos por los Magistrados del Tribunal, en contra de 
sanciones impuestas por la Junta de Gobierno y Administración, en aplicación de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y someter a la consideración del 
Presidente de la República la destitución de un Magistrado, en los términos del artículo 7 de esta 
Ley; 

XV. Las que se funden en un Tratado o Acuerdo Internacional para evitar la doble tributación o en 
materia comercial, suscrito por México, o cuando el demandante haga valer como concepto de 
impugnación que no se haya aplicado en su favor alguno de los referidos Tratados o Acuerdos, y 

XVI. Las demás que establezcan las leyes. 

ARTÍCULO 19.- Para la validez de las sesiones del Pleno se requerirá, cuando menos, la presencia de 
siete Magistrados y los debates serán dirigidos por el Presidente del Tribunal. 

ARTÍCULO 20.- Las sesiones serán públicas, excepto cuando la mayoría de los Magistrados presentes 
acuerde su privacidad, atendiendo a la naturaleza del caso a resolver, o en los supuestos previstos en las 
fracciones I a IX del artículo 18 de esta Ley. 

ARTÍCULO 21.- Las resoluciones del Pleno se tomarán por mayoría de votos de los Magistrados 
presentes, quienes no podrán abstenerse de votar sino cuando tengan impedimento legal. En caso de 
empate, el asunto se diferirá para la sesión en que asista la totalidad de sus miembros o tenga una 
composición impar. Cuando no se apruebe un proyecto por dos veces, se cambiará de ponente. 

Cuando se resuelva sobre el criterio de interpretación y aplicación de una ley, que deba asumir el carácter 
de precedente o de jurisprudencia, el Pleno aprobará la tesis y el rubro correspondientes para su publicación. 

Sección III 

De las Secciones 

ARTÍCULO 22.- Las Secciones estarán integradas por cinco Magistrados de Sala Superior, adscritos a 
cada una de ellas por el Pleno. 

El Presidente del Tribunal no integrará Sección, salvo cuando sea requerido para integrarla ante la falta de 
quórum, en cuyo caso presidirá las sesiones, o cuando la Sección se encuentre imposibilitada para elegir su 
Presidente, en cuyo caso el Presidente del Tribunal fungirá provisionalmente como Presidente de la Sección, 
hasta que se logre la elección. 

ARTÍCULO 23.- Son facultades de las Secciones, las siguientes: 

I. Dictar sentencia definitiva en los juicios que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la 
Ley de Comercio Exterior, a excepción de aquéllos en los que se controvierta exclusivamente la 
aplicación de cuotas compensatorias; 

II. Resolver los juicios con características especiales, en términos de las disposiciones aplicables; 

III. Dictar sentencia interlocutoria en los incidentes y recursos que procedan en contra de los actos 
emitidos en el procedimiento seguido ante el Presidente de la Sección para poner en estado de 
resolución un asunto competencia de la propia Sección, inclusive cuando se controvierta la 
notificación de los actos emitidos por ésta, así como resolver la aclaración de sentencias, la queja 
relacionada con el cumplimiento de las resoluciones y determinar las medidas que sean 
procedentes; 
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IV. Ordenar que se reabra la instrucción, cuando se amerite en términos de las disposiciones 
aplicables; 

V. Dictar sentencia definitiva en los juicios promovidos por los Secretarios, Actuarios y demás 
personal del Tribunal, en contra de sanciones impuestas por la Junta de Gobierno y Administración, 
en aplicación de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; 

VI. Establecer, suspender y modificar la jurisprudencia de la Sección y apartarse de ella, conforme a 
las disposiciones legales aplicables, aprobar las tesis y los rubros de los precedentes y ordenar su 
publicación en la Revista del Tribunal; 

VII. Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las Salas Regionales, y 

VIII. Resolver los demás asuntos que establezcan las leyes. 

ARTÍCULO 24.- Para la validez de las sesiones de la Sección se requerirá la presencia de cuatro 
Magistrados y los debates serán dirigidos por el Presidente de la Sección. 

ARTÍCULO 25.- Las resoluciones de una Sección se tomarán por mayoría de votos de los Magistrados 
presentes, quienes no podrán abstenerse de votar sino cuando tengan impedimento legal. En caso de 
empate, el asunto se diferirá para la sesión en que asista la totalidad de sus miembros. Cuando no se apruebe 
un proyecto por dos veces, se cambiará de ponente. 

Las sesiones de las Secciones serán públicas, salvo aquéllas en las que se designe a su Presidente, se 
ventilen cuestiones que afecten la moral o el interés público, o la ley exija que sean privadas, así como 
aquéllas en que la mayoría de los Magistrados presentes acuerden su privacidad. 

ARTÍCULO 26.- Los Presidentes de las Secciones serán designados por los integrantes de la Sección 
correspondiente en la primera sesión de cada año, la cual será privada. Durará en su cargo un año y no 
podrán ser reelectos para el periodo inmediato siguiente. 

En el caso de faltas temporales de los Presidentes, serán suplidos por los Magistrados de la Sección 
siguiendo el orden alfabético de sus apellidos. 

Si la falta es definitiva, la Sección designará Presidente para concluir el periodo del Presidente faltante. El 
Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser designado Presidente en el 
periodo inmediato siguiente. 

ARTÍCULO 27.- Compete a los Presidentes de las Secciones: 

I. Atender la correspondencia de la Sección, autorizándola con su firma; 

II. Convocar a sesiones, dirigir los debates y conservar el orden en las sesiones; 

III. Autorizar las actas en que se hagan constar las deliberaciones y acuerdos, así como firmar los 
engroses de las resoluciones; 

IV. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo 
sean imputados a la Sección, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos 
juicios; 

V. Tramitar los incidentes, recursos, aclaraciones de sentencias, así como la queja, cuando se trate de 
juicios que se ventilen ante la Sección; 

VI. Enviar al Presidente del Tribunal las excusas, excitativas de justicia y recusaciones de los 
Magistrados que integren la Sección, para efectos de turno; 

VII. Dictar los acuerdos y providencias de trámite necesarios cuando a juicio de la Sección se beneficie 
la rapidez del proceso; 

VIII. Imponer las medidas de apremio para hacer cumplir las determinaciones de la Sección; 

IX. Ejercer la facultad de atracción de los juicios con características especiales, en términos de las 
disposiciones aplicables, a efecto de someterlos a la Sección para su resolución, y 

X. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables. 
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CAPÍTULO IV 

Del Presidente del Tribunal 

ARTÍCULO 28.- El Presidente del Tribunal será electo por el Pleno de la Sala Superior en la primera 
sesión del año siguiente a aquél en que concluya el periodo del Presidente en funciones. Durará en su cargo 
tres años y no podrá ser reelecto para el periodo inmediato siguiente. 

Serán elegibles los Magistrados de Sala Superior cuyos nombramientos cubran el periodo antes señalado. 

ARTÍCULO 29.- En caso de falta temporal, el Presidente será suplido alternativamente, cada treinta días 
naturales, por los Presidentes de las Secciones, siguiendo el orden alfabético de sus apellidos. 

Si la falta es definitiva, el Pleno designará nuevo Presidente para concluir el periodo del Presidente 
faltante. El Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo Presidente en el 
periodo inmediato siguiente. 

ARTÍCULO 30.- Son atribuciones del Presidente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
las siguientes: 

I. Representar al Tribunal ante toda clase de autoridades y delegar las facultades que el ejercicio de 
esta función requiera en términos de las disposiciones aplicables; 

II. Despachar la correspondencia del Tribunal; 

III. Convocar a sesiones al Pleno de la Sala Superior y a la Junta de Gobierno y Administración, dirigir 
sus debates y conservar el orden en éstas; 

IV. Someter al conocimiento del Pleno de la Sala Superior los asuntos de la competencia del mismo, 
así como aquéllos que considere necesario; 

V. Autorizar, junto con el Secretario General de Acuerdos, las actas en que se hagan constar las 
deliberaciones y acuerdos del Pleno de la Sala Superior, y firmar el engrose de las resoluciones; 

VI. Ejercer la facultad de atracción de los juicios con características especiales, en términos de las 
disposiciones aplicables, a efecto de someterlos al Pleno para su resolución; 

VII. Dictar los acuerdos y providencias de trámite necesarios, cuando se beneficie la rapidez del 
proceso; 

VIII. Tramitar los incidentes y los recursos, así como la queja, cuando se trate de juicios que se ventilen 
ante el Pleno; 

IX. Imponer las medidas de apremio para hacer cumplir las determinaciones del Pleno; 

X. Presidir las sesiones de la Sección que lo requiera para integrar el quórum; 

XI. Fungir provisionalmente como Presidente de Sección, en los casos en que ésta se encuentre 
imposibilitada para elegir a su Presidente; 

XII. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo 
sean imputados al Pleno, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos 
juicios; 

XIII. Tramitar y someter a la consideración del Pleno las excitativas de justicia y recusaciones de los 
Magistrados del Tribunal; 

XIV. Rendir anualmente ante el Pleno de la Sala Superior un informe dando cuenta de la marcha del 
Tribunal y de las principales jurisprudencias establecidas por el Pleno y las Secciones, y 

XV. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

CAPÍTULO V 

De las Salas Regionales 

ARTÍCULO 31.- El Tribunal tendrá Salas Regionales, con jurisdicción en la circunscripción territorial que 
les sea asignada, integradas por tres Magistrados cada una. Las Salas Regionales conocerán de los juicios 
que se promuevan en los supuestos señalados en el artículo 15 de esta Ley, con excepción de los que 
corresponda resolver al Pleno o a las Secciones de la Sala Superior. 
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ARTÍCULO 32.- Para los efectos del artículo 31 de esta Ley, el territorio nacional se dividirá en regiones 
con los límites territoriales que se determinen en el Reglamento Interior del Tribunal, conforme a los estudios y 
propuesta de la Junta de Gobierno y Administración, con base en las cargas de trabajo y los requerimientos 
de administración de justicia. 

ARTÍCULO 33.- En cada una de las regiones a que se refiere el artículo anterior habrá el número de Salas 
que establezca el Reglamento Interior del Tribunal, en el que también se determinará la sede, su 
circunscripción territorial, la distribución de expedientes, la fecha de inicio de funciones y, en su caso, su 
especialidad. 

ARTÍCULO 34.- Las Salas Regionales conocerán de los juicios por razón de territorio, atendiendo al lugar 
donde se encuentre el domicilio fiscal del demandante, excepto cuando: 

I. Se trate de personas morales que: 

a. Formen parte del sistema financiero, en los términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, o 

b. Tengan el carácter de controladoras o controladas, de conformidad con la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, y determinen su resultado fiscal consolidado. 

II. El demandante resida en el extranjero y no tenga domicilio fiscal en el país, y 

III. Se impugnen resoluciones emitidas por la Administración General de Grandes Contribuyentes del 
Servicio de Administración Tributaria o por las unidades administrativas adscritas a dicha 
Administración General. 

En los casos señalados en estas fracciones, será competente la Sala Regional de la circunscripción 
territorial en que se encuentre la sede de la autoridad que haya dictado la resolución impugnada y, siendo 
varias las resoluciones impugnadas, la Sala Regional de la circunscripción territorial en que se encuentre la 
sede de la autoridad que pretenda ejecutarlas. 

Cuando el demandante resida en territorio nacional y no tenga domicilio fiscal, se atenderá a la ubicación 
de su domicilio particular. 

Si el demandante es una autoridad que promueve la nulidad de alguna resolución administrativa favorable 
a un particular, será competente la Sala Regional de la circunscripción territorial en que se encuentre la sede 
de la autoridad actora. 

Se presumirá que el domicilio señalado en la demanda es el fiscal salvo que la parte demandada 
demuestre lo contrario. 

ARTÍCULO 35.- Los asuntos cuyo despacho competa a las Salas Regionales serán instruidos por turno 
por los Magistrados que integren la Sala de que se trate. Para la validez de las sesiones de la Sala, será 
indispensable la presencia de los tres Magistrados y para resolver bastará mayoría de votos. 

Las sesiones de las Salas Regionales, así como las diligencias o audiencias que deban practicar serán 
públicas. No obstante, serán privadas las sesiones en que se designe al Presidente de la Sala, se ventilen 
cuestiones administrativas o que afecten la moral o el interés público, o la ley así lo exija. 

ARTÍCULO 36.- Los Presidentes de las Salas Regionales serán designados por los Magistrados que 
integren la Sala en la primera sesión de cada ejercicio, durarán en su cargo un año y no podrán ser reelectos 
para el periodo inmediato siguiente. 

En el caso de faltas temporales, los Presidentes serán suplidos por los Magistrados de la Sala en orden 
alfabético de sus apellidos. 

Si la falta es definitiva, la Sala designará nuevo Presidente para concluir el periodo del Magistrado faltante. 
El Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo Presidente en el periodo 
inmediato siguiente. 

ARTÍCULO 37.- Los Presidentes de las Salas Regionales tendrán las siguientes atribuciones: 

I. Atender la correspondencia de la Sala, autorizándola con su firma; 

II. Rendir los informes previos y justificados cuando los actos reclamados en los juicios de amparo 
sean imputados a la Sala, así como informar del cumplimiento dado a las ejecutorias en dichos 
juicios; 

III. Dictar las medidas que exijan el orden, buen funcionamiento y la disciplina de la Sala, exigir que se 
guarde el respeto y consideración debidos e imponer las correspondientes correcciones 
disciplinarias; 
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IV. Enviar al Presidente del Tribunal las excusas, excitativas de justicia y recusaciones de los 
Magistrados que integren la Sala; 

V. Realizar los actos jurídicos o administrativos de la Sala que no requieran la intervención de los 
otros dos Magistrados que la integran; 

VI. Proporcionar oportunamente a la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal los informes 
sobre el funcionamiento de la Sala; 

VII. Dirigir la oficialía de partes y los archivos de la Sala; 

VIII. Verificar que en la Sala se aplique en sus términos el Sistema de Control de Juicios; 

IX. Vigilar que sean subsanadas las observaciones formuladas a la Sala Regional durante la última 
visita de inspección; 

X. Proponer a la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal se imponga una multa al actuario 
que no cumpla con sus obligaciones legales durante la práctica de las notificaciones a su cargo, y 

XI. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 38.- Los Magistrados instructores tendrán las siguientes atribuciones: 

I. Admitir, desechar o tener por no presentada la demanda o su ampliación, si no se ajustan a la ley; 

II. Admitir o tener por no presentada la contestación de la demanda o de su ampliación o, en su caso, 
desecharlas; 

III. Admitir o rechazar la intervención del tercero; 

IV. Admitir, desechar o tener por no ofrecidas las pruebas; 

V. Sobreseer los juicios antes de que se cierre la instrucción, cuando el demandante se desista de la 
acción o se revoque la resolución impugnada, así como en los demás casos que establezcan las 
disposiciones aplicables; 

VI. Admitir, desechar y tramitar los incidentes y recursos que les competan, formular los proyectos de 
resolución, de aclaraciones de sentencia y de resoluciones de queja relacionadas 
con el cumplimiento de las sentencias, y someterlos a la consideración de la Sala; 

VII. Dictar los acuerdos o providencias de trámite necesarios para instruir el juicio, incluyendo la 
imposición de las medidas de apremio necesarias para hacer cumplir sus determinaciones, acordar 
las promociones de las partes y los informes de las autoridades y atender la correspondencia 
necesaria, autorizándola con su firma; 

VIII. Formular el proyecto de sentencia definitiva y, en su caso, de cumplimiento de ejecutorias; 

IX. Dictar los acuerdos y providencias relativas a las medidas cautelares provisionales en los términos 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, así como proponer a la Sala el 
proyecto de resolución correspondiente a la medida cautelar definitiva que se estime procedente, y 

X. Las demás que les correspondan conforme a las disposiciones legales aplicables. 

CAPÍTULO VI 

De la Junta de Gobierno y Administración 

ARTÍCULO 39.- La Junta de Gobierno y Administración será el órgano del Tribunal que tendrá a su cargo 
la administración, vigilancia, disciplina y carrera jurisdiccional, y contará con autonomía técnica y de gestión 
para el adecuado cumplimiento de sus funciones. 

ARTÍCULO 40.- La Junta de Gobierno y Administración se integrará por: 

I. El Presidente del Tribunal, quien también será el Presidente de la Junta de Gobierno y 
Administración; 

II. Dos Magistrados de Sala Superior, y 

III. Dos Magistrados de Sala Regional. 
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Los Magistrados de Sala Superior y de Sala Regional que integren la Junta de Gobierno y Administración 
serán electos por el Pleno en forma escalonada por periodos de dos años y no podrán ser reelectos para el 
periodo inmediato siguiente. Sólo serán elegibles aquellos Magistrados cuyos nombramientos cubran 
el periodo del cargo en dicha Junta. 

Los Magistrados que integren la Junta de Gobierno y Administración no ejercerán funciones 
jurisdiccionales. Una vez que concluyan su encargo en dicha Junta, se reintegrarán a las funciones 
jurisdiccionales, siempre y cuando estén en edad de desempeñarse como Magistrados. 

ARTÍCULO 41.- Son facultades de la Junta de Gobierno y Administración, las siguientes: 

I. Proponer, para aprobación del Pleno, el proyecto de Reglamento Interior del Tribunal y expedir, en 
el ámbito administrativo, los acuerdos necesarios para el buen funcionamiento del Tribunal; 

II. Formular anualmente el proyecto de presupuesto del Tribunal, para los efectos señalados en el 
artículo 1 de esta Ley; 

III. Realizar la evaluación interna de los servidores públicos que les requiera el Pleno, para los efectos 
del artículo 18, fracción V, de esta Ley. La evaluación se basará en los elementos objetivos y datos 
estadísticos sobre el desempeño del cargo, de conformidad con las disposiciones aplicables; 

IV. Llevar a cabo los estudios necesarios para determinar las regiones, sedes y el número de las 
Salas Regionales, así como materias específicas de competencia de las Secciones o de las Salas 
Regionales, en su caso, y los criterios conforme a los cuales se ejercerá la facultad de atracción, 
de acuerdo con lo que establezcan las disposiciones aplicables; 

V. Adscribir y, en su caso, cambiar de adscripción a los Magistrados de las Salas Regionales y demás 
servidores públicos del Tribunal, observando las Condiciones Generales de Trabajo respecto de los 
trabajadores a los que les sean aplicables; 

VI. Elegir y adscribir, de entre los Magistrados Supernumerarios de Sala Regional, a los que habrán de 
suplir a los Magistrados de Sala Regional que integren la Junta de Gobierno y Administración, así 
como los que cubrirán las ausencias de los Magistrados de Sala Regional, en términos de lo 
dispuesto por esta Ley; 

VII. Establecer, mediante acuerdos generales, las unidades administrativas que estime necesarias para 
el eficiente desempeño de las funciones del Tribunal, de conformidad con su presupuesto 
autorizado; 

VIII. Proponer al Pleno, acorde con los principios de eficiencia, capacidad y experiencia, el Estatuto de 
la Carrera previsto en el párrafo segundo del artículo 10, que contendrá: 

a) Los criterios de selección para el ingreso al Tribunal en alguno de los puestos comprendidos 
en la carrera jurisdiccional; 

b) Los requisitos que deberán satisfacerse para la permanencia y promoción en los cargos, y 

c) Las reglas sobre disciplina y un sistema de estímulos a los servidores públicos jurisdiccionales. 

IX. Expedir las normas de carrera para los servidores públicos a que se refiere el párrafo tercero del 
artículo 10; 

X. Autorizar los programas permanentes de capacitación, especialización y actualización en las 
materias competencia del Tribunal para los servidores públicos previstos en el artículo 3 de esta 
Ley, que elabore el Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa; 

XI. Dictar las reglas conforme a las cuales se deberán practicar visitas para verificar el correcto 
funcionamiento de las Salas Regionales, así como señalar las que corresponderá visitar a cada uno 
de sus miembros; 

XII. Acordar la distribución de los recursos presupuestales conforme a la ley, dictar las órdenes 
relacionadas con su ejercicio y supervisar su legal y adecuada aplicación; 

XIII. Establecer las comisiones que estime convenientes para su adecuado funcionamiento, señalando 
su materia e integración; 

XIV. Llevar el registro de los peritos del Tribunal y mantenerlo actualizado; 

XV. Nombrar, remover, suspender y resolver todas las cuestiones que se relacionen con los 
nombramientos de los servidores públicos de la carrera jurisdiccional, en los términos de las 
disposiciones aplicables; 



66     (Primera Sección) DIARIO OFICIAL Jueves 6 de diciembre de 2007 

XVI. Nombrar, a propuesta de su Presidente, a los titulares de los órganos auxiliares y unidades de 
apoyo administrativo, así como a los titulares de las comisiones, y removerlos de acuerdo con las 
disposiciones aplicables; 

XVII. Nombrar, a propuesta del superior jerárquico, y remover a los servidores públicos del Tribunal no 
comprendidos en las fracciones XV y XVI de este artículo; 

XVIII. Conceder licencias prepensionarias con goce de sueldo a los Magistrados, Contralor Interno, 
Secretario General de Acuerdos y Secretarios Adjuntos de las Secciones, hasta por tres meses; 

XIX. Conceder licencias sin goce de sueldo a los Magistrados hasta por tres meses, siempre que exista 
causa fundada que así lo amerite; 

XX. Conceder o negar licencias a los Secretarios, Actuarios y Oficiales Jurisdiccionales, así como al 
personal administrativo del Tribunal, en los términos de las disposiciones aplicables, previa opinión, 
en su caso, del Magistrado o del superior jerárquico al que estén adscritos; 

XXI. Regular y supervisar las adquisiciones de bienes y servicios, las obras y los arrendamientos que 
contrate el Tribunal y comprobar que se apeguen a las disposiciones legales; 

XXII. Dirigir la buena marcha del Tribunal dictando las medidas necesarias para el despacho pronto y 
expedito de los asuntos administrativos del Tribunal y aplicar las sanciones que correspondan; 

XXIII. Evaluar el funcionamiento de las áreas administrativas, de informática, del Instituto de Estudios 
sobre Justicia Fiscal y Administrativa y del área de publicaciones del Tribunal, a fin de constatar la 
adecuada prestación de sus servicios; 

XXIV. Supervisar la correcta operación y funcionamiento de las oficialías de partes comunes y de Sala, 
las coordinaciones y oficinas de Actuarios, así como de los archivos y Secretarías de Acuerdos o 
Secretarías Técnicas en las Salas y Secciones del Tribunal, según sea el caso; 

XXV. Ordenar la depuración y baja de expedientes totalmente concluidos con tres años de anterioridad, 
previo aviso publicado en el Diario Oficial de la Federación, para que quienes estén interesados 
puedan solicitar la devolución de los documentos que los integren y hayan sido ofrecidos por ellos; 

XXVI. Recibir y atender las visitas de verificación ordenadas por la Auditoría Superior de la Federación y 
supervisar que se solventen las observaciones que formule, a través de la Secretaría Técnica 
correspondiente; 

XXVII. Instruir y resolver sobre las responsabilidades de los servidores públicos establecidos en las 
fracciones I a X del artículo 3 de esta Ley e imponer, en su caso, las sanciones administrativas 
correspondientes en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos; 

XXVIII. Resolver el recurso de revocación interpuesto por los servidores públicos a que se refiere la 
fracción anterior, en contra de las resoluciones dictadas por ella misma en las que se finquen 
responsabilidades y se impongan sanciones, en términos de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos; 

XXIX. Integrar y desarrollar un sistema de información estadística sobre el desempeño del Tribunal, del 
Pleno y de las Secciones de la Sala Superior y de las Salas Regionales, que contemple por lo 
menos el número de asuntos atendidos, su materia, su cuantía, la duración de los procedimientos, 
el rezago y las resoluciones confirmadas, revocadas o modificadas; 

XXX. Establecer y administrar un Boletín Procesal para la notificación de las resoluciones y acuerdos, así 
como el control de las notificaciones que se realicen por medios electrónicos; 

XXXI. Supervisar la publicación de las jurisprudencias, precedentes y tesis aisladas emitidas por las Salas 
y Secciones en la Revista del Tribunal; 

XXXII. Formular la memoria anual de funcionamiento del Tribunal para ser presentada al Presidente de la 
República y al Congreso de la Unión; 

XXXIII. Llevar el registro de firmas de los Magistrados y Secretarios del Tribunal, y 

XXXIV. Resolver los demás asuntos que señalen las disposiciones aplicables. 
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ARTÍCULO 42.- Para la validez de las sesiones de la Junta de Gobierno y Administración, bastará la 
presencia de cuatro de sus miembros, incluyendo la asistencia del Presidente de la misma. 

ARTÍCULO 43.- Las resoluciones de la Junta de Gobierno y Administración se tomarán por mayoría de 
votos de los Magistrados miembros presentes, quienes no podrán abstenerse de votar. En caso de empate, el 
Presidente de la Junta tendrá voto de calidad. 

Las sesiones de la Junta de Gobierno y Administración serán privadas. 

ARTÍCULO 44.- El Presidente del Tribunal lo será también de la Junta de Gobierno y Administración. En el 
caso de faltas temporales del Presidente, será suplido por los Magistrados de Sala Superior integrantes de la 
Junta, siguiendo el orden alfabético de sus apellidos. 

Ante la falta definitiva de los Magistrados previstos en las fracciones II y III del artículo 40 que integren la 
Junta de Gobierno y Administración, el Pleno designará a un nuevo integrante para concluir el periodo del 
Magistrado faltante. El Magistrado designado para concluir el periodo no estará impedido para ser electo 
como integrante de la Junta de Gobierno y Administración en el periodo inmediato siguiente. 

Las faltas temporales de los Magistrados que integren la Junta de Gobierno y Administración serán 
suplidas por los Magistrados de Sala Superior o de Sala Regional que determine el Pleno de la Sala Superior, 
según sea el caso, siempre que sean elegibles para ello en los términos de esta Ley. 

ARTÍCULO 45.- La Junta de Gobierno y Administración, para atender los asuntos de su competencia, 
contará con los Secretarios Técnicos, Operativos y Auxiliares necesarios. 

CAPÍTULO VII 

De los demás Servidores Públicos del Tribunal 

ARTÍCULO 46.- Corresponde al Contralor Interno: 

I. Resolver sobre las responsabilidades de los servidores públicos establecidos en las fracciones XI a 
XIII y último párrafo del artículo 3 de esta Ley, e imponer, en su caso, las sanciones administrativas 
correspondientes en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos; 

II. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos y demás normas que expida la Junta de Gobierno y 
Administración; 

III. Comprobar el cumplimiento por parte de los órganos administrativos del Tribunal de las 
obligaciones derivadas de las disposiciones en materia de planeación, presupuestación, ingresos, 
egresos, financiamiento, patrimonio y fondos; 

IV. Llevar el registro y seguimiento de la evolución de la situación patrimonial de los servidores 
públicos del Tribunal; 

V. Inspeccionar y vigilar el cumplimiento de las normas y disposiciones relativas a los sistemas de 
registro y contabilidad, contratación y pago de personal, contratación de servicios y recursos 
materiales del Tribunal, y 

VI. Las demás que determinen las leyes, reglamentos y acuerdos generales correspondientes. 

ARTÍCULO 47.- Corresponde al Secretario General de Acuerdos del Tribunal: 

I. Acordar con el Presidente del Tribunal la programación de las sesiones del Pleno; 

II. Dar cuenta en las sesiones del Pleno de los asuntos que se sometan a su consideración, tomar la 
votación de sus integrantes, formular el acta relativa y comunicar las decisiones que se acuerden; 

III. Revisar los engroses de las resoluciones del Pleno formulados por el Magistrado ponente, 
autorizándolos en unión del Presidente; 

IV. Tramitar y firmar la correspondencia referente a las funciones del Pleno, cuando ello no 
corresponda al Presidente del Tribunal; 

V. Llevar el turno de los Magistrados que deban formular ponencias para resolución del Pleno; 

VI. Dirigir los archivos de la Sala Superior, y 

VII. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obran en los expedientes de la Sala Superior. 
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ARTÍCULO 48.- Corresponde a los Secretarios Adjuntos de Acuerdos de las Secciones: 

I. Acordar con el Presidente de la Sección, lo relativo a las sesiones de la misma; 

II. Dar cuenta en las sesiones de la Sección de los asuntos que se sometan a su consideración, tomar 
la votación de sus integrantes, formular el acta relativa y comunicar las decisiones que se 
acuerden; 

III. Engrosar, en su caso, las resoluciones de la Sección correspondiente, autorizándolas en unión del 
Presidente de la Sección; 

IV. Tramitar y firmar la correspondencia de las Secciones, cuando ello no corresponda al Presidente de 
la Sección; 

V. Llevar el turno de los Magistrados que deban formular ponencias, estudios o proyectos para las 
resoluciones de las Secciones; 

VI. Dar fe y expedir certificados de constancias que obran en los expedientes de las Secciones, y 

VII. Las demás que les encomiende el Presidente de la Sección. 

ARTÍCULO 49.- Corresponde a los Secretarios de Acuerdos de la Sala Superior: 

I. Auxiliar al Magistrado al que estén adscritos en la formulación de los proyectos de resoluciones que 
les encomienden; 

II. Autorizar con su firma las actuaciones del Magistrado ponente; 

III. Efectuar las diligencias que les encomiende el Magistrado al que estén adscritos cuando éstas 
deban practicarse fuera del local de la Sala Superior; 

IV. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obren en los expedientes de la Ponencia a la 
que estén adscritos, y 

V. Desempeñar las demás atribuciones que las disposiciones aplicables les confieran. 

ARTÍCULO 50.- Corresponde a los Secretarios de Acuerdos de Sala Regional: 

I. Proyectar los autos y las resoluciones que les indique el Magistrado instructor; 

II. Autorizar con su firma las actuaciones del Magistrado instructor y de la Sala Regional; 

III. Efectuar las diligencias que les encomiende el Magistrado instructor cuando éstas deban 
practicarse fuera del local de la Sala y dentro de su jurisdicción; 

IV. Proyectar las sentencias y engrosarlas, en su caso, conforme a los razonamientos jurídicos de los 
Magistrados; 

V. Dar fe y expedir certificados de las constancias que obren en los expedientes de la Sala a la que 
estén adscritos, y 

VI. Las demás que señalen las disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 51.- Corresponde a los Actuarios: 

I. Notificar, en el tiempo y forma prescritos por la ley, las resoluciones recaídas en los expedientes 
que para tal efecto les sean turnados; 

II. Practicar las diligencias que se les encomienden, y 

III. Las demás que señalen las leyes o el Reglamento Interior. 

ARTÍCULO 52.- Corresponde a los Secretarios de la Junta de Gobierno y Administración: 

I. Preparar los proyectos y resoluciones que deban ser sometidos a la aprobación de la Junta; 

II. Supervisar la ejecución de los acuerdos tomados por la Junta, y asentarlos en el libro de actas 
respectivo; 

III. Asistir al Presidente del Tribunal en las sesiones que se lleven a cabo por la Junta en los asuntos 
que sean de su competencia conforme a esta Ley, a su Reglamento Interior y a los acuerdos 
generales correspondientes, levantando las actas respectivas, y 

IV. Las demás que prevea esta Ley y el Reglamento Interior del Tribunal. 
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Los Secretarios de la Junta de Gobierno y Administración, para el ejercicio de las funciones citadas en las 
fracciones anteriores, se auxiliarán de las unidades administrativas que al efecto establezca el Reglamento 
Interior del Tribunal. 

ARTÍCULO 53.- El Director del Instituto de Estudios sobre Justicia Fiscal y Administrativa será nombrado 
por el Pleno, a propuesta de su Presidente, y tendrá las atribuciones siguientes: 

I. Promover la investigación jurídica en materia fiscal y administrativa; 

II. Convocar a congresos y seminarios a Magistrados y servidores públicos de la carrera jurisdiccional 
del Tribunal, así como a asociaciones profesionales representativas e instituciones de educación 
superior, a fin de promover el estudio del derecho fiscal y administrativo, evaluar la impartición de 
justicia fiscal y administrativa y proponer las medidas pertinentes para mejorarla, y 

III. Dirigir la Revista del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y proponer, compilar, editar 
y distribuir el material impreso que el Tribunal determine para divulgarlo entre las dependencias y 
entidades, las instituciones de educación superior, las agrupaciones profesionales y el público en 
general para el mejor conocimiento de los temas de índole fiscal y administrativa. 

CAPÍTULO VIII 

De las Responsabilidades de los Servidores Públicos del Tribunal 

ARTÍCULO 54.- Serán causas de responsabilidad de los servidores públicos del Tribunal: 

I. Realizar conductas que atenten contra la independencia de la función jurisdiccional, tales como 
aceptar consignas, presiones, encargos o comisiones, o cualquier acción que genere o implique 
subordinación respecto de alguna persona, del mismo Tribunal o de cualquier otro órgano del 
Estado; 

II. Inmiscuirse indebidamente en cuestiones del orden jurisdiccional que competan a otros órganos del 
Tribunal; 

III. Tener una notoria ineptitud o descuido en el desempeño de las funciones o labores que deben 
realizar; 

IV. Impedir en los procedimientos jurisdiccionales que las partes ejerzan los derechos que legalmente 
les correspondan; 

V. Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se encuentren impedidos; 

VI. Realizar nombramientos, promociones o ratificaciones infringiendo las disposiciones generales 
correspondientes; 

VII. No poner en conocimiento de la Junta de Gobierno y Administración o, en su caso, del Contralor 
del Tribunal, cualquier acto tendiente a vulnerar la independencia de la función jurisdiccional; 

VIII. No preservar la dignidad, imparcialidad y profesionalismo propios de la función jurisdiccional en el 
desempeño de sus funciones; 

IX. Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su conocimiento; 

X. Abandonar la residencia del órgano del Tribunal al que esté adscrito, o dejar de desempeñar las 
funciones o las labores que tenga a su cargo; 

XI. Incumplir las obligaciones establecidas en el artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, siempre que éstas no fueren contrarias a la naturaleza 
de la función jurisdiccional, y 

XII. Las demás que determinen las leyes. 

CAPÍTULO IX 

De las Vacaciones y Días Inhábiles 

ARTÍCULO 55.- El personal del Tribunal tendrá cada año dos periodos de vacaciones que coincidirán con 
los del Poder Judicial de la Federación. 
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Se suspenderán las labores generales del Tribunal y no correrán los plazos, los días que acuerde el Pleno 
del Tribunal. Durante las vacaciones del Tribunal, la Junta de Gobierno y Administración determinará el 
personal que deberá realizar las guardias necesarias en las diferentes regiones para la atención de los 
asuntos que se requiera. 

Únicamente se recibirán promociones en la oficialía de partes de cada Sala durante las horas hábiles que 
determine el Pleno del Tribunal. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

SEGUNDO.- Se abroga la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995. 

TERCERO.- El proceso para el nombramiento por el Presidente de la República, con la respectiva 
aprobación del Senado de la República o, en su caso, de la Comisión Permanente del H. Congreso de la 
Unión, de los dos Magistrados de Sala Superior y de los cinco Magistrados Supernumerarios de Sala 
Regional, deberá iniciarse en cuanto entre en vigor la presente Ley. 

CUARTO.- Una vez hechos los nombramientos a que se refiere el artículo anterior, el Pleno de la Sala 
Superior deberá elegir por insaculación a los Magistrados de Sala Superior que se incorporarán a la Junta de 
Gobierno y Administración en su primera integración, así como adscribir a los Magistrados de Sala Regional 
que formarán parte de la misma y a los Magistrados Supernumerarios que los suplirán temporalmente. 

A fin de escalonar los periodos de los miembros de la Junta de Gobierno y Administración, en lo que atañe 
a su primera integración, el Pleno, al hacer la elección de los Magistrados que deban integrarlo, por esta única 
ocasión, elegirá a un Magistrado de Sala Superior y a un Magistrado de Sala Regional que durarán tres años 
en su cargo en la Junta de Gobierno y Administración. 

Los Magistrados de Sala Superior nombrados conforme al artículo tercero transitorio no serán elegibles 
para la primera integración de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal. 

QUINTO.- El Reglamento Interior del Tribunal que se encuentre vigente a la entrada en vigor de la 
presente Ley, seguirá aplicándose en aquello que no se oponga a ésta, hasta que el Pleno expida el nuevo 
Reglamento Interior de conformidad con lo previsto en este ordenamiento, lo cual deberá hacer en un plazo de 
seis meses a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 

SEXTO.- Los servidores públicos que venían ejerciendo encargos administrativos que desaparecen o se 
transforman conforme a lo dispuesto por esta Ley, continuarán desempeñando los mismos cargos hasta que 
la Junta de Gobierno y Administración acuerde la creación de los nuevos órganos administrativos y decida 
sobre las designaciones mediante acuerdos específicos. 

SÉPTIMO.- Los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que a la entrada en 
vigor de la presente Ley se encuentren en ejercicio de sus cargos, continuarán en ellos hasta concluir el 
periodo para el cual fueron designados, de acuerdo con la Ley que se abroga. Al término de dicho periodo 
entregarán la Magistratura, sin perjuicio de que el Tribunal pueda proponerlos, previa evaluación de su 
desempeño, para ser nombrados como Magistrados en términos de lo dispuesto por esta Ley. 

OCTAVO.- A las personas que hayan concluido el plazo para el cual fueron nombradas como Magistrados 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y que se encuentre en trámite su propuesta de 
ratificación conforme a la Ley que se abroga, podrán ser consideradas por el Presidente de la República para 
ser nombradas como Magistrados del Tribunal en términos de la presente Ley. 

NOVENO.- Los Magistrados que conforme a la Ley que se abroga hayan obtenido la inamovilidad, 
continuarán en el ejercicio de sus encargos atento a lo establecido en dicha Ley. 

México, D.F., a 26 de abril de 2007.- Dip. Maria Elena Alvarez Bernal, Vicepresidenta.- Sen. Manlio 
Fabio Beltrones Rivera, Presidente.- Dip. Jacinto Gomez Pasillas, Secretario.- Sen. Renán Cleominio 
Zoreda Novelo, Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los cinco días del mes de diciembre 
de dos mil siete.- Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Francisco 
Javier Ramírez Acuña.- Rúbrica. 
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